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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional.
de fecha 6 del mes de diciembre de 1963.

Materia: Laboral (Reclamación de prestaciones).

Recurrente: La Azucarera Haina, C. por A.

Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa.

Recurrido : Jesús María Ortiz Tejeda.

Abogados : Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Ml. Mangual.
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón,
Leonte R. Alburquerque C. y Elpidio Abreu, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional,
hoy día 3 de febrero de 1965, años 121 9 de la Independen-
cia y 101 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública,

ji.como corte de casación, la siguiente sentencia:
1~ Sobre el recurso de casación interpuesto por la Azu-

carera Haina, C. por A., con domicilio social en la Aveni-
da Fray Cipriano Utrera, en el Centro de los Héroes de
Constanza, Maimón y Estero Hondo, de esta ciudad, con-
tra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha ti
del mdeesladnetediciembre de 1963, cuyo dispositivo se copia

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído

República;
	 del Magistrado Procurador Generalde la 
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Visto el memorial de casación de fecha 11 de febrero
de 1964, suscrito por el Dr. Juan Pablo Espinosa, cédula
64182, serie 1, abogado de la recurrente;

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de junio de
1964, suscrito por los doctores Juan Luperón Vasquez, cé-
c:ula 242229, serie 1, y Víctor Manuel Mangual, cédula
18900, serie 18, abogados del recurrido Jesús María Ortíz
Tejeda, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, do-
miciliado en la Sección de Matanzas, Municipio de Baní,
cédula 2344, serie 3;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 26 de la Ley N9 78 de fecha
4 de diciembre de 1963, orgánica de la Corporación Azu-
carera de la República Dominicana; y 1 y 65, párrafo 3,
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la demanda intentada por Jesús María Ortíz Tejeda
contra la Azucarera Haína, C. por A., previa tentativa in-
fructuosa de conciliación, en pago de las prestaciones que
el Código de Trabajo acuerda a los trabajadores despedi-
dos sin causa justificada, el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional dictó en fecha 12 de junio de 1963 uno
sentencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia en contra de la
parte demandada por no haber comparecido a pesar de ha-
ber sido legalmente citada; Segundo: Declara, la rescisión
del contrato de trabajo que existió entre las partes por
causa de despido injustificado; Tercero: Condena, a la Azu-
carera Haina, C. por A., a pagarle al trabajador Jesús M'
Ortíz Tejeda, los valores correspondientes a: 24 días de
preaviso, a razón de RD$5.00 diarios; 168 días por concep-
to de vacaciones a razón de RD$5.00 diarios; 180 días por
concepto de Auxilio de Cesantía a razón de RD$5.00 dia-
rios; 150 días por concepto de regalía pascual, a razón de
RD$5.00 diarios; Cuarto: Condena, a la Azucarera Haina, C.
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por A., a pagarle al trabajador Jesús l‘P Ortíz Tejeda, una
suma igual a los salarios que habría recibido dicho trabaja-
dor desde el día de su demanda hasta que intervenga senten-
cia definitiva dictada en última instancia, sin excedbr a
los salarios de tres meses; Quinto: Condena, a la Azuca-
rera Haina, C. por A., al pago de los costos"; b) que sobre
recurso de apelación interpuesto por la Azucarera Haina,
C. por A.. intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por la Azucarera Haina, C. por A., contra sentencia
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de
techa 12 de junio de 1963, dictada en favor del señor Je-
sús María Ortíz Tejeda, cuyo dispositivo ha sida copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; Segundo: Re-
lativamente al fondo, reforma la sentenea impugnada, y
en consecuencia condena a la Azucarera Hailla, C. por A.,
a pagar en favor del señor Jesús María Ortíz Tejeda los
siguientes valores: a) veinticuatro (24) días por concepto
de Preaviso; b) ciento ochenta (180) días por concepto de
auxilio de cesantía; e) condena a la Azucarera Haina, C.
por A., a pagar al trabajador Jesús María Ortíz Tejeda
una suma igual a los salarios que habría recibido dicho
trabajador desde el día de su demanda hasta que interven.
ga sentencia definitiva dictada en última instancia sin ex-
ceder a los salarios de tres meses; d) condena a la Azuca-
rera Haina, C. por A., a pagar en favor de Jesús María Or-
tíz Tejeda, la proporción de vacaciones y regalía pascual
correspondiente al año 1963; tomando como salario base,
RD$5.00 diarios, para el cálculo de todas las prestaciones
acordadas; Tercero: Declara prescritas todas las acciones
correspondientes a vacaciones y regalía pascual, con ex-
cepción de la parte proporcional al año 1963; Cuarto: Con-
dena a la Azucarera Haina, C. por A., parte sucumbiente
al pago de las costas del procedimiento tan solo en un cin-
cuenta por ciento de acuerdo con los artículos 691 del Có-
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digo de Trabajo y 52 mod. de la Ley N° 637 sobre Contra-
tos de Trabajos, vigente; ordenándose su distracción en
provecho del Dr. Juan Luperón Vásquez, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en el memorial de casación la recu-
rrente alega los siguientes medios: Primer Medio: Desna-
turalización de los hechos.— Segundo Medio: Violación de
los artículos 1, 2, 6 8, 9, 69, 72 y 84 del Código de Traba-
jo.— Tercer Medio: Falta de motivos;

Considerando en cuanto a la inadmisibilidad del re-
curso, invocada por el recurrido, sobre el fundamento de
que la recurrente no existe legalmente como persona jurí-
dica ni tiene patrimonio al haber sido extinguida por la
ley que creó la Corporación Azucarera de la República
Dominicana, a partir del 4 de diciembre de 1963, entidad
que es su sucesora y la única que puede, en su propio nom-
bre, intentar las acciones que pertenecieron a la Azucarera
Haina, C. por A.

Considerando que, en efecto, aún cuando la Azucarera
Haina, C. por A., figuró como parte ante el tribunal que
Gictó la sentencia recurrida y dicha sentencia pronuncia
condenaciones contra esa Compañía, como la ley N° 78 de
fecha 4 de diciembre de 1963 creó la Corporación Azuca-
rera de la República Dominicana transfiriendo todos los
bienes de la Azucarera Haina, C. por A., y otras entida-
des, a dicha Corporación, extinguiendo así las compañías
absorbidas, y, consecuentemente, sustituyendo aquellas, en
sus obligaciones, el fallo impugnado sólo hace agravio a la
citada Corporación, y por tanto, es la que tiene calidad
para impugnarlo y no la compañía extinguida por obra
de la ley, razón por la cual el presente recurso no puede
ser admitido;

Considerando que, a pesar, de que el recurrido pide
que la Azucarera Haina, C. por A., sea condenada al pago
de las costas, como el mismo recurrido solicitó que el re-
curso de dicha entidad fuera declarado inadmisible porque

Tir
ella no tenía existencia jurídica y la Suprema Corte de
Justicia, acogió ese pedimento, en la especie no Procede
pronunciar la condenación en costas solicitada.

Por tales motivos: Declara inadmisible el recurso de
casación interpuesto por la Azucarera Haina, C. por A.,
contra sentencia pronunciada por la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha 6 de diciembre de 1963, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo.

Firmados): Manuel de Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez
Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio A breu.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue, firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo).

0
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco

rís, GC fecha 28 de abril de 1964.

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario).

Recurrente: Vélrtin Castro.
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte :1.e Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo ,

ISustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña;: i
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R.
Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, hoy día 3 de febrero de 1965, años 121 9 de la

Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Valentl
Castro, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, resi-
dente en la ciudad de La Romana, cédula Núm. 18414, se-
rie 27, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís en sus atribuciones crimi-
nales, en fecha 28 de abril de 1964, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua en fecha 6 de mayo de 1964, a requerimien-
to del recurrente y en la cual no se indica ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304 párrafo II, del
Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal;
1382 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
requerido por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
La Romana, el Juez de Instrucción del indicado Distrito
Judicial dictó en fecha 5 de agosto de 1963, una providen-
cia calificativa que dispuso lo siguiente: "Resolvemos: De-
clarar, como al efecto declaramos, que existen cargos su-
ficientes para acusar al nombrado Valentín Castro, de ge-
nerales anotadas, del crimen de Homicidio Voluntario con
Premeditación y Asechanza (asesinato), en la persona de
quien en vida respondía al nombre de Deogracia Peguero,
hecho ocurrido en esta ciudad de La Romana, en fecha 25
de junio del año 1963, y en consecuencia: Mandamos y Or-
denamos: Primero: que el nombrado Valentín Castro, de
generales anotadas sea enviado al Juzgado de Primera Ins-
tancia de este Distrito Judicial en sus atribuciones crimi-
nales para que allí se le juzgue conforme a la 	 por el
crimen de Homicidio Voluntario con Premeditación y Ase-
chanza (asesinato), en la persona de quien en vida respon-
día al nombre de Deogracia Peguero; Segundo: Que las
actuaciones de la instrucción, el acta extendida respecto
al cuerpo del delito y un estado de los documentos y obje-
tos que han de servir como fundamento de convicción,
sean transmitidos al Magistrado Procurador Fiscal de este
Distrito Judicial para los fines correspondientes; Tercero:
Que la Secretaría ad-hoc de este Juzgado, haga de l a pre-sente Providencia Calificativa las notificaciones que sean
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco
rís, oe fecha 28 de abril de 1964.

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario).

Recurrente: Vallitin Castro.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte :le Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
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cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 401

Sobre el recurso de casación interpuesto por Valentín,
Castro, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, resi-
dente en la ciudad de La Romana, cédula Núm. 18414, se-
rie 27, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís en sus atribuciones crimi-
nales, en fecha 28 de abril de 1964, cuyo dispositivo se co.
pia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a -qua en fecha 6 de mayo de 1964, a requerimien-
to del recurrente y en la cual no se indica ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304 párrafo II, del
Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Criminal;
1382 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
requerido por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
La Romana, el Juez de Instrucción del indicado Distritoli.
Judicial dictó en fecha 5 de agosto de 1963, una providen-
cia calificativa que dispuso lo siguiente: "Resolvemos: De-
clarar, como al efecto declaramos, que existen cargos su-
ficientes para acusar al nombrado Valentín Castro , de ge-
nerales anotadas, del crimen de Homicidio Voluntario con
Premeditación y Asechanza (asesinato), en la persona de
quien en vida respondía al nombre de Deogracia Peguero,
hecho ocurrido en esta ciudad de La Romana, en fecha 25
de junio del año 1963, y en consecuencia: Mandamos y Or-
denamos: Primero: que el nombrado Valentín Castro, de
generales anotadas sea enviado al Juzgado de Primera Ins-
tancia de este Distrito Judicial en sus atribuciones crimi-
nales para que allí se le juzgue conforme a la le ,-, por el
crimen de Homicidio Voluntario con Premeditación y Ase-
chanza (asesinato), en la persona de quien en vida respon-
día al nombre de Deogracia Peguero; Segundo: Que las
actuaciones de la instrucción, el acta extendida respecto
al cuerpo del delito y un estado de los documentos y obje-
tos que han de servir como fundamento de convicción,
sean transmitidos al Magistrado Procurador Fiscal de este
Distrito Judicial para los fines correspondientes; Tercero:
Que la Secretaría ad-hoc de este Juzgado, haga de la pre-
sente Providencia Calificativa las notificaciones que sean
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de lugar"; b) que así apoderado del caso el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Romana, dictó
en fecha 4 de diciembre de 1963, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara, bueno en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil a nombre de
Gloria Isabel Ramos Vda. Peguero, en contra de la perso-
na que resultare responsable del hecho; Segundo: Declara,
culpable al nombrado Valentín Castro, de generales anota-
das, del crimen de homicidio voluntario con premeditación
y asechanza (ásesinato), en perjuicio de quien en vida se
llamó Deogracia Peguero y en consecuencia se condena a
sufrir la pena de veinte (20) años de trabajos públicos aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: De-
clara, regular y válido en cuanto al fondo la mencionada
parte civil y se condena al inculpado Valentín Castro, a
pagar una indemnización de un peso oro (RDS1.00), como
justa reparación simbólica por los daños ocasionados con
su hecho; Cuarto: Ordena, la confiscación del cuerpo del
delito; Quinto: Condena, a dicho acusado al pago de las
costas"; c) que sobre recurso de ap...lación interpuesto por
el acusado, intervino la sentencia ahora impugnada cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite como regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el acusado Valentín Castro, contra senten-
cia dictada, en atribuciones criminales y en fecha 4 de di-
ciembre de 1963, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, que lo condenó a sufrir
la pena de veinte (20) años de trabajos públicos, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, por el crimen de
homicidio voluntario con premeditación y asechanza (ase-
sinato) en la persona de Deogracia Peguero; que condenó
al referido acusado a pagar una indemnización de un peso
oro (RD$1.00), como justa reparación simbólica * por los da-
ños ocasionados con su hecho, ordenó la confiscación del
cuerpo del delito, condenándolo además, al pago de las cos-
tas; Segundo: Revoca la sentencia apelada en sus ordina-

les segundo y cuarto, y la confirma en sus ordinales pri-
mero, tercero y quinto; Tercero: Varía la calificación de
asesinato dada al hecho y declara a Valentín Castro, por
propia autoridad, culpable del crimen de homicidio volun-
tario en la persona de Deogracia Peguero y en ccnsecuen-
cia, lo condena a sufrir la pena de ocho (8) años de tra-
bajos públicos que debe agotar en la cárcel pública de esta
ciudad; Cuarto: Condena al repetido acusado al pago de
las costas del presente recurso";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, que en la noche del 24 de junio de 1963, en la ciudad
de La Romana, Valentín Castro infirió voluntariamente a
Deogracia Peguero varias heridas que le causaron la
muerte";

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, constituyen el crimen de homici-
dio voluntario previsto por el artículo 295 del Código Pe-
nal, y sancionado por el artículo 304, párrafo II del mis-
mo Código, con la pena de trabajos públicos, que es de tres
a veinte años; que, por consiguiente, al condenar al acusa-
do después de declararlo culpable del referido crimen, a
la pena de ocho años de trabajos públicos, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando en cuanto a la condenación civil. que la
Corte a-qua dió por establecido que Gloria Isabel Ramos
esposa de la víctima, constituida en parte civil, sufrió a
consecuencia del hecho cometido por el acusado, "un daño
irreparable", habiendo acogido el monto de un peso oro
(RD$1.00) que fue solicitado por ante el Juez de Primer
Grado; que por tanto, al condenar al acusado Valentín
Castro al pago de dicha suma, a título de indemnización
en provecho de la parte civil constituída, confirmando en
este aspecto la sentencia de Primera Instancia, hizo una
correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil;
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de lugar"; b) que así apoderado del caso el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Romana, dictó
en fecha 4 de diciembre de 1963, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara, bueno en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil a nombre de
Gloría Isabel Ramos Vda. Peguero, en contra de la perso-
na que resultare responsable del hecho; Segundo: Declara,
culpable al nombrado Valentín Castro, de generales anota-
das, del crimen de homicidio voluntario con premeditación
y asechanza (asesinato), en perjuicio de quien en vida se
llamó Deogracia Peguero y en consecuencia se condena a
sufrir la pena de veinte (20) años de trabajos públicos aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Tercero: De-
clara, regular y válido en cuanto al fondo la mencionada
parte civil y se condena al inculpado Valentín Castro, a
pagar una indemnización de un peso oro (RD$1.00), como
justa reparación simbólica por los daños ocasionados con
su hecho; Cuarto: Ordena, la confiscación del cuerpo del
delito; Quinto: Condena, a dicho acusado al pago de las
costas"; c) que sobre recurso de ap...lación interpilesto por
el acusado, intervino la sentencia ahora impugnada cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite como regu-
lar y válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el acusado Valentín Castro, contra senten-
cia dictada, en atribuciones criminales y en fecha 4 de di-
ciembre de 1963, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Romana, que lo condenó a sufrir
la pena de veinte (20) años de trabajos públicos, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, por el crimen de
homicidio voluntario con premeditación y asechanza (ase-
sinato) en la persona de Deogracia Peguero; que condenó
al referido acusado a pagar una indemnización de un peso
oro (RD$1.00), como justa reparación simbólica nor los da-
ños ocasionados con su hecho, ordenó la confiscación del
cuerpo del delito, condenándolo además, al pago de las cos-
tas; Segundo: Revoca la sentencia apelada en sus ordina-

les segundo y cuarto, y la confirma en sus ordinales pri-
mero, tercero y quinto; Tercero: Varía la calificación de
asesinato dada al hecho y declara a Valentín Castro, por
propia autoridad, culpable del crimen de homicidio volun-
tario en la persona de Deogracia Peguero y en consecuen-
cia, lo condena a sufrir la pena de ocho (8) años de tra-
bajos públicos que debe agotar en la cárcel pública de esta
ciudad; Cuarto: Condena al repetido acusado al pago de
las costas del presente recurso";

Considerando que la Corte ia-qua dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción 	 la cau-
sa, que en la noche del 24 de junio de 1963, en la ciudad
de La Romana, Valentín Castro infirió voluntariamente a
Deogracia Peguero varias heridas que le causaron la
muerte";

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, constituyen el crimen de homici-
dio voluntario previsto por el artículo 295 del Código Pe-
nal, y sancionado por el artículo 304, párrafo II del mis-
mo Código, con la pena de trabajos públicos, que es de tres
a veinte años; que, por consiguiente, al condenar al acusa-
do después de declararlo culpable del referido crimen, a
la pena de ocho años de trabajos públicos, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando en cuanto a la condenación civil, que la
Corte a-qua dió por establecido que Gloria Isabel Ramos
esposa de la víctima, constituida en parte civil, sufrió a
consecuencia del hecho cometido por el acusado, "un daño
irreparable", habiendo acogido el monto de un peso oro
(RD$1.00) que fue solicitado por ante el Juez de Primer
Grado; que por tanto, al condenar al acusado Valentín
Castro al pago de dicha suma, a título de indemnización
en provecho de la parte civil constituida, confirmando en
este aspecto la sentencia de Primera Instancia, hizo una
correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil;
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Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo concerniente al interés dei
recurrente no contiene vicio alguno que justifique su ea-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea-
sacion interpuesto por Valentín Castro contra la sentencia
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de abril de 1964,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.-- Luís Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Fdo. Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Suprema Corte de Justicia, de fecha 30 dP
septiembre de 1964.

Materia: Penal (Revisión).
Recurrente: Manuel Holguín.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente. Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, hoy día 3
de febrero de 1965, años 121 9 de la Independencia y 102°
de la Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Manuel
Holguín, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
portador de la cédula personal de identidad N° 23261, se-
rie lra., domiciliado y residente en el kilómetro 10 de la
carretera Duarte, contra sentencia dictada por la Suprema
Corte de Justicia, de fecha 30 de se ptiembre de 1964, cuyo
dispositivo dice así: "Por tales motivos, Primero: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Manuel Holguín,
contra sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
4 de septiembre de 1963, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena
al recurrente al pago de las costas";

141W Vista la instancia de fecha 21 de octubre de 1964, que
Copiada textualmente expresa: "Al Magistrado Presidente

40-
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Copiada textualmente expresa: "Al Magistrado Presidente
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Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo concerniente al interés del
recurrente no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sacien interpuesto por Valentín Castro contra la sentencia
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en fecha 28 de abril de 1964,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.-- Luís Gómez Tavárez.— Rafael Richicz Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Fdo. Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 3 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Suprema Corte de Justicia, de fecha 30 de
septiembre de 1964.

Materia: Penal (Revisión).

Recurrente: Manuel Holguín.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.. Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, hoy día 3
de febrero de 1965, años 121 9 de la Independencia y 1020
de la Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Manuel
Holguín, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
portador de la cédula personal de identidad N 9 23261, se-
rie lra., domiciliado y residente en el kilómetro 10 de la
carretera Duarte, contra sentencia dictada por la Suprema
Corte de Justicia, de fecha 30 de sentiembre de 1964, cuyo
dispositivo dice así: "Por tales motivos, Primero: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Manuel Holguín,
contra sentencia dictada en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
4 de septiembre de 1963, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena
al recurrente al pago de las costas";

111P Vista la instancia de fecha 21 de octubre de 1964, que
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y demás Jueces que integran la Honorable Suprema Cor-
te de Justicia, —Vía: Procurador General de la Repúbli-
ca.— Honorables Magistrados:— Manuel Holguír., domini-
cano, mayor de edad, casado, negociante, portador de k
cédula personal de identidad N Q 23261, serie lra., domici-
liado y residente en el kilómetro 10 de la carretera Duar-
te, tiene a bien exponeros lo siguiente:— Que mediante
sentencia de fecha 11 de diciembre de 1962, de la Primera
Cámara Penal dél Distrito Nacional, el señor Manuel Hol-
guín fue condenado al pago de una multa de Cien Peso:
Oro (RD$100.00) y a sufrir tres meses de prisión correc-
cional, por violación a la Ley 675, sobre Construcciones;—
Que mediante recurso de apelación que interpusiera c...!
mencionado señor Holguín, la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en fecha 4 de septiembre de 1963. confirmé
la sentencia apelada;— Que en fecha treinta de septiem-
bre de 1964, la Suprema Corte de Justicia rechazó el re-
curso de casación que interpusiera Manuel Holguín •— Que
en tal virtud, la sentencia dictada por la Corte d(• Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 4 de septiembre de 1963,
y la dictada por la Primera Cámara Penal del Distrito
Nacional, en fecha 11 de diciembre de 1962, han adquiri-
do, carácter de la cosa irrevocablemente juzgada:— Que
así las cosas, y posteriormente al pronunciamiento de la
sentencia de la Suprema Corte de Justicia, han surgido
nuevos documentos, que no fueron tomados en cuenta por
los Tribunales antes mencionados, y que de haberse pre-
sentado para su debate, otra solución jurídica hubiera sido
la del presente caso; documentos que el señor Manuel Hol-
guín tiene interés de que la justicia conozca de dichos
documentos en razón de que los mismos dejarán demostra-
do la inocencia del prevenido;— Que en tal virtud resulta
una sombra en su conducta esa condenación y que al am-
paro de las leyes vigentes se impone una reconsideración
de su caso;— En mérito a tales ponderaciones y contando
con el espíritu de justicia y equidad presente en todas las
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Crilninztiril , y que la sentencia de condenación cuya revisión
se pide lt(ha adquirido la autoridad de la cosa juzgada; que
por tan• Yo, el presente recurso de revisión es admisible en
cuanto a a la forma, y procede examinar si está bien funda-
do, y si 1?, en consecuencia, es admisible en cuanto al fondo;

o]
Sobr'ee la admisibilidad del recurso en cuanto al fondo.

Co iinsiderando que al tenor del artículo 305, ordinal 4.
del Cóci ligo de Procedimiento Criminal, la revisión puede
pedirse en materia criminal o correccional, cuando después
de una 3- condenación sobrevenga o se revele algún hecho,
o se pre senten documentos de los cuales no se conoció en
los deba..-rtes, siempre que por su naturaleza demuestren las,
inocencia- del condenado;

Conasiderando que el recurrente se ha limitado a afir-
mar quet€ "posteriormente al pronunciamiento de la senten-
cia del Suprema Corte de Justicia, han surgido nuevos
documer Idos, que no fueron tomados en cuenta por los Tri-
bunales antes mencionados, y que de haberse presentado
para su debate, otra solución jurídica hubiera sido la del
present .e caso"; que los referidos documentos "serán depo-
sitados en la Suprema Corte de Justicia con un escrito am-
pliativ o"; pero,

C .onsiderando que cuando se trata de la revisión penal
prevista por el ordinal 14 del artículo 305 del Código de
Proo6dimiento Criminal, el recurrente debe someter con-
juntImente con la demanda de revisión, todos los documen-
tos que la justifiquen; que, por consiguiente, mientras el
recurrente no tenga en su poder los documentos en que
aPoYa sus pretensiones, la revisión no debe ser pedida;
que, c.n el presente caso el recurrente no ha depositado
con su instancia de fecha 21 de octubre de 1964, ni poste-
riormente, ningún documento, que justifique la revisión
solicitada, ni tampoco ha precisado, como lo exige el citado
artículo 305 ordinal 4 del Código de Procedimiento Cri-



y demás Jueces que integran la Honorable Suprema Cor-
te de Justicia, —Vía: Procurador General de la Repúbli-
ca.— Honorables Magistrados:— Manuel Holguín, domini-
cano, mayor de edad, casado, negociante, portador de la 41
cédula personal de identidad N 9 23261, serie lra., domici-
liado y residente en el kilómetro 10 de la carretera Duar-
te, tiene a bien exponeros lo siguiente:— Que mediante 44
sentencia de fecha 11 de diciembre de 1962, de la Primera
Cámara Penal dl Distrito Nacional, el señor Manuel Hol-
guín fue condenado al pago de una multa de Cien Pesa:
Oro (RD$100.00) y a sufrir tres meses de prisión correc-
cional, por violación a la Ley 675, sobre Construcciones;—
Que mediante recurso de apelación que interpusiera el
mencionado señor Holguín, la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en fecha 4 de septiembre de 1963, confirmó
la sentencia apelada;— Que en fecha treinta de septiem-
bre de 1964, la Suprema Corte de Justicia rechazó el re-
curso de casación que interpusiera Manuel Holgu ín;— Que
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y la dictada por la Primera Cámara Penal del Distrito
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do, carácter de la cosa irrevocablemente juzgada:— Que
así las cosas, y posteriormente al pronunciamiento de la
sentencia de la Suprema Corte de Justicia, han surgido
nuevos documentos, que no fueron tomados en cuenta por
los Tribunales antes mencionados, y que de haberse pre-
sentado para su debate, otra solución jurídica hubiera sido
la del presente caso; documentos que el señor Manuel Hol-
guín tiene interés de que la justicia conozca de dichos
documentos en razón de que los mismos dejarán dcmostra-
do la inocencia del prevenido;— Que en tal virtud resulta
una sombra en su conducta esa condenación y que al am-
paro de las leyes vigentes se impone una reconsideración
de su caso;— En mérito a tales ponderaciones y contando
con el espíritu de justicia y equidad presente en todas las
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se pide l tilia adquirido la autoridad de la cosa juzgada; que
por tan' t o, el presente recurso de revisión es admisible en
cuanto a a la forma, y procede examinar si está bien funda-
do, y si 1?, en consecuencia, es admisible en cuanto al fondo;
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,Sabr .Ce la admisibilidad del recurso en cuanto al fondo.
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Co i lnsiderando que al tenor del artículo 305, ordinal 4.1 del Cóc x ligo de Procedimiento Criminal, la revisión puede

, pedirse en materia . criminal o correccional, cuando después
de una ''' condenación sobrevenga o se revele algún hecho,
o se pre l senten documentos de los cuales no se conoció en
los deba.

-
--(tes, siempre que por su naturaleza demuestren la

inocencia del condenado;s,

Conusiderando que el recurrente se ha limitado a afir-
mar queic "posteriormente al pronunciamiento de la senten-
cia de lp l Suprema Corte de Justicia, han surgido nuevos
documerl i tos , que no fueron tomados en cuenta por los Tri-
bunales antes mencionados, y que de haberse presentado
para su debate, otra solución jurídica hubiera s i do la del
present .e caso"; que los referidos documentos "serán depo-
sitados en la Suprema Corte de Justicia con un escrito am-
pliativ o"; pero,

Considerando que cuando se trata de la revisión penal
prevista por el ordinal 14 del artículo 305 del Código de
Procbdimiento Criminal, el recurrente debe someter con-
i untiamente con la demanda de revisión, todos los documen-
tos que la justifiquen; que, por consiguiente, mientras el
recurrente no tenga en su poder los documentos en que
apoya sus pretensiones, la revisión no debe ser pedida;
que, en el presente caso el recurrente no ha depositado
con su instancia de fecha 21 de octubre de 1964, ni poste-
riormente, ningún documento, que justifique la revisión
solicitada, ni tampoco ha precisado, como lo exige el citado
artículo 305 ordinal 4 del Código de Procedimiento Cri-
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decisiones del más alto Tribunal de Justicia de la Repú-
blica Dominicana, os solicita muy respetuosamente, orde-
néis la revisión de su caso para el correcto esclarecimien-
to de la verdad.— Los documentos que hará valer el sus-
crito en apoyo del presente recurso de revisión, j'eran de-
positados en la Suprema Corte de Justicia, con un escrito
ampliativo;— Santo Domingo, Distrito Nacional, 21 de oc-
tubre de 1964.— (Fdos.): Manuel Holguín.— Dr. César La-
ra Mieses, Abogado".—

Visto el oficio de fecha 23 de octubre de 1964, del
Magistrado Procurador General de la República, aprderan-
do a la Suprema Corte de Justicia del presente recurso de
revisión;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República, el cual concluye así: "Opinamos:— Que
se rechace, por improcedente e infundada, la solicitud de
revisión penal incoada por Manuel Holguín, respecto del
expediente que se le siguió por la violación a 1¿,1 Ley NQ
675, sobre Construcciones, y que culminó, en grado de ca-
sación, con la sentencia dictada por esa Suprema Corte de
Justicia, en fecha 30 de septiembre de 1964, con •'.odas sus
consecuencias legales, salvo el más ilustrado criter.ie de los
Magistrados que componen dicha Suprema Corte de Jus-
ticia";

La Suprema Corte de Justicia, después de habrsr deli-
berado y vistos los artículos 305 ordinal 4, 306 y 308 del,*
Código de Procedimiento Criminal y 130 del Código de
Procedimiento Civil;

Sobre la admisibilidad del recurso en cuanto a la folfma.

Considerando que en el presente caso la Suprema Cor-
te de Justicia ha sido regularmente apoderada por el Ma-
gistrado Procurador General de la República; que ei recu-
rrente invoca el caso de revisión previsto por el ordinal 4
del artículo 305, reformado, del Código de Procedimiento *,

orinal, ningún hecho decisivo que demuestre o que haga
seriamente presumir la inocencia del condenado;

Por tales motivos, Primero: Declara admisible, en
cuanto a la forma, el recurso de revisión interpuesto poi
Manuel Holguín, contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 4 de septiembre de 1963, cuyo dispositivo se
copia en otra parte del presente fallo; Segundo: Declara
inadmisible, en cuanto al fondo, dicho recurso; y Tercero:
Condena al recurrente al pago de las costas.

(Fdos.): Julio A. Cuello.— Manuel D. Berges Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque	 Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— La
presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí,- Secretario General, que certifi-
co.— (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.--
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uerque	 Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— La
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugmula: Juzgado de Primera Instancia del Diatri
Judicial de Barahona, de fecha 30 de enero de 1%4.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley N° 1841, sobre Préstamos con
Prenda sin desapoderamiento).

Recurrente: Peyipldo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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En Nombre de la República, la Suprema Corta de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña,
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R.
Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sárchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, D. N., a los
5 días del mes de febrero del año 1965, años 121 9 de la
Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Peynal-
do Jiménez, dominicano, mayor de edad, agricultor, Cédu-
la Personal de Identidad N° 19633, Serie 18, dcrriciliado
y residente en Vicente Noble, Provincia de Barahona, con-
tra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Barahona, de fecha 30 de enero
de 1964;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 3 de febrero del
1964, a requerimiento del Dr. Luis Herminio Padilla Se-
gura, abogado, actuando en interés del recurrente, y en la
cual no se exponen medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 13, 14 y 20 de la Ley N° 1841,
de 1948, sobre préstamos con prenda sin desapoderamien-
to; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) el
18 de julio de 1962 suscribieron el Banco Agrícola de la
República Dominicana y Peynaldo Jiménez, un contrato de
préstamo con prenda sin desapoderamiento por la sumo
de Un Mil Doscientos Pesos Oro (RD$1,200.00), con ven-
cimiento del término estipulado en provecho del deudor el
día 30 de enero de 1963; b) que antes de expirar dicho
término el crédito en cuestión se hizo exigible, al no satis-
facer el deudor las obligaciones señaladas por los párrafos
2 y 3 del artículo 13 de la referida ley sobre préstamos;
c) que en esa virtud, el Juez de Paz de Vicente Noble so-
bre requerimiento que le hiciera el Banco Agrícola, dictó
una ordenanza de fecha 30 de noviembre de 1962, dispo-
niendo la entrega de la garantía expresada en el contrato
de préstamo antes mencionado en el plazo de tres días, la
cual ordenanza fue puesta a conocimiento del deudor
forma legal d) que al no obtemperar Peynaldo Jiménez a
lo indicado en la ordenanza precitada, el Juez dP Paz alu-
dido fijó una audiencia el 13 de diciembre de 1362, para
juzgarle por el delito previsto por la parte in-fine del ai-
tículo 20 de la Ley 1841, recayendo sentencia sobre cl
asunto ese mismo día, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Que debe declarar y declara el defecto del
nombrado Peynaldo Jiménez, por no haber comparecido a.
la audiencia para la cual fue legalmente citado; Segundo:
Que debe condenar y condena al nombrado Peynaldo
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Materia: Correccional (Viol. a la Ley N , 1841, sobre Préstamos co
Prenda sin desapoderamiento).

Recurrente: Peyilrldo Jiménez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corta de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña,
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R.
Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sárchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, D. N., a los
5 días del mes de febrero del año 1965, años 121 9 de la
Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Peynal-
do Jiménez, dominicano, mayor de edad, agricultor, Cédu-
la Personal de Identidad N9 19633, Serie 18, dcrr ¡ciliado
y residente en Vicente Noble, Provincia de Barahona, con-
tra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 3 de febrero del
1964, a requerimiento del Dr. Luis Herminio Padilla Se-
gura, abogado, actuando en interés del recurrente, y en la
cual no se exponen medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 13, 14 y 20 de la Ley N° 1841,
de 1948, sobre préstamos con prenda sin desapoderamien-
to; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) el
18 de julio de 1962 suscribieron el Banco Agrícola de la
República Dominicana y Peynaldo Jiménez, un contrato de
préstamo con prenda sin desapoderamiento por la suma
de Un Mil Doscientos Pesos Oro (RD$1,200.00), con ven-
cimiento del término estipulado en provecho del deudor e]
día 30 de enero de 1963; b) que antes de expirar dicho
término el crédito en cuestión se hizo exigible, al no satis-
facer el deudor las obligaciones señaladas por los párrafos
2 y 3 del artículo 13 de la referida ley sobre préstamos;
c) que en esa virtud, el Juez de Paz de Vicente Noble so-
bre requerimiento que le hiciera el Banco Agrícola, dictó
una ordenanza de fecha 30 de noviembre de 1962, dispo-
niendo la entrega de la garantía expresada en el. contrato
de préstamo antes mencionado en el plazo de tres días, la
cual ordenanza fue puesta a conocimiento del deudor eu
forma legal; d) que al no obtemperar Peynaldo Jiménez a
lo indicado en la ordenanza precitada, el Juez dé Paz alu-
dido fijó una audiencia el 13 de diciembre de 1362, para
juzgarle por el delito previsto por la parte in-fine del ai -
tículo 20 de la Ley 1841, recayendo sentencia sobre el
asunto ese mismo día, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Que debe declarar y declara el defecto dcl
nombrado Peynaldo Jiménez, por no haber comparecido a
la audiencia para la cual fue legalmente citado; Segundo:
Que debe condenar y condena al nombrado Peynaldo
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ménez, de generales ignoradas, al pago de una multa de
RD$500.00 y a sufrir la pena de 3 meses de prisión correc-
cional y costas, más los valores dejados de pagar al Banco
Agrícola"; e) sobre recurso de apelación del prevenido el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, dictó la sentencia ahora impugnada en casación,
con el dispositivo que se transcribe a continuación: "Falla:

Primero: Que debe Declarar y declara bueno y válido el
recurso de apelación interpuesto por el nombrado Peynal-
do Jiménez, de generVles anotadas contra la sentencia co-
rreccional de fecha 13-12-62, dictada por el Juzga& de Paz
de Vicente Noble, que lo condenó en Detecto al pago de
una MuJta de RD$500.00, y a sufrir la pena de tres meses
de Prisión Correccional y costas, más los valores dejados
de pagar al Banco Agrícola e Industrial de la República
Dominicana por el Delito de Violación a la Ley N 9 1841,
Sobre Préstamos con Prendas sin desapoderamiento; en
perjuicio del Banco Agrícola e Industrial de la República
Dominicana; Segundo: Se Confirma la sentencia recurrida
en todas sus partes; Tercero: Condena al prevenido al pa-
go de las costas";

Considerando que el Juez a-quo cuya sentencia adop-
ta los motivos de la decisión de primer grado, sin incurrir
en desnaturalización, dio por establecido mediante la pon-
deración de los elementos de prueba regularmente produ-
cidos en la instrucción definitiva del proceso: a) que el 16
de julio de 1962, Peynaldo Jiménez, y el Banco Agrícola
de la República Dominicana, suscribieron un contrato de
préstamo con prenda sin desapoderamiento, con vencimien-
to el 30 de enero de 1963; b) que dicho deudor no destinó
el dinero prestado para cultivar cien tareas de terreno co-
mo lo prometiera, y además, no informó que esos cultivos
se iban a hacer en terrenos que no son de su propiedad,
determinando esas circunstancias que Peynaldo .Jiménez
perdiera el beneficio del término antes referido, de acuer-
do con los párrafos 2 3 del artículo 13 de la Ley 1841; c)

que el deudor no realizó el pago de la suma adeudada, mo-
tivo por el cual el Juez de Paz de Vicente Noble dictó una
ordenanza sobre requerimiento del acreedor, solicitándole
a dicho Peynaldo Jiménez la entrega de la prenda prome-
tida en el término de tres días; d) que no obstante haberle
sido regularmente notificada dicha ordenanza, el deudor
no obtemperó a sus términos, al dejar de entregar las dos
tientas fanegas de arroz que constituían la prenda en cues-
tión;

Considerando que los hechos así comprobados y admi.
tidos por el Tribunal a-quo constituyen el delito previsto
por la parte in-fine del artículo 20 de la Ley N° 1841 de
fecha 17 de noviembre de 1948; y sancionado por el mis-
mo texto legal con la pena de prisión no menor de tres
meses ni mayor de dos años, y multa de cien a dos mil
pesos, pero nunca inferior a la mitad de la suma adeuda-
da, así como al pago de la deuda contraída, accesorios y
costas del procedimiento; que por consiguiente, al conde-
nar al prevenido después de declararlo culpable del aludi-
do delito, a la pena de tres meses de prisión correccional
y quinientos pesos de multa, más el pago de la deuda, ac-
cesorios y gastos el Juez hizo una correcta aplicación de
la ley;

Considerando que examinada en sus demás as pectos la
sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del re-
currente, la misma no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Peynaldo Jiménez, contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por el Juzgadode Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, defecha 30 (treinta) de enero del 1964, cuyo dispositivo se co-
pia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condenaal recurrente al pago de las costas.
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(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Eipidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y4„
fue firmada, leída y'publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro Ge Maco
rís, de fecha 13 de mayo de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley N 9 5771).

Fecurrente: Federico Febles.

Intervinientes: José Dolores Sepúlveda y Ricardo Belarn,inio
García.

Abogado: Dr. José Enrique Ortiz de Windt.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

4111' En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ir, ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 5 días del mes
de febrero del 1965, años 121 9 de la Independencia y 1029
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federico
Febles, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, cédula
N9 8916, serie 25, domiciliado en Paraje Alto de Peguero,
Sección de Santa Lucía, El Seibo, contra sentencia de la
Corte de Apelación de San Pedro de IVIacorís, pronunciada
en sus atribuciones correccionales en fecha 13 de mayo del
1 964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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(Firmados): Julio A. Cuello.—
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.
ñón.-- Leonte R. Alburquerque C
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y 'Publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro ce Maco.
rís, de fecha 13 de mayo de 1964.

eria: Correccional (Viol. a la Ley /\1 9 5771).

recurrente: Federico Febles.

Intervinientes: José Dolores Sepúlveda y Ricardo Belarndnio
García.

Abogado: Dr. José Enrique Ortiz de Windt.

Manuel D. Bergés Chu.
— Guarionex A. García
— Rafael Richiez Savi-
.— Elpidio Abreu.— Ro-
hijo, Secretario General.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T.. asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en ls ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 5 días del mes
de febrero del 1965, años 121° de la Independencia y 102°
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federico
Febles, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, cédula
N° 8916, serie 25, domiciliado en Paraje Alto de Peguero.
Sección de Santa Lucía, El Seibo, contra sentencia de la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, pronunciada
en sus atribuciones correccionales en fecha 13 de mayo del
1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;



Oído el Dr. José E. Ortiz de Windt, cédula N9 26537,
serie 23, abogado de José Dolores Sepúlveda y Ricardo
Belarminio García, dominicanos, mayores de edad, casa-
dos, cuyas cédulas no constan en el expediente, parte civil
constituida, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acto del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recu-
rrente y en la cual no se invoca ningún medio de casación;

Visto el escrito de intervención suscrito por el aboga-
do de la parte civil constituida, en fecha 7 de noviembre
del 1964;

Visto el escrito de ampliación suscrito en fecha 12 de
noviembre del 1964, por el mismo abogado a nombre de la
referida parte civil;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley 5771 del 1961;
463, escala 6ta. del Código Penal; 1382 del Código Civil,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a. ) que previo re-
querimiento del Procurador Fiscal, el Juzgado de Primera.
Instancia del Distrito Judicial del Seibo dictó en fecha 10
de diciembre del 1962, una sentencia cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Que debe Declarar y Declara al nom-
brado Federico Febles, culpable de violar la Ley 5771 (gol-
pes involuntarios) en perjuicio de Hilda María Sepúlveda
de García y en consecuencia se condena a sufrir Tres Me-

ses de Prisión Correccional en la Cárcel Pública de esta
ciudad, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Que debe Declarar y Declara regular y válida la
constitución en parte civil de Hilda María Sepúlveda de
García en cuanto a la forma; Tercero: Que debe Condenar
y Condena al nombrado Federico Febles a pagar Un Mil
Pesos Oro (RD$1,000.00) de indemnización en favor de la

señora Hilda María Sepúlveda de García, como justa re-
paración de los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos; Cuarto: Que debe Condenar y Condena al preve
nido al pago de las costas penales y civiles con distracción
de éstas últimas en favor del Dr. Luis Eduardo Morel Poue-
rié, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; b)
que sobre los recursos de apelación del prevenido, y de la
parte civil constituida, intervino la sentencia ahora impug-
nada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por el Doctor L1113 Emilio
Figueroa Caraballo, abogado, a nombre y representación
del inculpado Federico Febles (a) Güicho, y por el Doctor
Luis Eduardo Morel Pouerié, abogado, a nombre y repre-
sentación de los señores José Dolores Sepúlveda y Ricardo
Belarminio García, parte civil constituida, contra la sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha
10 de diciembre de 1962, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de El Seibo, que condenó al
referido inculpado a sufrir la pena de tres (3) meses de pri-
sión correccional acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, por el delito de golpes involuntarios en violación
a la Ley N9 5771, en perjuicio de Hilda María Sepúlveda
de García; que condenó al inculpado Federico Febles, al
pago de una indemnización de RD$1,000.00 en favor de
Hilda María Sepúlveda de García, como justa reparación
de los daños y perjuicios morales y materiales sufridos;
condenándolo además al pago de las costas penales y civi-
les, con distracción de las últimas en favor del Dr. Luis
Eduardo Morel Pouerié, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad; Segundo: Declara como regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil, hecha por
ante esta Corte de Apelación por el Dr. José Enrique Or-
tiz de Windt, a nombre de los señores José Dolores Sepúl-
veda y Ricardo Belarminio García; Tercero: Varía la ca-
lificación dada al hecho de "Violar la Ley N 9 5771 (golpes
involuntarios)", por la de golpes involuntarios causados con
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Oído el Dr. José E. Ortiz de Windt, cédula N9 26537,
serie 23, abogado de José Dolores Sepúlveda y Ricardo
Belarminio García, dominicanos, mayores de edad, casa.
dos, cuyas cédulas no constan en el expediente, parte civil
constituida, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acto del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recu-
rrente y en la cual no se invoca ningún medio de casación;

Visto el escrito de intervención suscrito por e: aboga-
do de la parte civil constituída, en fecha 7 de noviembre
del 1964;

Visto el escrito de ampliación suscrito en fecha 12 de
noviembre del 1964, por el mismo abogado a nombre de la
referida parte civil;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 6 de la Ley 5771 del 1961;
463, escala 6ta. del Código Penal; 1382 del Código Civil,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: q) que previo re-
querimiento del Procurador Fiscal, el Juzgado de Primera.
Instancia del Distrito Judicial del Seibo dictó en fecha 10
de diciembre del 1962, una sentencia cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Que debe Declarar y Declara al nom-
brado Federico Febles, culpable de violar la Ley 5771 (gol-
pes involuntarios) en perjuicio de Hilda María Sepúlveda
de García y en consecuencia se condena a sufrir Tres Me-
ses de Prisión Correccional en la Cárcel Pública de esta
ciudad, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Segundo: Que debe Declarar y Declara regular y válida la
constitución en parte civil de Hilda María Sepúlveda de
García en cuanto a la forma; Tercero: Que debe Condenar
y Condena al nombrado Federico Febles a pagar Un Mil
Pesos Oro (RD$1,000.00) de indemnización en favor de la

señora Hilda María Sepúlveda de García, como justa re-
paración de los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos; Cuarto: Que debe Condenar y Condena al preve
nido al pago de las costas penales y civiles con distracción
de éstas últimas en favor del Dr. Luis Eduardo Morel Poue-
rié, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; b)
que sobre los recursos de apelación del prevenido, y de la
parte civil constituida, intervino la sentencia ahora impug-
nada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite
como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por el Doctor Luís Emilio
Figueroa Caraballo, abogado, a nombre y representación
del inculpado Federico Febles (al Güicho, y por el Doctor
Luis Eduardo Morel Pouerié, abogado, a nombre y repre-
sentación de los señores José Dolores Sepúlveda y Ricardo
Belarminio García, parte civil constituida, contra la sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha
10 de diciembre de 1962, por el Juzgado de Primera Ins
tancia del Distrito Judicial de El Seibo, que condenó al
referido inculpado a sufrir la pena de tres (3) meses de pri-
sión correccional acogiendo en su favor circunstancias ate.
nuantes, por el delito de golpes involuntarios en violación
a la Ley N9 5771, en perjuicio de Hilda María Sepúlveda
de García; que condenó al inculpado Federico Febles, al
pago de una indemnización de RD$1,000.00 en favor de
Hilda María Sepúlveda de García, como justa reparación
de los daños y perjuicios morales y materiales sufridos;
condenándolo además al pago de las costas penales y civi-
les, con distracción de las últimas en favor del Dr. Luis
Eduardo Morel Pouerié, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad; Segundo: Declara como regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil, hecha por
ante esta Corte de Apelación por el Dr. José Enrique Or-
tiz de Windt, a nombre de los señores José Dolores Sepúl-
veda y Ricardo Belarminio García; Tercero: Varía la ca-
lificación dada al hecho de "Violar la Ley N 9 5771 (golpes
involuntarios}", por la de golpes involuntarios causados con
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el manejo de un vehículo de motor, que dejaron lesión de
carácter permanente en perjuicio de la señora Hilda Maria
Sepúlveda de García y en cuanto a la pena, confirma la
sanción de tres (3) meses de prisión correccional que le
fue impuesta al inculpado Federico Febles, en el ordinal
primero de la sentencia apelada; Cuarto: Rechaza, por im-
procedente y mal fundado, el pedimento del inculpado, en
cuanto solicita la condenación en costas de la señora Hilda
María Sepúlveda de García; Quinto: Revoca los ordinales
segundo y tercero de la sentencia apelada y por propia au-
toridad, condena al inculpado Federico Febles, a pagar a
los señores José Belarminio García y José Dolores Sepúl-
veda, la cantidad de mil quinientos pesos oro (RD$1,500.-
00), en la siguiente proporción, mil pesos oro (RD$1,000.-
00) para el primero y quinientos pesos oro (RD$500.00) pa-
ra el segundo, como justa reparación por los daños y per-
juicios morales y materiales a ellos causados, como conse-
cuencia de los golpes involuntarios que dejaron lesión de
carácter permanente en su esposa e hija, respectivamente,
señora Hilda María Sepúlveda de García, en el accidente
causado por el inculpado con el manejo de un vehículo de
motor; Sexto: Condena al inculpado Federico Febles, al pa-
go de las costas penales y civiles, con distracción de éstas
últimas en provecho del Dr. José Enrique Ortiz de Windt,
quien declaró haberlas avanzado en su mayor parte;

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueren regularmen-
te aportados en la instrucción de la causa, dio por estable-
cido: a) que el prevenido Federico Febles, mientras condu-
cía el camión de su propiedad, placa N 9 30941, produjo a
Hilda María Sepúlveda fracturas y traumatismos en el an-
tebrazo derecho que le ocasionaron una lesión permanen-
te; b) que esto se debió a imprudencia del conductor, Fe-
derico Febles, al tratar de rebasar a otro camión. que iba
delante en la misma dirección y sin haber esperado que el
conductor de este último le dejara el espacio suficiente pa-

ra pasar; cl que en el momento en que ocurrió el acciden-
te la agraviada caminaba en dirección contraria en la par-
te de la carretera destinada a los peatones;

Considerando que los hechos así comprobados por la
Corte a-qua constituyen a cargo del prevenido, Federico
Febles, el delito de golpes y heridas por imprudencia pro-
ducidas con el manejo de un vehículo de motor que ocasio-
naron una lesión permanente a Hilda María Sepúlveda, de-
lito previsto por el artículo 1 9 , acápite d) de la Ley N°
5771 del 1961, y castigado por el mismo texto legal con
prisión de nueve meses a tres años, y multa de doscientos
a setecientos pesos; que en consecuencia, al condenar al
prevenido, después de declararlo culpable del referido de-
lito, a tres meses de prisión correccional, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de la Ley;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que los jueces del fondo establecieron, que corno conse-
cuencia de la infracción cometida por el prevenido, la par-
te civil constituída, José Dolores Sepúlveda y Ricardo Be-
larminio García, padre y esposo, respectivamente, de la
agraviada Hilda María Sepúlveda, sufrieron daños y per-
juicios morales y materiales cuyo monto apreciaron en la
suma de RD$1,500.00; que, por tanto, al condenar a dicho
prevenido al pago de esa suma, a título de indemnización
en provecho de la parte civil constituida, en la proporción
de RD$1,000.00 para José Belarminio García y RD$500.00
para José Dolores Sepúlveda, en la sentencia impugnada
se hizo, en ese aspecto, una correcta aplicación del artículo
1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
aa sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne

al prevenido, vicio alguno que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

tes a José Dolores Sepúlveda y Ricardo Belarminio García;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por

4f.



ra pasar; c) que en el momento en que ocurrió el acciden-
te la agraviada caminaba en dirección contraria en la par-
te de la carretera destinada a los peatones;

Considerando que los hechos así comprobados por la
Corte a-qua constituyen a cargo del prevenido, Federico
Febles, el delito de golpes y heridas por imprudencia pro-
ducidas con el manejo de un vehículo de motor que ocasio-
naron una lesión permanente a Hilda María Sepúlveda, de-
lito previsto por el artículo 1 9, acápite d) de la Ley N°
5771 del 1961, y castigado por el mismo texto legal con
prisión de nueve meses a tres años, y multa de doscientos
a setecientos pesos; que en consecuencia, al condenar al
prevenido, después de declararlo culpable del referido de-
lito, a tres meses de prisión correccional, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de la Ley;

Considerando, en cuanto a las condenaciones
que los jueces del fondo establecieron, que como conse-
cuencia de la infracción cometida por el prevenido, la par-
te civil constituída, José Dolores Sepúlveda y Ricardo Be-
larminio García, padre y esposo, respectivamente, de la
agraviada Hilda María Sepúlveda, sufrieron daños y per-
juicios morales y materiales cuyo monto apreciaron en la
suma de RD$1,500.00; que, por tanto, al condenar a dicho
prevenido al pago de esa suma, a título de indemnización
en provecho de la parte civil constituida, en la proporción
de RD$1,000.00 para José Belarminio García y RD$500.00
para José Dolores Sepúlveda, en la sentencia impugnada
se hizo, en ese aspecto, una correcta aplicación del artículo
1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
a sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne

al prevenido, vicio alguno que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-

tes a José Dolores Sepúlveda y Ricardo Belarminio García;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por
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el manejo de un vehículo de motor, que dejaron lesión de
carácter permanente en perjuicio de la señora Hilda Maria
Sepúlveda de García y en cuanto a la pena, confirma la;'
sanción de tres (3) meses de prisión correccional que le
fue impuesta al inculpado Federico Febles, en el ordinal
primero de la sentencia apelada; Cuarto: Rechaza, por im-
procedente y mal fundado, el pedimento del inculpado, en
cuanto solicita la condenación en costas de la señora Hilda
María Sepúlveda de García; Quinto: Revoca los ordinales
segundo y tercero de la sentencia apelada y por propia au-
toridad, condena al inculpado Federico Febles, a pagar a
los señores José Belarminio García y José Dolores Sepúl-
veda, la cantidad de mil quinientos pesos oro (RD$1,500.-
00), en la siguiente proporción, mil pesos oro (RD$1,000.-
00) para el primero y quinientos pesos oro (RD$500.00) pa-
ra el segundo, como justa reparación por los daños y per-
juicios morales y materiales a ellos causados, como conse-
cuencia de los golpes involuntarios que dejaron lesión de
carácter permanente en su esposa e hija, respectivamente,
señora Hilda María Sepúlveda de García, en el accidente
causado por el inculpado con el manejo de un vehículo de
motor; Sexto: Condena al inculpado Federico Febles, al pa-
go de las costas penales y civiles, con distracción de éstas
últimas en provecho del Dr. José Enrique Ortiz de Windt,
quien declaró haberlas avanzado en su mayor parte;

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmen-
te aportados en la instrucción de la causa, dio por estable-
cido: a) que el prevenido Federico Febles, mientras condu-
cía el camión de su propiedad, placa N 9 30941, produjo a
Hilda María Sepúlveda fracturas y traumatismos en el an-
tebrazo derecho que le ocasionaron una lesión permanen-
te; b) que esto se debió a imprudencia del conductor, Fe-
derico Febles, al tratar de rebasar a otro camión, que iba
delante en la misma dirección y sin haber esperado que el
conductor de este último le dejara el espacio suficiente pa-

;14
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Federico Febles, contra sentencia de la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís, pronunciada en sus atribuciones
correccionales, en fecha 13 de mayo del 1964, y cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; Ter-
cero: Condena al recurrente al pago de las costas con dis-
tracción en favor del Dr. José Enrique Ortiz de Windt,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur- 11
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnachi: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 21 de agosto de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley N° 2402).

Recurrente: Marcia Alicia Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Pe-
ña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte
R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez Te-
jeda, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, D.
N., a los 5 días del mes de febrero del año 1965, años 1219

t de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcia
Alicia Pérez, dominicana, soltera, empleada pública, domi-
ciliada en la casa N9 24 de la calle Juan Caballero de la
ciudad de Baní, cédula N 9 6042, serie 3, contra sentencia
pronunciada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en
sus atribuciones correccionales, en fecha 21 de agosto de
1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de l a República;
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Federico Febles, contra sentencia de la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís, pronunciada en sus atribuciones
correccionales, en fecha 13 de mayo del 1964, y cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; Ter-
cero: Condena al recurrente al pago de las costas con dis-
tracción en favor del Dr. José Enrique Ortiz de Windt,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 21 de agosto de 1964.

5fateria : Correccional (Viol. a la Ley N° 2402).

1Zveurrente: Marcia Alicia Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

4111.1' En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Pe-
ña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leontet
R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez Te-
jeda, asistidos del Secretario General, en la Sala donde

1, . celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, D.
N., a los 5 días del mes de febrero del año 1965, años 1219
de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcia
Alicia Pérez, dominicana, soltera, empleada pública, domi-
ciliada en la casa N9 24 de la calle Juan Caballero de la
ciudad de Baní, cédula N9 6042, serie 3, contra sentencia
Pronunciada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en
sus atribuciones correccionales, en fecha 21 de agosto de
1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

1

411,



Vista el acta del recurso de casación, levantada en
Secretaría de la Corte a-qua el día 21 de agosto de 1964, a
requerimiento de la recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley 2402 de 1950, y
1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que en fecha 5 de mayo de 1964 el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Peravia dictó una sen-
tencia, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Que debe Prime-
ro: Acoge la solicitud de aumento de pensión elevada por
la nombrada Marcia Pérez Díaz, y en consecuencia, au-
menta la pensión de $9.00 que le fue impuesta al nombra-
do Manuel de Jesús Peguero, por sentencia anterior de es-
te Tribunal a la suma de $12.00 (doce pesos oro) para la
manutención de dos menores que tiene procreados con Mar-
cia Pérez Díaz"; b) que sobre el recurso de apelación del
prevenido Manuel de Jesús Peguero, intervino la senten-
cia ahora impugnada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Se declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el inculpado Manuel de Jesús Pegue-
ro, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Peravia, de fecha 5 de
mayo del año 1964, que le aumentó la pensión de RD$9.00
a la suma de RD$12.00 mensuales, que dicho prevenido
deberá pasar a la madre querellante señora Marcia Pérez
Díaz, para la manutención de dos menores que tienen pro-
creados, por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuer-
do con las formalidades legales; Segundo: Se modifica la
sentencia apelada y la Corte obrando por propia autoridad,
fija en la suma de RDS9.00 la pensión mensual que deberá
pasar el inculpado Manuel de Jesús Peguero para la ma-
nutención de dos menores que tiene procreados con la que-

rellante Marcia Pérez Díaz; Tercero: Se condena además,
al inculpado al pago de las costas";

Considerando que para modificar el fallo apelado, y
fijar en la cantidad de nueve pesos oro mensuales la pen-
sión que el prevenido, Manuel de Jesús Peguero, deberá
pagar a la madre querellante, Marcia Pérez Díaz, para sub-
venir a las necesidades de los menores Manuel de Jesús, de
10 años de edad y Freddy Radhamés, de 8 años de edad,
procreados con el prevenido, la Corte a-qua tuvo en cuen-
ta, según consta en el fallo impugnado, que la madre per-
cibía un sueldo, como empleada del Gobierno, de RD$60.00
mensuales, y que los medios económicos del padre no ha-
bían aumentado después de dictada la sentencia que fijó
inicialmente la pensión en RD$9.00; que, en consecuencia,
al fijar en esta última suma la pensión que el mencionado
prevenido deberá pasar a la querellante, la Corte a-qua tu-
vo en cuenta los elementos de juicio que señala el artículo
primero de la Ley 2402 de 1950, el cual, por tanto, ha sido
aplicado correctamente;

2	 Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Marcia Alicia Pérez, contra senten-
cia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 21 de agos-
to de 1964, y cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio.

11111- (Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 21 de agosto de 1964, a
requerimiento de la recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley 2402 de 1950, y
1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerado que en la sentencia impugnada y en los
documentos a lkue ella se refiere consta lo siguiente: a)
que en fecha 5 de mayo de 1964 el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Peravia dictó una sen-
tencia, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Que debe Prime-
ro: Acoge la solicitud de aumento de pensión elevada por
la nombrada Marcia Pérez Díaz, y en consecuencia, au-
menta la pensión de $9.00 que le fue impuesta al nombra-
do Manuel de Jesús Peguero, por sentencia anterior de es-
te Tribunal a la suma de $12.00 (doce pesos oro) para la
manutención de dos menores que tiene procreados con Mar-
cia Pérez Díaz"; b) que sobre el recurso de apelación del
prevenido Manuel de Jesús Peguero, intervino la senten-
cia ahora impugnada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Se declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el inculpado Manuel de Jesús Pegue-
ro, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Peravia, de fecha 5 de
mayo del año 1964. que le aumentó la pensión de RD$9.00
a la suma de RD$12.00 mensuales, que dicho prevenido
deberá pasar a la madre querellante señora Marcia Pérez
Díaz, para la manutención de dos menores que tienen pro-
creados, por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuer-
do con las formalidades legales; Segundo: Se modifica la
:entencia apelada y la Corte obrando por propia autoridad,
fija en la suma de RD$9.00 la pensión mensual que deberá
pasar el inculpado Manuel de Jesús Peguero para la ma-
nutención de dos menores que tiene procreados con la que-

rellante Marcia Pérez Díaz; Tercero: Se condena además,
al inculpado al pago de las costas";

Considerando que para modificar el fallo apelado, y
fijar en la cantidad de nueve pesos oro mensuales la pen-
sión que el prevenido, Manuel de Jesús Peguero, deberá
pagar a la madre querellante, Marcia Pérez Díaz, para sub-
venir a las necesidades de los menores Manuel de Jesús, de
10 años de edad y Freddy Radhamés, de 8 años de edad,
procreados con el prevenido, la Corte a-qua tuvo en cuen-
ta, según consta en el fallo impugnado, que la madre per-
cibía un sueldo, como empleada del Gobierno, de RD$60.00
mensuales, y que los medios económicos del padre no ha-
bían aumentado después de dictada la sentencia que fijó
inicialmente la pensión en RD$9.00; que, en consecuencia,
al fijar en esta última suma la pensión que el mencionado
prevenido deberá pasar a la querellante, la Corte a-qua tu-
vo en cuenta los elementos de juicio que señala el artículo
primero de la Ley 2402 de 1950, el cual, por tanto, ha sido
aplicado correctamente;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Marcia Alicia Pérez, contra senten-
cia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 21 de agos-
to de 1964, y cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Bahoruco, de fecha 1° de septiembre de 1964:

Materia: Correccional (Viol. a la Ley 1841).

Recurrente: Heriberto del Valle.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1G
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu,
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu,
certifico.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Elpi-
dio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la.-
ciudad de Santo Domingo, D. N., a los 5 días del mes de
febrero del año 1965, años 121 9 de la Independencia y 1029
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heriber-
to del Valle, dominicano, mayor de edad, agricultor, Cé-
dula Personal de Identidad N 9 3894, Serie 22, con sello

I

hábil, domiciliado y residente en la sección El Salado, Ju-
risdicción de Neiba, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoru-
co, de fecha 1 9 de septiembre de 1964;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

111»fr Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Bahoruco, de fecha 1 9 de septiembre de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley 1841).

Recurrente: Heriberto del Valle.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los,

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Elpi-
dio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, D. N., a los 5 días del mes de
febrero del año 1965, años 1219 de la Independencia y 1029
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

air. Sobre el recurso de casación interpuesto por Heriber-
to del Valle, dominicano, mayor de edad, agricultor, Cé-
dula Personal de Identidad N9 3894, Serie 22, con sello
hábil, domiciliado y residente en la sección El Salado, Ju-
risdicción de Neiba, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoru-
co, de fecha 1 9 de septiembre de 1964;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;



BOLETÍN JUDICIAL	 107106	 BOLETÍN JUDICIAL

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal ia-quo, en fecha 1° de septiembre'
de 1964, a requerimiento del Dr. Angel A. Hernández Acos-
ta, abogado, actuando en interés del recurrente, y en 1
cual no se exponen medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 14 y 20 de la Ley N 9 1841 de
1948 sobre préstamos con prenda sin desapoderamiento; 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los':
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 41
7 de agosto de 1962 suscribieron el Banco Agrícola de la:
República Dominicana y Heriberto del Valle, un contrato
de préstamo con prenda sin desapoderamiento, por la su-'¡
ma de doscientos cincuenta pesos oro, con vencimiento del;
término estipulado en provecho del deudor el día 30 de
enero de 1963; b) que al no satisfacer su obligación Heri-
berto del Valle, el Juez de Paz de Neiba, sobre requeri-
miento que le hiciera el Banco Agrícola, dictó una orde-
nanza de fecha 25 de febrero de 1963, disponiendo la en- .
trega de la garantía expresada en el contrato de préstamo
antes señalado en el término de cinco días, la cual le fue
debidamente notificada al deudor por ministerio de algua-
cil, o a su defecto, el valor adeudado; c) que al no obtem-
perar Heriberto del Valle a lo indicado en la ordenanza de
referencia, el Juzgado de Paz aludido fijó una audiencia
el 15 de marzo de 1963, para juzgarle por el delito previsto-
por la parte in-fine del artículo 20 de la Ley N 9 1841, dic-
tando sentencia sobre este asunto finalmente, el 19 de abril;
de 1963, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que
debe pronunciar y pronuncia defecto contra el nombrado
Heriberto del Valle (Tico), de generales ignoradas, por /In
haber comparecido a la audiencia del día de hoy, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Declarar y
declara, a dicho prevenido, Heriberto del Valle, culpable
del delito de violación a la Ley N° 1841 en perjuicio del

Banco Agrícola y en consecuencia, lo condena a sufrir la
pena de tres meses de prisión correccional, al pago de una
multa de ciento cincuenta pesos oro (RD$150.00); Tercero:
Condenar y condena, a dicho prevenido Heriberto del Va-
lle, al pago de la suma adeudada, accesorios y gastos; y
Cuarto: Condenar y condena, al predicho prevenido Heri-
berto del Valle (Tico), además, al pago de las costas pro-
cedirnentales"; d) sobre recurso de apelación interpuesto
por el prevenido contra la precitada sentencia, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco dic-
tó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo disposi-
tivo es el que se transcribe a continuación: "Falla: Prime-
ro: Declarar y declara, bueno y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Heriberto del Valle (Ti-
co), de generales anotadas, contra sentencia del Juzgado
de Paz del Municipio de Neiba, dictada en fecha 19 de
abril de 1963, que lo condenó en defecto a sufrir la pena
de tres (3) meses de prisión correccional y al pago de la
deuda contraída, accesorios, gastos y costas de procedimien-
to, por haber sido hecho en tiempo hábil y mediante el
cumplimiento de los requisitos legales; Segundo: Modifi-
car y modifica, la sentencia recurrida en cuanto a la mul-
ta impuéstale, y en consecuencia, condena al recurrente al
pago de una multa de RD$146.87 (ciento cuarenta y seis
87 7 100 pesos oro dominicano); Tercero: Confirmar y confir-
ma, en sus demás aspectos la sentencia recurrida: y Cuar-
to: Condenar y condena, además, al recurrente, al pago de
las costas procedimentales".

Considerando que el Juez a-quo sin incurrir en desna-
turalización, dio por establecido mediante la ponderación
de los elementos de prueba regularmente producidos en la
instrucción definitiva del proceso: a) que el 7 de agosto de
1962, Heriberto del Valle y el Banco Agrícola de la Repú-
blica Dominicana, pactaron un contrato de préstamo cutí
prenda sin desapoderamiento,con vencimiento el 30 de ene-
ro de 1963; b) que el deudor no satisfizo el pago de su oblí-
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Vista el acta del recurso de casación levantada en lal
Secretaría del Tribunal •-quo, en fecha 1° de septiembrel;1,
de 1964, a requerimiento del Dr. Angel A. Hernández AcosZ'
ta, abogado, actuando en interés del recurrente, y en 1
cual no se exponen medios determinados de casación; 

y
3

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 14 y 20 de la Ley NO 1841 de
1948 sobre préstamos con prenda sin desapoderamiento; 1
y 65 de la Le9tesobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo,
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) el
7 de agosto de 1962 suscribieron el Banco Agrícola de la
República Dominicana y Heriberto del Valle, un contrato
de préstamo con prenda sin desapoderamiento, por la su-
ma de doscientos cincuenta pesos oro, con vencimiento del
término estipulado en provecho del deudor el día 30 de
enero de 1963; b) que al no satisfacer su obligación Heri-
berto del Valle, el Juez de Paz de Neiba, sobre requeri- -
miento que le hiciera el Banco Agrícola, dictó una orde-
nanza de fecha 25 de febrero de 1963, disponiendo la en-
trega de la garantía expresada en el contrato de préstamo
antes señalado en el término de cinco días, la cual le fue
debidamente notificada al deudor por ministerio de algua-,
cil, o a su defecto, el valor adeudado; c) que al no obtem--
perar Heriberto del Valle a lo indicado en la ordenanza de'
referencia, el Juzgado de Paz aludido fijó una audiencia
el 15 de marzo de 1963, para juzgarle por el delito previsto
por la parte in-fine del artículo 20 de la Ley N° 1841, dic-
tando sentencia sobre este asunto finalmente, el 19 de abrir
de 1963, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Que
debe pronunciar y pronuncia defecto contra el nombrado
Heriberto del Valle (Tico), de generales ignoradas, por no
haber comparecido a la audiencia del día de hoy, no obs-
tante haber sido legalmente citado; Segundo: Declarar y
declara, a dicho prevenido, Heriberto del Valle, culpable
del delito de violación a la Ley N9 1841 en perjuicio de

Banco Agrícola y en consecuencia, lo condena a sufrir la
pena de tres meses de prisión correccional, al pago de una
multa de ciento cincuenta pesos oro (RD$150.00); Tercero:
Condenar y condena, a dicho prevenido Heriberto del Va-
lle, al pago de la suma adeudada, accesorios y gastos; y
Cuarto: Condenar y condena, al predicho prevenido Heri-
berto del Valle (Tico), además, al pago de las costas pro-
cedimentales"; d) sobre recurso de apelación interpuesto
por el prevenido contra la precitada sentencia, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco dic-
' la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo disposi-

tivo es el que se transcribe a continuación: "Falla: Prime-
ro: Declarar y declara, bueno y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el nombrado Heriberto del Valle (Ti-
co), de generales anotadas, contra sentencia del Juzgado
de Paz del Municipio de Neiba, dictada en fecha 19 de
abril de 1963, que lo condenó en defecto a sufrir la pena
de tres (3) meses de prisión correccional y al pago de la
deuda contraída, accesorios, gastos y castas de procedimien-
to, por haber sido hecho en tiempo hábil y mediante el
cumplimiento de los requisitos legales; Segundo: Modifi-
car y modifica, la sentencia recurrida en cuanto a la mul-
ta impuéstale, y en consecuencia, condena al recurrente al
pago de una multa de RD$146.87 (ciento cuarenta y seis
87/100 pesos oro dominicano); Tercero: Confirmar y confir-
ma, en sus demás aspectos la sentencia recurrida: y Cuar-
to: Condenar y condena, además, al recurrente, al pago de
las costas procedimentales".

Considerando que el Juez a-quo sin incurrir en desna-
turalización, dio por establecido mediante la ponderación
de los elementos de prueba regularmente producidos en la
instrucción definitiva del proceso: a) que el 7 de agosto de
1962, Heriberto del Valle y el Banco Agrícola de la Repú-
blica Dominicana, pactaron un contrato de préstamo con
prenda sin desapoderamiento,con vencimiento el 30 de ene-
ro de 1963; b) que el deudor no satisfizo el pago de su obli-
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gación en el término convenido, motivo por el cual el Juez"
de Paz de Neiba dictó una ordenanza sobre requerimiento
del acreedor, dentro de los treinta días de haberse hecho
exigible el crédito, solicitándole al mencionado Heriberto
del Valle la entrega de la prenda prometida o la suma
adeudada, en el término de cinco días; e) que no obstante
haberle sido notificada personalmente dicha ordenanza por
acto de alguacil, el deudor de referencia no obtemperó a
sus términos, al dejar de entregar los noventa quintales de
arroz y cincuenta quintales de cebollín, representativos de
la prenda en cuestión;

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por el Tribunal a-quo, constituyen el delito previsto
por la parte in-fine del artículo 20 de la Ley N9 1841 de
fecha 17 de noviembre de 1948 y sancionado por el mismo
texto legal con la pena de prisión no menor de tres meses
ni mayor de dos años, y multa de cien a dos mil pesos, pero
nunca inferior a la mitad de la suma adeudada, así como al
pago de la deuda contraída, accesorios y costas del proce-
dimiento, que por consiguiente, al condenar al prevenido
después de declararlo culpable del referido delito, a la pena
de tres meses de prisión correccional y RD$146.87 de mul-
ta, más el pago de la deuda contraída, accesorios y gastos.
el Juez hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
recurrente, la misma no contiene vicio alguno que justifi -
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Heriberto del Valle, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, de
fecha 1 9 de septiembre de 1964, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.-- F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez Tejeda.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia públik a del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.
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gación en el término convenido, motivo por el cual el Juez
de Paz de Neiba dictó una ordenanza sobre requerimiento
del acreedor, dentro de los treinta días de haberse hecho
exigible el crédito, solicitándole al mencionado Heriberto
del Valle la entrega de la prenda prometida o la suma
adeudada, en el término de cinco días; c) que no obstante
haberle sido notificada personalmente dicha ordenanza por
acto de alguacil, el deudor de referencia no obtemperó a
sus términos, al dejar de entregar los noventa quintales de
arroz y cincuenta quintales de cebollín, representativos de
la prenda en cuestión;

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por el Tribunal a-quo, constituyen el delito previste
por la parte in-fine del artículo 20 de la Ley N° 1841 de
fecha 17 de noviembre de 1948 y sancionado por el mismo
texto legal con la pena de prisión no menor de tres meses
ni mayor de dos años, y multa de cien a dos mil pesos, pero
nunca inferior a la mitad de la suma adeudada, así como al
pago de la deuda contraída, accesorios y costas del proce-
dimiento, que por consiguiente, al condenar al prevenido
después de declararlo culpable del referido delito, a la pena
de tres meses de prisión correccional y RD$146.87 de mul-
ta, más el pago de la deuda contraída, accesorios y gastos.
el Juez hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
recurrente, la misma no contiene vicio alguno que justifi -
que su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Heriberto del Valle, contra senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, de
fecha, 1 9 de septiembre de 1964, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez Tejeda.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia públik a del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 2 de abril de 1964.

Materia: Laboral (Reclame ción de Prestaciones).

Recurrente: Ingeniero Félix Benítez Rexach.
Abogado: Lic. 1-11tor Sánchez Morcelo.

Recurrido: Rafael Faval.
Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez.

Interviniente: Rafael B. Richardson.
Abogado: Dra. Thelma Báez Bello.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, a los 10 días del mes de febrero del 1965, años
1219 de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Be-
nítez Rexach, ingeniero, norteamericano, domiciliado en la
casa N9 86 de la calle César Nicolás Penson, de esta ciu-
dad, cédula N° 34381, serie 1 1, contra sentencia dictada en
fecha 2 de abril de 1964, por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Viterbo Peña Medina, cédula 9285, serie

92 en representación del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, cé-
dula N 9 20224, serie 1 9 , abogado del recurrente en la lec-

cDorn.clmusairoinoecs

representación de los Dres. Rafael de Moya Grullón, cédula

	

Odíedosuesl	 ;. Suárez, cédula 3150, serie 65, en
tura

r
1056, serie 56 y Antonio Martínez Ramírez, cédula 22494,

 31, abogados del recurrido Rafael Faval, dominicano,
brero, domiciliado en la casa N° 68 de la calle Enriquillo

de esta ciudad, cédula 2347, serie 1 1 , en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente y depositado en la Secretaria de la Suprema
Corte de Justicia el día 11 de mayo de 1964;

Visto el memorial de defensa, suscrito por los aboga-
dos del recurrido y notificado al abogado del recurrente,
en fecha 15 de junio de 1964;

Visto el escrito de ampliación del recurrente, notifica-
do a los abogados del recurrido, en fecha 28 de agosto de
1964;	 •

Visto el escrito de réplica del recurrido, notificado al
abogado del recurrente, en fecha 7 de septiembre de 1964;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
de fecha 16 de junio de 1964, mediante la cual se ordena
que la demanda en intervención intentada por Rafael B.
Richardson, Secuestrario Administrador Judicial de los
bienes del recurrente Félix Benítez Rexach, se una a la
demanda principal;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1181, 1315 y 1961 del Código
Civil, 68 y 70 del Código de Procedimiento Civil, 54 y 56
de la ley 637 de 1944, sobre Contrato de Trabajo, 1, 57, 58,
59 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional_
de fecha 2 de abril de 1964.

Materia: Laboral (Reclama rión de Prestaciones).

Recurrente: Ingeniero Félix Benítez Rexach.
Abogado: Lic. Héliór Sánchez Moreda.

Recurrido: Rafael Faval.
Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón y Antonio Martínez.

Interviniente: Rafael B. Richardson.
Abogado: Dra. Thelma Báez Bello.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, a los 10 días del mes de febrero del 1965, años
121 9 de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Be-
nitez Rexach, ingeniero, norteamericano, domiciliado en la
casa N9 86 de la calle César Nicolás Penson, de esta ciu-
dad, cédula N o 34381, serie 1 1, contra sentencia dictada en
fecha 2 de abril de 1964, por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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41.1131--Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Viterbo Peña Medina, cédula 9285, serie

22 , en representación del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, cé-
dula N9 20224, serie 1 1 , abogado del recurrente en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, en
representación de los Dres. Rafael de Moya Grullón, cédula
1056, serie 56 y Antonio Martínez Ramírez, cédula 22494,
serie 31, abogados del recurrido Rafael Faval, dominicano,
obrero, domiciliado en la casa .N 9 68 de la calle Enriquillo
de esta ciudad, cédula 2347, serie 1 1 , en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente y depositado en la Secretaria de la Suprema
Corte de Justicia el día 11 de mayo de 1964;

Visto el memorial de defensa, suscrito por los aboga-
dos del recurrido y notificado al abogado del recurrente,
en fecha 15 de junio de 1964;

Visto el escrito de ampliación del recurrente, notifica-
do a los abogados del recurrido, en fecha 28 de agosto de
.1964;	 •

Visto el escrito de réplica del recurrido, notificado al
abogado del recurrente, en fecha 7 de septiembre de 1964;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
de fecha 16 de junio de 1964. mediante la cual se ordena
que la demanda en intervención intentada por Rafael B.
Richardson, Secuestrario Administrador Judicial de los
bienes del recurrente Félix Benítez Rexach, se una a la
demanda principal;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1181, 1315 y 1961 del Código
Civil, 68 y 70 del Código de Procedimiento Civil, 54 y 56
de la ley 637 de 1944, sobre Contrato de Trabajo, 1, 57, 58,
59 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;



Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que previa ten
tativa infructuosa de conciliación, Rafael Faval demandó
al Ingeniero Félix Benítez Rexach en cobro de salarios
adeudados, y el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrit&
Nacional, apoderado del asunto, dictó en fecha 4 de no-
viembre de 1963, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Ratifica, el defecto pronunciado
en la audiencia en contra de la parte demandada por no
haber comparecido a pesar de haber sido legalmente cita-,
da; Segundo: Condena, al Ing. Félix Benítez Rexach a pa.
garle al trabajador señor Rafael Faval, la suma de RD$8,.
100.00 pesos oro por concepto de diferencia del 50% de sus
salarios dejados de pagar durante tres años; Tercero: Con-
denar, a la parte que sucumbe al pago de los costos"; b)
que sobre el recurso de apelación interpuesto por el con-
denado, y después de ordenarse varias medidas de instruc-
ción, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y
válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el Ingeniero Félix Benítez Rexach, contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional en fecha 4 de noviembre de 1963, en fa-
vor del señor Rafael Faval, parte intimada, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior de ésta misma sen-
tencia; Segundo: En cuanto al fondo, confirma en todas
sus partes la sentencia apelada, por haber hecho el Juez
a-quo una justa apreciación de los hechos y una correcta
aplicación del derecho; Tercero: Condena a la parte inti-
mante Ingeniero Félix Benítez Rexach, sucumbiente al pa-
go de las costas del procedimiento, tan sólo en un cincuen-
ta por ciento de acuerdo a los artículos 691 del Código de
Trabajo y 52-mod. de la Ley N 9 637, sobre Contratos de"
Trabajo vigente; ordenándose su distracción en favor (11""in
los abogados Doctores Rafael de Moya Grullón y Antonio
Martínez Ramírez, por haberlas avanzado en su mayor par-''
te";

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1961 del Código Civil en cuanto deter-
mina la capacidad de las personas cuyos bienes estén bajo
ecuestro y la naturaleza de dicha medida conservatoria lo

cual ha conducido a una falsa aplicación de los artículos
4 y 56 del Código de Trabajo y 68 del Código de Procedi-
iento Civil; Segundo Medio: Insuficiencia de motivos y

falta de base en cuanto concierne a la desestimación hecha
por la jurisdicción a-qua de los agravios y conclusiones in-
voce planteados por el intimante en la audiencia del día 10
de enero de 1964, e igualmente exposición inexacta de mo-
tivos al afirmarse que la parte intimante no presentó nin-
gún escrito ampliativo de sus conclusiones en audiencia,
para deducir de esta inexactitud la ausencia de agravios
contra la sentencia impugnada y soslayar así los argumen-
tos y piezas que le fueron sometidos en apoyo de la alzacia;
Tercer Medio: Violación de los artículos 1181 y 1315 del
Código Civil, desnaturalización de los documentos de lo
causa y falta de base legal desde este aspecto;

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, el recurrente alega en síntesis, que
teniendo él su domicilio en la casa N 9 86 de la calle César
Nicolás Penson de esta ciudad, no fue emplazado allí como
lo exige la ley, sino que la demanda introductiva de ins-
tancia la notificaron a Rafael B. Richardson, Secuestrario
Administrador Judicial de los bienes de dicho recurrente;
que esta persona no es un representante legal suyo con ca-
pacidad para recibir las demandas que se dirijan contra el
recurrente; que el hecho de que se le haya designado un
Secuestrario-Administrador no significa que esté privado
de sus derechos civiles y que las demandas no deban serle
notificadas a él, a su persona o en su domicilio; que la no-
tificación hecha al Secuestrario ha perjudicado los intere-
ses de su defensa, porque como dicho Secuestrario no com-
pareció a la audiencia del Juzgado de Paz de Trabajo, este
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Considerando que en la sentencia impugnada y en 1,
documentos a que ella se refiere consta: a) que previa ten-
tativa infructuosa de conciliación, Rafael Faval demandó
al Ingeniero Félix Benítez Rexach en cobro de salarios
adeudados, y el Juzgado de Paz de Trabajo del Distritoo
Nacional, apoderado del asunto, dictó en fecha 4 de no_
viembre de 1963, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Ratifica, el defecto pronunciado
en la audiencia en contra de la parte demandada por no
haber comparecido a pesar de haber sido legalmente cita-,
da; Segundo: Condena, al Ing. Félix Benítez Rexach a pa-,
garle al trabajador señor Rafael Faval, la suma de RD$8,-
100.00 pesos oro por concepto de diferencia del 50% de sus
salarios dejados de pagar durante tres años; Tercero: Con-
denar, a la parte que sucumbe al pago de los costos"; b)
que sobre el recurso de apelación interpuesto por el con-
denado, y después de ordenarse varias medidas de instruc-
ción, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y
válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el Ingeniero Félix Benítez Rexach, contra la
sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional en fecha 4 de noviembre de 1963, en fa-
vor del señor Rafael Faval, parte intimada, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior de ésta misma sen-
tencia; Segundo: En cuanto al fondo, confirma en todas
sus partes la sentencia apelada, por haber hecho el Juez
a-quo una justa apreciación de los hechos y una correcta
aplicación del derecho; Tercero: Condena a la parte inti-
mante Ingeniero Félix Benítez Rexach, sucumbiente al pa-
ot,o de las costas del procedimiento, tan sólo en un cincuen-
ta por ciento de acuerdo a los artículos 691 del Código de
Trabajo y 52-mod. de la Ley N 9 637, sobre Contratos de
Trabajo vigente; ordenándose su distracción en favor de
los abogados Doctores Rafael de Moya Grullón y Antonio
Martínez Ramírez, por haberlas avanzado en su mayor par-
te";

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1961 del Código Civil en cuanto deter-
mina la capacidad de las personas cuyos bienes estén bajo
secuestro y la naturaleza de dicha medida conservatoria lo
cual ha conducido a una falsa aplicación de los artículos
54 y 56 del Código de Trabajo y 68 del Código de Procedi-
miento Civil; Segundo Medio: Insuficiencia de motivos y
alta de base en cuanto concierne a la desestimación hecha

por la jurisdicción a-qua de los agravios y conclusiones in-
voce planteados por el intimante en la audiencia del día 10
de enero de 1964, e igualmente exposición inexacta de mo-
tivos al afirmarse que la parte intimante no presentó nin-
gún escrito ampliativo de sus conclusiones en audiencia,
para deducir de esta inexactitud la ausencia de agravios
contra la sentencia impugnada y soslayar así los argumen-
tos y piezas que le fueron sometidos en apoyo de la alzada;
Tercer Medio: Violación de los artículos 1181 y 1315 del
Código Civil, desnaturalización de los documentos de lo
causa y falta de base legal desde este aspecto;

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, el recurrente alega en síntesis, que
teniendo él su domicilio en la casa N 9 86 de la calle César
Nicolás Penson de esta ciudad, no fue emplazado allí como
lo exige la ley, sino que la demanda introductiva de ins-
tancia la notificaron a Rafael B. Richardson, Secuestrario
Administrador Judicial de los bienes de dicho recurrente;
que esta persona no es un representante legal suyo con ca-
pacidad para recibir las demandas que se dirijan contra el
recurrente; que el hecho de que se le haya designado un
Secuestrario-Administrador no significa que esté privado
de sus derechos civiles y que las demandas no deban serle
notificadas a él, a su persona o en su domicilio; que la no-
tificación hecha al Secuestrario ha perjudicado los intere-
ses de su defensa, porque como dicho Secuestrario no com-
pareció a la audiencia del Juzgado de Paz de Trabajo, este
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Tribunal dictó en defecto una sentencia en contra del re-
currente, circunstancia que no hubiera ocurrido si la de-
manda se le hubiera hecho a él, de conformidad con la ley,
porque él hubiera asistido a la audiencia y no hubiera per.
dido un grado de jurisdicción en la ventilación de esa li.
tis; que esa irregularidad es de tal gravedad que entraña
la violación tanto del derecho de defensa como de los ar.
tículos 68 y 70 del Código de Procedimiento Civil, 56 del
Código de Trabajo y 1961 del Código Civil;

Considerando que la designación de un Secuestrario-
Administrador Judicial de los bienes de una persona, no
afecta la capacidad civil de esa persona; que el Secuestra-
rio Judicial no es el representante legal de la persona cu-
yos bienes administra; que, por tanto, las demandas de los
acreedores del secuestrado deben ser dirigidas contra éste
y notificadas a su persona o en su domicilio; que la de-
manda notificada al Secuestrario exclusivamente, no tiene
eficacia alguna frente al secuestrado;

Considerando que en la especie son constantes los si-
guientes hechos: a) que al Ingeniero Félix Benítez Rexach,
le designaron un Secuestrario-Administrador Judicial de
sus bienes: Rafael B. Richardson; b) que dicho Ingeniero
era patrono de Rafael Faval; c) que en fecha 9 de septiem-
bre de 1963, Rafael Faval notificó un acto a Richardson
en virtud del cual citó y emplazó a Benítez para que com-
pareciera el día 11 de ese mismo mes al Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, a los siguientes fines:
"ATENDIDO: a que, a partir del día 1° de julio de 1959,
debido a circunstancias de naturaleza económica, mi re-
queriente y el Ingeniero Félix Benítez Rexach, causante
de mi requerido, convinieron en que mi requeriente sola-
mente percibiría el 50% de su salario, con la obligación a
cargo del Ingeniero Benítez Rexach de pagarle a mi re-
queriente el otro 50% tan pronto el Estado Dominicano
pagara al Ingeniero Benítez Rexach el todo o parte de los
trabajos ejecutados por éste en el puerto de Santo Domin-

go, en la cuenca de los ríos Yuna y Barracote y en otros
lugares, en favor del Estado Dominicano; ATENDIDO: a
que en fecha posterior, 2 de julio de 1962, mi requeriente
fue despedido sin que el causahabiente del Ingeniero Félix
Benítez Rexach pagara al mismo el salario que le corres-
ponde, es decir, la mitad del salario estipulado; ATENDI-
DO: a que toda persona física o moral que deje de pagar
un servicio prestado, sujeto a una remuneración conveni-
da, además de atentar contra la integridad económica de
los obreros, incurre en un enriquecimiento ilícito en detri-
mento de los mismos; ATENDIDO: a que toda parte que
sucumbe debe ser condenada al pago de las costas. Oiga
el señor Rafael B. Richardson, a mi requeriente (pedir) y
al Magistrado Juez apoderado decir por sentencia; Prime-
ro: Ordenar el pago a cargo de los bienes pertenecientes
al Ing. Félix Benítez Rexach. administrados por el señor
Rafael B. Richardson en calidad de Secuestrario Judicial
designado a persecución y diligencia de la Secretaría de
Obras Públicas y Comunicaciones por dicho Ingeniero y
por su causahabiente a partir del día 1 9 de julio de 1959,
hasta el 2 de julio de 1962, cuya liquidación será hecho
oportunamente; y Segundo: Condenar al Ing. Félix Bení-
tez Rexach al pago de las costas"; d) que el Secuestrario
no compareció a esa audiencia, y el Juzgado de Paz, deci-
dió el asunto en la forma antes indicada; 	 -

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el Juez a-quo declaró válido el em-
plazamiento notificado al Secuestrario y no al patrono Be-
nítez, sobre el fundamento esencial de que aquel era su
representante legal; que la demanda tenía una estrecha
vinculación con los bienes administrados por el Secuestra-
rio; que dicha demanda fue "además, notificada en el do-
micilio real y en las propias manos del Secuestrario Judi-
cial de los bienes de que se trata", que, finalmente, esa
irregularidad no podría ser de naturaleza a impedir a este
Tribunal estatuir sobre el caso;
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Tribunal dictó en defecto una sentencia en contra del re-
currente, circunstancia que no hubiera ocurrido si la de-
manda se le hubiera hecho a él, de conformidad con la ley,
porque él hubiera asistido a la audiencia y no hubiera per-
dido un grado de jurisdicción en la ventilación de esa h.
tis; que esa irregularidad es de tal gravedad que entraña
la violación tanto del derecho de defensa como de los ar-
tículos 68 y 70 del Código de Procedimiento Civil, 56 del
Código de Trabajo y 1961 del Código Civil;

Considerando que la designación de un Secuestrario-
Administrador Judicial de los bienes de una persona, no
afecta la capacidad civil de esa persona; que el Secuestra-
rio Judicial no es el representante legal de la persona cu-
yos bienes administra; que, por tanto, las demandas de los
acreedores del secuestrado deben ser dirigidas contra éste
y notificadas a su persona o en su domicilio; que la de-
manda notificada al Secuestrario exclusivamente, no tiene
eficacia alguna frente al secuestrado;

Considerando que en la especie son constantes los si-
guientes hechos: a) que al Ingeniero Félix Benítez Rexach.
le designaron un Secuestrario-Administrador Judicial de
sus bienes: Rafael B. Richardson; b) que dicho Ingeniero
era patrono de Rafael Faval; cl que en fecha 9 de septiem-
bre de 1963, Rafael Faval notificó un acto a Richardson
en virtud del cual citó y emplazó a Benítez para que com-
pareciera el día 11 de ese mismo mes al Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, a los siguientes fines:
"ATENDIDO: a que, a partir del día 1° de julio de 1959,
debido a circunstancias de naturaleza económica, mi re-
queriente y el Ingeniero Félix Benítez Rexach, causante
de mi requerido, convinieron en que mi requeriente sola-
mente percibiría el 50% de su salario, con la obligación a
cargo del Ingeniero Benítez Rexach de pagarle a mi re-
queriente el otro 50% tan pronto el Estado Dominicano
pagara al Ingeniero Benítez Rexach el todo o parte de los
trabajos ejecutados por éste en el puerto de Santo Domin-

go, en la cuenca de los ríos Yuna y Barracote y en otros
lugares, en favor del Estado Dominicano; ATENDIDO: a
que en fecha posterior, 2 de julio de 1962, mi requeriente
fue despedido sin que el causahabiente del Ingeniero Félix
Benítez Rexach pagara al mismo el salario que le corres-
ponde, es decir, la mitad del salario estipulado; ATENDI-
DO: a que toda persona física o moral que deje de pagar
un servicio prestado, sujeto a una remuneración conveni-
da, además de atentar contra la integridad económica de
los obreros, incurre en un enriquecimiento ilícito en detri-
mento de los mismos; ATENDIDO: a que toda parte que
sucumbe debe ser condenada al pago de las costas. Oiga
el señor Rafael B. Richardson, a mi requeriente (pedir) y
al Magistrado Juez apoderado decir por sentencia; Prime-
ro: Ordenar el pago a cargo de los bienes pertenecientes
al Ing. Félix Benítez Rexach, administrados por el señor
Rafael B. Richardson en calidad de Secuestrario Judicial
designado a persecución y diligencia de la Secretaría de
Obras Públicas y Comunicaciones por dicho Ingeniero y
por su causahabiente a partir del día 1 9 de julio de 1959,
hasta el 2 de julio de 1962, cuya liquidación será hecho
oportunamente; y Segundo: Condenar al Ing. Félix Bení-
tez Rexach al pago de las costas"; d) que el Secuestrario
no compareció a esa audiencia, y el Juzgado de Paz, deci-
dió el asunto en la forma antes indicada; 	 -

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el Juez a-quo declaró válido el em-
plazamiento notificado al Secuestrario y no al patrono Be-
nítez, sobre el fundamento esencial de que aquel era su
representante legal; que la demanda tenía una estrecha
vinculación con los bienes administrados por el Secuestra-
rio; que dicha demanda fue "además, notificada en el do-
micilio real y en las propias manos del Secuestrario Judi-
cial de los bienes de que se trata", que, finalmente, esa
irregularidad no podría ser de naturaleza a impedir a este
Tribunal estatuir sobre el caso;
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Considerando que por lo que acaba de copiarse se
vierte que el Juez a-quo declaró válida una demanda lab
ral que no fue notificada al patrono sino a su Secuestrari
Administrador Judicial, quien, por no ser su representante
legal no tenía calidad para recibirla; que, por otra parte,
el Juez a-quo al declarar que esa irregularidad no le impi.
dió fallar el asunto, no ponderó como era su deber, la cir-
cunstancia de que esa demanda así notificada, tuvo como
consecuencia, la condenación contra el demandado, sin que
éste pudiese ejercer su derecho de defensa; que, en esas
condiciones, la sentencia impugnada debe ser casada, sin
que sea necesario ponderar los demás medios del recurso;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal,
falta o insuficiencia de motivos, desnaturalización de los
hechos o por cualquiera otra violación de las reglas proce-
sales cuyo cumplimiento esté a cargo de los jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada'
en fecha 2 de abril de 1964 por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en otro
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal como tribunal de trabajo de segundo grado, y Segun
do: Compensa las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 5 de diciembre de 1963.

1Iateria: Civil (Demanda en reparación de daños y perjuicios).

Recurren te: Emilia Santana de Espínola.
Abogado: Dr. José. Antonio Matos.

Becurrido: Manuel Cochón Calvo.
Abogado: Lic. César A. de Castro Guerra.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

11.1 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez
Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Ro-
gelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 10 de febrero de 1965,
años 121 9 de la Independencia y 102 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilia
Santana de Espínola, dominicana, mayor de edad, casada,
negociante, domiciliada y residente en esta ciudad, en la
casa N9 218 de la calle Albert Thomas, cédula 84984, serie
29, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles, en fecha
5 de diciembre del año 1963, cuyo dispositivo se copia más
adelante;



116	 BOLETÍN JUDICIAL

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que el Juez a-quo declaró válida una demanda labo-
ral que no fue notificada al patrono sino a su Secuestrarlo.
Administrador Judicial, quien, por no ser su representante
legal no tenía calidad para recibirla; que, por otra parte,
el Juez a-quo al declarar que esa irregularidad no le impi_
dió fallar el asunto, no ponderó como era su deber, la cir-
cunstancia de que esa demanda así notificada, tuvo como
consecuencia,4a condenación contra el demandado, sin que
éste pudiese ejercer su derecho de defensa; que, en esas
condiciones, la sentencia impugnada debe ser casada, si
que sea necesario ponderar los demás medios del recurso;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
cuando una sentencia fuere casada por falta de base legal,
falta o insuficiencia de motivos, desnaturalización de los
hechos o por cualquiera otra violación de las reglas proce-
sales cuyo cumplimiento esté a cargo de los jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada.
en fecha 2 de abril de 1964 por la Cámara de Trabajo del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en otro
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal como tribunal de trabajo de segundo grado, y Segun-
do: Compensa las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Recurrido: Manuel Cochón Calvo.

Abogado: Lic. César A. de Castro Guerra.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez
Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Ro-
gelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 10 de febrero de 1965,
años 121 9 de la Independencia y 102 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilia
Santana de Espínola, dominicana, mayor de edad, casada,
negociante, domiciliada y residente en esta ciudad, en la
casa .N9 218 de la calle Albert Thomas, cédula 84984, serie
29, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles, en fecha
5 de diciembre del año 1963, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

BOLETÍN JUDICIAL	 117

Sl«.NTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, di
fecha 5 de diciembre de 1963.

Materia: Civil (Demanda en reparación de daños y perjuicios).

Recurrente: Emilia Santana de Espínola.
Abogado: Dr. José Antonio Matos.



Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. José Antonio Matos, cédula 8847, serie 22,

abogado de la recurrente en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048,

serie 1 1 , abogado del recurrido en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de esta Supre-
ma Corte de Justicia,

,,
 en fecha 7 del mes de febrero del

año 1964;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
del recurrido, de fecha 12 de marzo del año 1964, notifi-
cado al abogado de la recurrente, en esa misma fecha;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 y 1382 del Código Civil;
130 y 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda en reparación de daños y perjuicios in-
tentada por Rafael Espínola Hernández y Emilia Santana
de Espínola, contra Manuel Cochón Calvd, la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional. apode-
rado del caso, dictó en fecha tres (3) del mes de junio del
mil novecientos sesenta y tres (1963), una sentencia en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo aparece inserto en el
de la sentencia ahora impugnada; b) que sobre los recur-
sos de apelación principal e incidental interpuestos respec-
tivamente por Manuel Cochón Calvo y Emilia Santana de
Espínola, contra la mencionada sentencia, intervino la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Declara regulares, en cuanto a la forma, por ha-
ber sido iniciados en tiempo hábil y de acuerdo con las re-

glas de procedimiento, tanto la apelación principal como
la incidental, interpuestas, respectivamente, por los seño-
res Manuel Cochón Calvo y Emilia Santana de Espínola:
Segundo: Rechaza, por improcedentes y mal fundadas, las
conclusion es presentadas en audiencia por la apelante in-
cidental. Emilia Santana de Espínola: Tercero: Acoge, en
todas sus partes, por reposar en prueba legal, las conclu-
siones producidas por el apelante principal, señor Manuel
Cochón Calvo y en consecuencia, revoca la sentencia recu-
rrida, dictada en fecha tres (3) de junio del presente año
de mil novecientos sesenta y tres (1963), por la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Condena, por los
motivos expuestos previamente, a Manuel Cochón Calvo,
parte demandada, a pagarle a la demandante Emilia San-
tana de Esnínola solamente, la suma de diez mil pesos oro
(RDS10 000.00), como justa reparación de los daños y per-
juicios sufridos nor dicha reclamante como consecuencia
del hecho culposo cometido nor el referido demandado; Se-
gundo: Condena a Manuel Cochón Calvo, parte sucumbien-
te, al pago de las costas, distraídas en provecho del abo-
gado Dr. Ernesto Calderón Cuello, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte; Cuarto: Condena, a la seño-
ra Emilia Santana de Espínola, parte que sucumbe, al pago
de todas las costas de la presente instancia";

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca el siguiente medio: Desnaturalización de
los hechos y falseamiento de la verdad.— Violación y ocul-
tación intencional de los documentos y medios de prueba
aportados.— Falta de base legal.— Violación de los artícu-
los 1315 y 1382 del Código Civil.— Ignorancia de los ar-
tículos 1721, 1730 y 1731 del Código Civil.— Total deseo-
nocimiento de la jurisprudencia, especialmente de las sen-
tencias de la Suprema Corte: de julio de 1961 B.J. N° 612
Pág. 1463, y publicadas en los B.J. Nos. 602, Pág. N° 1925,
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. José Antonio Matos, cédula 8847, serie 22,

abogado de la recurrente en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Lic. César A. de Castro Guerra, cédula 4048,

serie 1 1, abogado del recurrido en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente,4Iepositado en la Secretaría de esta Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 7 del mes de febrero del
año 1964;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
del recurrido, de fecha 12 de marzo del año 1964, notifi-
cado al abogado de la recurrente, en esa misma fecha;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 y 1382 del Código Civil;
130 y 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda en reparación de daños y perjuicios in-
tentada por Rafael Espínola Hernández y Emilia Santana
de Espínola, contra Manuel Cochón Calvd, la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, apode-
rado del caso, dictó en fecha tres (3) del mes de junio del
mil novecientos sesenta y tres (1963), una sentencia en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo aparece inserto en el
de la sentencia ahora impugnada; bl que sobre los recur-
sos de apelación principal e incidental interpuestos respec-
tivamente por Manuel Cochón Calvo y Emilia Santana de
Espínola, contra la mencionada sentencia, intervino la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Declara regulares, en cuanto a la forma, por ha-
ber sido iniciados en tiempo hábil y de acuerdo con las re-

Blas de procedimiento, tanto la apelación principal como
la incidental. interpuestas, respectivamente, por los seño-
res Manuel Cochón Calvo y Emilia Santana de Espínola:
Segundo: Rechaza, por improcedentes y mal fundadas, las
conclusiones presentadas en audiencia por la apelante in-
cidental, Emilia Santana de Espínola: Tercero: Acoge, en
todas sus partes, por reposar en prueba legal, las conclu-
siones producidas por el apelante principal, señor Manuel
Cochón Calvo y en consecuencia, revoca la sentencia recu-
rrida. dictada en fecha tres (3) de junio del presente año
de mil novecientos sesenta y tres (1963), por la Cámara de
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Condena, por los
motivos expuestos previamente, a Manuel Cochón Calvo,
parte demandada, a pagarle a la demandante Emilia San-
tana de Espínola solamente, la suma de diez mil pesos oro
(RD$10 000.00), como justa reparación de los daños y per-
juicios sufridos por dicha reclamante como consecuencia
del hecho culposo cometido nor el referido demandado; Se-
gundo: Condena a Manuel Cochón Calvo, parte sucumbien-
te, al pago de las costas, distraídas en provecho del abo-
gado Dr. Ernesto Calderón Cuello, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte; Cuarto: Condena, a la seño-
ra Emilia Santana de Espínola, parte que sucumbe, al pago
de todas las costas de la presente instancia";

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca el siguiente medio: Desnaturalización de
los hechos y falseamiento de la verdad.— Violación y ocul-
tación intencional de los documentos y medios de prueba
aportados.— Falta de base legal.— Violación de los artícu-
los 1315 y 1382 del Código Civil.— Ignorancia de los ar-
tículos 1721, 1730 y 1731 del Código Civil.— Total desco-
nocimiento de la jurisprudencia, especialmente de las sen-
tencias de la Suprema Corte: de julio de 1961 B.J. N° 612
Pág. 1463, y publicadas en los B.J. Nos. 602, Pág. N 9 1925,
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B.J. 612 Pág. 1463, B.J. 614, Pág. 1761, B.J. 618, Pág. 154,
B.J. 622, Pág. 672, B.J. 624, Pág. 1021, B.J. 625, Pág. 1227
y 1321, B.J. 626, Pág. 1443, B.J. 628, Págs. 1738 y 1766, así
como la sentencia de ese alto tribunal, de noviembre de
1962, Pág. 1783:— Desconocimiento de los más "elemen-
tos" principio de responsabilidad civil.— Falta de motivos;

Considerando que en el desenvolvimiento de su único
medio de casación, la recurrente alega en síntesis, lo si-
guiente: a) que la sentencia impugnada es casable por lo
viciada de favoritismo y ser pobre y floja de motivos al
mismo tiempo que carece de base legal y ser contraria a
la jurisprudencia y a los principios generales del derecho;
b) por la violación del artículo 1315 del Código Civil al
desestimar los documentos de prueba que en apoyo a la de-
manda sometió la recurrente; c) por no establecerse en ella
fundamento alguno que caracterice el uso legítimo del de-
recho que hiciera el demandado; d) que electa una vía no
es permitido tomar otra; e) que la sentencia es casable en
virtud del artículo 1315 del Código Civil, porque la Corte
a-qua ha impedido a la recurrente probar su derecho al no
hacer caso a los documentos aportados en apoyo de la de-.
manda; pero,

Considerando que el ejercicio de una acción en justi-
cia no degenera en falta susceptible de entrañar una con-
denación a daños y perjuicios, sino en el caso de que cons-
tituya un acto de malicia o de mala fe, o si es al menos, el
resultado de un error grosero equivalente al dolo;

Considerando que los jueces del fondo rechazaron las
conclusiones presentadas por Emilia Santana de Espínola,
y revocaron la sentencia apelada, sobre el fundamento de
que Manuel Cochón Calvo, al presentar su querella, 110
expuso hechos imaginarios, fabricados única y exclusiv a

-mente con el propósito perverso de causar un daño a per
-sona determinada; que la investigación policial revela, al

contrario, la existencia de hechos que tenían la apariencia
de delictuosos y de una gravedad definida; que al poner en

movimiento la acción pública, lo hizo en defensa de su pa-
trimonio, y que se encontraba en la creencia cierta y sin-
cera de que era víctima de un acto de sustracción; que esta
forma de conducirse, lejos de constituir una falta, se en-
cuentra plenamente justificada por parte del querellante,
a quien se le debe reconocer un legítimo interés en asegu-
rar la protección necesaria a sus intereses en peligro; "que
la circunstancia de que los acusados fueron luego descar-
gados por no haber cometido delito alguno, no influye en
nada respecto de la conducta honesta observada por el que-
rellante y por tanto, no altera, en forma alguna, la cali-
ficación que se le atribuye a sus actuaciones en el sentido
expuesto; que precisa descartar en la forma de conducirse
dicho querellante Cochón Calvo, todo signo de dolo, frau-
de, simulación, engaño o mala fe, así como una actitud te-
meraria observada frente a los acusados y con el propósito
perverso, y exclusivo de agravar su situación en la juris-
dicción de juicio; que el ejercicio normal de un derecho,
como ocurre en la especie, no puede dar lugar a repara-
ción";

Considerando que es de principio que el que alega un
hecho en justicia debe probarlo por los medios de prueba
establecidos por la ley; que, para que los tribunales apode-
rados de una demanda en reparación de daños y perjuicios
puedan condenar al demandado al pago de una indemni-
zación en favor del demandante, es indispensable que éste
pruebe la existencia de una falta a cargo del demandado,
así como la existencia del perjuicio, ocasionado a quien
reclama la reparación, y la relación de causa a efecto entre
la falta y el perjuicio; que, en la especie, el examen de la
sentencia impugnada pone de manifiesto, que la recurren-
te no probó sus pretensiones, razón por la cual la Corte
a-qua rechazó, por improcedentes y mal fundadas, las con-
clusiones presentadas por la apelante incidental, Emilia
Santana de Espinola/que en cuanto a la "violación y ocul-
tación intencional de los documentos y medios de prueba



BOLETÍN JUDICIAL	 121
120	 BOLETÍN JUDICIAL

B.J. 612 Pág. 1463, B.J. 614, Pág. 1761, B.J. 618, Pág. 154,
B.J. 622, Pág. 672, B.J. 624, Pág. 1021, B.J. 625, Pág. 1227
y 1321, B.J. 626, Pág. 1443, B.J. 628, Págs. 1738 y 1766, así
como la sentencia de ese alto tribunal, de noviembre de
1962, Pág. 1783:— Desconocimiento de los más "elemen-
tos" principio de responsabilidad civil.— Falta de motivos;

Considerando que en el desenvolvimiento de su único
medio de casación, la recurrente alega en síntesis, lo si-
guiente: a) que la sentencia impugnada es casable por lo
viciada de favoritismo y ser pobre y floja de motivos al
mismo tiempo que carece de base legal y ser contraria a
la jurisprudencia y a los principios generales del derecho;
b) por la violación del artículo 1315 del Código Civil a]
desestimar los documentos de prueba que en apoyo a la de-
manda sometió la recurrente; c) por no establecerse en ella
fundamento alguno que caracterice el uso legítimo del de-
recho que hiciera el demandado; d) que electa una vía no
es permitido tomar otra; e) que la sentencia es casable en
virtud del artículo 1315 del Código Civil, porque la Corte
a-qua ha impedido a la recurrente probar su derecho al no
hacer caso a los documentos aportados en apoyo de la de-.
manda; pero,

Considerando que el ejercicio de una acción en justi-
cia no degenera en falta susceptible de entrañar una con-
denación a daños y perjuicios, sino en el caso de que cons-
tituya un acto de malicia o de mala fe, o si es al menos, el
resultado de un error grosero equivalente al dolo;

Considerando que los jueces del fondo rechazaron las
conclusiones presentadas por Emilia Santana de Espínola.
y revocaron la sentencia apelada, sobre el fundamento de
que Manuel Cochón Calvo, al presentar su querella, no
expuso hechos imaginarios, fabricados única y exclusiv a
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como ocurre en la especie, no puede dar lugar a repara-
ción";

Considerando que es de principio que el que alega un
hecho en justicia debe probarlo por los medios de prueba
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alegados por la recurrente, la sentencia impugnada en
mera varios documentos depositados por la parte deman.
dante bajo inventario, y expone además: "vistos los docu.
mentos del expediente", expresión suficiente que demues-
tra que la Corte a-qua examinó los documentos de la litis,
puesto que los tribunales no tienen que transcribir en sus
sentencias todos los documentos depositados por las par-
tes; que, por otra parte, el examen de la sentencia impug-
nada muestra que la recurrente no invocó ante los jueces
del fondo la máxima Electa una vía; que, al invocarla por
primera vez en casación, esto constituye un medio nuevo
que lo hace inadmisible; que, contrariamente a lo que la
recurrente alega, los jueces del fondo han dado a los he-
chos de la causa el sentido o alcance inherentes a su pro-
pia naturaleza, y en vez de incurrir en desnaturalización,
han hecho un correcto uso del poder soberano de aprecia-
ción de que están investidos en la depuración de las prue-
bas; que, además, la sentencia impugnada contiene moti-
vos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo
y una descripción de los hechos y circunstancias de la cau-
sa que ha permitido a la Corte de Casación verificar que
en la especie, la ley ha sido bien aplicada; que, en tales
condiciones, el medio que se examina carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando que, por otra parte, el recurrido ha pe-
dido en su memorial de defensa, que se supriman ciertas
expresiones difamatorias que contra él y contra la Corte
a-qua, contiene el memorial de casación;

Considerando que de conformidad con el artículo 78
de la ley de Organización Judicial, los abogados deben ex-
presarse con decoro y moderación; que al tenor del artículo
374 del Código Penal, los tribunales pueden ordenar la su-
presión de los escritos injuriosos o difamatorios producidos
ante ellos;

Considerando que en efecto, en las páginas 7, 11, 14
y 16 del memorial de casación, el abogado del recurrente

ha dirigido expresiones irrespetuosas contra los miembros
de la Corte a-qua y contra el abogado del recurrido, que
si bien podrían dar lugar a una sanción disciplinaria con-
tra el abogado que los ha emitido, esta Suprema Corte de
Justicia decide, por ahora, ordenar la supresión de esas
frases y criticar la forma inmoderada y las alusiones per-
sonales , que en el indicado memorial ha hecho el referido
abogado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Emilia Santana de Espínola, contra
la sentencia de fecha 5 de diciembre de 1963, dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribucio-
nes civiles, cuyo dispositivo se ha copiado en otra parte del
presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago
de las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— É. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio
Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo, Secretario General).
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
6 de agosto de 1964.

Materia' Criminal (Estupro).

SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1965

Recurrente: Rafael Ureña Hernández.

+ Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 10 de febrero de 1965, años 121 9 de la In-
dependencia y 1029 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Ureña Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, do-
miciliado en Haina Abajo, cuya cédula no consta en el ex-
pediente, contra sentencia de la Corte de Apelación de La
Vega, dictada en sus atribuciones criminales en fecha 6 de
agosto del 1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 14 de agosto de 1964, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación:
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículo 332 del Código Penal y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documen tos a que ella se refiere, consta: a) que por reque-
rimiento del Procurador Fiscal el Juez de Instrucción del
Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 14 de enero
de 1964 una providencia calificativa, cuyo dispositivo dice
así: "Declararnos: Unico: que existen hechos, pruebas, pre-
sunciones e indicios lo suficientemente graves para incul-
par al nombrado Rafael Ureña Hernández, de generales
anotadas como autor del crimen de estupro en perjuicio de
la menor Ana Rita Fuerte, hecho ocurrido en la sección
de Jima Abajo de este Municipio de La Vega.— y por tan-
to: Mandarnos y Ordenarnos: Primero: que dicho inculpado
Rafael Ureña Hernández, sea enviado por ante Tribunal
Criminal correspondiente, para que allí se le juzgue con-
forme a la ley; Segundo: que la presente Providencia Cali-
ficativa sea notificada por Secretaría al Magistrado Procu-
rador Fiscal de este Distrito Judicial, así como también a
dicho inculpado; Tercero: que un estado de las piezas que
integran el presente expediente, y que haya de servir co-
mo medio de convicción sea remitido al Magistrado Pro-
curador Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines que
hayan de lugar, después de expirado el plazo de Apela-
ción"; b) que así apoderado el caso, la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Declara culpable al acusado Rafael
Ureña Hernández del crimen de estupro en perjuicio de la
menor Ana Rita Fuertes, y en consecuencia lo condena a
sufrir la pena de 11 años de trabajos públicos y al pago
de las costas; Segundo: Declara regular y válida la cons-
titución hecha en parte civil por Delio Fuertes, por con-
ducto del Dr. Ramón González H. contra el acusado Rafael
Ureña Hernández, en cuanto al fondo condena a Rafael
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
6 de agosto de 1964.

Materiat Criminal (Estupro).

Recurrente: Rafael Ureña Hernández.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
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cional, hoy día 10 de febrero de 1965, años 121 9 de la In-
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pediente, contra sentencia de la Corte de Apelación de La
Vega, dictada en sus atribuciones criminales en fecha 6 de
agosto del 1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 14 de agosto de 1964, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículo 332 del Código Penal y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por reque-
rimiento del Procurador Fiscal el Juez de Instrucción del
Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 14 de enero
de 1964 una providencia calificativa, cuyo dispositivo dice
así: "Declaramos: Unico: que existen hechos, pruebas, pre-
sunciones e indicios lo suficientemente graves para incul-
par al nombrado Rafael Ureña Hernández, de generales
anotadas como autor del crimen de estupro en perjuicio de
la menor Ana Rita Fuerte, hecho ocurrido en la sección
de Jima Abajo de este Municipio de La Vega.— y por tan-
to: Mandarnos y Ordenarnos: Primero: que dicho inculpado
Rafael Ureña Hernández, sea enviado por ante Tribunal
Criminal correspondiente, para que allí se le juzgue con-
forme a la ley; Segundo: que la presente Providencia Cali-
ficativa sea notificada por Secretaría al Magistrado Procu-
rador Fiscal de este Distrito Judicial, así como también a
dicho inculpado; Tercero: que un estado de las piezas que
integran el presente expediente, y que haya de servir co-
mo medio de convicción sea remitido al Magistrado Pro-
curador Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines que
hayan de lugar, después de expirado el plazo de Apela-
ción"; b) que así apoderado el caso, la Primera Cámara
Penal del. Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de La Vega, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Declara culpable al acusado Rafael
Ureña Hernández del crimen de estupro en perjuicio de la
menor Ana Rita Fuertes, y en consecuencia lo condena a
sufrir la pena de 11 años de trabajos públicos y al pago
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titución hecha en parte civil por Delio Fuertes, por con-
ducto del Dr. Ramón González H. contra el acusado Rafael
Ureña Hernández, en cuanto al fondo condena a Rafael
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Ureña Hernández a pagar una indemnización de RD$5,..
000.00 (cinco mil pesos oro) en favor de Delio Fuertes;
Tercero: Se ordena que dicha indemnización en caso de in-
solvencia del acusado sea perseguida por el apremio cor-
poral a razón de un día por cada peso dejado de pagar,
sin que la misma pueda pasar de dos años"; cl que sobre
el recurso de apelación del acusado Rafael Ureña Hernán-
dez, intervino la sentencia ahora impugnada cuyo disposi
tivo se copia a.,fontinuación: "Falla: Primero: Declarar re..
guiar y válido, en cuanto a la forma el recurso de apela-:
ción interpuesto por el señor Rafael Ureña Hernández, con-.
tra sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dicta-
da en atribuciones criminales en fecha 6 de marzo de 1964,
que lo condenó a sufrir la pena de once años de trabajos
públicos y al pago de una indemnización de RD$5,000.00
pesos oro en favor de la parte civil constituída señor De-
lio Fuertes, y al pago de las costas, por el crimen de Estu-
pro en la persona de la menor de diez años, Ana Rita Fuer-
tes, por haber sido hecho de acuerdo a la ley; Segundo: De-
clara culpable al referido señor Rafael Ureña Hernández
de haber cometido el crimen de estupro, no agravado en la
persona de la menor Ana Rita Fuertes, y en consecuencia
al modificarla, le condena a sufrir en la penitenciaría de
La Victoria, la pena de ocho años de de trabajos públicos;
Tercero: Declara regular en la forma y en el fondo la cons-
titución de parte civil del padre de la menor Delio Fuertes,
y en tal virtud confirma la anterior sentencia en cuanto
condenó al acusado a pagar una indemnización de RDS5,-
000.00 a título de daños y perjuicios ordenando que dicha
indemnización, en caso de insolvencia, sea perseguida por
vía del apremio corporal, a razón de un día por cada peso
que dejare de pagar, sin que pueda pasar de dos años;
Cuarto: Condena al acusado al pago de las costas penales,
no decidiendo nada en lo relativo a las costas civiles, por
no haberlo pedido la parte civil constituída";

Considerando que los jueces del fondo, mediante la
ponderac ión de los elementos de prueba aportados regu-
larmente en la instrucción de la causa, dieron por estable-
cidos los hechos siguientes: que en una noche del mes de
julio del año 1963, y en otras ocasiones, posteriormente,
Rafael Ureña Hernández sostuvo relaciones carnales con
Ana Rita Fuertes„ de diez años de edad, sin la participa-
ción de la voluntad de ésta;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen el crimen de estupro, previsto en
el artículo 332 del Código Penal, y sancionado por este
mismo texto legal con penas de 6 a 10 años de trabajos pú-
blicos, que, por consiguiente, al condenar al acusado des-
pués de haberlo declarado culpable del indicado delito, a
la pena de ocho años de trabajos públicos, la Corte a-qua
hiza una correcta aplicación de la ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles,
que los jueces del fondo establecieron que como conse-
cuencia de las infracciones cometidas por el acusado, la
parte civil constituida sufrió daños y perjuicios morales
y materiales cuyo monto apreciaron en la suma de cinco
mil pesos oro; que, por tanto, al condenar a dicho acusado
al pago de esa suma, a título de indemnización, en prove-
cho de la parte civil constituida, en la sentencia impug-
nada, se hizo, en ese aspecto, una correcta aplicación del
artículo 1382 del Código Civil;

rdili Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Rafael Hernández Ureña, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, dictada en
sus atribuciones criminales, en fecha 6 de agosto del 1964,
Y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.
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tifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Rafael Hernández Ureña, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, dictada en
sus atribuciones criminales, en fecha 6 de agosto del 1964,
Y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.
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(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. Garcia
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: yrnesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 10 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distritc
Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 22 de julio
de 1964.

materia: Correccional (Viol. a la Ley 6186—préstamo con prenda
sin desapoderamiento).

Recurrente: Reyno Bonilla.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquer-
que Castillo, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asisti-
dos del Secretario General en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, D. N., a los
10 días del mes de febrero del año 1965, años 121 9 de la
Independencia y 1029 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el' recurso de casación interpuesto por Reyno
Bonilla, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula N9
1598, serie 61, domiciliado y residente en la sección Los
Cacaos, del Municipio de Río San Juan, contra la senten-
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de María Trinidad Sánchez, de fecha 22 de
julio de 1964;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera]

de la República;
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10 días del mes de febrero del año 1965, años 121 9 de la
Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en audien-

>	 cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el' recurso de casación interpuesto por Reyno
Bonilla, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula N9
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de la República;
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pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. Garcia
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Fque certifico. ( do.: Ernesto Curiel hijo).
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-T), en fecha 6 de agosto de 1964,
a requerimiento del Dr. L. Osiris Duquela, abogado, ac-
tuando en interés del recurrente, en la cual acta no se ex-
ponen medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 180 del Código de Procedi-
miento Criminal, 20 de la Ley 1841 de 1948, y 1 de la Lev
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) el
18 de diciembre de 1958 se formalizó entre el Banco Agrí-
cola de la República Dominicana y Reyno Bonilla, un con-
trato de préstamo con prenda sin desapoderamiento, por
la suma de tres mil pesos oro, exigible el 18 de diciembre
de 1959, por expirar en esa fecha el término estipulado en
provecho del deudor; b) al no cumplir el deudor con su
obligación en la forma convenida con su acreedor, éste
requirió del Juez de Paz de Río San Juan la ejecución de
la prenda, consistente en 128 cabezas de ganado en la for-
ma descrita en el contrato, quien al efecto dictó una orde-
nanza de fecha 27 de enero de 1960, la cual le fue notifi-
cada por ministerio de alguacil al referido Reyno Bonilla,
solicitándole la entrega de la prenda en cuestión en el pla-
zo de cinco días; c) que al no obtemperar el deudor a los
términos de la ordenanza citada, prosiguiendo las actuacio-
nes, el Juez de Paz referido fijó una audiencia el 18 de
enero de 1963, a fin de conocer de la causa seguida a Rey-
no Bonilla, prevenido del delito previsto por el artículo 20
de la Ley N9 1841 sobre préstamos con prenda sin desapo-
deramiento, in-medio, causa que después de varios reen-
víos, tuvo su culminación con la sentencia dictada por el
Juzgado de Paz del Municipio de Río San Juan de fecha
28 de enero de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto
contra el nombrado Reyno Bonilla, de generales ignora-
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das , por no haber comparecido a esta audiencia no obstan-
te haber sido legalmente citado; Segundo: que debe con-
denar y condena al nombrado Reyno Bonilla, al pago de
RD$1,414.00 oro de multa igual al importe de la mitad de
la deuda contraída con el Banco Agrícola de la República
Dominicana, compensable a razón de un día de prisión por
cada peso dejado de pagar; a sufrir dos años de prisión co-
rreccional y al pago de los costos; Tercero: al pago de la
suma de RD$2,828.33, como deuda e intereses adeudados
hasta la fecha, en favor del Banco Agrícola de la República
Dominicana, todo por el delito de perjurio y de acuerdo
con los artículos 196 y siguientes de la Ley N9 6186"; d)
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
María Trinidad Sánchez, pronunció la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el dispositivo que se transcribe
a continuación: "Falla: Primero: Se declara el defecto con-
tra Reyno Bonilla por no haber comparecido a esta audien-
cia no obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se
declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso
de apelación interpuesto por Reyno Bonilla contra senten-
cia de fecha 28 de enero de 1964, del Juzgado de Paz del
Municipio de Río San Juan que lo condenó a dos años de
prisión correccional y a pagar una multa de RD$1,414.00
pesos oro y las costas y a pagarle al Banco Agrícola de la
República Dominicana la suma de RD$2,828.33 con sus in-
tereses y costas; Tercero: Se confirma dicha sentencia en
todas sus partes; Cuarto: Se condena al apelante al pago
de las costas";

Considerando que el apoderamiento del tribunal en
materia correccional por vía de citación directa tiene lu-
gar in-rem, en el sentido de que el Juez solamente puede
juzgar el hecho revelado en el acto de citación, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 180 del Código de
Procedimiento Criminal, cuya finalidad es garantizar el
ejercicio del derecho de defensa;



130	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JUDICIAL	 131

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 6 de agosto de 1964,
a requerimiento del Dr. L. Osiris Duquela, abogado, ac-
tuando en interés del recurrente, en la cual acta no se ex-
ponen medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 180 del Código de Procedi-
miento Criminal, 20 de la Ley 1841 de 1948, y 1 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) el
18 de diciembre de 1958 se formalizó entre el Banco Agrí-
cola de la República Dominicana y Reyno Bonilla, un con-
trato de préstamo con prenda sin desapoderamiento, poi
la suma de tres mil pesos oro, exigible el 18 de diciembre
de 1959, por expirar en esa fecha el término estipulado en
provecho del deudor; b) al no cumplir el deudor con su
obligación en la forma convenida con su acreedor, éste
requirió del Juez de Paz de Río San Juan la ejecución de
la prenda, consistente en 128 cabezas de ganado en la for-
ma descrita en el contrato, quien al efecto dictó una orde-
nanza de fecha 27 de enero de 1960, la cual le fue notifi-
cada por ministerio de alguacil al referido Reyno Bonilla,
solicitándole la entrega de la prenda en cuestión en el pla-
zo de cinco días; c) que al no obtemperar el deudor a los
términos de la ordenanza citada, prosiguiendo las actuacio-
nes, el Juez de Paz referido fijó una audiencia el 18 de
enero de 1963, a fin de conocer de la causa seguida a Rey-
no Bonilla, prevenido del delito previsto por el artículo 20
de la Ley N9 1841 sobre préstamos con prenda sin desapo-
deramiento, in-medio, causa que después de varios reen-
víos, tuvo su culminación con la sentencia dictada por el
Juzgado de Paz del Municipio de Río San Juan de fecha
28 de enero de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Que debe pronunciar y pronuncia el defecto
contra el nombrado Reyno Bonilla, de generales ignora

das , por no haber comparecido a esta audiencia no obstan-
te haber sido legalmente citado; Segundo: que debe con-
denar y condena al nombrado Reyno Bonilla, al pago de
BD$1,414 . 00 oro de multa igual al importe de la mitad de
la deuda contraída con el Banco Agrícola de la República
Dominicana, compensable a razón de un día de prisión por
cada peso dejado de pagar; a sufrir dos años de prisión co-
rreccional y al pago de los costos; Tercero: al pago de la
suma de RD$2,828.33, como deuda e intereses adeudados
hasta la fecha, en favor del Banco Agrícola de la República
Dominicana, todo por el delito de perjurio y de acuerdo
con los artículos 196 y siguientes de la Ley N9 6186"; d)
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
María Trinidad Sánchez, pronunció la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el dispositivo que se transcribe
a continuación: "Falla: Primero: Se declara el defecto con-
tra Reyno Bonilla por no haber comparecido a esta audien-
cia no obstante haber sido legalmente citado; Segundo: Se
declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso
de apelación interpuesto por Reyno Bonilla contra senten-
cia de fecha 28 de enero de 1964, del Juzgado de Paz del
Municipio de Río San Juan que lo condenó a dos años de
prisión correccional y a pagar una multa de RDS1,414.00
pesos oro y las costas y a pagarle al Banco Agrícola de la
República Dominicana la suma de RD$2,828.33 con sus in-
tereses y costas; Tercero: Se confirma dicha sentencia en
todas sus partes; Cuarto: Se condena al apelante al pago
de las costas";

Considerando que el apoderamiento del tribunal en
materia correccional por vía de citación directa tiene lu-
gar in-rem, en el sentido de que el Juez solamente puede
juzgar el hecho revelado en el acto de citación, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 180 del Código de
Procedimiento Criminal, cuya finalidad es garantizar el
ejercicio del derecho de defensa;



SENTENCIA DE FECHA 12 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 11 de febrero de 1964.

materia: Laboral (Reclamación de Prestaciones).

Recurrente: María Dolores Peralta Polanco.
Abogado: Dr. Camilo Heredia Soto.

Recurrido: Lavado en Seco, C. por A. (en defecto).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Rafael Richiez Saviñón, Leonte R.
Alburquerque y Elpidio Abreu, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 12 de febre-
ro de 1965, años 121 9 de la Independencia y 102° de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Do-
lores Peralta Polanco, dominicana, soltera, mayor de edad,
lavandera, domiciliada en la casa Núm. 117 de la calle D
del Ensanche Espaillat de esta ciudad, cédula 16155, serie
45, contra sentencia dictada en fecha 11 de febrero de 1964
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
•- Oído el Dr. Camilo Heredia Soto, cédula 73, serie 13,

abogado de la recurrente en la lectura de sus conclusiones;
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Considerando que de acuerdo con las distintas ci tacio-
nes que obran en el expediente, el recurrente fue requeri-
do para que compareciera por ante las jurisdicciones de
juicio, a fin de ser juzgado por el hecho de no entregar
la prenda en el plazo señalado en la ordenanza correspon-
diente, previsto por el artículo 20 de la Ley N° 1841; que
no obstante, dichas jurisdicciones fundamentaron la con-
denación del prevenido en el delito de perjurio, en su au-
sencia, tal como resulta del examen de la sentencia impug-
nada;

Considerando que por los elementos que lo constitu-
yen, el delito del cual debía responder el recurrente según
las citaciones que le fueron notificadas, difiere fundamen-
talmente del perjurio, también incriminado por el artícu-
lo 20 mencionado; que por consiguiente, Reyno Bonilla fue
procesado por un hecho nuevo, implicando ese modo de
actuar la violación del artículo 180 del Código de Proce-
dimiento Criminal, que justifica la casación de la senten-
cia impugnada;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de María Trinidad
Sánchez, de fecha 22 de julio de 1964, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo y envía el asunto
a la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Duarte; y, Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Al-
burquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia há sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo).
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Rafael Richiez Saviñón, Leonte R.
Alburquerque y Elpidio Abreu, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 12 de febre-
ro de 1965, años 121 9 de la Independencia y 102 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Do-
lores Peralta Polanco, dominicana, soltera, mayor de edad,
lavandera, domiciliada en la casa Núm. 117 de la calle D
del Ensanche Espaillat de esta ciudad, cédula 16155, serie
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ca.
milo Heredia Soto, abogado de la recurrente, depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha
24 de febrero de 1964, en el cual se invocan los medios
que más adelante se indicarán;

Visto el auto dictado en fecha 10 del corriente mes y
año. por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de
Justicia, por medio del cual integra, en su calidad de Pre-
sidente, dicha Corte, para completar la mayoría en la de-
liberación y fallo del presente recurso, de conformidad con
la ley N9 684, de 1934;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49. 51, 54, 55 mod. y 57 de la
ley 637, 133 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65
de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión
de una demanda laboral intentada por Maria Dolores Pe-
ralta Polanco contra la Lavado en Seco, C. por A.; el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fe-
cha 5 de agosto de 1963, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza, la demanda inten-
tada por la trabajadora María Dolores Peralta Polanco en
contra de la Lavado en Seco, C. por A., por improcedente
y mal fundada y falta de prueba; Segundo: Condena, a la
parte que sucumbe al pago de los costos"; que sobre recur-
so de apelación interpuesto por María Dolores Peralta Po-
lanco,

,
 intervino la sentencia ahora impugnada con el si-

guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara inadmisible
el recurso de apelación interpuesto por la señora María
Dolores Peralta Polanco, contra la sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 5 de agosto
de 1963, dictada en favor de la Lavadora en Seco, C. por
A., según los motivos precedentemente expuestos; Segun-

do: Condena, a la parte que sucumbe María Dolores Peral-
ta Polanco, al pago de las costas del procedimiento, tan só-
lo en un cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos
691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N9 637, so-
bre Contratos de Trabajo, vigente, ordenándose su distrac-
ción en provecho del Dr. Rafael de Moya Grullón, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Falsa
aplicación de los artículos 18 y 443 del Código de Procedi-
miento Civil.— Violación al artículo 56 de la ley 637.—
Errónea interpretación de dicho texto.— Motivos erró-
neos.— Segundo Medio: Falsa aplicación al artículo 57 de
la ley 637 sobre contratos de trabajo.— Motivos err tó-
neos.— Violación al artículo 59 de la ley 637.— Contra-
dicción de motivos.— Tercer Medio: Falsa aplicación al
artículo 131 reformado del Código de Procedimiento Ci-
vil.— Ultra petita u extra-petita.— Violación al artículo
133 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer
segundo medio de casación re-unidos, la recurrente alega
síntesis: a) la sentencia impugnada incurre en error al

ecir que del examen del expediente se ha podido compro-
bar que en el mismo no existe la sentencia apelada, ya que
el Juez a-quo ha podido ponderar que la misma estaba ins-
crita en el acto de apelación de fecha 2 de septiembre de
1963, que además, el Juez a-quo violó el artículo 56 de la
ley 637 e hizo una falsa aplicación de los artículos 18 y 443
del Código de Procedimiento Civil; b) la finalidad perse-
guida por el legislador es que el Juez conozca de algún mo-
do la sentencia apelada aún cuando no se deposite copia
certificada de la misma, además el Juez ra-quo pudo orde-
nar el depósito de la sentencia por una de las partes; pero,

Considerando que la aportación de la sentencia de la
cual se apela por la parte que interpone el recurso, es un
requisito fundamental para que este sea admisible ya que
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ca-
milo Heredia Soto, abogado de la recurrente, depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha
24 de febrero de 1964, en el cual se invocan los medios
que más adelante se indicarán;

Visto el auto dictado en fecha 10 del corriente mes y
ario. por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de
Justicia, por medio del cual integra, en su calidad de Pre-
sidente, dicha Corte, para completar la mayoría en la de-
liberación y fallo del presente recurso, de conformidad con
la ley N° 684, de 1934;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 51, 54, 55 mod. y 57 de la
ley 637, 133 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 -
de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión
de una demanda laboral intentada por Maria Dolores Pe-
ralta Polanco contra la Lavado en Seco, C. por A.; el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fe-
cha 5 de agosto de 1963, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza, la demanda inten-
tada por la trabajadora María Dolores Peralta Polanco en
contra de la Lavado en Seco, C. por A., por improcedente
y mal fundada y falta de prueba; Segundo: Condena, a la
parte que sucumbe al pago de los costos"; que sobre recur-
so de apelación interpuesto por María Dolores Peralta Po-
lanco,

,
 intervino la sentencia ahora impugnada con el si-

guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara inadmisible
el recurso de apelación interpuesto por la señora María
Dolores Peralta Polanco, contra la sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 5 de agosto
de 1963. dictada en favor de la Lavadora en Seco, C. por
A., según los motivos precedentemente expuestos; Segun- I,

do: Condena, a la parte que sucumbe María Dolores Peral-
ta Polanco, al pago de las costas del procedimiento, tan só-
lo en un cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos
691 del Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley N9 637, so-
bre Contratos de Trabajo, vigente, ordenándose su distrac-
ción en provecho del Dr. Rafael de Moya ,Grullón, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Falsa
aplicación de los artículos 18 y 443 del Código de Procedi-
miento Civil.— Violación al artículo 56 de la ley 637.—
Errónea interpretación de dicho texto.— Motivos erró-
neos.— Segundo Medio: Falsa aplicación al artículo 57 de
la ley 637 sobre contratos de trabajo.— Motivos erró-
neos.— Violación al artículo 59 de la ley 637.— Contra-
dicción de motivos.— Tercer Medio: Falsa aplicación al
artículo 131 reformado del Código de Procedimiento Ci-
vil.— Ultra petita u extra-petita.— Violación al artículo
133 del Código de Procedimiento Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer
y segundo medio de casación reunidos, la recurrente alega
en síntesis: a) la sentencia impugnada incurre en error al
decir que del examen del expediente se ha podido compro-
bar que en el mismo no existe la sentencia apelada, ya que
el Juez a-quo ha podido ponderar que la misma estaba ins-
crita en el acto de apelación de fecha 2 de septiembre de
1963, que además, el Juez a-quo violó el artículo 56 de la
ley 637 e hizo una falsa aplicación de los artículos 18 y 443
del Código de Procedimiento Civil; b) la finalidad perse-
guida por el legislador es que el Juez conozca de algún mo-
do la sentencia apelada aún cuando no se deposite copia
certificada de la misma, además el Juez a-quo pudo orde-
nar el depósito de la sentencia por una de las partes; pero.

Considerando que la aportación de la sentencia de la
cual se apela por la parte que interpone el recurso, es un
requisito fundamental para que este sea admisible ya que
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sin el cumplimiento del mismo el Juez de la apelación no
está en condiciones de ponderar los agravios formulados
por el apelante ni apreciar el mérito del fallo apelado;

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
impugnado pone de manifiesto que en ocasión del recurso
de apelación interpuesto por la hoy recurrente en• fecha-
de septiembre de 1963, la Cámara a-qua, dictó en fecha 22.
de septiembre de 1963 una sentencia que ordenó la comu-
nicación recíproca de documentos de las partes en causa y
fijó nuevamente la audiencia para conocer del fondo del
asunto en fecha 22 de noviembre de 1963, audiencia en la
cual se le concedió a la intimante un plazo de 20 días para
los fines de ampliación de escritos y conclusiones; que en
esos diversos plazos que les fueron concedidos la recurren-
te no hizo el depósito de la sentencia apelada, condición
esencial para la admisibilidad de su recurso; que por otra
parte, el Juez a-quo, aún en materia laboral, como en la
especie, no estaba obligado a ordenar un reenvío para que
el apelante depositara la sentencia apelada, ya que en el
fallo impugnado constan las diversas oportunidades y pla-
zos que les fueron concedidos a tales fines; que por último,
no consta en el fallo impugnado que el apelante haya 5.r.-
vocado ningún obstáculo de hecho o de derecho que impo-
sibilitara el cumplimiento de esa formalidad; que en tales
condiciones, al decidir como lo hizo, la Cámara a-qua no
incurrió en las violaciones denunciadas e hizo una correcta
aplicación de la ley, razón por la cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos;

Considerando que en el desenvolvimiento de su tercer
medio de casación, la recurrente alega en síntesis "que la
Cámara violó" el artículo 133 del Código de Procedimiento
Civil, ya que ordenó, por su sentencia, la distracción de las
costas en provecho del Dr. Rafael de Moya Grullón, sin
éste haber afirmado en sus conclusiones haber avanzado

tales costas, "que por tanto la sentencia impugnada debe

svtreearlcaccCaiciósounan

Considerando

 las costas en provecho del Dr. Rafael de Moya

casada;

 do que el examen del fallo impugnado re-
;a sentencia de la Cámara a-qua ordenó la dis-

Grullón, sin éste haber afirmado haberlas avanzado, tal co-
mo se comprueba por las conclusiones que aparecen copia-

, das en la sentencia impugnada; que en tales condiciones
proced e la casación de la sentencia impugnada en este as-
pecto por vía de supresión y sin envío ya que no queda
nada por juzgar;

,dlik Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión
sin envío, la disposición del ordinal segundo de la sen-

tencia impugnada que ordena la distracción de las costas
en provecho del Dr. Rafael de Moya Grullón; Segundo:
Rechaza en sus demás aspectos el recurso de casación in-
terpuesto por María Dolores Peralta Polanco contra sen-
tencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional, en fecha 11 de febrero de 1964, cuyo dispositivo
se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y, Tercero:
Condena a la recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque.— Elpidio Abreu.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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sin el cumplimiento del mismo el Juez de la apelación no
está en condiciones de ponderar los agravios formulados
por el apelante ni apreciar el mérito del fallo apelado;

Considerando, que en la especie, el examen del fallo
impugnado pone de manifiesto que en ocasión del recurso
de apelación interpuesto por la hoy recurrente en• fecha
de septiembre de 1963, la Cámara a-qua, dictó en fecha 22
de septiembre de 1963 una sentencia que ordenó la comu-
nicación recíproca de documentos de las partes en causa y
fijó nuevamente la audiencia para conocer del fondo del
asunto en fecha 22 de noviembre de 1963, audiencia en la
cual se le concedió a la intimante un plazo de 20 días para
los fines de ampliación de escritos y conclusiones; que e
esos diversos plazos que les fueron concedidos la recurren-
te no hizo el depósito de la sentencia apelada, condición
esencial para la admisibilidad de su recurso; que por otra.
parte, el Juez a-quo, aún en materia laboral, como en la
especie, no estaba obligado a ordenar un reenvío para qué
el apelante depositara la sentencia apelada, ya que en el
fallo impugnado constan las diversas oportunidades y pla-
zos que les fueron concedidos a tales fines; que por último,
no consta en el fallo impugnado que el apelante haya "E-
vocado ningún obstáculo de hecho o de derecho que impo-
sibilitara el cumplimiento de esa formalidad; que en tales
condiciones, al decidir como lo hizo, la Cámara a-qua no
incurrió en las violaciones denunciadas e hizo una correcta
aplicación de la ley, razón por la cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos;

Considerando que en el desenvolvimiento de su tercer
medio de casación, la recurrente alega en síntesis "que la
Cámara violó" el artículo 133 del Código de Procedimiento
Civil, ya que ordenó, por su sentencia, la distracción de las
costas en provecho del Dr. Rafael de Moya Grullón, sin
éste haber afirmado en sus conclusiones haber avanzado

tales costas, "que por tanto la sentencia impugnada debe
ser casada;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la sentencia de la Cámara a-qua ordenó la dis-
tracción de las costas en provecho del Dr. Rafael de Moya
Grullón, sin éste haber afirmado haberlas avanzado, tal co-
rno se comprueba por las conclusiones que aparecen copia-
das en la sentencia impugnada; que en tales condiciones
procede la casación de la sentencia impugnada en este as-
pecto por vía de supresión y sin envío ya que no queda
nada por juzgar;

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión
y sin envío, la disposición del ordinal segundo de la sen-
tencia impugnada que ordena la distracción de las costas
en provecho del Dr. Rafael de Moya Grullón; Segundo:
Rechaza en sus demás aspectos el recurso de casación in-
terpuesto por María Dolores Peralta Polanco contra sen-
tencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Na-
cional, en fecha 11 de febrero de 1964, cuyo dispositivo
se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y, Tercero:
Condena a la recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque.— Elpidio Abreu.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 2 de abril de 1964.

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario).

Recurrente: Félix W. Bernardino Evangelista.

Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B.
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richicz
Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy
día 15 de febrero de 1965, años 121 9 de la Independencia
y 1029 de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix W.
Bernardino Evangelista, dominicano, mayor de edad, abo-
gado, cédula 304, serie l a, contra sentencia pronunciada
sobre un incidente, en atribuciones criminales, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 2 de abril de
1964, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula 3726, s

rie 11, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu
siones;

Oído el dictamen del, Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el mismo día de la sentencia,
a requerimiento del recurrente, en la cual se invocan los
medios que luego se indican;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia el día 27 de noviembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
rado y vistos los artículos 173 del Código de Procedi-
iento Civil, 128 del Código de Procedimiento Criminal •

y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que el Juez de
Instrucción del Distrito Judicial del Seibo, dictó una Pro-
videncia Calificativa enviando al Tribunal Criminal a Fé-
lix W. Bernardino Evangelista como autor de los siguien-
tes hechos: crimen de homicidio voluntario en las perso-
nas de Demetrio Castro y José Báez, heridas que dejaron
lesión permanente en perjuicio de Agustín Lague, Maree-
lino Cordones y Sirio Moda; incendio voluntario en per-
juicio de Silvestre Sarmiento Messina; destrucción de ca-
sa y robo de documentos en perjuicio de América del Ro-
sario; actos crueles de torturas y barbarie en perjuicio de
Gervasio Franco, Domingo Guerrero, Chichi José, Aquilino
Valdez, Silvestre Sarmiento Messina, José Safi; robo de
animales en los campos, de noche, por más de dos perso-
nas, en perjuicio de Herminia Peña; destrucción de alam-
bradas, devastación de cosechas en pie, amenazas y violen-
cias y vías de hecho en perjuicio de América del Rosario,
Gervasio Franco, Domingo Guerrero, Chichi José, Aquili-
no Valdez, Silvestre Sarmiento Messina, José Safi y Her-
minia Peña; b) que para el conocimiento de esa causa fue.
poderada la Cámara Penal de Jurisdicción Nacional; c)
ue en la audiencia del día 15 de octubre de 1962, cele-

'rada por esa Cámara para conocer el caso, el Lic. Quírico
Elpidio Pérez B., abogado del acusado Bernardino, presen-
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 2 de abril de 1964.

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario).

Recurrente: Félix W. Bernardino Evangelista.

Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B.
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez
Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy
día 15 de febrero de 1965, años 121 9 de la Independencia
y 1029 de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix W.
Bernardino Evangelista, dominicano, mayor de edad, abo-
gado, cédula 304, serie l a , contra sentencia pronunciada
sobre un incidente, en atribuciones criminales, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 2 de abril de
1964, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula 3726, se-

rie 11 , abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del. Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el mismo día de la sentencia,
a requerimiento del recurrente, en la cual se invocan los
medios que luego se indican;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-

a Corte de Justicia el día 27 de noviembre de 1964;
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

rado y vistos los artículos 173 del Código de Procedi-
iento Civil, 128 del Código de Procedimiento Criminal
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el Juez de
Instrucción del Distrito Judicial del Seibo, dictó una Pro-
videncia Calificativa enviando al Tribunal Criminal a Fé-
lix W. Bernardino Evangelista como autor de los siguien-
tes hechos: crimen de homicidio voluntario en las perso-
nas de Demetrio Castro y José Báez, heridas que dejaron
lesión permanente en perjuicio de Agustín Lague, Marce-
lino Cordones y Sirio Morla; incendio voluntario en per-
juicio de Silvestre Sarmiento Messina; destrucción de ca-
sa y robo de documentos en perjuicio de América del Ro-'
sario; actos crueles de torturas y barbarie en perjuicio de
Gervasio Franco, Domingo Guerrero, Chichí José, Aquilino
Valdez, Silvestre Sarmiento Messina, José Safi; robo de
animales en los campos, de noche, por más de dos perso-
nas, en perjuicio de Herminia Peña; destrucción de alam-
bradas, devastación de cosechas en pie, amenazas y violen-
cias y vías de hecho en perjuicio de América del Rosario,
Gervasio Franco, Domingo Guerrero, Chichi José, Aquili-
no Valdez, Silvestre Sarmiento Messina, José Safi y Her-
minia Peña; b) que para el conocimiento de esa causa fue
apoderada la Cámara Penal de Jurisdicción Nacional; c)
que en la audiencia del día 15 de octubre de 1962, cele-
brada por esa Cámara para conocer el caso, el Lic. Quírico
Elpidio Pérez B., abogado del acusado Bernardino, presen-



tó, in limine litis, las siguientes conclusiones: "Primero
en lo que se refiere al crimen puesto a cargo de Félix vi
Bernardino Evangelista referente a Demetrio Castro, que
declaréis inadmisible la acción pública como consecuencia
de la autoridad de cosa irrevocablemente juzgada que tie-
ne la Providencia Calificativa dictada por el Juez de Ins-
trucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacio-
nal de fecha veinte (20) de septiembre del mil novecientos
sesentiuno (1961) al declarar sobreseída la acción pública
en la que se refiere al Licenciado Félix W. Bernardino
Evangelista por haber quedado demostrado que en el mo-
mento de la comisión del crimen puesto a su cargo, se
encontraba en un estado de demencia momentánea confor-
me al artículo 64 del Código Penal, Providencia Calificati-
va no impugnada, que por resolver una situación de dere-
cho faculta al concluyente y hasta al Juez de Oficio, por
tratarse de algo de orden público a solicitar y declarar la
inadmisión de la acción pública en ese sentido; Segundo:
En cuanto a la parte civil representada por el Licenciado
José Amadeo Rodríguez en el aspecto propuesto, que sea
condenado al pago de los costos civiles si contradijere el
pedimento por conclusión, propuesto por el acusado"; d)
que el Dr. José Amadeo Rodríguez y el Lic. R. Eneas Savi-
ñón, abogados de Juan Trinidad y Cruz María Mariano de
Trinidad, personas constituídas en parte civil, en calidad
de padres de Demetrio Castro, hicieron al respecto, la si-
guiente observación: "que en vista de una instancia certi-
ficada que depositó en Secretaría, el Juzgado de Instruc-
ción que dictó la providencia calificativa, por la cual fue
sobreseída la acción penal contra el acusado por el homi-
cidio voluntario cometido en perjuicio de Demetrio Cas-
tro, ha sido objeto de una petición de reapertura por nue-
vos cargos dentro de las disposiciones de la Ley y sobre
el fundamento, especialmente, de la existencia de fraude,
violencia y coacción de origen político del régimen existen-
te que favorecía al acusado y por lo cual intervino esa de-

cisión"; e) que el Fiscal dictaminó de la siguiente manera:
"solicitamos que frente a las conclusiones presentadas por
el abogado de la defensa, la decidáis conjuntamente con la
decisión que recaiga sobre el fondo de las prevenciones de
que está apoderado este Tribunal"; f) que ese mismo día,
la referida Cámara dictó, acerca del incidente, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: que debe
reservar, como al efecto reserva, la decisión de la excep-
ción de cosa juzgada y falta de apoderamiento del Tribu-
nal en relación con el caso que se le imputa al acusado
Félix W. Bernardino de homicidio voluntario en perjuicio
de Demetrio Castro para ser decidido conjuntamente con
el fondo de las demás prevenciones de que está apoderado
este Tribunal de manera conexa; Segundo: Que debe re-
servar, como al efecto reserva, las costas del presente inci-
dente para ser decididas conjuntamente con el fondo de la
presente acción penal; y, Tercero: Siendo las tres (3:00)
horas de la tarde se suspende el conocimiento de esta cau-
sa hasta mañana y la presente sentencia vale citación a las
partes, a sus abogados y a los testigos presentes con la ad-
vertencia de las exigencias y consecuencias legales para el
caso de no comparecencia"; g) que en esa misma fecha, 15
de octubre de 1962, el acusado interpuso recurso de ape-
lación contra el indicado fallo; h) que en la audiencia del
día 16 de octubre de 1962, celebrada por la misma Cámara
Penal, el Lic. Quírico Elpidio Pérez, presentó las siguien-
tes conclusiones: "Que habiéndose constatado en este pro-
ceso que lo referente a Demetrio Castro se había apodera-
do el Juez de Instrucción de la Segunda Circunscripción
del Distrito Nacional, sin haber este funcionario dado nin-
guna otra Providencia con posterioridad a la que sobrese-
yó la acción pública contra el Lic. Félix W. Bernardino
Evangelista por haber actuado dentro de las provisiones
del artículo 64 del Código Penal, el apoderamiento por la
nueva Providencia del Juez de Instrucción del Seibo de
fecha 17 de mayo del corriente año, ajeno a las primeras
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tó, in limine litis, las siguientes conclusiones: "Primero:
en lo que se refiere al crimen, puesto a cargo de Félix W.
Bernardino Evangelista referente a Demetrio Castro, que
declaréis inadmisible la acción pública como consecuencia
de la autoridad de cosa irrevocablemente juzgada que tie-
ne la Providencia Calificativa dictada por el Juez de Ins-
trucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacio-
nal de fecha veinte (20) de septiembre del mil novecientos
sesentiuno (1961) al declarar sobreseída la acción pública
en la que se refiere al Licenciado Félix W. Bernardino
Evangelista por haber quedado demostrado que en el mo-
mento de la comisión del crimen puesto a su cargo, se 4:-
encontraba en un estado de demencia momentánea confor-
me al artículo 64 del Código Penal, Providencia Calificati-
va no impugnada, que por resolver una situación de dere-
cho faculta al concluyente y hasta al Juez de Oficio, por
tratarse de algo de orden público a solicitar y declarar la I:.
inadmisión de la acción pública en ese sentido; Segundo:
En cuanto a la parte civil representada por el Licenciado
José Amadeo Rodríguez en el aspecto propuesto, que sea
condenado al pago de los costos civiles si contradijere el
pedimento por conclusión, propuesto por el acusado"; d
que el Dr. José Amadeo Rodríguez y el Lic. R. Eneas Savi-
ñón, abogados de Juan Trinidad y Cruz María Mariano de
Trinidad, personas constituídas en parte civil, en calidad
de padres de Demetrio Castro, hicieron al respecto, la si-
guiente observación: "que en vista de una instancia certi-
ficada que depositó en Secretaría, el Juzgado de Instruc-
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cisión"; e) que el Fiscal dictaminó de la siguiente manera:
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servar, como al efecto reserva, las costas del presente inci-
dente para ser decididas conjuntamente con el fondo de la
presente acción penal; y, Tercero: Siendo las tres (3:00)
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actuaciones y ajeno a los pronunciamientos dictados a efee.'
to, crea un estado irregular que no permite al Magistrado
Presidente de este Tribunal conocer de la acción que le es
sometida, porque estatuyendo incurriría en una violación-
de la Ley ,o un exceso de poder, razón por la cual conclui
mos formalmente solicitando la incompetencia del Tribu-c
nal y declarando hasta ahora los costos de oficio"; i) qu
el Fiscal a su vez, concluyó así: "Primero: Que rechacé'
por improcedentes e infundadas las conclusiones del a
gado defensor del aCUsado y subsidiariamente, que para
el caso de que no falléis acogiendo las conclusiones de
nuestro primer pedimento, falléis reservando el fallo del
incidente para ser resuelto conjuntamente con la senten-
cia que interponga sobre el fondo de la prevención"; j) que
ese mismo día, la Cámara Penal dictó una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: que debe reservar,
como al efecto reserva, para ser decidida conjuntamente
con el fondo en razón de su íntima vinculación con los do-
cumentos y piezas del proceso y la necesidad de acopiar
mayores elementos y piezas del proceso y la necesidad de
acopiar mayores elementos de juicio; Segundo: que debe
reservar, como al efecto reserva, las costas para decidir
acerca de ellas conjuntamente con el fondo"; k) que ese
mismo día, el acusado interpuso recurso de apelación con
tra la indicada sentencia;

Considerando que sobre los referidos recursos intervi
no la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es e
siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por
el acusado Félix W. Bernardino Evangelista, por haberlo
incoado en tiempo hábil y conforme a las normas procedi-
mentales; Segundo: Declara inadmisible el referido recur-
so de alzada, contra la sentencia de fecha 16 de octubre
del año 1962, dictada por la Cámara Penal con Jurisdic-
ción Nacional, por tratarse de una decisión que tiene un
carácter preparatorio, y en ese sentido solamente es sus=

ceptible de ser recurrida en apelación conjuntamente con
la sentencia que resuelve el fondo del caso juzgado; Ter-
cero: Condena al acusado Félix W. Bernardino Evangelis-
ta, al pago de las costas";

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de las reglas de la Competencia, su imperativo para
decid irla previamente a toda otra discusión y violación del
_artículo 172 del Código de Procedimiento Civil, aplicable
a la materia criminal, y, finalmente, exceso de poder; Se-
gundo Medio: Violación del artículo 23 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, párrafos 1 y 2;

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, el recurrente alega en síntesis: que
en fecha 27 de junio de 1960, el Juez de Instrucción de la
Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, dictó una
Providencia Calificativa, en virtud de la cual se declaró
sobreseída la acción pública contra el Licenciado Félix W.
Bernardino, en lo relativo a la muerte de Demetrio Castro,
"por quedar demostrado, que en el momento del crimen
puesto a su cargo, se encontraba en un estado de demen-
cia momentánea"; que como entre los hechos de los cuales
debía responder el recurrente ante la jurisdicción de jui-
cio, figuraba la muerte de Demetrio Castro, él solicitó que
se declarara inadmisible la acción pública en lo relativo a
ese hecho, invocando la autoridad de la cosa juzgada de la
Providencia Calificativa antes indicada, la cual había re-
uelto una cuestión de derecho y no fue impugnada por e]
misterio Público; que la inadmisibilidad propuesta, en-

trañaba una cuestión de incompetencia o de apoderamien-
to irregular de la jurisdicción de juicio, por lo que esa ju-
risdicción no podía aplazar la decisión acerca del referido
pedimento, para hacerlo conjuntamente con el fondo, co-
mo lo hizo, porque con ello se viola el artículo 172 del Có-
digo de Procedimiento Civil; que, la Corte a-qua, no debió
declarar inadmisible el recurso de apelación interpuesto co-
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mo lo hizo, porque toda decisión que se dicte en relación
con una excepción de incompetencia, que es lo primero
que debe juzgar el Juez amparado, es susceptible de ape-
lación; que, en esas condiciones, sostiene el recurrente, en
la sentencia impugnada se ha incurrido en los vicios y vio-
laciones denunciados;

Considerando que cuando ante la jurisdicción represi-
va se invoque, como en la especie, la inadmisibilidad de la
acción pública fundada en la autoridad de la cosa juzgada
de una Providencia Calificativa, el Juez no debe aplazar
la decisión acerca de esa excepción para fallarla conjunta-
mente con el fondo, sino que está en el deber de ponderar-
el fundamento de la referida providencia porque de lo 'con-
trario se obligaría al acusado a soportar en juicio público
la instrucción definitiva de un crimen cuya acción pública'
podría eventualmente estar extinguida; que, en ese mismo-
orden de ideas, la sentencia que aplace el fallo de la ex-
cepción propuesta para decidirla conjuntamente con el fon-
do no es una simple sentencia preparatoria, y puede por
tanto, ser objeto del recurso de apelación separadamente
y antes de que intervenga la sentencia sobre el fondo;

Considerando que en la especie, la Corte a-qua decla-
ró inadmisible la apelación interpuesta por el acusado so-
bre el fundamento de que la sentencia que aplazó el fallo
sobre la excepción, para decidirlo conjuntamente con el
fondo, "es una sentencia preparatoria, solo apelable con-
juntamente con la sentencia que debía dictarse sobre el
fondo"; que al fallar de ese modo la Corte a-qua ha viola-
do los principios relativos a la excepción de la autoridad
de la cosa juzgada; que, por tanto, la sentencia impugnada
debe ser casada sin que sea necesario ponderar el otro me-
dio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones criminales y sobre un incidente, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 2 de abril
de 1964, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
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sente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación
de San Cristóbal; y, Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General,
pe-icertifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

.41"
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Bahoruco, de -fecha 30 de julio de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley 1841).

Recurrente: Angel Ortiz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 2'

Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T..
asistidos del Secretario General. en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, D. N., a
los 15 días del mes de febrero del año 1965, años 121° de
la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Angel
Ortiz, dominicano, mayor de edad, agricultor, soltero, cé-
dula N9 11448, serie 22, domiciliado y residente en la po-
blación de Neiba, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baho-
ruco, de fecha 30 de julio de 1964;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

secretaría del tribunal a-quo, en fecha 7 de agosto de 1964;
a requerimiento del Dr. Angel A. Hernández Acosta, abo-

gado, actuando en interés del recurrente, en la cual no se
exponen medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 196 de la Ley N° 6186 del 12
de febrero de 1963, sobre Fomento Agrícola y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) el
3 de agosto de 1962 intervino entre el Banco Agrícola de
la República Dominicana y Angel Ortiz, un contrato de
préstamo con prenda sin desapoderamiento, cuyo venci-
miento debía ocurrir el 30 de enero de 1963, por la suma.
de RD$150.00; b) el deudor no cumplió con su obligación
en la forma convenida con su acreedor, y en esa virtud,
sobre requerimiento que dicho acreedor le hiciera dentro
de los noventa días que siguieron a la expiración del tér-
mino estipulado en favor del deudor, el Juez de Paz del
Municipio de Neiba dictó una ordenanza de fecha 20 de
enero de 1964, disponiendo que Angel Ortiz haga entrega
de la prenda consistente en cincuenta quintales de cebollín
o el valor adeudado antes señalado; c) que al no obtempe-
rar al requerimiento prealudido el deudor de referencia,
se fijó la audiencia del 6 de febrero de 1964 para juzgarle
prevenido del delito de no hacer la entrega del cebollín
puesto en garantía, de conformidad con el artículo 20 in-
medio de la Ley No 1841, la cual culminó con una senten-
cia de esa misma fecha, cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Se pronuncia defecto contra el nombra-
do Angel Ortiz, de generales ignoradas, prevenido del de-
lito de violación a la ley N 9 1841, en perjuicio de Bagríco-
la, por no haber comparecido a la audiencia, no obstante
haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara dicho
prevenido culpable del delito antes mencionado, y en con-
secuencia se le condena a sufrir tres (3) meses de prisión
correcional y al pago de una multa de RD$77.00 así como
también al pago de la deuda contraída y sus accesorios;
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secuencia se le condena a sufrir tres (3) meses de prisión
correcional y al pago de una multa de RD$77.00 así como
también al pago de la deuda contraída y sus accesorios;
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Tercero: Se condena además al prevenido al pago de las
costas procedimentales"; d) sobre recurso de apelación in.
terpuesto por el prevenido contra la predicha sentencia,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Bahoruco, dictó la sentencia ahora impugnada en casación,
con el dispositivo que se transcribe a continuación: "Falla:
Primero: Declarar y declara, bueno y válido el recurso de
apelación interpuesto por el nombrado Angel Ortiz, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia del Juzgado de Paz de
este Municipio, que lo condenó en defecto a sufrir la pena
de tres meses de prisión correccional y al pago de una
multa de RD$77.00, así como al pago de la deuda contraí-
da, sus accesorios y costas, por haber sido hecho en tiem-
po hábil y mediante el cumplimiento de los requisitos le-
gales; Segundo: Confirmar y confirma, en todas sus partes
la sentencia recurrida; y Tercero: Condenar y condena;
además al recurrente al pago de las costas procedimenta-
les de esta instancia";

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente producidos a la instruc-
ción de la causa, el Juez a-quo dio por establecido: a) que
Angel Ortiz no satisfizo el pago de ciento cincuenta pesos
oro e intereses adeudados al Banco Agrícola de la Repú-
blica, en virtud del contrato de préstamo con prenda sin
desapoderamiento formalizado entre ambos en fecha 3 de
agosto de 1962, siendo exigible su ejecución el 30 de ene-
ro de 1963; b) que dentro de los treinta días del venci-
miento del término estipulado en favor del deudor para
que éste cumpliera su obligación, el Banco Agrícola de la
República Dominicana solicitó del Juez de Paz del Muni-
cipio de Neiba la ejecución de la prenda en cuestión, quien
dictó a ese propósito una ordenanza de fecha 20 de enero
de 1964, a la cual no obtemperó el deudor entregando la
prenda o el valor adeudado;

Considerando que los hechos así admitidos por el Juez
a-quo están incriminados por el párrafo (b) del artículo

196 de la Ley N y 6186 sobre Fomento Agrícola, y castiga-
do por dicho texto legal con la pena de prisión de un mes
a tres años y multa igual al importe de la mitad de su deu-
da, así como al pago de la suma adeudada, .accesorios y cos-
tas, y no por el artículo 20 de la Ley N° 1841, erróneamen-
te aplicado por el fallo impugnado; que por consiguiente.
al condenar al prevenido después de declararlo culpable
del indicado delito, a la pena de tres meses de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de RD$77.00 así como
al pago de la deuda contraída, sus accesorios y costos, di-
cha sanción está debidamente justificada;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada. en lo que concierne al interés del
recurrente, la misma no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación;	 —

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel Ortiz, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, de fecha
30 de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo, y Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas.

(Fdos.): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de
Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Roge-
lio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.
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Tercero: Se condena además al prevenido al pago de las
costas procedimentales"; d) sobre recurso de apelación in-
terpuesto por el prevenido contra la predicha sentencia
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Bahoruco, dictó la sentencia ahora impugnada en casación
con el dispositivo que se transcribe a continuación: "Falla:
Primero: Declarar y declara, bueno y válido el recurso de
apelación interpuesto por el nombrado Angel Ortiz, de ge-
nerales anotadas, contra sentencia del Juzgado de Paz de
este Municipio, que lo condenó en defecto a sufrir la pena
de tres meses de prisión correccional y al pago de una
multa de RD$77.00, así como al pago de la deuda contraí-
da, sus accesorios y costas, por haber sido hecho en tiem-
po hábil y mediante el cumplimiento de los requisitos le-
gales; Segundo: Confirmar y confirma, en todas sus partes
la sentencia recurrida; y Tercero: Condenar y condena.
además al recurrente al pago de las costas procedimenta-
les de esta instancia";

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente producidos a la instruc-
ción de la causa, el Juez a-quo dio por establecido: al que
Angel Ortiz no satisfizo el pago de ciento cincuenta pesos
oro e intereses adeudados al Banco Agrícola de la Repú-
blica, en virtud del contrato de préstamo con prenda sin
desapoderamiento formalizado entre ambos en fecha 3 de
agosto de 1962, siendo exigible su ejecución el 30 de ene-
ro de 1963; b) que dentro de los treinta días del venci-
miento del término estipulado en favor del deudor para
que éste cumpliera su obligación, el Banco Agrícola de la
República Dominicana solicitó del Juez de Paz del Muni-
cipio de Neiba la ejecución de la prenda en cuestión, quien
dictó a ese propósito una ordenanza de fecha 20 de enero
de 1964, a la cual no obtemperó el deudor entregando la
prenda o el valor adeudado;

Considerando que los hechos así admitidos oor el Juez
a-quo están incriminados por el párrafo (b) del artículo
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196 de la Ley N O 6186 sobre Fomento Agrícola, y castiga-
do por dicho texto legal con la pena de prisión de un mes
a tres años y multa igual al importe de la mitad de su deu-
da , así como al pago de la suma adeudada, .accesorios y cos-
tas, y no por el artículo 20 de la Ley N° 1841, erróneamen-
te aplicado por el fallo impugnado; que por consiguiente.
al condenar al prevenido después de declararlo culpable
del indicado delito, a la pena de tres meses de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de RD$77.00 así come
al pago de la deuda contraída, sus accesorios y costos, di-
cha sanción está debidamente justificada;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
recurrente, la misma no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 	 —

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Angel Ortiz, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, de fecha
30 de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo, y Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas.

, (Fdos.): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de
Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Roge-
lio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.



Recurrente: Argentina Corniel.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco d
Macorís, de fecha 10 de marzo de 1964.

!Materia: Correccional (Violación a la Ley 2402).

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus._
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel B. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 17 días del
mes de febrero del 1965, años 121 9 de la Independencia y
102 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como_
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Argenti-
na Corniel, dominicana, mayor.de edad, soltera, domicilia-
da y residente en la casa N9 48 de la calle "Imbert" de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula N 9 23182, se-
rie 56, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-:
ción de San Francisco de Macorís, en fecha diez del mes
de marzo del año 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

_-

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de esa misma Corte, en fecha ocho del mes de
abril del año mil novecientos sesenta y cuatro, a requeri-
miento de la recurrente en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
deliberado y vistos los artículos 1 de la Ley N 9 2402 del
año 1950; 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 12 del mes de marzo del año 1963, compare-
ció al Cuartel General de la Policía Nacional de la ciudad
de San Francisco de Macorís, Argentina Corniel y presen-
tó querella contra Diógenes Fernández, para que éste se
aviniera a pagarle una pensión para el sostenimiento y
manutención de una menor de nombre Rosa Herminia, de
cinco meses de nacida, procreada por ambos; b) que envia-
do el expediente al Juzgado de Paz del Municipio de San
Francisco de Macorís para fines de conciliación, esta no
pudo tener efecto no obstante haber sido legalmente cita-
dos tanto la querellante como el prevenido, porque Dióge-
nes Fernández no compareció a la audiencia fijada para el
día 2 de abril de 1963; c) que apoderada del hecho la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, dictó en fecha 2 del mes de
agosto del año 1963, una sentencia en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Que debe pronunciar y pronuncia, el defecto contra el pre-
venido Diógenes Fernández, de generales ignoradas, por
no haber comparecido a esta audiencia, no obstante estar
legalmente citado; Segundo: Que debe declarar y declara,
al mencionado prevenido, culpable de Violación a la ley
2402, en perjuicio de una menor que tiene procreada con
la querellante Argentina Corniel, y en consecuencia, lo
Condena a dos años de prisión correccional y al pago de
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco d
Macorís, de fecha 10 de marzo de 1964.

Materia: Correccional (Violación a la Ley 2402).

Recurrente: Argentina Corniel.
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de .T
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cu
llo, Presidente; Manuel B. Bergés Chupani, Primer Sus
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 17 días del
mes de febrero del 1965, años 121 9 de la Independencia y
102 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Argenti-
na Corniel, dominicana, mayor de edad, soltera, domicilia-
da y residente en la casa N 9 48 de la calle "Imbert" de la
ciudad de San Francisco de Macorís, cédula N° 23182, se-
rie 56, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, en fecha diez del mes
de marzo del año 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de esa misma Corte, en fecha ocho del mes de
abril del año mil novecientos sesenta y cuatro, a requeri-
miento de la recurrente en la cual no se invoca ningún me-

dio determinado de casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber

deliberad o y vistos los artículos 1 de la Ley N° 2402 del
ario 1950; 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de

Cdoascaucemiennns;tos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Cons iderando que en la sentencia impugnada y en los

que en fecha 12 del mes de marzo del año 1963, compare-
ció al Cuartel General de la Policía Nacional de la ciudad
de San Francisco de Macorís, Argentina Corniel y presen-
tó querella contra Diógenes Fernández, para que éste se
aviniera a pagarle una pensión para el sostenimiento y
manutención de una menor de nombre Rosa Herminia, de
cinco meses de nacida, procreada por ambos; bl que envia-
do el expediente al Juzgado de Paz del Municipio de San
Francisco de Macorís para fines de conciliación, esta no
pudo tener efecto no obstante haber sido legalmente cita-

rl dos tanto la querellante como el prevenido, porque Dióge-
nes Fernández no compareció a la audiencia fijada para el
día 2 de abril de 1963; cl que apoderada del hecho la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, dictó en fecha 2 del mes de
agosto del año 1963, una sentencia en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Que debe pronunciar y pronuncia, el defecto contra el pre-
venido Diógenes Fernández, de generales ignoradas, por
no haber comparecido a esta audiencia, no obstante estar
legalmente citado; Segundo: Que debe declarar y declara,
al mencionado prevenido, culpable de Violación a la ley
2402, en perjuicio de una menor que tiene procreada con
la querellante Argentina Corniel, y en consecuencia, lo
Condena a dos años de prisión correccional y al pago de
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una pensión de RD$8.00 (ocho pesos oro) a beneficio de la
referida menor, a partir de la querella; Tercero: que debe
ordenar y ordena, la ejecución provisional de la sentencia,
no obstante cualquier recurso; Cuarto: que debe condenar
y condena, al mencionado prevenido al pago de las costas";
d) que sobre el recurso de apelación interpuesto por Dió-
genes Fernández, intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regu-
lar y válido en*cuanto a la forma, el presente recurso de
apelación incoado por el prevenido Diógenes Fernández;
Segundo: Modifica en cuanto a la pensión, la sentencia
correccional dictada por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte,
de fecha dos (2) de agosto de mil novecientos sesenta y
tres (1963), la cual Condenó en Defecto al procesado Dió-
genes Fernández, a dos (2) años de prisión correccional y
costas y le fijó una pensión alimenticia mensual de ocho

- pesos oro (RD$8.00) por el delito de violación a la ley N°
2402 en perjuicio de la menor Rosa Herminia Corniel, pro-
creada por la querellante Argentina Corniel; y la Corte
obrando por contrario imperio y autoridad propia, Fija en
la suma de tres pesos oro (RDS3.00) la pensión alimenti-
cia mensual que el inculpado Diógenes Fernández debe pa-
sarle a la madre querellante para el sostenimiento de la
referida menor a partir de la fecha de esta sentencia; Ter-
cero: Confirma la expresada sentencia en sus demás aspec-
tos; Cuarto: Descarga a las testigos Bienvenida Mata y Chi-
na Liranzo de la multa de diez pesos oro (RD$10.00) a que
fueron condenadas cada una de ellas por sentencia de esta
Corte de fecha diecinueve (19) de noviembre de mil nove-
cientos sensenta y tres (1963), por haber justificado su in- I,
asistencia a dicha audiencia; y, Quinto: Condena al recu-
rrente al pago de las costas";

Considerando que como la sentencia impugnada con-
denó al prevenido Fernández a dos años de prisión correc-
cional, el presente recurso de casación interpuesto por la

madre querellante ha quedado limitado al monto de la pen-
sión acordada;

Considerando que para modificar la sentencia apela-
da, y fijar en la suma de tres pesos oro (RD$3.00), moneda
de curso legal, la pensión alimenticia mensual que el in-
culpado Diógenes Fernández debe pagarle a la madre que-
rellante para el sostenimiento de la referida menor Rosa
Herminia, la Corte a-qua se fundó en que el sueldo que
percibe el prevenido como cajero de la Sucursal del Ban-
co de Reservas de la República Dominicana, de la Ciudad
de San Francisco de Macorís, no le permite pasarle una
suma mayor porque tiene que atender a su hogar con tres
hijos y a su madre;

Considerando que hay falta de base legal cuando los
motivos dados por los Jueces no permiten reconocer si los

tii- elementos de hecho necesarios para justificar la aplicación
de la ley se hallan presentes en la sentencia, vicio que
proviene de la exposición incompleta de un hecho decisi-
vo; que, en el presente caso, la sentencia impugnada no
precisa cuál es el monto del sueldo que percibe- Diógenes
Fernández, para poder determinar si la indicada pensión
está en relación con los medios de que puede disponer el
prevenido y las necesidades de la menor; que, los motivos
dados por la Corte 9-qua en la sentencia impugnada, no le
han permitido a esta Corte de Casación verificar eficaz-
mente si la ley ha sido bien o mal aplicada; razón por la
cual procede pronunciar la casación de la sentencia im-
pugnada, en lo que concierne a la cuantía de la pensión,
por falta de base legal;

40 Por tales motivos, Primero: Casa, en lo relativo a la
pensión acordada, la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, en fecha 10 de marzo del 1964, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto así deli-
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una pensión de RD$8.00 (ocho pesos oro) a beneficio de la
referida menor, a partir de la querella; Tercero: que debe
ordenar y ordena, la ejecución provisional de la sentencia,
no obstante cualquier recurso; Cuarto: que debe condenar
y condena, al mencionado prevenido al palo de las costas";
d) que sobre el recurso de apelación interpuesto por Dió-
genes Fernández, intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regu-
lar y válido erlcuanto a la forma, el presente recurso de
apelación incoado por el prevenido Diógenes Fernández;
Segundo: Modifica en cuanto a la pensión, la sentencia
correccional dictada por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte,
de fecha dos (2) de agosto de mil novecientos sesenta y
tres (1963), la cual Condenó en Defecto al procesado Dió-
genes Fernández, a dos (2) años de prisión correccional y
costas y le fijó una pensión alimenticia mensual de ocho
pesos oro (RD$8.00) por el delito de violación a la ley N°
2402 en perjuicio de la menor Rosa Herminia Corniel, pro-
creada por la querellante Argentina Corniel; y la Corte
obrando por contrario imperio y autoridad propia, Fija en
la suma de tres pesos oro (RD$3.00) la pensión alimenti-
cia mensual que el inculpado Diógenes Fernández debe pa-
sarle a la madre querellante para el sostenimiento de la
referida menor a partir de la fecha de esta sentencia; Ter-
cero: Confirma la expresada sentencia en sus demás aspec-
tos; Cuarto: Descarga a las testigos Bienvenida Mata y Chi-
na Liranzo de la multa de diez pesos oro (RD$10.00) a que
fueron condenadas cada una de ellas por sentencia de esta
Corte de fecha diecinueve (19) de noviembre de mil nove-
cientos sensenta y tres (1963), por haber justificado su in-
asistencia a dicha audiencia; y, Quinto: Condena al recu-
rrente al pago de las costas";

Considerando que como la sentencia impugnada con-
denó al prevenido Fernández a dos años de prisión correc-
cional, el presente recurso de casación interpuesto por la

madre querellante ha quedado limitado al monto de la pen-

sión Considerando
id ndo

que para modificar la sentencia apela-
da , y fijar en la suma de tres pesos oro (RD$3.00), moneda
de curso legal, la pensión alimenticia mensual que el in-
culpado Diógenes Fernández debe pagarle a la madre que-
rellante para el sostenimiento de la referida menor Rosa
Herminia, la Corte a-qua se fundó en que el sueldo que
percibe el prevenido como cajero de la Sucursal del Ban-
co de Reservas de la República Dominicana, de la Ciudad
de San Francisco de Macorís, no le permite pasarle una
suma mayor porque tiene que atender a su hogar con tres

Alhijos y a su madre;

Considerando que hay falta de base legal cuando los
motivos dados por los Jueces no permiten reconocer si los

Is- elementos de hecho necesarios para justificar la aplicación
' de la ley se hallan presentes en la sentencia, vicio que

proviene de la exposición incompleta de un hecho decisi-
vo; que, en el presente caso, la sentencia impugnada no
precisa cuál es el monto del sueldo que percibe- Diógenes
Fernández, para poder determinar si la indicada pensión
está en relación con los medios de que puede disponer el
prevenido y las necesidades de la menor; que, los motivos
dados por la Corte a.-qua en la sentencia impugnada, no le
han permitido a esta Corte de Casación verificar eficaz-
mente si la ley ha sido bien o mal aplicada; razón por la
cual procede pronunciar la casación de la sentencia im-
pugnada, en lo que concierne a la cuantía de la pensión,
por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa, en lo relativo a la
pensión acordada, la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, en fecha 10 de marzo del 1964, en sus atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto así deli-
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mitado ante la Corte de Apelación de La Vega; y Segundo:
Condena al recurrido al pago de las costas;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Cha-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.): Ernesto Curiel hijo.

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de esa misma Corte, en fecha ocho del mes de
abril del año mil novecientos sesentw y cuatro, a requeri-
miento de la recurrente en la cual no se invoca ningún me.-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
deliberado y vistos los artículos 1 de la Ley N9 2402 del
año 1950; 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de

CdoascaucCmiennns;tos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

que en fecha 12 del mes de marzo del año 1963, compare-
ció al Cuartel General de la Policía Nacional de la ciudad
de San Francisco de Macorís. Argentina Corniel y presen-
tó querella contra Diógenes Fernández, para que éste se
aviniera a pagarle una pensión para el sostenimiento y
manutención de una menor de nombre Rosa Herminia, de
cinco meses de nacida, procreada por ambos; b) que envia-
do el expediente al Juzgado de Paz del Municipio de San
Francisco de Macorís para fines de conciliación, esta no
pudo tener efecto no obstante haber sido legalmente cita-
dos tanto la querellante como el prevenido, porque Dióge-
nes Fernández no compareció a la audiencia fijada para el
día 2 de abril de 1963; c) que apoderada del hecho la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte, dictó en fecha 2 del mes de
agosto del año 1963, una sentencia en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Que debe pronunciar y pronuncia, el defecto contra el pre-
venido Diógenes Fernández, de generales ignoradas, por

. no haber comparecido a esta audiencia, no obstante estar
legalmente citado; Segundo: Que debe declarar y declara,
al mencionado prevenido, culpable de Violación a la ley
2402, en perjuicio de una menor que tiene procreada con
la querellante Argentina Corniel, y en consecuencia, lo
Condena a dos años de prisión correccional y al pago de
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5771, en perjuicio de Francisco Antonio Ricardo y Ramón
Antonio Díaz, por haber sido intentado fuera de los plazos
legales; ya que la sentencia recurrida fue dictada en fecha
14 de octubre de 1963, y la notificación del recurso al in-
culpado tiene fecha 15 de noviembre del mismo año; Se-
gundo: Se declaran las costas de oficio";

Considerando que tanto en el acta del recurso, como
en su memorial de casación el recurrente alega, en sínte-
sis, que la Cortell-qua declaró inadmisible la apelación del
recurrente porque incurrió en un error al atribuirle la fe-
cha del 14 de octubre de 1963, a la sentencia apelada; que
ese día se celebró la audiencia y el Juez aplazó el fallo,
dictando la sentencia el día 16 de ese mismo mes; que eso
está corroborado tanto por la sentencia misma que dice
que fue fallada el día 16, como por la certificación expe-
dida por el Secretario del Juzgado de Primera Instancia
de San Cristóbal, en que consta esa circunstancia; que co-
mo la apelación del recurrente se interpuso el día 15 de
noviembre de ese mismo año, es .evidente que el plazo de
un mes establecido en el artículo 205 del Código de Proce-
dimiento Criminal no había vencido; que, como la Corte
a-qua declaró caduca la apelación, sobre el referido fun-
damento, incurrió en la violación del texto legal señalado;

Considerando que de acuerdo con lo que dispone el
artículo 205 del Código de Procedimiento Criminal, el re-
curso de apelación que interponga el Procurador General
de la Corte de Apelación debe ser notificado dentro del
mes, contado desde el día, exclusive, del pronunciamiento
de la sentencia, o, si ésta le ha sido notificada dentro de
los 15 días de la notificación, bajo pena de caducidad;

Considerando que en la especie, la Corte a-qua decla-
ró caduco el recurso de .apelación interpuesto por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, sobre el fundamento de que la sentencia apelada se
dictó el día 14 de octubre de 1963 y la notificación del
recurso se hizo el día 15 de noviembre de ese mismo año;
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SENTENCIA DE-FECHA 17 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 2 de junio de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley 5771).

Recurrente: Procurador General de la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en causa seguida a: Luciano Cofreces.

Intervinlente: Ramón Antonio Díaz.

Abogado : Dr. Juan E. Ariza Mendoza.
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 17 de febre-
ro de 1965, años 121 9 de la Independencia y 102 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en la causa seguida a Luciano Cofreces, contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la referida
Corte en fecha 2 de junio de 1964, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, se-

rie l a , abogado del interviniente Ramón Antonio Díaz, do-
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minicano, casado, chófer, cédula 4408, serie 5, domiciliado
en la población de Yamasá, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua en fecha 8 de junio de 1964, a requerimien-
to del recurrente, en la cual se invocan los medios que
luego se indican;

Visto el memorial de casación de fecha 29 de noviem-
bre de 1964 suscrito por el recurrente, en el cual se invo-
can los medios que se enunciarán más adelante;

Visto el escrito de intervención de la parte civil cons-
tituida Ramón Antonio Díaz, firmado por su abogado y
depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia el día 2 de diciembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 y 205 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 1 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 26
de julio de 1963, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal, regularmente apoderado
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Pronuncia el defecto contra el nombra-
do Luciano Cofreces, por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado; Segun-
do: Declara al señor Luciano Cofreces, culpable de los da-
ños y perjuicios sufridos por Ramón Antonio Díaz; Terce-
ro: Condena al señor Luciano Cofreces, al pago de la suma
de veinticinco pesos oro (RD$25.00) de multa y al pago
de una indemnización de Un Mil Pesos oro en favor de
Ramón Antonio Díaz; Cuarto: Condena a Luciano Cofre-
ces al pago de las costas penales y civiles con distracción
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éstas	 en favor del abogado que os habla Dr. Juan
Esteban Ariza; quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Quinto: Descarga al nombrado Ramón Antonio
Díaz, por no haber incurrido en falta ninguna y en este
caso se declaran las costas de oficio"; b) que ese mismo día,
Ramón Antonio Díaz, parte civil constituida, apeló de la
referida sentencia en lo concerniente a sus intereses civi-
les; c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por
Luciano Cofreces, contra la indicada sentencia, el mismo
Tribunal dictó en fecha 14 de octubre de 1963, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido el recurso de oposición interpuesto por
el nombrado Luciano Cofreces, contra sentencia de este
Juzgado de Primera Instancia, dictada en fecha 26 del mes
de julio del año 1963, por la cual lo condenó en defecto al
pago de una multa de veinticinco pesos oro, a pagar una
indemnización a favor de Ramón Antonio Díaz, de la su-
ma de Un Mil Pesos oro y lo condenó además al pago de
las costas penales y civiles éstas últimas en provecho del
Dr. Juan Esteban Ariza, quien afirmó haberlas avanzado
en su totalidad; Segundo: Revoca en todos sus partes la
sentencia objeto de este recurso de oposición y descarga
al nombrado Luciano Cofreces de toda responsabilidad pe-
nal por no haber cometido ninguna falta que le sea impu-
table; Tercero: Rechaza las pretensiones de la parte civil
constituida, por improcedentes y mal fundadas; Cuarto:
Declara las costas de oficio"; d) Que sobre el recurso de
apelación interpuesto por el Procurador General de la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, contra esta última sen-
tencia, intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declara caduco e]
recurso de apelación intentado por el Procurador General
de esta Corte contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
en fecha 14 de octubre del año 1963, que descargó al in-
culpado Luciano Cofreces del delito de violación a la Ley

1
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minicano, casado, chófer, cédula 4408, serie 5, domiciliado
en la población de Yamasá, en la lectura de sus conclu..
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua en fecha 8 de junio de 1964, a requerimien-
to del recurrente, en la cual se invocan los medios que
luego se indican;

Visto el memorial de casación de fecha 29 de noviem-
bre de 1964 suscrito por el recurrente, en el cual se invo-
can los medios que se enunciarán más adelante;

Visto el escrito de intervención de la parte civil cons-
tituida Ramón Antonio Díaz, firmado por su abogado y
depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia el día 2 de diciembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 y 205 del Código de Pro-
cedimiento Criminal y 1 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 26
de julio de 1963, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal, regularmente apoderado
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Pronuncia el defecto contra el nombra-
do Luciano Cofreces, por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado; Segun-
do: Declara al señor Luciano Cofreces, culpable de los da-
ños y perjuicios sufridos por Ramón Antonio Díaz; Terce-
ro: Condena al señor Luciano Cofreces, al pago de la suma
de veinticinco pesos oro (RDS25.00) de multa y al pago
de una indemnización de Un Mil Pesos oro en favor de
Ramón Antonio Díaz; Cuarto: Condena a Luciano Cofre-
ces al pago de las costas penales y civiles con distracción

éstas ultimas en favor del abogado que os habla Dr. Juan
Esteban Ariza; quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Quinto: Descarga al nombrado Ramón Antonio
Díaz, por no haber incurrido en falta ninguna y en este
caso se declaran las costas de oficio"; b) que ese mismo día,
gamón Antonio Díaz, parte civil constituida, apeló de la
referida sentencia en lo concerniente a sus intereses civi-
les; c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por
Luciano Cofreces, contra la indicada sentencia, el mismo
Tribunal dictó en fecha 14 de octubre de 1963, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido el recurso de oposición interpuesto por
el nombrado Luciano Cofreces, contra sentencia de este
Juzgado de Primera Instancia, dictada en fecha 26 del mes
de julio del año 1963, por la cual lo condenó en defecto al
pago de una multa de veinticinco pesos oro, a pagar una
indemnización a favor de Ramón Antonio Díaz, de la su-
ma de Un Mil Pesos oro y lo condenó además al pago de
las costas penales y civiles éstas últimas en provecho del
Dr. Juan Esteban Ariza, quien afirmó haberlas avanzado
en su totalidad; Segundo: Revoca en todos sus partes la
sentencia objeto de este recurso de oposición y descarga
al nombrado Luciano Cofreces de toda responsabilidad pe-
nal por no haber cometido ninguna falta que le sea impu-
table; Tercero: Rechaza las pretensiones de la parte civil
constituida, por improcedentes y mal fundadas; Cuarto:
Declara las costas de oficio"; d) que sobre el recurso de
apelación interpuesto por el Procurador General de la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal, contra esta última sen-
tencia, intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declara caduco el
recurso de apelación intentado por el Procurador General
de esta Corte contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal,
en fecha 14 de octubre del año 1963, que descargó al in-
culpado Luciano Cofreces del delito de violación a la Ley
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5771, en perjuicio de Francisco Antonio Ricardo y Ramón
Antonio Díaz, por haber sido intentado fuera de los plazos
legales; ya que la sentencia recurrida fue dictada en fecha
14 de octubre de 1963, y la notificación del recurso al in-
culpado tiene fecha 15 de noviembre del mismo año; Se-
gundo: Se declaran las costas de oficio";

Considerando que tanto en el acta del recurso, como
en su memorial de casación el recurrente alega, en sínte-
sis, que la Corte,a-qua declaró inadmisible la apelación del
recurrente porqte incurrió en un error al atribuirle la fe-
cha del 14 de octubre de 1963, a la sentencia apelada; que
ese día se celebró la audiencia y el Juez aplazó el fallo,
dictando la sentencia el día 16 de ese mismo mes; que eso
está corroborado tanto por la sentencia misma que dice
que fue fallada el día 16, como por la certificación expe-
dida por el Secretario del Juzgado de Primera Instancia
de San Cristóbal, en que consta esa circunstancia; que co-
mo la apelación del recurrente se interpuso el día 15 de
noviembre de ese mismo año, es evidente que el plazo de
un mes establecido en el artículo 205 del Código de Proce-
dimiento Criminal no había vencido; que, como la Corte
a-qua declaró caduca la apelación, sobre el referido fun-
damento, incurrió en la violación del texto legal señalado;

Considerando que de acuerdo con lo que dispone el
artículo 205 del Código de Procedimiento Criminal, el re-
curso de apelación que interponga el Procurador General
de la Corte de Apelación debe ser notificado dentro del
mes, contado desde el día, exclusive, del pronunciamiento
de la sentencia, o, si ésta le ha sido notificada dentro de
los 15 días de la notificación, bajo pena de caducidad;

Considerando que en la especie, la Corte a-qua decla-
ró caduco el recurso de apelación interpuesto por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, sobre el fundamento de que la sentencia apelada se
dictó el día 14 de octubre de 1963 y la notificación del
recurso se hizo el día 15 de noviembre de ese mismo año;

Considerando que si la sentencia se pronunció el día
14 de octubre de 1963, como lo admitió la Corte a-qua, el
plazo de un mes a que se refiere el citado artículo 205 co-
menzó a correr a partir del día 15 de ese mismo mes; que,
por tanto, el último día hábil para que el Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de San Cristóbal pudiera
apelar de esa sentencia, que no se la habían notificado,
era el día 15 de noviembre de ese mismo año, fecha en que
interpuso su recurso de apelación; que, en consecuencia, la
Corte a-qua al declarar caduco el referido recurso, violó
el artículo 205 ya indicado, razón por la cual la sentencia
impugnada debe ser casada;

Considerando que la parte interviniente alega en su
escrito que la sentencia impugnada contiene otro error
porque omite los nombres de seis personas que resultaron
lesionadas en el accidente puesto a cargo de Luciano Co-
freces, y que como esa es una cuestión de orden público,
debe ser reparada; que, además, dicho interviniente soli-
citó, mediante conclusiones formales, la casación de la sen-
tencia y la condenación en costas contra el prevenido Lu-
ciano Cofreces, con distracción de tales costas en provecho
de su abogado, quien las está avanzando en su totalidad;

Considerando en cuanto a las conclusiones de la parte
civil interviniente, que como esta parte no ha recurrido en
casación, ni hay constancia de que haya puesto en causa
al prevenido Cofreces, no puede solicitar la casación de la
sentencia, ni la condenación en costas contra dicho preve-
nido; que, sin embargo, como se ha expresado ya, que la
sentencia impugnada debe ser casada, la Corte de envío
tendrá oportunidad de determinar el alcance del hecho
imputado a Cofreces y de las pretensiones de la parte ci-
vil interviniente;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ramón Antonio Díaz, parte civil constituída; Segun-
do: Casa la sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha
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5771, en perjuicio de Francisco Antonio Ricardo y Ramón
Antonio Díaz, por haber sido intentado fuera de los plazos
legales; ya que la sentencia recurrida fue dictada en fecha
14 de octubre de 1963, y la notificación del recurso al in-
culpado tiene fecha 15 de noviembre del mismo año; Se-
gundo: Se declaran las costas de oficio";

Considerando que tanto en el acta del recurso, como
en su memorial de casación el recurrente alega, en sínte-
sis, que la CorteLa-qua declaró inadmisible la apelación del
recurrente porq'e incurrió en un error al atribuirle la fe-
cha del 14 de octubre de 1963, a la sentencia apelada; que
ese día se celebró la audiencia y el Juez aplazó el fallo,
dictando la sentencia el día 16 de ese mismo mes; que eso
está corroborado tanto por la sentencia misma que dice
que fue fallada el día 16, como por la certificación expe-
dida por el Secretario del Juzgado de Primera Instancia
de San Cristóbal, en que consta esa circunstancia; que co-
mo la apelación del recurrente se interpuso el día 15 de
noviembre de ese mismo año, es evidente que el plazo de
un mes establecido en el artículo 205 del Código de Proce-
dimiento Criminal no había vencido; que, como la Corte
a-qua declaró caduca la apelación, sobre el referido fun-
damento, incurrió en la violación del texto legal señalado;

Considerando que de acuerdo con lo que dispone e]
artículo 205 del Código de Procedimiento Criminal, el re-
curso de apelación que interponga el Procurador General
de la Corte de Apelación debe ser notificado dentro del
mes, contado desde el día, exclusive, del pronunciamiento
de la sentencia, o, si ésta le ha sido notificada dentro -de
los 15 días de la notificación, bajo pena de caducidad;

Considerando que en la especie, la Corte a-qua decla-
ró caduco el recurso de apelación interpuesto por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, sobre el fundamento de que la sentencia apelada se
dictó el día 14 de octubre de 1963 y la notificación del
recurso se hizo el día 15 de noviembre de ese mismo año;
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Considerando que si la sentencia se pronunció el día
14 de octubre de 1963, como lo admitió la Corte a-qua, el
plazo de un mes a que se refiere el citado artículo 205 co-
menzó a correr a partir del día 15 de ese mismo mes; que,
por tanto, el último día hábil para que el Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de San Cristóbal pudiera
apelar de esa sentencia, que no se la habían notificado,
era el día 15 de noviembre de ese mismo año, fecha en que
interpuso su recurso de apelación; que, en consecuencia, la
Corte a-qua al declarar caduco el referido recurso, violó
el artículo 205 ya indicado, razón por la cual la sentencia
impugnada debe ser casada;

Considerando que la parte interviniente alega en su
escrito que la sentencia impugnada contiene otro error
porque omite los nombres de seis personas que resultaron
lesionadas en el accidente puesto a cargo de Luciano Co-
freces, y que como esa es una cuestión de orden público,
debe ser reparada; que, además, dicho interviniente soli-
citó, mediante conclusiones formales, la casación de la sen-
tencia y la condenación en costas contra el prevenido Lu-
ciano Cofreces, con distracción de tales costas en provecho
de su abogado, quien las está avanzando en su totalidad;

Considerando en cuanto a las conclusiones de la parte
civil interviniente, que como esta parte no ha recurrido en
casación, ni hay constancia de que haya puesto en causa
al prevenido Cofreces, no puede solicitar la casación de la
sentencia, ni la condenación en costas contra dicho preve-
nido; que, sin embargo, como se ha expresado ya, que la
sentencia impugnada debe ser casada, la Corte de envío
tendrá oportunidad de determinar el alcance del hecho
imputado a Cofreces y de las pretensiones de la parte ci-
vil interviniente;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ramón Antonio Díaz, parte civil constituida; Segun-

do: Casa la sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha
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2 de junio de 1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de
Apelación en Santo Domingo; y, Tercero: Condena al pre-
venido al pago de las costas relativas a la acción pública;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por loa
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 21 de agosto de 1964.

materia: Correccional (Violación a la Ley 5771)—Homicidio por

41101&:;:	 Imprudencia.

Recurrentes: La San Rafael, C. por A. y Luisa Adriana Castillo
de Garrido.

Intervinientes: Isidro Feliz y María Obdulia Ramírez Calderón.
Abogados: Lic. Angel S. Canó Pelletier de Isidro Féliz y Lic. J

Humberto Terrero de María Obdulia Ramírez Calderón.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo, D. N., a los 17 días del mes de febrero
del año 1965, años 121 9 de la Independencia y 102 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la San
Rafael, C. por A., compañía comercial domiciliada en esta
ciudad y Luisa Adriana Castillo de Garrido, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de San Juan de la Maguana en fecha 21 de
agosto de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
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2 de junio de 1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de
Apelación en Santo Domingo; y, Tercero: Condena al pre-
venido al pago de las costas relativas a la acción pública;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.-- Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTEN CIA DE FECHA 17 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma•
guana, de fecha 21 de agosto de 1964.

platería: Correccional (Violación a la Ley 5771)—Homicidio por
Imprudencia.

Recurrentes: La San Rafael, C. por A. y Luisa Adriana Castillo
de Garrido.

Intervinientes: Isidro Feliz y María Obdulia Ramírez Calderón..
Abogados: Lic. Angel S. Canó Pelletier de Isidro Feliz y Lic. J

Humberto Terrero de María Obdulia Ramírez Calderón.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo, D. N., a los 17 días del mes de febrero
del año 1965, años 121 9 de la Independencia y 1029 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la San
Rafael, C. por A., compañía comercial domiciliada en esta
ciudad y Luisa Adriana Castillo de Garrido, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de San Juan de la Maguana en fecha 21 de
agosto de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:



Primero: Declara regulares y válidas las apelaciones inter.
puestas por el Dr. César A. Garrido C., a nombre y repre-
sentación de la Compañía San Rafael, C. por A., y de
Luisa Castillo de Garrido; del Licenciado Angel S. Canó
Pelletier a nombre y representación del señor Isidro Feliz
parte civil constituida en la causa seguida contra el nom.:
brado Víctor Manuel Echavarría y por el Lic. J. Humberto
Terrero a nombre y representación de la señora María Ob-
dulia Ramírez Calderón, también parte civil constituida
en la misma cgtisa, contra la sentencia correccional núme-
ro 42 de fecha 17 de enero del año 1964, dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Juan, cuyo dispositivo se copia en otra parte de la presen-
te sentencia; Segundo: No se resuelve nada en la presente
sentencia sobre el recurso de apelación interpuesto por Víc-
tor Manuel Echavarría contra la supradicha sentencia, por
haberse dado acta de su desistimiento, por sentencia co-
rreccional N9 65 de fecha 25 de mayo del presente año
1964 de esta misma Corte; Tercero: Modifica la sentencia
recurrida, en cuanto al monto de la indemnización de RD$-
4,000.00 acordada en favor de María Obdulia Ramírez Cal-
derón, madre de Ciprián Ramírez, y obrando por propia
autoridad le fija la suma de RD$3,000.00 como justa repa-
ración de los daños morales y materiales experimentados
por ella; no acordando el pago de intereses sobre la refe-
rida suma por considerar como hemos dicho suficiente esta
indemnización; Cuarto: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia recurrida; Quinto: Se rechazan las pretensio-
nes de la parte civilmente responsable, señora Luisa Adria-
na Castillo y de la Compañía Nacional de Seguro San Ra-
fael, C. por A., por improcedentes y mal fundadas; Sexto:
Condena a Luisa Adriana Castillo al pago de las costas ci-
viles de la presente alzada, con distracción de las mismas
en favor de los abogados licenciados J. Humberto Terrero
y Angel S. Canó Pelletier, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo: Se declara oponible la pre-

serte sentencia a la Compañía Nacional de Seguro San Ra-
fael,

OCielopoerl Aal."gu; acil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, serie

lo, abogado del interviniente Isidro Féliz, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, agricultor, domiciliado en la Sección
de La Culata, de San Juan de la Maguana, cédula 7138,
serie 12, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Lic. J. Humberto Terrero, cédula 2716, serie
10, abogado de la interviniente María Obdulia Ramírez
Calderón, dominicana, de oficios domésticos, soltera, do-
miciliada en la Sección de La Culata, de San Juan de la
Maguana, cédula 15532, serie 12, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 2 de septiembre
de 1964, a requerimiento del Dr. José Oscar Viñas Bonne-
Ily, cédula 18849, serie 56, en representación de los recu-
rrentes, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito de intervención de Isidro Féliz, parte
civil constituida, firmado por su abogado y depositado en
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el día 4 de
diciembre de 1964;

Visto el escrito de intervención de María Obdulia Ra-
mírez Calderón, parte civil constituída, firmada por su
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día 4 de diciembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y 10 de la Ley 4117 de 1955;

Considerando que por aplicación de las disposiciones
del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Mi-
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Primero: Declara regulares y válidas las apelaciones inter-
puestas por el Dr. César A. Garrido C., a nombre y repre-
sentación de la Compañía San Rafael, C. por A., y de
Luisa Castillo de Garrido; del Licenciado Angel S. Carió
Pelletier a nombre y representación del señor Isidro Feliz
parte civil constituida en la causa seguida contra el nom:
brado Víctor Manuel Echavarría y por el Lic. J. Humberto
Terrero a nombre y representación de la señora María Ob-
dulia Ramírez Calderón, también parte civil constituída
en la misma cisa, contra la sentencia correccional núme-
ro 42 de fecha 17 de enero del año 1964, dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Juan, cuyo dispositivo se copia en otra parte de la presen-
te sentencia; Segundo: No se resuelve nada en la presente
sentencia sobre el recurso de apelación interpuesto por Víc-
tor Manuel Echavarría contra la supradicha sentencia, por
haberse dado acta de su desistimiento, por sentencia co-
rreccional NQ 65 de fecha 25 de mayo del presente año
1964 de esta misma Corte; Tercero: Modifica la sentencia
recurrida, en cuanto al monto de la indemnización de RD$-
4,000.00 acordada en favor de María Obdulia Ramírez Cal-
derón, madre de Ciprián Ramírez, y obrando por propia
autoridad le fija la suma de RD$3,000.00 como justa repa-
ración de los daños morales y materiales experimentados
por ella; no acordando el pago de intereses sobre la refe-
rida suma por considerar como hemos dicho suficiente esta
indemnización; Cuarto: Confirma en sus demás aspectos
la sentencia recurrida; Quinto: Se rechazan las pretensio-
nes de la parte civilmente responsable, señora Luisa Adria-
na Castillo y de la Compañía Nacional de Seguro San Ra-
fael, C. por A., por improcedentes y mal fundadas; Sexto:
Condena a Luisa Adriana Castillo al pago de las costas ci-
viles de la presente alzada, con distracción de las mismas
en favor de los abogados licenciados J. Humberto Terrero
y Angel S. Canó Pelletier, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo: Se declara oponible la pre-

sente sentencia a la Compañía Nacional de Seguro San Ra-
fael, OCí C. op oerl Aa l.";g u

acil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, serie

10, abogado del interviniente Isidro Feliz, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, agricultor, domiciliado en la Sección
de La Culata, de San Juan de la Maguana, cédula 7138,
serie 12, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Lic. J. Humberto Terrero, cédula 2716, serie
10, abogado de la interviniente María Obdulia Ramírez
Calderón, dominicana, de oficios domésticos, soltera, do-
miciliada en la Sección de La Culata, de San Juan de la
Maguana, cédula 15532, serie 12, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 2 de septiembre
de 1964, a requerimiento del Dr. José Oscar Viñas Bonne-
Ily, cédula 18849, serie 56, en representación de los recu-
rrentes, en la cual no se invoca ningún medio determinado
de casación;

Visto el escrito de intervención de Isidro Feliz, parte
civil constituída, firmado por su abogado y depositado en
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el día 4 de
diciembre de 1964;

Visto el escrito de intervención de María Obdulia Ra-
mírez Calderón, parte civil constituida, firmada por su
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te  de Justicia el día 4 de diciembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y 10 de la Ley 4117 de 1955;

Considerando que por aplicación de las disposiciones
del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación,
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Mi-



nisterio Público, la parte civil, la persona civilmente res-
ponsable o la entidad aseguradora de dicha persona, que
haya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la
ley 4117 de 1955, el depósito del memorial será obligato -
rio, si no es motivado el recurso en la declaración corres-
pondiente, todo a pena de nulidad;

Considerando que en la especie, ni Luisa Adriana Cas-
tillo de Garrido, persona civilmente responsable, ni la San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora de esta última, han
depositado memorial alguno de casación, ni han motivado
sus recursos en la declaración correspondiente; que por
tanto, dichos recursos son nulos;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a Isidro Feliz y María Obdulia Ramírez Calderón; Se-
gundo: Declara nulos los recursos de casación interpuestos
por la San Rafael, C. por A., y Luisa Adriana Castillo de
Garrido, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, en fecha 21 de agosto de 1964, cuyo dispositivo se
ha copiado en otro lugar del presente fallo; y Tercero: Con-
dena a las recurrentes al pago de las costas, ordenándose
la distracción de ellas en provecho de los Licenciados An-
gel S. Canó Pelletier y J. Humberto Terrero, abogados de
las partes intervinientes, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte.

(Fdos.): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque  C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 21 de abril de 1964.

materia: Criminal (Robo de Noche en casa habitada con fractura
cometido por más de dos personas, etc.).

Recurrente: Charles de la Cruz.

.10
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

4101
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, hoy día 19 de febrero de 1965, años 121° de la
Independencia y 102° de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el acusa-
do Charles de la Cruz, dominicano, de 20 años de edad,
soltero, jornalero, residente en Cumayasa, jurisdicción de
La Romana, contra sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones crimi-
nales en fecha 21 de abril de 1964, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría

de la Corte a-qua, en fecha 22 de abril de 1964, a reque-
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nisterio Público, la parte civil, la persona civilmente res_
ponsable o la entidad aseguradora de dicha persona, que
haya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la
ley 4117 de 1955, el depósito del memorial será obligato-
rio, si no es motivado el recurso en la declaración corres-
pondiente, todo a pena de nulidad;

Considerando que en la especie, ni Luisa Adriana Cas-
tillo de Garrido, persona civilmente responsable, ni la San
Rafael, C. por A., entidad aseguradora de esta última, han
depositado memorial alguno de casación, ni han motivado
sus recursos en la declaración correspondiente; que por
tanto, dichos recursos son nulos;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a Isidro Feliz y María Obdulia Ramírez Calderón; Se-
gundo: Declara nulos los recursos de casación interpuestos
por la San Rafael, C. por A., y Luisa Adriana Castillo de
Garrido, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, en fecha 21 de agosto de 1964, cuyo dispositivo se
ha copiado en otro lugar del presente fallo; y Tercero: Con-
dena a las recurrentes al pago de las costas, ordenándose
la distracción de ellas en provecho de los Licenciados An-
gel S. Canó Pelletier y J. Humberto Terrero, abogados de
las partes intervinientes, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte.

1Fdos.): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.

SENTENCIA DE FECHA 19 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 21 de abril de 1964.

liateria: Criminal (Robo de Noche en casa habitada con fractura,
cometido por más de dos personas, etc.).

Recurrente: Charles de la Cruz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, hoy día 19 de febrero de 1965, años 121 9 de la
Independencia y 1029 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el acusa-
do Charles de la Cruz, dominicano, de 20 años de edad,
soltero, jornalero, residente en Cumayasa, jurisdicción de
La Romana, contra sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones crimi-
nales en fecha 21 de abril de 1964, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría

de la Corte a-qua, en fecha 22 de abril de 1964, a reque-
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rimiento del recurrente, y en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 379, 381, 18 del Código Penal.
277 del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha lro. de enero de 1963, el Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de La Romana, apoderó al Juez de Ins-
trucción del indicado Distrito Judicial, para que instruye-
ra la sumaria correspondiente a cargo de los nombrados
Celso Virgilio Mota, Lorenzo Castillo, Julio Antonio Pe-
guero Castro, Félix Durán Peguero y Charles de la Cruz,
inculpándolos de los crímenes de robo de noche, en casa
habitada, con fractura, cometido por más de dos personas
con armas, con violencias y amenazas de dar muerte, en
perjuicio de Mendoza Beng, hecho ocurrido en la ciudad
de La Romana el día 29 de diciembre de 1963; b) que en
fecha 8 de febrero del mismo año, el Juez de Instrucción
apoderado del caso, dictó sobre el hecho la siguiente Pro-
videncia Calificativa: "Resolvemos: Declarar, como al efec-
to declaramos, que existen cargos suficientes para acusar
al nombrado Charles de la Cruz, de generales anotadas, del
crimen de "Robo de noche en casa habitada con fractura
exterior y amenaza a mano armada" en perjuicio de Men-
doza Beng, hecho ocurrido en esta ciudad de La Romana,
en la madrugada del día 29 de diciembre del año 1962 y
en consecuencia: Mandarnos y Ordenamos: Primero: que el
nombrado Charles de la Cruz, de generales anotadas, sea
enviado al Juzgado de Primera Instancia de este Distrito
Judicial en sus atribuciones criminales para que allí se le
juzgue conforme a la Ley, bajo la inculpación de Robo de
Noche en casa habitada con fractura exterior y amenaza
a mano armada en perjuicio del nacional chino Mendoza
Beng; Segundo: Que no ha lugar a la prosecución de las

actuaciones Judiciales contra los nombrados Celso Virgilio
Mota (Bololin), Lorenzo Castillo (Quiniela), Julio Antonio
Castro (Paredes Rijo), Félix Durán Peguero (Cibaíto) por
/lo haber indicios suficientes de sus respectivas culpabili-

dades y que sean puestos en libertad inmediatamente a no
ser que se encuentren detenidos por otra causa; Tercero:
Que las actuaciones de la instrucción, el acta extendida
respecto al cuerpo del delito (si lo hubiera) y un estado
de los documentos y objetos que han de servir como fun-
damentos de convicción sean transmitidos inmediatamente
al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial
para los fines correspondientes; Cuarto: Que el Secretario
de este Juzgado haga de la presente Providencia Califica-
tiva, las notificaciones que sean de lugar"; cl que así apo-
derado del caso, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Romana, dictó en fecha 31 de julio de
1963 en sus atribuciones criminales, la sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Reenvía, el cono-
cimiento de la presente causa seguida contra el nombrado
Charles de la Cruz, de generales anotadas, acusado del cri-
men de robo de noche en casa habitada con fractura exte-
rior y amenazas a manos armadas, en perjuicio de Men-
doza Beng, a fin de que el acusado sea juzgado en una sola
Audiencia por la totalidad de los expedientes a su cargo,

'para el día 4 de septiembre del 1963; Segundo: Reserva,
las costas"; d) que en fecha 4 de septiembre de 1963, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Romana, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Ordena, la fusión de los expedientes por te-

- ner conexidad: Segundo: Reenvía, el conocimiento de la
presente causa seguida contra los nombrados Charles de la
Cruz, de generales anotadas, acusado de los crímenes de
robo de noche en casa habitada con fractura exterior y
amenazas a mano armada, en perjuicio de Mendoza Beng

j (chino), robo de noche en casa habitada con fractura co-
..metido por más de dos personas, en perjuicio de Teodoro



rimiento del recurrente, y en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 379, 381, 18 del Código Penal.
277 del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha lro. de enero de 1963, el Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de La Romana, apoderó al Juez de Ins-
trucción del indicado Distrito Judicial, para que instruye-
ra la sumaria correspondiente a cargo de los nombrados
Celso Virgilio Mota, Lorenzo Castillo, Julio Antonio Pe-
guero Castro, Félix Durán Peguero y Charles de la Cruz,
inculpándolos de los crímenes de robo de noche, en casa
habitada, con fractura, cometido por más de dos personas
con armas, con violencias y amenazas de dar muerte, en
perjuicio de Mendoza Beng, hecho ocurrido en la ciudad
de La Romana el día 29 de diciembre de 1963; b) que en
fecha 8 de febrero del mismo año, el Juez de Instrucción
apoderado del caso, dictó sobre el hecho la siguiente Pro-
videncia Calificativa: "Resolvemos: Declarar, como al efec-
to declaramos, que existen cargos suficientes para acusar
al nombrado Charles de la Cruz, de generales anotadas, del
crimen de "Robo de noche en casa habitada con fractura
exterior y amenaza a mano armada" en perjuicio de Men-
doza Beng, hecho ocurrido en esta ciudad de La Romana,
en la madrugada del día 29 de diciembre del año 1962 y
en consecuencia: Mandamos y Ordenarnos: Primero: que el
nombrado Charles de la Cruz, de generales anotadas, sea
enviado al Juzgado de Primera Instancia de este Distrito
Judicial en sus atribuciones criminales para que allí se le
juzgue conforme a la Ley, bajo la inculpación de Robo de
Noche en casa habitada con fractura exterior y amenaza
a mano armada en perjuicio del nacional chino Mendoza
Beng; Segundo: Que no ha lugar a la prosecución de las

actuaciones Judiciales contra los nombrados Celso Virgilio
Mota (Bololin), Lorenzo Castillo (Quiniela), Julio Antonio
Castro (Paredes Rijo), Félix Durán Peguero (Cibaíto) por
no haber indicios suficientes de sus respectivas culpabili-

dades y que sean puestos en libertad inmediatamente a no
ser que se encuentren detenidos por otra causa; Tercero:
Que las actuaciones de la instrucción, el acta extendida
respecto al cuerpo del delito (si lo hubiera) y un estado

de los documentos y objetos que han de servir como fun-
damentos de convicción sean transmitidos inmediatamente
al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial
para los fines correspondientes; Cuarto: Que el Secretario
de este Juzgado haga de la presente Providencia Califica-
tiva, las notificaciones que sean de lugar"; c) que así apo-
derado del caso, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-

.1trito Judicial de La Romana, dictó en fecha 31 de julio de
1963 en sus atribuciones criminales, la sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Reenvía, el cono-
cimiento de la presente causa seguida contra el nombrado
Charles de la Cruz, de generales anotadas, acusado del cri-
men de robo de noche en casa habitada con fractura exte-
rior y amenazas a manos armadas, en perjuicio de Men-

.doza Beng, a fin de que el acusado sea juzgado en una sola
Áudiencia por la totalidad de los expedientes a su cargo,
para el día 4 de septiembre del 1963; Segundo: Reserva,

filas costas"; d) que en fecha 4 de septiembre de 1963, el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La

LRomana, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Ordena, la fusión de los expedientes por te-
ner conexidad: Segundo: Reenvía, el conocimiento de la

;;`presente causa seguida contra los nombrados Charles de la
`Cruz, de generales anotadas, acusado de los crímenes de
;robo de noche en casa habitada con fractura exterior y
• 

amenazas a mano armada, en perjuicio de Mendoza Beng
I (chino), robo de noche en casa habitada con fractura co-

metido por más de dos personas, en perjuicio de Teodoro
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M. Candelario (a) Lolito, robo de noche en casa habitada
con fractura cometido por más de dos personas, en perjui-
cio de Mario E. Martínez, robo de noche en casa habitada"
con fractura, en perjuicio de Eugenio Contreras y robo de
noche en casa habitada con fractura exterior e interior con
escalamiento y por dos personas, en perjuicio de Aníbal
Marquez Soto; Juan Aquino de la Rosa o Radhamés Julián
Rodríguez, de generales ignoradas (por encontrarse prófu-
go de la justicial acusado de los crímenes de robo de no-
che en casa habitada con fractura cometido por más de dos
personas, en perjuicio de Mario E. Martínez y robo de no-
che en casa habitada con fractura cometido por más de dos
personas, en perjuicio de Teodoro M. Candelario (a) Loli-
to; Benito Guilamo, de generales ignoradas (por encontrar-
se prófugo de la justicia), acusado del crimen de robo de
noche en casa habitada con fractura, cometido por más de
dos personas, en perjuicio de Teodoro M. Candelario (a)
Lolito; y Antolín Mercedes (a) Pío Pío, de generales ano-
tadas acusado del crimen de robo de noche en casa habi-
tada con fractura exterior e interior con escalamiento y
por dos personas, en perjuicio de Aníbal Marquez Soto,
para el día 9-10-63, a fin de citar los testigos, agraviados
y querellantes, quedando citados en audiencia Eugenio
Contreras y Mendoza Beng (chino); Tercero: Reserva, las
costas"; e) que en fecha 13, 14 y 21 de febrero de 1963 el
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Romana, re-
quirió al Juez de Instrucción del mismo Distrito, que ins-
truyera las sumarias correspondientes en relación con los
robos de que fueron víctimas Mario Emilio Martínez Ca-
raballo-, Aníbal Marquez Soto, Teodoro M. Candelario y
Eugenio Contreras; f) que en fechas 2 de abril, 17 y 19
de julio de 1963, el Juez de Instrucción requerido, dictó
acerca de los hechos, respectivamente, las siguientes pro-
videncias calificativas: Mandamos y Ordenamos: Primero:
que los nombrados Charles de la Cruz y Antolín Mercedes
(Pío-Pío), de generales anotadas, sean enviados al Juzgado

de Primera Instancia de este Distrito Judicial, en atribu-
ion criminales para que allí se les juzgue conforme a

claleeys por el crimen de robo de noche en casa habitada
con fractura exterior e interior con escalamiento y por dos
personas en perjuicio de Aníbal Marquez Soto; Segundo:
que no ha lugar a la prosecución de las actuaciones judi-
ciales contra los nombrados Dionis Díaz y Manuel de Jesús
Jiménez y por tanto, que sean puestos inmediatamente en
libertad a no ser que se encuentren detenidos por otra
causa; Tercero: que las actuaciones de la instrucción, el
acta extendida respecto al cuerpo del delito y un estado de
los documentos y objetos que han de servir como funda-.

mentos de convicción, sean transmitidos inmediatamente
'al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial,
para los fines correspondientes; Cuarto: que el Secretario
de este Juzgado haga de la presente Providencia Califica-
tiva, las notificaciones que sean de lugar"; Mandamos y
Ordenamos: Primero: Que los nombrados Charles de la
Cruz y Radhamés Julián Rodríguez sean enviados al Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de La
Romana, para que allí se le juzgue conforme a la Ley por

r el crimen de Robo de noche en casa habitada con fractura
por más de dos personas en perjuicio del señor Mario Emi-
lio Martínez Caraballo, hecho ocurrido en el Batey Santa
Lucía, Seibo, en fecha 6 de enero de 1963; Segundo: que
no ha lugar a la prosecución de las actuaciones judiciales
contra los nombrados Dolores Germán (Mota) y Félix Du-
rán Paredes (Cibao) por no existir indicios de culpabilidad
en el hecho que se les imputa; Tercero: que las actuaciones
de la instrucción el acta extendida respecto al cuerpo del
delito y un estado de los documentos y objetos que han
de servir como fundamentos de convicción sean transmi-
tidos inmediatamente al Magistrado Procurador Fiscal de
este Distrito Judicial de La Romana para los fines corres-
pondientes; Cuarto: que la Secretaría Ad-hoc de este Juz-
gado haga de la siguiente Providencia Calificativa las no-
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M. Candelario (a) Lolito, robo de noche en casa habitada
con fractura cometido por más de dos personas, en perjui-
cio de Mario E. Martínez, robo de noche en casa habitada
con fractura, en perjuicio de Eugenio Contreras y robo de
noche en casa habitada con fractura exterior e interior con
escalamiento y por dos personas, en perjuicio de Aníbal
Marquez Soto; Juan Aquino de la Rosa o Radhamés Julián
Rodríguez, de generales ignoradas (por encontrarse prófu-
go de la justiciattacusado de los crímenes de robo de no-
che en casa habitada con fractura cometido por más de dos
personas, en perjuicio de Mario E. Martínez y robo de no-
che en casa habitada con fractura cometido por más de dos
personas, en perjuicio de Teodoro M. Candelario (a) Loli-
to; Benito Guilamo, de generales ignoradas (por encontrar..
se prófugo de la justicia), acusado del crimen de robo de
noche en casa habitada con fractura, cometido por más de
dos personas, en perjuicio de Teodoro M. Candelario (a)
Lolito; y Antolín Mercedes (a) Pío Pío, de generales ano-
tadas acusado del crimen de robo de noche en casa habi-
tada con fractura exterior e interior con escalamiento y
por dos personas, en perjuicio de Aníbal Marquez Soto,
para el día 9-10-63, a fin de citar los testigos, agraviados
y querellantes, quedando citados en audiencia Eugenio
Contreras y Mendoza Beng (chino); Tercero: Reserva, las
costas"; e) que en fecha 13, 14 y 21 de febrero de 1963 el
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Romana, re-
quirió al Juez de Instrucción del mismo Distrito, que ins-
truyera las sumarias correspondientes en relación con los
robos de que fueron víctimas Mario Emilio Martínez Ca-
raballo, Aníbal Marquez Soto, Teodoro M. Candelario y
Eugenio Contreras; f) que en fechas 2 de abril, 17 y 19
de julio de 1963, el Juez de Instrucción requerido, dictó
acerca de los hechos, respectivamente, las siguientes pro-
videncias calificativas: Mandamos y Ordenamos: Primero:
que los nombrados Charles de la Cruz y Antolín Mercedes
(Pío-Pío), de generales anotadas, sean enviados al Juzgado

de primera Instancia de este Distrito Judicial, en atribu-
ciones criminales para que allí se les juzgue conforme a
la ley por el crimen de robo de noche en casa habitadaconf

yractura exterior e interior con escalamiento y por dos
personas en perjuicio de Aníbal Marquez Soto; Segundo:
que no ha lugar a la prosecución de las actuaciones judi-
ciales contra los nombrados Dionis Díaz y Manuel de Jesús
Jiménez y por tanto, que sean puestos inmediatamente en
libertad a no ser que se encuentren detenidos por otra
causa; Tercero: que las actuaciones de la instrucción, el
acta extendida respecto al cuerpo del delito y un estado de
los documentos y objetos que han de servir como funda-

- mentos de convicción, sean transmitidos inmediatamente
al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, -
para los fines correspondientes; Cuarto: que el Secretario
de este Juzgado haga de la presente Providencia Califica-
tiva, las notificaciones que sean de lugar"; Mandamos y
Ordenamos: Primero: Que los nombrados Charles de la
Cruz y Radhamés Julián Rodríguez sean enviados al Juz-
gado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de La
Romana, para que allí se le juzgue conforme a la Ley por
el crimen de Robo de noche en casa habitada con fractura
por más de dos personas en perjuicio del señor Mario Emi-
lio Martínez Caraballo, hecho ocurrido en el Batey Santa
Lucía, Seibo, en fecha 6 de enero de 1963; Segundo: que
no ha lugar a la prosecución de las actuaciones judiciales
contra los nombrados Dolores Germán (Mota) y Félix Du-
rán Paredes (Cibao) por no existir indicios de culpabilidad
en el hecho que se les imputa; Tercero: que las actuaciones
de la instrucción el acta extendida respecto al cuerpo del
delito y un estado de los documentos y objetos que han
de servir como fundamentos de convicción sean transmi-
tidos inmediatamente al Magistrado Procurador Fiscal de
este Distrito Judicial de La Romana para los fines corres-
pondientes; Cuarto: que la Secretaría Ad-hoc de este Juz-
gado haga de la siguiente Providencia Calificativa las no-
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tificaciones que sean de lugar"; Mandamos y Ordenarnos.
Primero: que los nombrados Juan Aquino de la Rosa o Ra-
dhamés Julián Rodríguez y Charles de la Cruz, de gene.. I
rales anotadas, sean enviados al Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, en sus atribu-
ciones criminales para que allí se les juzgue por el crimen
de robo de noche en casa habitada con fractura, cometido -
por más de dos personas, en perjuicio de Teodoro Cande-
lario (a) Lolito; Segundo: que el nombrado Benito Guila-
mo, de generales ignoradas por encontrarse prófugo, sea
asimismo enviado el expediente a su cargo, al Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial -de La Romana, en
sus atribuciones criminales para que allí se le juzgue por
el crimen de robo de noche en casa habitada, con fractura,
cometido por más de dos personas, en perjuicio de Teodo-
ro M. Candelario (a) Lolito; Tercero: que las actuaciones `-
de la instrucción y un estado de los documentos y objetos
que han de servir como fundamento de convicción sean
transmitidos al Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito Judicial para los fines correspondientes"; gl que pre-
vias sentencias preparatorias, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, dictó sentencia
el 13 de noviembre de 1963 en sus atribuciones criminales,
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Ordena, el
desglose del expediente en cuanto se refiere a los nom-
brados; Juan Aquino de la Rosa ó Radhamés Julián Ro-
dríguez (a) Cibaito el Veterano y Benito Guilamo, para
ser perseguidos en su oportunidad de acuerdo a la Ley;
Segundo: Declara, culpable al nombrado Charles de la
Cruz, de generales anotadas, de los crímenes de robo de
noche, en casa habitada con fractura, cometido por más de
dos personas, en perjuicio de los señores Teodoro M. Can-
delario (a) Lolito, Mario E. Martínez C. y Aníbal Marquez
Soto; del crimen de robo de noche en casa habitada con
fractura, en perjuicio de Eugenio Contreras y del crimen
de robo de noche en casa habitada con fractura exterior
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y amenazas a manos armada, en perjuicio de Mendoza Beng
( a) Chino y en consecuencia se condena a sufrir la pena de
veinte (20) años de trabajos públicos; Tercero: Declara,

culpable al nombrado Antolín Mercedes (a) Pío-Pío, de ge-
nerales anotadas, del crimen de robo de noche en casa ha-
bitada con fractura exterior e interior con escalamiento
y por más de dos personas, en perjuicio de Aníbal Marquez
Soto y en consecuencia se condena a sufrir la pena de dos
(2) años de reclusión, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Cuarto: Condena, a dichos acusados al pa-
go de las costas";

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por los acusados, Charles de la Cruz y Antolín
Mercedes, la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado
en casación cuyo dispositivo dice así: "Fialla: Primero: Ad-
mite como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por los nombrados Char-
les de la Cruz y Antolín Mercedes, contra sentencia dic-
tada en atribuciones criminales y en fecha 13 de noviem-
bre de 1963, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Romana, que condenó al primero a
sufrir la pena de veinte (20) años de trabajos públicos, por
los crímenes de robo de noche en casa habitada con fractu-
ra, cometido por más de dos personas, en perjuicio de los
señores Teodoro M. Candelario (a) Lolito, Mario E. Martí-
nez C. y Aníbal Marques Soto, robo de noche en casa ha-
bitada con fractura exterior y amenazas a mano armada,
en perjuicio de Mendoza Beng (chino) y condenó al segun-
do a sufrir la pena de dos (2) años de reclusión, por e]
crimen de robo de noche en casa habitada con fractura ex-
terior o interior con escalamiento y por más de dos perso-
nas, en perjuicio de Aníbal Marquez Soto, los condenó
además al pago de las costas; Segundo: Modifica la sen-
tencia apelada en cuanto a la pena impuesta al acusado
Charles de la Cruz, y, en consecuencia, lo condena a su-
frir la pena de diez (10) años de trabajos públicos; Ter-
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tificaciones que sean de lugar"; Mandarnos y Ordenarnos.
Primero: que los nombrados Juan Aquino de la Rosa o Ra.
dhamés Julián Rodríguez y Charles de la Cruz, de gene_
rales anotadas, sean enviados al Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, en sus atribu-
ciones criminales para que allí se les juzgue por el crimen
de robo de noche en casa habitada con fractura, cometido
por más de dos personas, en perjuicio de Teodoro Cande-1.
lario (a) Lolito; Segundo: que el nombrado Benito Guila•
mo, de generales igno<radas por encontrarse prófugo, sea
asimismo enviado el expediente a su cargo, al Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial -de La Romana, en 
sus atribuciones criminales para que allí se le juzgue por
el crimen de robo de noche en casa habitada, con fractura,
cometido por más de dos personas, en perjuicio de Teodo-
ro M. Candelario (a) Lolito; Tercero: que las actuaciones
de la instrucción y un estado de los documentos y objetos
que han de servir como fundamento de convicción sean
transmitidos al Magistrado Procurador Fiscal de este Dis-
trito Judicial para los fines correspondientes"; g) que pre-
vias sentencias preparatorias, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, dictó sentencia
el 13 de noviembre de 1963 en sus atribuciones criminales,
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Ordena, el
desglose del expediente en cuanto se refiere a los nom-
brados; Juan Aquino de la Rosa ó Radhamés Julián Ro-
dríguez (a) Cibaito el Veterano y Benito Guilamo, para
ser perseguidos en su oportunidad de acuerdo a la Ley;
Segundo: Declara, culpable al nombrado Charles de la
Cruz, de generales anotadas, de los crímenes de robo de
noche, en casa habitada con fractura, cometido por más de
dos personas, en perjuicio de los señores Teodoro M. Can-
delario (a) Lolito, Mario E. Martínez C. y Aníbal Marquez
Soto; del crimen de robo de noche en casa habitada con
fractura, en perjuicio de Eugenio Contreras y del crimen
de robo de noche en casa habitada con fractura exterior

y amenazas a manos armada, en perjuicio de Mendoza Beng
(a) Chino y en consecuencia se condena a sufrir la pena de
veinte (20) años de trabajos públicos; Tercero: Declara,
culpable al nombrado Antolín Mercedes (a) Pío-Pío, de ge-
nerales anotadas, del crimen de robo de noche en casa ha-
bitada con fractura exterior e interior con escalamiento
y por más de dos personas, en perjuicio de Aníbal Marquez
Soto y en consecuencia se condena a sufrir la pena de dos
(2) años de reclusión, acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Cuarto: Condena, a dichos acusados al pa-
go de las costas";

Considerando que sobre los recursos de apelación in-
terpuestos por los acusados, Charles de la Cruz y Antolín
Mercedes, la Corte a-qua dictó el fallo ahora impugnado
en casación cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ad-
mite como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los
recursos de apelación interpuestos por los nombrados Char-
les de la Cruz y Antolín Mercedes, contra sentencia dic-
tada en atribuciones criminales y en fecha 13 de noviem-
bre de 1963, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Romana, que condenó al primero a
sufrir la pena de veinte (20) años de trabajos públicos, por
los crímenes de robo de noche en casa habitada con fractu-
ra, cometido por más de dos personas, en perjuicio de los
señores Teodoro M. Candelario (a) Lolito, Mario E. Martí-
nez C. y Aníbal Marques Soto, robo de noche en casa ha-
bitada con fractura exterior y amenazas a mano armada,
en perjuicio de Mendoza Beng (chino) y condenó al segun-
do a sufrir la pena de dos (2) años de reclusión, por el
crimen de robo de noche en casa habitada con fractura ex-
terior o interior con escalamiento y por más de dos perso-
nas, en perjuicio de Aníbal Marquez Soto, los condenó
además al pago de las costas; Segundo: Modifica la sen-
tencia apelada en cuanto a la pena impuesta al acusado
Charles de la Cruz, y, en consecuencia, lo condena a su-
frir la pena de diez (10) años de trabajos públicos; Ter-
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cero: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida
en cuanto a la pena impuesta al coacusado Antolín Mer-
cedes; Cuarto: Condena a los apelantes al pago de las cos-
tas";

Considerando que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados regularmen-
te en la instrucción de la causa dió por establecidos los si-
guientes hechos: Primero: que en la noche del 6 de enero
de 1963, Charles de la Cruz y Juan Aquino de la Rosa,
forzaron las ventanas del establecimiento de Mario Emilio
Martínez Caraballo, y ' sustrajeron una suma de dinero
apreciada en más de tres mil pesos oro (RD$3,000.00); Se-
gundo: que el 3 de febrero del mismo año Charles de la
Cruz y Antolín Mercedes para entrar en el establecimien-
to comercial de Aníbal Marquez rompieron las telas metá-
licas de la ventana sustrayéndole relojes y varias cadenas
de oro; y, Tercero: que el 29 de diciembre de 1963, Charles
les de la Cruz, se introdujo en la casa de Mendoza Beng,
de la ciudad de La Romana, forzando una puerta y le sus-
trajo dieciocho pesos oro con sesenta centavos que tenía
en su pantalón;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado Charles de la
Cruz los crímenes de robo de noche, en casa habitada, con
fractura, acompañado por más de dos personas; en perjui-
cio de Teodoro M. Candelario, Mario E. Martínez y Aníbal
Marques Soto; robo de noche, en casa habitada, con frac-
tura exterior y amenazas a mano armada; y el crimen de
robo de noche en casa habitada con fractura exterior e in-
terior, con escalamiento y por más de dos personas, críme-
nes previstos por el artículo 381 del Código Penal y casti-
gado por el mismo texto con 20 años de trabajos públicos
o sea el máximum de dicha pena; que por consiguiente, la
Corte a-qua al condenar al acusado Charles de la Cruz,
después de haberlo declarado culpable de los indicados crí-
menes a la pena de 10 años de trabajos públicos, sin aco:

ger circunstancias atenuantes, no aplicó correctamente el
artículo 381 del Código Penal; que, sin embargo, éste error
en la penalidad a los hechos cometidos por el acusado de
la Cruz, no puede dar lugar a casación, porque si bien el
crimen de robo cometido en las condiciones previstas por
el repetido artículo 381 del Código Penal, está castigado
con una pena más grave de la que se le impuso al acusado
de la Cruz, su situación no puede ser agravada sobre su
único recurso;

que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del recurrente ningún vicio que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Charles de la Cruz, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís en atribuciones criminales, de fecha 21 de abril
de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al
pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

'audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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cero: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida
en cuanto a la pena impuesta al coacusado Antolín Mer-
cedes; Cuarto: Condena a los apelantes al pago de las cos-
tas";

Considerando que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados regularmen-
te en la instrucción de la causa dió por establecidos los si-
guientes hechos: Primero: que en la noche del 6 de enero
de 1963, Charles de la Cruz y Juan Aquino de la Rosa,
forzaron las ventanas del establecimiento de Mario Emilio
Martínez Caraballo, y 'sustrajeron una suma de dinero
apreciada en más de tres mil pesos oro (RD$3,000.00); Se-
gundo: que el 3 de febrero del mismo año Charles de la
Cruz y Antolín Mercedes para entrar en el establecimien-
to comercial de Aníbal Marquez rompieron las telas metá-
licas de la ventana sustrayéndole relojes y varias cadenas
de oro; y, Tercero: que el 29 de diciembre de 1963, Charles
les de la Cruz, se introdujo en la casa de Mendoza Beng,
de la ciudad de La Romana, forzando una puerta y le sus-
trajo dieciocho pesos oro con sesenta centavos que tenía
en su pantalón;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado Charles de la
Cruz los crímenes de robo de noche, en casa habitada, con
fractura, acompañado por más de dos personas; en perjui-
cio de Teodoro M. Candelario, Mario E. Martínez y Aníbal
Marques Soto; robo de noche, en casa habitada, con frac-
tura exterior y amenazas a mano armada; y el crimen de
robo de noche en casa habitada con fractura exterior e in-
terior, con escalamiento y por más de dos personas, críme-
nes previstos por el artículo 381 del Código Penal y casti-
gado por el mismo texto con 20 años de trabajos públicos, •
o sea el máximum de dicha pena; que por consiguiente, la
Corte a-qua al condenar al acusado Charles de la Cruz,
después de haberlo declarado culpable de los indicados crí-
menes a la pena de 10 años de trabajos públicos, sin aco-

ger circunstancias atenuantes, no aplicó correctamente el
artículo 381 del Código Penal; que, sin embargo, éste error
en la penalidad a los hechos cometidos por el acusado de
la Cruz, no puede dar lugar a casación, porque si bien el
crimen de robo cometido en las condiciones previstas por
el repetido artículo 381 del Código Penal, está castigado
con una pena más grave de la que se le impuso al acusado
de la Cruz, su situación no puede ser agravada sobre su
único recurso;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del recurrente ningún vicio que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Charles de la Cruz, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís en atribuciones criminales, de fecha 21 de abril
de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al
pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).



Materia: Correccional (Viol. a la Ley 2402).

Recurrente: Antonio Canaán Díaz.
Abogado: Dr. Gustetwo E. Gómez Ceara.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
14 de julio de 1964.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 24 de febrero
de 1965, años 121 9 de la Independencia y 102° de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Canaán Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, cédula N9 34747, serie 47, domiciliado en la ciudad
de La Vega, contra sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de La Vega, en fe-
cha 14 de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, cédula 1183, se-

rie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-,
clusiones; At
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;úebl ml icae;

memorial de casación de fecha 5 de octubreVisto
de 1964, suscrito por el abogado del recurrente;

Vista el acta del recurso de casación levantado en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 20 de julio de 1964,
a requerimiento del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, en nom-
bre del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 4 párr. 6 de la Ley 2402
de 1950; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 18 de noviembre de 1963, Sila Esperanza Oli-
vo presentó querella contra Antonio Canaán Díaz, por el
hecho de no cumplir éste con sus obligaciones de padre
de la menor Amparo Olivo de 19 días de nacida que la
querellante alegó tener procreada con él y solicitó una
pensión mensual de RD$25.00 para subvenir a las necesi-
dades de dicha menor; b) que enviado el expediente al Juez
de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega para
fines de conciliación, ésta no tuvo efecto en razón de que
el inculpado no compareció a la audiencia; c) que apode-
rado del hecho a requerimiento del Magistrado Procura-
dor Fiscal, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó en
fecha 20 de marzo de 1964 una sentencia que tiene el dis-
positivo siguiente: "Falla: Primero: Se descarga al preve-
nido Antonio Canaán, del delito de violación a la ley N°
2402 en perjuicio de la menor Amparo Olivo, procreada
con la señora Sila Esperanza Olivo, puesto a su cargo por
insuficiencia de pruebas; Segundo: Se declara las costas de
oficio"; d1 que sobre recurso de apelación de la querellan-
te la Corte de Apelación de La Vega, dictó la sentencia
ahora impugnada que tiene el siguiente dispositivo: "Fa-
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
14 de julio de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley 2402).

Recurrente: Antonio Canaán Díaz.
Abogado: Dr. Gustavo E. Gómez Ceara.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 24 de febrero
de 1965, años 121 9 de la Independencia y 1029 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
Canaán Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, cédula N9 34747, serie 47, domiciliado en la ciudad
de La Vega, contra sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de La Vega, en fe-
cha 14 de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, cédula 1183, se-

rie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 5 de octubre
de 1964, suscrito por el abogado del recurrente;

Vista el acta del recurso de casación levantado en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 20 de julio de 1964,
a requerimiento del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, en nom-
bre del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 4 párr. 6 de la Ley 2402
de 1950; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 18 de noviembre de 1963, Sila Esperanza Oli-
vo presentó querella contra Antonio Canaán Díaz, por el
hecho de no cumplir éste con sus obligaciones de padre
de la menor Amparo Olivo de 19 días de nacida que la
querellante alegó tener procreada con él y solicitó una
pensión mensual de RDS25.00 para subvenir a las necesi-
dades de dicha menor; b) que enviado el expediente al Juez
de Paz de Ira Primera Circunscripción de La Vega para
fines de conciliación, ésta no tuvo efecto en razón de que
el inculpado no compareció a la audiencia; c) que apode-
rado del hecho a requerimiento del Magistrado Procura-
dor Fiscal, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega dictó en
fecha 20 de marzo de 1964 una sentencia que tiene el dis-
positivo siguiente: "Falla: Primero: Se descarga al preve-
nido Antonio Canaán, del delito de violación a la ley N9
2402 en perjuicio de la menor Amparo Olivo, procreada
con la señora Sila Esperanza Olivo, puesto a su cargo por
insuficiencia de pruebas; Segundo: Se declara las costas de
oficio"; d) que sobre recurso de apelación de la querellan-
te la Corte de Apelación de La Vega, dictó la sentencia
ahora impugnada que tiene el siguiente dispositivo: "Fa-

1►
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Ila Primero: Declara bueno y válido en la forma el recurso
de apelación interpuesto por la señora Sila Esperanza Olivo
contra sentencia de fecha 20 de marzo de 1964, dictada en
atribuciones correccionales por la Primera Cámara Pena]
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
La Vega, que descargó de toda responsabilidad penal al se-
ñor Antonio Canaán Díaz, inculpado del delito de viola-ción a la Ley .N9 2402 en perjuicio de la menor Amparo
Olivo, por insuficiencia de pruebas; Segundo: Revoca la
anterior sentencia y en consecuencia declara culpable al
señor Antonio Canaán Díaz de haber violado la Ley NI'
2402, en perjuicio de la mencionada menor Amparo Olivo,
de 8 meses de edad, procreada con la señora Sila Esperanza
Olivo, y obrando por propia autoridad condena a dicho
prevenido a dos años de prisión correccional y al pago de
una pensión alimenticia mensual de Diez Pesos Oro para
subvenir a la manutención de la referida menor Amparo
Olivo, a partir de la fecha de la querella; Tercero: Decla-
ra ejecutoria provisionalmente la presente sentencia; y
Cuarto: Condena al prevenido Antonio Canaán Díaz al pa-
go de las costas penales";

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente alega los siguientes medios: Primer Medio: Falta
de base legal.— Segundo Medio: Desnaturalización de los
hechos;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación el recurrente, alega en resumen, que
la Corte a-qua, no dió base legal a su sentencia y desnatu-
ralizó los hechos de la causa, primero, porque admitió co-
mo comprobada la época de la concepción de la menor de
que se trata fundándose exclusivamente en la declaración
de la madre querellante que es una parte interesada, una
vez que los testigos Justo Maracallo y Jesús María y Ma

-ría, que dicen vieron a Canaán en la casa de aquella, lo
vieron en épocas en que la querellante estaba embarazada
de muchos meses y después de nacida la niña; que, como
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el establecimiento de la época de la concepción es un ele-

mento 
primordial para la prueba de la paternidad que se

investiga, este hecho no puede ser probado por la decla-
ración de la querellante cuando ésta no está corroborada
por otros hechos o indicios serios; y segundo, que la Corte

a.qua, desnaturalizó las declaraciones del prevenido y la
testigo Esperanza Reinoso, porque de la declaración del
primero referente a que no tenía inconveniente en dar una

pensión a la menor solo transcribe esa parte y no transcri-
be la parte de la declaración que niega que él es el padre
de la menor, así como, en lo relativo a las declaraciones de
la testigo Reinoso, no hace resaltar la sentencia que esta
testigo significó que tomaba a su cargo la menor si era
hija de Canaán, lo que prometió cuando la querellante es-
taba encinta; pero,

Considerando que para declarar al prevenido padre de
la menor Amparo, procreada con la madre querellante, y
fijarle una pensión mensual de RD$10.00, la Corte a-qua,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa, dió por
establecidos los siguientes hechos: al que el prevenido y
la querellante tuvieron contacto carnal en varias ocasiones
en fechas en las cuales fue concebida la menor Amparo; 1.3',
que el examen sanguíneo de las personas envueltas en el
presente caso no excluye al prevenido como posible padre
de la niña; c) que 5 ó 7 meses antes de nacer la niña, la
testigo Reinoso, madre de crianza del prevenido, le dijo a
la querellante en presencia del prevenido y sin protesta
de éste, que ella tomaría la niña para criarla si se parecía
al prevenido; d) que la menor y el prevenido tienen un

notorio parecido físico; c) que la querellante es una mujer
honesta y de trabajo; dl que el prevenido es un comercian-
te al por mayor de la ciudad de La Vega y la menor solo
tiene 8 meses de nacida;

Considerando que lo antes transcrito pone de mani-fiesto qu
e para determinar la fecha de la concepción de la
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ila Primero: Declara bueno y válido en la forma el recursode apelación interpuesto por la señora Sila Esperanza Olivo
contra sentencia de fecha 20 de marzo de 1964, dictada e

natribuciones correccionales por la Primera Cámara Pena]del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial deLa Vega, que descargó de toda responsabilidad penal al se-
ñor Antonio Canaán Díaz, inculpado del delito de viola.
ción a la Ley NO 2402 en perjuicio de la menor AmparoOlivo, por insuficiencia de pruebas; Segundo: Revoca la
anterior sentencia y en consecuencia declara culpable a)señor Antonio Canaán Díaz de haber violado la Ley N9
2402, en perjuicio de la mencionada menor Amparo Olivo
de 8 meses de edad, procreada con la señora Sila EsperanzaOlivo, y obrando por propia autoridad condena a dicho
prevenido a dos años de prisión correccional y al pago de
una pensión alimenticia mensual de Diez Pesos Oro para
subvenir a la manutención de la referida menor Amparo
Olivo, a partir de la fecha de la querella; Tercero: Decla-
ra ejecutoria provisionalmente la presente sentencia; yCuarto: Condena al prevenido Antonio Canaán Díaz al pa-
go de las costas penales";

Considerando que en su memorial de casación el re-currente alega los siguientes medios: Primer Medio: Faltade base legal.— Segundo Medio: Desnaturalización de loshechos;
Considerando que en el desenvolvimiento de sus dosmedios de casación el recurrente, alega en resumen, quela Corte a-qua, no dió base legal a su sentencia y desnatu-

ralizó los hechos de la causa, primero, porque admitió co-
mo comprobada la época de la concepción de la menor de
que se trata fundándose exclusivamente en la declaración
de la madre querellante que es una parte interesada, una
vez que los testigos Justo Maracallo y Jesús María y Ma-
ría, que dicen vieron a Canaán en la casa de aquella, lo
vieron en épocas en que la querellante estaba embarazada
de muchos meses y después de nacida la niña; que, como

el establecim iento de la época de la concepción es un ele-
mento primordial para la prueba de la paternidad que se
investiga, este hecho no puede ser probado por la decla-
ración de la querellante cuando ésta no está corroborada
por otros hechos o indicios serios; y segundo, que la Corte
a.qua, desnaturalizó las declaraciones del prevenido y la
testigo Esperanza Reinoso, porque de la declaración del
primero referente a que no tenía inconveniente en dar una
pensión a la menor solo transcribe esa parte y no transcri-
be la parte de la declaración que niega que él es el padre
de la menor, así como, en lo relativo a las declaraciones de
la testigo Reinoso, no hace resaltar la sentencia que esta
testigo significó que tomaba a su cargo la menor si era
hija de Canaán, lo que prometió cuando la querellante es-
taba encinta; pero,

Considerando que para declarar al prevenido padre de
la menor Amparo, procreada con la madre querellante, y
fijarle una pensión mensual de RD$10.00, la Corte a-qua,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa, dió por
establecidos los siguientes hechos: a) que el prevenido y
la querellante tuvieron contacto carnal en varias ocasiones
en fechas en las cuales fue concebida la menor Amparo; la
que el examen sanguíneo de las personas envueltas en el
presente caso no excluye al prevenido como posible padre
de la niña; c) que 5 ó 7 meses antes de nacer la niña, la
testigo Reinoso, madre de crianza del prevenido, le dijo a
la querellante en presencia del prevenido y sin protesta
de éste, que ella tomaría la niña para criarla si se parecía
al prevenido; d) que la menor y el prevenido tienen un
notorio parecido físico; c) que la querellante es una mujer
honesta y de trabajo; dl que el prevenido es un comercian-
te al por mayor de la ciudad de La Vega y la menor solo
tiene 8 meses de nacida;

Considerando que lo antes transcrito pone de mani-
fiesto que para determinar la fecha de la concepción de la
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menor Amparo, la Corte a-quia, no se fundó exclusivamen-
te en la declaración de la madre querellante, sino que tuvo
en cuenta además otros elementos y circunstancias del pro-
ceso que corroboran la declaración firme de aquella; que
por otra parte, la circunstancia de que la Corte a-qua no
transcribiera los párrafos completos en que fueron recogí..
das las declaraciones del prevenido y la testigo Reinos()
referentes a la disposición del primero de pasarle una pen:

sión a la menor aún cuando no fuera su hija ,y la inclina-
ción de la segunda de criar la menor si tenía parecido fí-
sico con el prevenido,'no implica ninguna desnaturaliza-
ción de dichos testimonios, sino, que por el contrario, la
Corte a-qua, derivó de ellos consecuencias inherentes a su
propia naturaleza; que, por último, el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que la misma contiene una com-
pleta descripción de los elementos y circunstancias de la
causa que han permitido a esta Suprema Corte de Justicia
verificar que en la especie la ley ha sido aplicada correc-
tamente; que, por consiguiente, los medios que se exami-
nan carecen de fundamentos y deben ser desestimados;

Considerando que en los hechos y circunstancias así
comprobados y admitidos por la Corte a-qua, se encuentra
constituído el delito previsto y castigado por el artículo 2
de la Ley N° 2402, de 1950, puesto a cargo del recurrente
Antonio Canaán Díaz, en perjuicio de la menor Amparo,
procreada con Sila Esperanza Olivo; que dicha Corte a]
condenarlo a la pena de dos años de prisión correccional,
después de declararlo culpable, hizo una correcta aplicación
de los artículos 1 y 2 de la referida ley;

Considerando en cuanto a la pensión alimentici'a, que
la Corte a-qua, para fijar el monto de la pensión en la su-
ma de Diez (RD$10.00) pesos oro ha dado al fallo impug-
nado los siguientes motivos: "que apreciando la edad (8
meses) de la menor y la situación económica de Antonio
Canaán Díaz, comerciante en gran escala en la ciudad de
La Vega, estima que una pensión de Diez (RD$10.001 pesos
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oro cada mes es suficiente por el momento para la manu-
tención de la menor Amparo";

Considerando que al estatuir así, la Corte a-qua, hizo
en este aspecto de la sentencia impugnada, una correcta
aplicación del artículo 1 y del párrafo IV del artículo 4 de

la heY N° 2402;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Canaán Díaz, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 14
de julio de 1964, dictado en atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen-
te fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las

costas.
(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-

pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur -
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient o , en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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menor Amparo, la Corte a-qura, no se fundó exclus ivamen-
te en la declaración de la madre querellante, sino que tuvo
en cuenta además otros elementos y circunstancias del pro-
ceso que corroboran la declaración firme de aquella; que
por otra parte, la circunstancia de que la Corte a-qua no'
transcribiera los párrafos completos en que fueron recogi-
das las declaraciones del prevenido y la testigo Reinoso,
referentes a la disposición del primero de pasarle una pen-
sión a la menor atún cuando no fuera su hija ,y la inclina-
ción de la segun& de criar la menor si tenía parecido fí-
sico con el prevenido, no implica ninguna desnaturaliza-
ción de dichos testimonios, sino, que por el contrario, la
Corte a-qua, derivó de ellos consecuencias inherentes a su
propia naturaleza; que, por último, el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que la misma contiene una com-
pleta descripción de los elementos y circunstancias de la
causa que han permitido a esta Suprema Corte de Justicia
verificar que en la especie la ley ha sido aplicada correc-
tamente; que, por consiguiente, los medios que se exami-
nan carecen de fundamentos y deben ser desestimados;

Considerando que en los hechos y circunstancias así
comprobados y admitidos por la Corte a-qua, se encuentra
constituido el delito previsto y castigado por el artículo 2
de la Ley N9 2402, de 1950, puesto a cargo del recurrente
Antonio Canaán Díaz, en perjuicio de la menor Amparo,
procreada con Sila Esperanza Olivo; que dicha Corte al
condenarlo a la pena de dos años de prisión correccional,
después de declararlo culpable, hizo una correcta aplicación
de los artículos 1 y 2 de la referida ley;

Considerando en cuanto a la pensión alimenticia, que
la Corte a-qua, para fijar el monto de la pensión en la su-
ma de Diez (RD$10.00) pesos oro ha dado al fallo impug-
nado los siguientes motivos: "que apreciando la edad (8
meses) de la menor y la situación económica de Antonio
Canaán Díaz, comerciante en gran escala en la ciudad de
La Vega, estima que una pensión de Diez (RD$10.00) pesos

oro cada mes es suficiente por el momento para la manu-
tención de la menor Amparo";

Considerando que al estatuir así, la Corte ia-qua, hizo
en este aspecto de la sentencia impugnada, una correcta
aplicación del artículo 1 y del párrafo IV del artículo 4 de

la LeY N° 2402;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Antonio Canaán Díaz, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 14

de julio de 1964, dictado en atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen-
te fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur -
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DE 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de de Sant oDomingo,
de fecha 8 de mayo de 1964.

Materia: Correccional.

Recurrente: Dr. Abelardo E. de la Cruz Landrau.
Abogado: Dr. Rafael Astasio Hernández.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio . Cuello,
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustituto
de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente. Segundo Sustituto
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R.
Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, a los 24 días del mes de febrero del 1965, años
121 9 de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr.
Abelardo E. de la Cruz Landráu, dominicano, mayor de
edad, soltero, abogado, domiciliado en esta ciudad, cédula
No. 23823, serie 54, contra sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 8 de mayo de 1964 que tiene el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido,
en la forma, el presente recurso de apelación interpuesto
por la querellante Gloria Felipa Marte, por haber sido in-- 3
terpuesto en tiempo hábil y conforme a las reglas de pro-
cedimiento; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dic-

tada en atribuciones correccionales por la Tercera Cámara
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penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 21 del mes de noviembre del año 1963, que
descargó al señor Dr. Abelardo de la Cruz Landráu, del
delito de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio de la
menor Miriam Eugenia, y, esta Corte, obrando por propia
autoridad, declara al nombrado Abelardo de la Cruz Lan-.

dráu, culpable de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio
de la menor Miriam Eugenia, procreada con la querellante
Gloria Felipa Marte, y en consecuencia, lo condena a Dos
Años de Prisión Correccional y fija en la suma de Veinti-
cinco Pesos Oro (RD$25.001, la pensión mensual que dicho
prevenido debe pasar a la madre querellante para las aten-
ciones y necesidades de la menor procreada por ambos;
TERCERO: Condena al prevenido al pago de las costas;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Rafael Astacio Hernández, cédula No.

61243, serie la., abogado del recurrente en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 8 de octubre
de 1964, suscrito por el abogado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950;
1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una

, pena que exceda de 6 meses de prisión correccional, no po-
l-drán recurrir en casación si no estuviesen presos o en liber-

tad provisional bajo fianza;
Considerando que el actual recurrente fue condenado

a la pena de dos años de prisión correccional; que no se ha
establecido que dicho recurrente esté en prisión ni que
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-

4
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DE 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de de Sant °Domingo,
de fecha 8 de mayo de 1964.

Materia: Correccional.

Recurrente: Dr. Abelardo E. de la Cruz Landrau.
Abogado: Dr. Rafael Astasio Hernández.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

1
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio . Cuello,
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustituto
de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente. Segundo Sustituto
de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R.
Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, a los 24 días del mes de febrero del 1965, años
121 9 de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr.
Abelardo E. de la Cruz Landráu, dominicano, mayor de
edad, soltero, abogado, domiciliado en esta ciudad, cédula
No. 23823. serie 54, contra sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 8 de mayo de 1964 que tiene el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido,
en la forma, el presente recurso de apelación interpuesto
por la querellante Gloria Felipa Marte, por haber sido in-
terpuesto en tiempo hábil y conforme a las reglas de pro-
cedimiento; SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dic-
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Lada en atribuciones correccionales por la Tercera Cámara
penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en fecha 21 del mes de noviembre del año 1963, que
descargó al señor Dr. Abelardo de la Cruz Landráu, del
delito de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio de la
menor Miriam Eugenia, y, esta Corte, obrando por propia
autoridad, declara al nombrado Abelardo de la Cruz Lan-
dráu, culpable de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio
de la menor Miriam Eugenia, procreada con la querellante
Gloria Felipa Marte, y en consecuencia, lo condena a Dos
Años de Prisión Correccional y fija en la suma de Veinti-
cinco Pesos Oro (RD$25.001, la pensión mensual que dicho
prevenido debe pasar a la madre querellante para las aten-
ciones y necesidades de la menor procreada por ambos;
TERCERO: Condena al prevenido al pago de las costas;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Rafael Astacio Hernández, cédula No.

61243, serie la., abogado del recurrente en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 8 de octubre
de 1964, suscrito por el abogado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950;
1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una
pena que exceda de 6 meses de prisión correccional, no po-

•drán recurrir en casación si no estuviesen presos o en liber-
dkad provisional bajo fianza;

W. ' Considerando que el actual recurrente fue condenado
a la pena de dos años de prisión correccional; que no se ha

J"	 establecido que dicho recurrente esté en prisión ni que

ir

ilhaya  obtenido su libertad provisional bajo fianza o la sus-

1
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pensión de la ejecución de la pena, con sujeción a los 
ar-tículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el Dr. Abelardo E. de la
Cruz Landráu, contra sentencia pronunciada en atribucio-
nes correccionales, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo en fecha 8 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se copia
en otra parte del presente fallo; Segundo: Condena al recu-rrente al pago de las costas;

(Firrnaclos)Ñ'tJulio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.-
Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General que certifico.
(Fdo.); Ernesto Curiel hijo.

•
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha

20 de marzo de 1964.

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771).

Beeurrente: Delio Segura y la Corporación de Fomento Industrial

de la Rep. Dominicana.
Ahogado: Llc. Osvaldo Cuello López.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
	 o0o-----

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia regularmente constituida por los Jueces Manuel
D, Bergés Chupani, Primer Stiistituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez
Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Na2ional, hoy día 24 de febrero de 1965, años 121 9 de la In-
dependencia y 102 9 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la sguiente sentencia;

Sobre leas recursos de casación interpuestos por Delio
Segura, dominicano, mayor de edad, maquinista, cédula
20627, serie 18, domiciliado y residente en la casa No. 124
de la calle Anacaona de la ciudad de Barahona, y la Cor-
poración de Fomento Industrial de la República Domini-
cana, Industria de Sal y Yeso, con su asiento tambien en la
ciudad de Barahona, representada por el Lic. Osvaldo Cue-
l lo López, abogado, mayor de edad, casado, cédula No. 55,
serie 10, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Barahona de fecha 20 de marzo de 1964;
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pensión de la ejecución de la pena, con sujeción a los ar-
tículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re.
curso de casación interpuesto por el Dr. Abelardo E. de la
Cruz Landráu, contra sentencia pronunciada en atribucio-nes correccionales, por la Corte de Apelacien de Santo Do-
mingo en fecha 8 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se copia
en otra parte del presente fallo; Segundo: Condena al recu-rrente al pago de las costas;

(Firmadosil Julio , A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.—
Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General que certifico.
(Fdo.); Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha

20 de marzo de 1964.

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771).

Recurrente: Delio Segura y la Corporación de Fomento Industrial

de la Rep. Dominicana.
abogado: LIc. Osvaldo Cuello López.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
	 o00

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia regularmente constituída por los Jueces Manuel
D. Bergés Chupani, Primer Sutstituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez
Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, hoy día 24 de febrero de 1965, años 1219 de la In-
dependencia y 102 9 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la sguiente sentencia;

Sobre lols recursos de casación interpuestos por Delio
Segura, dominicano, mayor de edad, maquinista, cédula
20627, serie 18, domiciliado y residente en la casa No. 124
de la calle Anacaona de la ciudad de Barahona, y la Cor-
poración de Fomento Industrial de la República Domini-
cana, Industria de Sal y Yeso, con su asiento tambien en la
ciudad de Barahona, representada por el Lic. Osvaldo Cue-
llo López, abogado, mayor de edad, casado, cédula No. 55,
serie 10. contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de Barahona de fecha 20 de marzo de 1964;

1
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Osvaldo Cuello López, cédula 65, serie 10

abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio:
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a -qua, en fecha 17 de abril de 1964, a requeri-
miento del Lic. Osvaldo Cuello López, abogado, actuando
en interés de los recurrentes, en la cual no se invoca me-.
dios determinados de casación;

Visto el memorial de casación 'suscrito por el abogado
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el 10 de agosto de 1964, o sea e
mismo día de la audiencia.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d
berado y vistos los artículds 163 del Código de Proc
miento Criminal; y, 1, 20 y 43 de la Ley sobre Pro
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en el cruce Salinas-Duvergé del Municipio de Baraho-
na, se produjo una colisión el 11 de octubre de 1962, entre
una guagua provista de la placa No. 26625 conducida por
su propietario José Piezal Pérez y una locomotora propie-
dad de la Corporación de Fomento Industrial de la Repú-
blica Dominicana, (Industria Sal y Yeso), conducida por,
Delio Segura, resultando varios pasajeros de la guagua con
golpes y heridas; b) en esa virtud el Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de Barahona apoderó al Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial referido. rara que juz-
gara a José Piezal Pérez prevenido del hecho de causar
con la condución de un vehículo de motor con imprudencia
e inoldservancia de las leyes y reglamentos, un accidente
que ocasionó golpes y heridas a varias personas, y a Delio

Segura como autor de golpes y heridas de conformidad con
los artículos 319 y 329 del Código Penal; e) despues de va-
rios reenvios el J uzgado de Primera Instancia citado, co-
'lució el proceso y lo falló por su sentencia ael 24 de mayo
de 1963, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:

Que debe declarar y declara al nombrado José Piezal Pé-
rez, de generales anotadas, culpable del delito de violación
a la Ley No. 5771, sobre accidente ocasionado con el ma-
nejo de vehículo de motor, en perjuicio de los señores Jo-
sefa Rodríguez, Angel María Batista, Orbito Pérez, Adelfa
Andino Ruiz, José Lucía Feliz, Pedro Pablo Ovalle, Ma-
ría de Jesús Batista, Angel María Cuevas, Silveria Batis-
ta, Daniel Terrero, José Francisco Feliz, Francisca Feliz,
Flor María Santana y Pedro Féliz, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de RD$75.00 y al pago de las
costas penales, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Que debe declarar y declara al nombra-
do Delio Segura, de generales anotadas, culpable de viola-
ción a los artes. 319 y 320 del Código Penal, en perjuicio de
José Piezal Pérez, y demás personas y en tal virtud se le
condena al pago de una multa de RD$50.00, y al pago de
las costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Que debe declarar y declara buena y válida
la constitución en parte civil hecha en audiencia por los
Doctores Juan Pablo Espinosa, a nombre y representación
de Josefa Rodríguez, y Drs. Alejandro Feliz Geraldo, Doro
Buenaventura Vásquez, a nombre y representación de Pe-
dro Féliz y Flor María Santana; Cuarto: Condena a la In-
dustria Sal y Yeso y a Delio Segura, al pago de una in-
demnización de RD$1,000.00, solidariamente, a favor de
Josefa Rodríguez, parte civil constituida, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales recibido(;; Quin-

to: Condena a la Industria Sal y Yeso y a Delio Segura, al'
pago de una indemnización de RD$1,500.00 solidariamente.
a favor de Flor María Santana, parte civil/Tiente constituí-
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Osvaldo Cuello López, cédula 65, serie 10

abogado de los recurrentes, en la lectura de sus condujo:
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 17 de abril de 1964, a requeri-
miento del Lic. Osvaldo Cuello López, abogado, actuando
en interés de los recurrentes, en la cual no se invoca me-
dios determinados de casación;

Visto el memorial de casación 'suscrito por el abogado
de los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el 10 de agosto de 1964, o sea el
mismo día de la audiencia.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículots 163 del Código de Procedi-
miento Criminal; y, 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en el cruce Salinas-Duvergé del Municipio de Baraho-
na, se produjo una colisión el 11 de octubre de 1962, entre
una guagua provista de la placa No. 26625 conducida por
su propietario José Piezal Pérez y una locomotora propie-
dad de la Corporación de Fomento Industrial de la Repú-
blica Dominicana, (Industria Sal y Yeso), conducida por
Delio Segura, resultando varios pasajeros de la guagua con
golpes y heridas; b) en esa virtud el Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de Barahona apoderó al Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial referido. para que juz-
gara a José Piezal Pérez prevenido del hecho de causar
con la condución de un vehículo de motor con imprudencia
e inoVservancia de las leyes y reglamentos, un accidente
que ocasionó golpes y heridas a varias personas, y a Delio

Segura como autor de golpes y heridas de conformidad con
los artículos 319 y 329 del Código Penal; c) despues de va-
rios reenvios el Juzgado de Primera Instancia citado, co-
noció el proceso y lo falló por su sentencia ael 24 de mayo
de 1963, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Que debe declarar y declara al nombrado José Piezal Pé-
rez, de generales anotadas, culpable del delito de violación
a la Ley No. 5771, sobre accidente ocasionado con el ma-
nejo de vehículo de motor, en perjuicio de los señores Jo-
sefa Rodríguez, Angel María Batista, Orbito Pérez, Adelfa
Andino Ruiz, José Lucía Féliz, Pedro Pablo Ovalle, Ma-
ría de Jesús Batista, Angel María Cuevas, Silveria Batis-
ta, Daniel Terrero, José Francisco Féliz, Francisca Feliz,
Flor María Santana y Pedro Féliz, y en consecuencia se le
condena al pago de una multa de RD$75.00 y al pago de las
costas penales, acogiendo a su favor circunstancias ate-
nuantes; Segundo: Que debe declarar y declara al nombra-
do Delio Segura, de generales anotadas, culpable de viola-
ción a los arts. 319 y 320 del Código Penal, en perjuicio de
José Piezal Pérez, y demás personas y en tal virtud se le
condena al pago de una multa de RD$50.00, y al pago de
las costas, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Tercero: Que debe declarar y declara buena y válida
la constitución en parte civil hecha en audiencia por los
Doctores Juan Pablo Espinosa, a nombre y representación
de Josefa Rodríguez, y Drs. Alejandro Féliz Geraldo, Doro
Buenaventura Vásquez, a nombre y representación de Pe-
dro Féliz y Flor María Santana; Cuarto: Condena a la In-
dustria Sal y Yeso y a Delio Segura. al pago de una in-
demnización de RD$1,000.00, solidariamente, a favor de
Josefa Rodríguez, parte civil constituída, como justa repa-
ración de los daños morales y materiales recibidel; Quin-
to: Condena a la Industria Sal y Yeso y a Delio Segura, al
pago de una indemnización de RD$1,500.00 solidariamente
a favor de Flor María Santana, parte civilmente constituí-



1Ó6	 BOLETÍN JUDICIAL

da, como justa reparación de los daños morales y materia-
les recibidos; Sexto: Condena a la Industria bai y Yeso y
a Delio segura solidariamente al pago de una i ndemniza- Ir
clon de 1-1143,UU0.UU, a favor de redro leeliz, parte civil..
mente constituida por los aanos morales y materiales re-
cibidos; Septimo: Condena a la Industrial Sal y Yeso y a
Delio Segura, solidariamente al pago de las costas civiles
distrayéndolas en provecho de los Di ls. Juan Pablo Espino-
sa, Alejandro Feliz Geraldo y Doro Buenaventura Vásquez
Acosta, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte"; d) sobre recursos de apelación interpuestos por De-
bo Segura y la Corporación de Fomento Industrial de la
República Dominicana, Industrial Sal y Yeso, puesta en
causa como persona civilmente responsable, contra la sen-
tencia precitada, la Corte de Apelación de Barahona pro-
nunció la sentencia ahora impugnada en casación, con el
dispositivo que se transcribe a continuación: "Falla: Pri-
mero: Declarar regulares y válidos en la forma los recur-
sos de Apelación interpuestos por José Piezal Pérez, Jose-
fa Rodríguez, Pedro Féliz, Flor María Santana, Industrial
Sal y Yeso y Delio Segura, en fechas 27 y 28 del mes de
mayo del año 1963  contra sentencia correccional dictada
por el Juzgado de Primera?, del Distrito Judicial de Bara-
hona en fecha 24 del mes de mayo del año 1963, cuyo dis-
positivo figura en otra parte del presente fallo; Segundo:
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; Ter-
cero: Condena a la InduStrial Sal y Yeso y a Delio Segura
al pago solidario de las costas civiles, con distracción de
las mismas en favor de los doctores Alejandro Feliz Geral-
do, Doro Buenaventura Vásquez Acosta, Manuel de Jesús :71
González Féliz y Efrain Dotel Recio, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Condena a José
Piezal Pérez y a Delio Segura al pago de las costas pena-
les';	 01'

-considerando que los recurrentes invocan en su me-
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inorial de casación, los siguientes medios: Primer Medio:
Violación de los artículos 319 y 320 del Código Penal;
segundo Medio: Desnaturalización de los hechos y falsa
apreciación de las pruebas; Tercer Medio: Falta de moti-
vos; Cuarto Medio: Falta de base legal,

Considerando que en el desarrollo de su cuarto medio
de casación, los recurrentes fundamentalmente alegan, en
lo que respecta a la falta de base legal y de motives: que
en la sentencia impugnada se hace notar, que ambois pre-
venidos fueron imprudentes, inadvertidos y violadores de
las leyes y reglamentos, sin distinguir que leyes y regla-
mentos han sido violados, ni cual violación puede ser pues-
ta a cargo de cada uno de ellos; que con esta forma vaga e
imprecisa fué confirmada la sentencia apelada, y ello de-
muestra una carencia de base legal y de motivos;

Considerando que para condenar al recurrente Delio
Segura por el delito puesto a su cargo, la Corte a-qua se
fundó primordialmente en los Siguientes hechos: a) que
en el cruce donde ocurrió el accidente no había vigía, cir-
cunstancia que no era ignorada por los conductores de la
locomotora y de la guagua, y por tanto debieron haber ob-
servado precauciones especiales, lo que no hicieron según
se ha demostrado; b) que la locomotora iba a exceso de ve-
locidad, puesto que aun después de chocar la guagua fué
a parar como a 200 ó 300 metros, y además, el maquinista
Delio Segura no tocó el pito al llegar al cruce;

Considerando que no obstante lo que se acaba de ex-
poner, en el fallo impugnado consta: "que el conductor de
la guagua José Piezal Pérez transitaba a una gran veloci-
dad a pesar de haber un letrero a cien metros de la vía fe-
rrea que dice "peligro a cien metros un tren", y esa veloci-
dad ha quedado demostrada porque al ver la locomotora.
no pudo frenar sino que giró hacia su derecha para tratar,
de pasar primero que ésta, puesto que si hubiera ido al:
paso, a pesar de un montecito que quitaba en parte la visi-
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da, como justa reparación de los daños morales y materia..
les recibidos; Sexto: Condena a la Industria sal y Yeso y
a Den° segura 'solidariamente al pago cte una indemniza-
clon de Iippii 3 O00.0U, a favor de l'ectro leen; parte civil-
mente constituida por los danos morales y materiales re-
cibidos; Septimo: Condena a la Industrial Sal y Yeso y a
Delco Segura, solidariamente al pago de las costas civiles
distrayéndolas en provecho de los Di les. Juan Pablo Espino-
sa, Alejandro Feliz Geraldo y Doro Buenaventura Vásquez,
Acosta, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte"; d) sobre recursos de apelación interpuestos por De-
bo Segura y la Corporación de Fomento Industrial de la
República Dominicana, Industrial Sal y Ydso, puesta en
causa como persona civilmente responsable, contra la sen-
tencia precitada, la Corte de Apelación de Barahona pro-
nunció la sentencia ahora impugnada en casación, con el
dispositivo que se transcribe a continuación: "Falla: Pri-
mero: Declarar regulares y válidos en la forma los recur-
sds de Apelación interpuestos por José Piezal Pérez, Jose-
fa Rodríguez, Pedro Féliz, Flor María Santana, Industrial
Sal y Yeso y Delio Segura, en fechas 27 y 28 del mes de
mayo  del año 1963  contra sentencia correccional dictada
jro el Juzgado de 13-"----rimera) del Distrito Judicial de Bara-
hona en fecha 24 del mes de mayo del año 1963, cuyo dis-
positivo figura en otra parte del presente fallo; Segundo:
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; Ter-
cero: Condena a la Indulstrial Sal y Yeso y a Dello Segura
al pago solidario de las costas civiles, con distracción de
las mismas en favor de los doctores Alejandro Féliz Geral-
do, Doro Buenaventura Vásquez Acosta, Manuel de Jesús
González Féliz y Efrain Dotel Recio, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Condena a José
Piezal Pérez y a Delio Segura al pago de las costas pena-
les';

considerando que los recurrentes invocan en su me-

raorial de casación, los siguientes medios: Primer Medio:
Violación de los artículos 319 y 320 del Código Penal;
segundo Medio: Desnaturalización de los hechos y falsa
apreciación de las pruebas; Tercer Medio: Falta de moti-
vos; Cuarto Medio: Falta de base legal,

Considerando que en el desarrollo de su cuarto medio
de casación, los recurrentes fundamentalmente alegan, en
lo que respecta a la falta de base legal y de motives: que
en la sentencia impugnada se hace notar, que ambds pre-
venidos fueron imprudentes, inadvertidos y violadores de
las leyes y reglamentos, sin distinguir que leyes y regla-
mentos han sido violados, ni cual violación puede ser pues-
ta a cargo de cada uno de ellos; que con esta forma vaga e
imprecisa fué confirmada la sentencia apelada, y ello de-
muestra una carencia de base legal y de motivos;

Considerando que para condenar al recurrente Delio
Segura por el delito puesto a su cargo, la Corte a-qua se
fundó primordialmente en los (siguientes hechos: a) que
en el cruce donde ocurrió el accidente no había vigía, cir-
cunstancia que no era ignorada por los conductores de la
locomotora y de la guagua, y por tanto debieron haber ob-
servado precauciones especiales, lo que no hicieron según
se ha demostrado; b) que la locomotora iba a exceso de ve-
locidad, puesto que aun después de chocar la guagua fué
a parar como a 209 ó 300 metros, y además, el maquinista
Delio Segura no tocó el pito al llegar al cruce;

Considerando que no obstante lo que se acaba de ex-
. poner, en el fallo impugnado consta: "que el conductor de
la guagua José Piezal Pérez transitaba a una gran veloci-

.dad a pesar de haber un letrero a cien metros de la vía fe-
rrea que dice "peligro a cien metros un tren", y esa veloci-
dad ha quedado demostrada porque al ver la locomotora
no pudo frenar sino que giró hacia su derecha para tratar
de pasar primero que ésta, puesto que si hubiera ido al
paso, a pesar de un montecito que quitaba en parte la visi-



bilidad, podía parar y evitar el choque; que es obvio frente
al motivo que se acaba de transcribir, que la sentencia im-
pugnada no contiene una exposición suficiente de los he-
chos, puesto que en la especie, la Corte a-qua debió ponde-
rar la influencia que pudo ejercer \sobre la conducta del
recurrente, la acción súbita del prevenido José Piezal Pé-
rez, lanzándose al cruce de la vía ferrea luego de percatar-
se de la presencia de la locomotora en un instante en que
por prudencia debía detener la marcha de su vehículo, mo-
tivación que resulta necesaria e indispensable para que
la Suprema Corte de Justicia pueda verificar si existe o no
una falta imputable al prevenido Delio Segura suscepti-
ble de caracterizar el delito puesto a su cargo, y de com-
prometer su responsabilidad penal; que en esas condiciones
procede la casación de la sentencia impugnada por falta
de motivos y de base legal sin que sea nece ssario examinar
los demás medios del recurso; 

Considerando que los medios de casación presentados
por la Corporación de Fomento Indústrial de la República
Dominicana, Industria de Sal y Yeso, como persona civil-
mente responsable, son los mismos que ha hecho valer De-
lio Segura, y en esa circunstancia, su examen resulta inne-
cesario en virtud de la polución antes señalada;

Considerando que las personas constituidas en parte
civil no fueron puestas en causa, ni intervinieron volunta-
riamente en esta instancia, y en ese sentido, no' procede
estatuir \sobre las costas relativas a la acción civil;

(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani. — F. E. Raye-

de la Fuente.— Guarionez A. García de Peña.— Rafael
Bichiez Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Rogelio
Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en \su encabezamiento , en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresada, y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.)
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Por tales motivos,kilnero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Barahona en atribuciones co-
rreccionales, de fecha 20 de marzo de 1964, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto ante la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana; y, Segundo: Se declaran lds costas penales de oficio.
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bilidad, podía parar y evitar el choque; que es obvio frente
al motivo que se acaba de transcribir, que la sentencia im-
pugnada no contiene una exposición suficiente de los he-
chos, puesto que en la especie, la Corte a-qua debió P onde-
rar la influencia que pudo ejercer Sobre la conducta del
recurrente, la acción súbita del prevenido José Piezal Pé-
rez, lanzándose al cruce de la vía ferrea luego de percatar-
se de la presencia de la locomotora en un instante en que
por prudencia debía detener la marcha de su vehículo, mo-
tivación que resulta necesaria e indispensable para que
la Suprema Corte de Justicia pueda verificar si existe o no
una falta imputable al prevenido Delio Segura suscepti-
ble de caracterizar el delito puesto a su cargo, y de com-
prometer su responsabilidad penal; que en esas condiciones
procede la casación de la sentencia impugnada por falta
de motivos y de base legal sin que sea nece ssario examinar
los demás medios del recurso;

Considerando que los medios de casación presentados
por la Corporación de Fomento Industrial de la República
Dominicana, Industria de Sal y Yeso, como persona civil-
mente responsable, son los mismos que ha hecho valer De-
lio Segura, y en esa circunstancia, su examen resulta inne-
cesario en virtud de la 'solución antes señalada;

Considerando que las personas constituídas en parte
civil no fueron puestas en causa, ni intervinieron volunta-
riamente en esta instancia, y en ese sentido, no procede
estatuir sobre las costas relativas a la acción civil;

Por tales motivos,rimero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Barahona en atribuciones co-
rreccionales, de fecha 20 de marzo de 1964, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el
asunto ante la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana; y, Segundo: Se declaran laks costas penales de oficio.
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(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani. — F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionez A. García de Peña.— Rafael
Eichiez Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Rogelio
Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en Su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresada, y fué
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.)
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEI, 1965

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 28
de septiembre de 1962.

Materia: Tierras (Demanda en declaratoria de simulación de ven.
tas).

Recurrente: Josefa M. Labrada de De les Santos.
Abogado: Lic. Manuel E. de los Santos L.

Recurrido: Adolfo de los Santos y Oscar de los Santos.
Abogado: Dr. Vector H. Zorrrilla.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R. Al-
burquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 24 días del mes de febrero del 1965, años 121°
de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Josefa M.
Labrada de los Santos, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, domiciliada en esta ciudad, cédula N9
19889, serie 1 a , contra sentencia del Tribunal Superior de
Tierras, de fecha 28 de septiembre del 1962, dictada en re-
lación con las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del
Distrito Catastral N9 65, primera parte, Distrito Nacional,
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y las Parcelas Nos. 3 y 41 del Distrito Catastral N 9 11 del
Municipio de Bayaguana, y cuyo dispositivo se copia más

adelante;
el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el Lic. Bernardo Díaz, cédula N 9 271, serie 18, en
representación del Lic. Manuel E. de los Santos, cédula
NQ 3976, serie 1 a, abogado de la recurrente en la lectura
de suosídcooneclluDsr

io. Víctortor H. Zorrilla, cédula 22992, serie 23.
abogado de los recurridos, Adolfo de los Santos, mayor de
edad, dominicano, casado, propietario, domiciliado en la
casa N9 198-A de la calle Arzobispo Portes, cédula N° 2999,
serie 23, y Oscar de los Santos, dominicano, mayor de edad,
casado, propietario, domiciliado en la misma casa, cédula
N° 3980. serie 1a , en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 26 de no-
viembre del 1962, y suscrito por el abogado de la recu-
rrente;

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 6 de
febrero del 1963 por el Doctor Rafael Richiez Saviñón, cé-
dula N9 1290, serie 1 9, quien en esa fecha era el abogado
de los recurridos, memorial que fue notificado a la recu-
rrente en fecha 7 de febrero del 1963;

Visto el memorial de ampliación al de defensa, sus-
crito en fecha 29 de octubre del 1963 por el Dr. Víctor H.
Zorrilla G., abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del co-
rriente año, por el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia, mediante el cual llama al Magistrado
Rogelio Sánchez T., para integrar esta Corte, en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1421 y 1422 del Código Civil,



Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 28
de septiembre de 1962.

Materia: Tierras (Demanda en declaratoria de simulación de ven.
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Recurrente: Josefa M. Labrada de De los Santos.
Abogado: Lic. Manuel E. de los Santos L.
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEL 1965

Recurrido: Adolfo de los Santos y Oscar de los Santos.
Abogado: Dr. Vector H. Zorrrilla.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R. Al-
burquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 24 días del mes de febrero del 1965, años 121°
de la Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Josefa M.
Labrada de los Santos, dominicana, mayor de edad, de que-
haceres domésticos, domiciliada en esta ciudad, cédula N9
19889, serie 1 ? , contra sentencia del Tribunal Superior de
Tierras, de fecha 28 de septiembre del 1962, dictada en re-
lación con las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del
Distrito Catastral N9 65, primera parte, Distrito Nacional,

y las Parcelas Nos. 3 y 41 del Distrito Catastral N° 11 del
municipio de Bayaguana, y cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el Lic. Bernardo Díaz, cédula N 9 271, serie 18, en
representación del Lic. Manuel E. de los Santos, cédula
N9 3976, serie 	 abogado de la recurrente en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el Dr. Víctor H. Zorrilla, cédula 22992, serie 23.
abogado de los recurridos, Adolfo de los Santos, mayor de
edad, dominicano, casado, propietario, domiciliado en la
casa N9 198-A de la calle Arzobispo Portes, cédula N° 2999,
serie 23, y Oscar de los Santos, dominicano, mayor de edad,
casado, propietario, domiciliado en la misma casa, cédula
N9 3980, serie 1 1 , en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 26 de no-
viembre del 1962, y suscrito por el abogado de la recu-
rrente;

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 6 de
febrero del 1963 por el Doctor Rafael Richiez Saviñón, cé-
dula N9 1290, serie 1 9, quien en esa fecha era el abogado
de los recurridos, memorial que fue notificado a la recu-
rrente en fecha 7 de febrero del 1963;

Visto el memorial de ampliación al de defensa, sus-
crito en fecha 29 de octubre del 1963 por el Dr. Víctor H.
Zorrilla G., abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 17 de febrero del co-
rriente año, por el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia, mediante el cual llama al Magistrado
Rogelio Sánchez T., para integrar esta Corte, en la delibe-
ración y fallo del recurso de casación de que se trata;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1421 y 1422 del Código Civil,
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84 de la Ley de Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
por decisión N9 1 dictada por el Tribunal de Tierras de
jurisdicción original, en fecha 17 de abril del 1961, se
rechazó la demanda en declaratoria de simulación de las
ventas otorgadas por Adolfo de los Santos en favor de su
hijo, Oscar de los Santos Labrada, de las parcelas Nos. 7,
8, 11, 12, 13, 14,415 y 16 del Distrito Catastral N9 65, pri-
mera parte, Distrito Nacional, y de las Parcelas Nos. 3 y 4
del Distrito Catastral N9 11 del Municipio de Bayaguana;
se rechazó también la solicitud de sobreseimiento del mis-
mo asunto hasta tanto interviniera sentencia sobre la sepa-
ración de bienes demandada por Josefa María Labrada de
De los Santos, contra su esposo, Adolfo de los Santos, así
como la oposición a la transferencia de parte de las par-
celas Nos. 11 del Distrito Catastral N° 65/1, Distrito Na-
cional, y 3 del Distrito Catastral N° 11 del Municipio de
Bayaguana, intentada por el Lic. Manuel E. de los Santos
Labrada, por sí y en nombre de su madre, Josefa María
Labrada de De los Santos, en sus calidades de hijo legíti-
mo y cónyuge común en bienes, respectivamente, de Adol-
fo de los Santos; se ordenó la transferencia de las indica-
das parcelas en favor de Oscar de los Santos Labrada, y,
por último, se ordenó a los Registradores de Títulos del
Distrito Nacional y del Departamento de San Cristóbal, la
cancelación de los certificados de Títulos correspondientes
a las parcelas mencionadas y la expedición de otros nue-
vos en su lugar, en favor de Oscar de los Santos Labrada,
y de Angel María Pichardo, a quien vendió parte de la
Parcela N9 11 del Distrito Catastral N 9 65/1 a parte; b) que
sobre los recursos de apelación del Lic. Manuel E. de los
Santos Labrada, y Josefa María Labrada de De los Santos,
intervino la sentencia ahorá impugnada, y cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la forma,
la apelación interpuesta por el Lic. Manuel E. de los Sau-
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tos por sí y a nombre de su madre Josefa María La-
brada de De los Santos, en fecha 5 de mayo de 1961; Se-
gundo: Se Declara Inadmisible, por falta de calidad, la ac-
ción indicada por el Lic. Manuel de los Santos L., por sí
y en representación de su madre señora Josefa María La-
brada de De los Santos, por instancias introductivas de fe-
chas 27 de mayo y 7 de noviembre de 1960, tendiente a de-
clarar simulados los actos de fecha 22 de diciembre de 1955
y 29 de mayo de 1958, otorgados por el señor Adolfo de los
Santos en favor de su hijo Oscar de los Santos Labrada;
Tercero: Se Confirma la Decisión N 9 1 dictada por el Tri-
bunal de Tierras de jurisdicción Original en fecha 17 de
abril de 1961, relativa a las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13.
14, 15 y 16 del Distrito Catastral N9 65/1, del Distrito Na-
cional, y Parcelas Nos. 3 y 41 del Distrito Catastral N° 11
del Municipio de Bayaguana, con las modificaciones resul-
tantes de los motivos de esta sentencia, para que su dispo-
sitivo en lo adelante rija del siguiente modo: 1 ro. Que debe
Disponer y Dispone la refundición de los siguientes expe-
dientes: demanda en nulidad de ventas de las Parcelas Nos.
7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral N° 65/19
del Distrito Nacional y 3 y 41 del Distrito Catastral N 9 11
del Municipio de Bayaguana, intentada por el Lic. Manuel
E. de los Santos Labrada y Josefa María Labrada de De
los Santos; instancias sobre transferencias solicitadas de
una parte por Oscar de los Santos y de otra por el Inge-

- niero Angel María Pichardo; 2do. Que debe Ordenar y Or-
dena,a favor del señor Oscar de los Santos Labrada, la
transferencia de la totalidad de las Parcelas Nos. 7, 8, 12,
13, 14, 15 y 16, y la cantidad de 25 Has. 38 as. 56 cas.,
dentro de la Parcela N 9 11, todas del Distrito Catastral N9
65/1 del Distrito Nacional; 3ro. Que debe Ordenar y Orde-
na la transferencia de la Porción de 6 has. 03 as., 91 cas.,
dentro de la Parcela N9 11 del Distrito Catastral N9 65/1
del Distrito Nacional, en favor del señor Angel María Pi-
chardo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y
residente en Santo Domingo, cédula N° 20233, serie 11;



BOLETÍN JUDICIAL	 193
192 BOLETÍN JUDICIAL

84 de la Ley de Registro de Tierras, y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
por decisión No 1 dictada por el Tribunal de Tierras de
jurisdicción original, en fecha 17 de abril del 1961, se
rechazó la demanda en declaratoria de simulación de las
ventas otorgadas por Adolfo de los Santos en favor de su
hijo, Oscar de los Santos Labrada, de las parcelas Nos. 7,
8, 11, 12, 13, 14,-415 y 16 del Distrito Catastral N° 65, pri-
mera parte, Distrito Nacional, y de las Parcelas Nos. 3 y 4
del Distrito Catastral N9 11 del Municipio de Bayaguana;
se rechazó también la solicitud de sobreseimiento del mis-
mo asunto hasta tanto interviniera sentencia sobre la sepa-
ración de bienes demandada por Josefa María Labrada de
De los Santos, contra su esposo, Adolfo de los Santos, así
como la oposición a la transferencia de parte de las par-
celas Nos. 11 del Distrito Catastral N o 65/1, Distrito Na-
cional, y 3 del Distrito Catastral N 9 11 del Municipio de
Bayaguana, intentada por el Lic. Manuel E. de los Santos
Labrada, por sí y en nombre de su madre, Josefa María
Labrada de De los Santos, en sus calidades de hijo legíti-
mo y cónyuge común en bienes, res pectivamente, de Adol-
fo de los Santos; se ordenó la transferencia de las indica-
das parcelas en favor de Oscar de los Santos Labrada, y,
por último, se ordenó a los Registradores de Títulos del
Distrito Nacional y del Departamento de San Cristóbal, la
cancelación de los certificados de Títulos correspondientes
a las parcelas mencionadas y la expedición de otros nue-
vos en su lugar, en favor de Oscar de los Santos Labrada,
y de Angel Maria Pichardo, a quien vendió parte de la
Parcela NO 11 del Distrito Catastral N O 65/1 1 parte; b) que
sobre los recursos de apelación del Lic. Manuel E. de los
Santos Labrada, y Josefa María Labrada de De los Santos,
intervino la sentencia ahora impugnada, y cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se acoge, en cuanto a la forma,
la apelación interpuesta por el Lic. Manuel E. de los San-

tos
por sí y a nombre de su madre Josefa María La-

brada de De los Santos, en fecha 5 de mayo de 1961; Se-

gundo: Se Declara Inadmisible, por falta de calidad, la ac-
ción indicada por el Lic. Manuel de los Santos L., por sí

y 
en representación de su madre señora Josefa María La-

brada de De los Santos, por instancias introductivas de fe-
chas 27 de mayo y 7 de noviembre de 1960, tendiente a de-
clarar simulados los actos de fecha 22 de diciembre de 1955

y 
29 de mayo de 1958, otorgados por el señor Adolfo de los

Santos en favor de su hijo Oscar de los Santos Labrada;
Tercero: Se Confirma la Decisión N 9 1 dictada por el Tri-
bunal de Tierras de jurisdicción Original en fecha 17 de
abril de 1961, relativa a las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13.
14, 15 y 16 del Distrito Catastral N9 65/1, del Distrito Na-
cional, y Parcelas Nos. 3 y 41 del Distrito Catastral N9 11
del Municipio de Bayaguana, con las modificaciones resul-
tantes de los motivos de esta sentencia, para que su dispo-
sitivo en lo adelante rija del siguiente modo: 1ro. Que debe
Disponer y Dispone la refundición de los siguientes expe-
dientes: demanda en nulidad de ventas de las Parcelas Nos.
7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral N O 65/11
del Distrito Nacional y 3 y 41 del Distrito Catastral N O 11
del Municipio de Bayaguana, intentada por el Lic. Manuel
E. de los Santos Labrada y Josefa María Labrada de De
los Santos; instancias sobre transferencias solicitadas de
una parte por Oscar de los Santos y de otra por el Inge-
niero Angel María Pichardo; 2do. Que debe Ordenar y Or-
dena, a favor del señor Oscar de los Santos Labrada, la
transferencia de la totalidad de las Parcelas Nos. 7, 8, 12,
13, 14, 15 y 16, y la cantidad de 25 Has. 38 as. 56 cas.,
dentro de la Parcela N9 11, todas del Distrito Catastral N9
65/1 del Distrito Nacional; aro. Que debe Ordenar y Orde-
na la transferencia de la Porción de 6 has. 03 as., 91 cas.,

, dentro de la Parcela N O 11 del Distrito Catastral N 9 65/1
del Distrito Nacional, en favor del señor Angel María Pi-
chardo dominicano, mayor de edad. casado, domiciliado y
residente en Santo Domingo, cédula N9 20233, serie 1?;
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Oto. Que debe Ordenar y Ordena al Registrador de Títulos
del Distrito Nacional, la cancelación de los Certificados de
Títulos Nos. 31349, 47149, 24700, 32180, 24771, 27964,
32181 y 32182, que amparan respectivamente, a las Par_
celas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral
N° 65/1 a , del Distrito Nacional, y la expedición de otros
nuevos en la siguiente forma: Parcela número 7, con una
superficie de 20 has. 89 as. 11 cas., en favor del señor Os_
car de los Santos Labrada, dominicano, mayor de edad,
empleado particular, domiciliado y residente en la ciudad
de Santo Domingo, calle El Número esquina Arzobispo Por-
tes, portador de la Cédula Personal de Identidad NO 3980,
Serie 1 a ; Parcela número 8, con una extensión superficial
de 13 has., 55 as. 35 cas., en favor del señor Oscar de los
Santos Labrada, de generales anotadas; Parcela número 11.
con una extensión superficial de 31 has., 42 as., 47 cas., en
la siguiente forma y proporción: a) 6 has. 03 as. 91 cas., en
favor del señor Angel María Pichardo, dominicano, mayor
de edad, casado, ingeniero, domiciliado y residente en la
ciudad de Santo Domingo, portador de la cédula N° 20233.
serie l a ; b) 25 has. 38 as. 56 cas., en favor de Oscar de los
Santos Labrada, de generales que constan; Parcela núme-
ro 12, con una extensión superficial de 2 has. 30 as. 59 cas.,
en favor del señor Oscar de los Santos Labrada, de gene-
rales anotadas; Parcela número 13, con una extensión su-
perficial de 4 has. 16 as. 10 cas., en favor del señor Oscar
de los Santos Labrada, de generales anotadas; Parcela nú-
mero 14, con una extensión superficial de 3 has. 48 as. 05
cas., en favor del señor Oscar de los Santos Labrada, de
generales anotadas; Parcela número 15, con una extensión
superficial de 24 has. 87 as. 92 cas., en favor del señor Os-
car de los Santos Labrada, de generales anotadas; Parcela
número 16, con una extensión superficial de 32 has. 63 as.
86 cas., en favor del señor Oscar de los Santos Labrada, de
generales anotadas; 5to. Que debe Ordenar y Ordena al
Registrador de Títulos del Departamento de San Cristóbal,
la cancelación de la anotación provisional que figura al

dorso del Certificado de Título .N 9 417 que ampara la Par-

cela N 9 3 del Distrito Catastral N° 11 del Municipio de
Bayaguana, expedido a favor del señor Oscar de los San-
tos, alusiva a la oposición de que se realicen transferencias
o se anoten gravémenes sobre esta Parcela; 6to.- Que debe
Rechazar y Rechaza los alegatos de los señores Lic. Ma-
nuel E. de los Santos Labrada y Josefa María Labrada de
De los Santos, respecto de la Parcela N 9 41 del Distrito

Catastral N9 11 del Municipio de Bayaguana, por impro-
cedentes y mal fundados, ya que la misma ni siquiera per-
tenece al señor Adolfo de los Santos;

Considerando que la recurrente invoca los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo
84 de la Ley de Registro de Tierras; Segundo Medio: Vio-
lación, por desconocimiento, del artículo 1422 del Código
Civil;

Considerando que en el desarrollo de los dos medios
de casación la recurrente alega, en resumen, que en la sen-
tencia impugnada se expresa que al intentar ella una de-
manda de divorcio contra su esposo, Adolfo de los Santos,
quedó sin efecto la demanda en separación de bienes que
había intentado anteriormente, sin tener en cuenta que
para el caso era necesaria la existencia de un acto formal
de desistimiento, de acuerdo con las disposiciones de la
Ley; que la actual recurrente sometió en apoyo de su de-
manda numerosos documentos tendientes a demostrar la
simulación de las ventas hechas por su marido en favor de
uno de sus hijos, o sea, que dichos actos encubrían dona-
ciones hechas por el marido de bienes inmuebles pertene-
cientes a la comunidad, documentos que no fueron exami-
nados por el Tribunal a-quo, por lo que dicho Tribunal
violó las disposiciones del artículo 1422 del Código Civil;
pero,

Considerando que las demandas de la esposa casad::
bajo el régimen de la comunidad legal, en impugnación de
enagenaciones de inmuebles pertenecientes a la comunidad



Oto. Que debe Ordenar y Ordena al Registrador de Títulos
del Distrito Nacional, la cancelación de los Certificados de
Títulos Nos. 31349, 47149, 24700, 32180, 24771, 27964
32181 y 32182, que amparan respectivamente, a las Par:
celas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distrito Catastral
N° 65/l a , del Distrito Nacional, y la expedición de otros
nuevos en la siguiente forma: Parcela número 7, con una
superficie de 20 has. 89 as. 11 cas., en favor del señor Os-
car de los Santos Labrada, dominicano, mayor de edad
empleado particular, domiciliado y residente en la ciudad
de Santo Domingo, calle El Número esquina Arzobispo Por..
tes, portador de la Cédula Personal de Identidad N9 3980,
Serie l a ; Parcela número 8, con una extensión superficial
de 13 has., 55 as. 35 cas., en favor del señor Oscar de los
Santos Labrada, de generales anotadas; Parcela número 11.
con una extensión superficial de 31 has., 42 as., 47 cas., en
la siguiente forma y proporción: a) 6 has. 03 as. 91 cas., en
favor del señor Angel María Pichardo, dominicano, mayor
de edad, casado, ingeniero, domiciliado y residente en la
ciudad de Santo Domingo, portador de la cédula N9 20233.
serie 1 ? ; b) 25 has. 38 as. 56 cas., en favor de Oscar de los
Santos Labrada, de generales que constan; Parcela núme-
ro 12, con una extensión superficial de 2 has. 30 as. 59 cas.,
en favor del señor Oscar de los Santos Labrada, de gene-
rales anotadas; Parcela número 13, con una extensión su-
perficial de 4 has. 16 as. 10 cas., en favor del señor Oscar
de los Santos Labrada, de generales anotadas; Parcela nú-
mero 14, con una extensión superficial de 3 has. 48 as. 05
cas., en favor del señor Oscar de los Santos Labrada, de
generales anotadas; Parcela número 15, con una extensión
superficial de 24 has. 87 as. 92 cas., en favor del señor Os-
car de los Santos Labrada, de generales anotadas; Parcela
número 16, con una extensión superficial de 32 has. 63 as.
86 cas., en favor del señor Oscar de los Santos Labrada, de
generales anotadas; 5to. Que debe Ordenar y Ordena al
Registrador de Títulos del Departamento de San Cristóbal,
la cancelación de la anotación provisional que figura al

dorso del Certificado de Título .N 9 417 que ampara la Par-

cela N 9 3 del Distrito Catastral N° 11 del Municipio de
Bayaguana, expedido a favor del señor Oscar de los San-
tos, alusiva a la oposición de que se realicen transferencias
o se anoten gravémenes sobre esta Parcela; 6to.- Que debe
Rechazar y Rechaza los alegatos de los señores Lic. Ma-
nuel E. de los Santos Labrada y Josefa María Labrada de
De los Santos, respecto de la Parcela N° 41 del Distrito
Catastral N° 11 del Municipio de Bayaguana, por impro-
cedentes y mal fundados, ya que la misma ni siquiera per-
tenece al señor Adolfo de los Santos;

Considerando que la recurrente invoca los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo
84 de la Ley de Registro de Tierras; Segundo Medio: Vio-
lación, por desconocimiento, del artículo 1422 del Código
Civil;

Considerando que en el desarrollo de los dos medios
de casación la recurrente alega, en resumen, que en la sen-
tencia impugnada se expresa que al intentar ella una de-
manda de divorcio contra su esposo, Adolfo de los Santos,
quedó sin efecto la demanda en separación de bienes que
había intentado anteriormente, sin tener en cuenta que
para el caso era necesaria la existencia de un acto formal
de desistimiento, de acuerdo con las disposiciones de la
Ley; que la actual recurrente sometió en apoyo de su de-
manda numerosos documentos tendientes a demostrar la
simulación de las ventas hechas por su marido en favor de
uno de sus hijos, o sea, que dichos actos encubrían dona-
ciones hechas por el marido de bienes inmuebles pertene-
cientes a la comunidad, documentos que no fueron exami-
nados por el Tribunal a-quo, por lo que dicho Tribunal
violó las disposiciones del artículo 1422 del Código Civil;
pero,

Considerando que las demandas de la esposa casada:
bajo el régimen de la comunidad legal, en impugnación de
enagenaciones de inmuebles pertenecientes a la comunidad
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conyugal, efectuada por el esposo, por las cuales se aleg
aque fueron realizadas en fraude de sus derechos, no 

pue_den ser útilmente ejercidas, sino después de haber sido di-
suelta la comunidad legal;

Considerando que el examen de la sentencia impug_
nada pone de manifiesto que la actual recurrente intentó
la demanda objeto del presente fallo, cuando aún 

axistíala comunidad entre ella y su esposo, Adolfo de los Santos:
por lo que los jueces del fondo procedieron correctamente* ‘,al declarar inadmisible la referida demanda, fundándose 

enlos motivos expresados precedentemente; que la recurren.te alega, también, que en la sentencia impugnada 
constaque ella solicitó el sobreseimiento del asunto hasta tanto

interviniera sentencia sobre la separación de bienes deman-dada por ella contra su esposo, Adolfo de los Santos; 
qsin embargo, contrariamente a lo alegado por la recurren-

ue.
te, el examen de dicha sentencia muestra que ese pedimen-to fue rechazado por el juez de jurisdicción original, perono consta en ella que dicho pedimento fuera reiterado alTribunal Superior; que las conclusiones que figuran en elfallo impugnado tiende a que se ordenen medidas de ins-

trucción para probar el fondo de la demanda;
Considerando, en cuanto a la falta de motivos y falta

de base legal alegadas por la recurrente; que la sentenciaimpugnada contiene motivos suficientes y pertinentes quejustifican el dispositivo, así como una exposición completade los hechos y circunstancias de la causa que han permi-
tido a esta Corte verificar que el Tribunal a-quo ha justifi-cado legalmente su decisión; que por consiguiente, los me-dios que se examinan carecen de fundamento y deben serdesestimados;

Considerando que de conformidad con el Párrafo 1 delartículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, lascostas pueden ser compensadas en los casos del artículo131 del Código de Procedimiento Civil, cuando se trate
como en la especie, de litis entre cónyuges;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Josefa María Labrada de De los
Santos, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras,
de fecha 28 de septiembre del 1962, dictada en relación
con las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Distri-
to Catastral N9 65, primera parte, Distrito Nacional, y 3 y
41 del Distrito Catastral N 9 11 del Municipio de Bayagua-
na ,y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Leonte
R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez
T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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conyugal, efectuada por el esposo, por las cuales se alega
que fueron realizadas en fraude de sus derechos, no pue.
den ser útilmente ejercidas, sino después de haber sido di-
suelta la comunidad legal;

Considerando que el examen de la sentencia impug -
nada pone de manifiesto que la actual recurrente intentó
la demanda objeto del presente fallo, cuando aún axistía
la comunidad entre ella y su esposo, Adolfo de los Santos:
por lo que los jueces del fondo procedieron correctamente
al declarar inadnksible la referida demanda, fundándose en
los motivos expresados precedentemente; que la recurren.
te alega, también, que en la sentencia impugnada consta
que ella solicitó el sobreseimiento del asunto hasta tanto
interviniera sentencia sobre la separación de bienes deman-
dada por ella contra su esposo, Adolfo de los Santos; que.
sin embargo, contrariamente a lo alegado por la recurren-
te, el examen de dicha sentencia muestra que ese pedimen-
to fue rechazado por el juez de jurisdicción original, pero
no consta en ella que dicho pedimento fuera reiterado al
Tribunal Superior; que las conclusiones que figuran en el
fallo impugnado tiende a que se ordenen medidas de ins-
trucción para probar el fondo de la demanda;

Considerando, en cuanto a la falta de motivos y falta
de base legal alegadas por la recurrente; que la sentencia
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifican el dispositivo, así como una exposición completa
de los hechos y circunstancias de la causa que han permi-
tido a esta Corte verificar que el Tribunal a-quo ha justifi-
cado legalmente su decisión; que por consiguiente, los me•
dios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando que de conformidad con el Párrafo 1 del
artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, las
costas pueden ser compensadas en los casos del artículo
131 del Código de Procedimiento Civil, cuando se trate
como en la especie, de litis entre cónyuges;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Josefa María Labrada de De los
Santos, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras,
de fecha 28 de septiembre del 1962, dictada en relación
con las Parcelas Nos. 7, 8, 11, 12, 13, 1, 15 y 16 del Distri-

to Catastral N° 65, primera parte, Distrito Nacional , y 3 Y

41 del Distrito Catastral N9 11 del Municipio de Bayagua-
na ,y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; y Segundo: Compensa las costas.

(Firmados) : Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Leonte
R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez
T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient o , en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 29 de mayo de 1964.

Materia: Laboral (Reclamación de Prestaciones).

4
Recurrente: La Industrias Nigua, C. por A.
Abogado: Lic. Rafael A. Ortega Peguero.

Recurridos: Juan Marmolejos y Lorenzo Solano.
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo, D. N., a los 24 días del mes de febrero
del año 1965, años 1219 de la Independencia y 102 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indus-
trias Nigua, C. por A., sociedad comercial e industrial or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domi

-nicana, con domicilio social en la Avenida San Cristóbal
del Ensanche La Fe de esta ciudad, contra sentencia dicta-

da en fecha 29 de mayo de 1964 por la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el Dr. Víctor M. Valenzuela, cédula N 9 13238,
serie 12, abogado de los recurridos Juan Marmolejos, do.
minicano , mayor de edad, obrero, domiciliado en la casa
N9 23 de la calle Domingo Savio, de esta ciudad, cédula
N9 518, serie 26, y Lorenzo Solano, dominicano, mayor de
edad, obrero, domiciliado en la casa N 9 3 de la calle Oeste
de esta ciudad, cédula N° 32672, serie lra., en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 2 de julio de
1964, suscrito por el Lic. Rafael A. Ortega Peguero, cédula
N° 3111, serie lra., abogado de la recurrente;

Visto el memorial de defensa de fecha 17 de julio de
1964, suscrito pur el Dr. Víctor Valenzuela, abogado de los
recurridos;

Visto el escrito de ampliación al memorial de casación
de fecha 20 de octubre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 660 y 661 del Código de Tra-
bajo, 1, 20 y 65 de la Ley sobr eProcedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de la demanda intentada por Juan Mar-
molejos y Lorenzo Solano, contra su patrono Industrias Ni-
gua, C. por A., en pago de salarios dejados de pagar, el
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en
fecha 14 de agosto de 1963, sentencia con el dispositivo
siguiente: "Falla: Primero: Condena, a la Industrias Ni-
gua, C . por A., a pagarle a los trabajadores Juan Marmo-
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 29 de mayo de 1964.

Materia: Laboral (Reclamación de Prestaciones).

Recurrente: La Industrias - Nigua, C. por A.
Abogado: Lic. Rafael A. Ortega Peguero.

Recurridos: Juan Marmolejos y Lorenzo Solano.
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral. en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo, D. N., a los 24 días del mes de febrero
del año 1965, años 121 9 de la Independencia y 102 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Indus-
trias Nigua, C. por A., sociedad comercial e industrial or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, con domicilio social en la Avenida San Cristóbal
del Ensanche La Fe de esta ciudad, contra sentencia dicta-
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da en fecha 29 de mayo de 1964 por la Cámara de Trabajo
del juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del :rol;

Oído el Dr. Víctor M. Valenzuela, cédula N9 13238,
serie 12, abogado de los recurridos Juan Marmolejos, do
rninicano, mayor de edad, obrero, domiciliado en la casa
N9 23 de la calle Domingo Savio, de esta ciudad, cédula
N9 518, serie 26, y Lorenzo Solano, dominicano, mayor de
edad, obrero, domiciliado en la casa N9 3 de la calle Oeste
de esta ciudad, cédula N9 32672, serie ira., en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 2 de julio de
1964, suscrito por el Lic. Rafael A. Ortega Peguero, cédula
N9 3111, serie 1ra., abogado de la recurrente;

Visto el memorial de defensa de fecha 17 de julio de
1964, suscrito pur el Dr. Víctor Valenzuela, abogado de los
recurridos;

Visto el escrito de ampliación al memorial de casación
de fecha 20 de octubre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 660 y 661 del Código de Tra-
bajo, 1, 20 y 65 de la Ley sobr eProcedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de la demanda intentada por Juan Mar-
molejos y Lorenzo Solano, contra su patrono Industrias Ni-
gua, C. por A., en pago de salarios dejados de pagar, el
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en
fecha 14 de agosto de 1963, sentencia con el dispositivo
siguiente: "Falla: Primero: Condena, a la Industrias Ni-
gua, a por A., a pagarle a los trabajadores Juan Marmo-
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lejos y Lorenzo Solano, las sumas correspondientes a

	 auno de RD$ 758.00 pesos por concepto de salarios dejadcados
de pagar; Segundo: Condena a la Industrias Nigua, C. por
A., a pagarles en favor de los señores Juan Marmolejos yLorenzo Solano, los intereses legales de la suma retenidaindebidamente; Tercero: Condena, a la parte que sucumbeal pago de los costos"; b) que sobre recurso de ainterpuesto por Industrias Nigua	 pelación

, C. por A., intervinsentencia ahora impugnada que tiene el siguiente dis o laposi-tivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en cuantoa la forma, el recurso de apelación interpuesto por Indus-trias Nigua, C. por A., contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 14 de agos-
to de 1963, dictada en favor de los señores Juan Marmo-
lejos y Lorenzo Solano, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; Segundo: Re-
chaza relativamente al fondo, dicho recurso de alzada, 

yen consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia
apelada; Tercero: Condena a la parte sucumbiente, Indus-
trias Nigua, C. por A., al pago de las costas del procedi-
miento, tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuerdo
con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52-mod. de
la Ley NQ 637 sobre Contratos de Trabajo, vigente; orde-
nándose su distracción en provecho del Dr. Víctor V. Va-
lenzuela, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que en su memorial de casación la recu-
rrente alega los siguientes medios: Primer Medio: Desna-turalización de los hechos.— Falta de base legal.— Segun-do Medio: Violación de los artículos 660 y 661 del Códigode Trabajo;

Considerando que en el desenvolvimiento de su segun-
do medio de casación, que la recurrente enuncia como vio-
lación de los artículos 660 y 661 del Código de Trabajo, j
lo que en realidad alega es falta de motivos de la senten-cia im

pugnada, porque la Cámara a-qua, no expuso las ra-

zones

 sj,

n que la indujeron a rechazar la excepción de pres-
czroipecsión propuesta por la recurrente contra la acción de los
mrecurrid os ;u  nnas

Considerandoerando que en efecto, el examen de la sentencia
muestra que la ahora recurrente en el ordinal

tercero de sus conclusiones, pidió al juez a-quo, "que de-
claréis que la acción de los señores recurridos contra la
Industrias Nigua, C. por A., ha prescrito en virtud de lo
establecid o por el artículo 660 del Código de Trabajo y 661
del mismo Código"; que el Juez a-quo, rechazó implícita-
mente dicha prescripción sin exponer en el fallo impugna-
do los motivos de hecho o de derecho que justifiquen su
dispositivo en ese aspecto, razón por la cual el medio que
se examina debe ser acogido y la sentencia anulada sin
necesidad de ponderar el otro medio del recurso;

Considerando que de conformidad con el párrafo ter-
cero del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, las costas podrán ser compensadas cuando la sen-
tencia fuere casada por falta de base legal, falta o insufi-
ciencia de motivos, desnaturalización de los hechos o por
cualquiera otra violación de las reglas procesales cuyo cum-
plimiento esté a cargo de los jueces;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia de fecha
29 de mayo de 1964 dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo y
envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia de
San Cristóbal; y Segundo: Compensa las costas.

(Fdes.): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de
Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

4101-
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lejos y Lorenzo Solano, las sumas correspondientes a cada
uno de RD$ 758.00 pesos por concepto de salarios 

dejadosde pagar; Segundo: Condena a la Industrias Nigua, C. porA., a pagarles en favor de los señores Juan 
Marmolejos yLorenzo Solano, los intereses legales de la suma retenidaindebidamente; Tercero: Condena, a la parte que 

su cumbeal pago de los costos"; b) que sobre recurso de 
apelacióninterpuesto por Industrias Nigua, C. por A., 

intervino lasentencia ahora impugnada que tiene el siguiente disposi-tivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en cuantoa la forma, el recurso de apelación interpuesto por Indus-
trias Nigua, C. por A., contra sentencia del Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 14 de 

agos-to de 1963, dictada en favor de los señores Juan Marmo-
lejos y Lorenzo Solano, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; Segundo: Re-
chaza relativamente al fondo, dicho recurso de alzada, 

yen consecuencia confirma en todas sus partes la sentenciaapelada; Tercero: Condena a la parte sucumbiente, Indus-
trias Nigua, C. por A., al pago de las costas del procedi-
miento, tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuerdo
con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52-mod. dela Ley N9 637 sobre Contratos de Trabajo, vigente; orde-n
ándose su distracción en provecho del Dr. Víctor V. Va-

lenzuela, abogado que afirma haberlas avanzado en su to-talidad";
Co

nsiderando que en su memorial de casación la recu-
rrente alega los siguientes medios: 

Primer Medio: Desna-turalización de los hechos.— Falta de base legal— 
Segun-do Medio: 

Violación de los artículos 660 y 661 del Códigode Trabajo;

Considerando que en el desenvolvimiento de su segun-
do medio de casación, que la recurrente enuncia como 

vio-lación de los artículos 660 y 661 del Código de 
Trabajo,lo que en realidad alega es falta de motivos de la 
senten-cia imp

ugnada, porque la Cámara a-qua, no expuso las ra-
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zones que la indujeron a rechazar la excepción de pres-
cripción propuesta por la recurrente contra la acción de los
recurridos;

Considerando que en efecto, el examen de la sentencia
impugnada muestra que la ahora recurrente en el ordinal
tercero de sus conclusiones, pidió al juez a-quo, "que de-
claréis que la acción de los señores recurridos contra la
Industrias Nigua, C. por A., ha prescrito en virtud de lo
establecido por el artículo 660 del Código de Trabajo y 661
del mismo Código"; que el Juez a-quo, rechazó implícita-
mente dicha prescripción sin exponer en el fallo impugna-
do los motivos de hecho o de derecho que justifiquen su
dispositivo en ese aspecto, razón por la cual el medio que
se examina debe ser acogido y la sentencia anulada sin
necesidad de ponderar el otro medio del recurso;

Considerando que de conformidad con el párrafo ter-
cero del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, las costas podrán ser compensadas cuando la sen-
tencia fuere casada por falta de base legal, falta o insufi-
ciencia de motivos, desnaturalización de los hechos o por
cualquiera otra violación de las reglas procesales cuyo cum-
plimiento esté a cargo de los jueces;

41111.-	 Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia de fecha
29 de mayo de 1964 dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo y
envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia de
San Cristóbal; y Segundo: Compensa las costas.

(Fdos.): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García de
Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 9 de marzo de 1964.

Materia: Laboral (Reclamación de Prestaciones).

Recurrente: La Dulcera Dominicana de Bolonotto Hermanos, C.
por A.

Abogado: Dr. Rafael de Moya Grullón.

Recurrido : Eugenio Romojaro Zapardiel.
Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, hoy día 26 de febrero de 1965, años 121 9 de la
Independencia y 102 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Dulce-
ra Dominicana de Bolonotto Hermanos, C. por A., sociedad
comercial constituida conforme a las leyes dominicanas,
con su domicilio y asiento social en la casa N9 5 de la calle
Doctor Tejada Florentino, de la ciudad de Santo Domingo.
contra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en fecha 9 de marzo de 1964, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;1
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General ,que certifico.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

sentenc impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,ia 
de fecha 9 de marzo de 1964.

1

Materia: Laboral (Reclamación de Prestaciones).

Recurrente: La Dulcera Dominicana de Bolonotto Hertnanos, C.
por A.

Abogado: Dr. Rafael de Moya Grullón.

•:L

Recurrido: Eugenio Romojaro Zapardiel.
Abogado: Dr. Lupo Hernández Rueda.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, hoy día 26 de febrero de 1965, años 121 9 de la
Independencia y 102 v de la Restauración, dieta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Dulce-
ra Dominicana de Bolonotto Hermanos, C. por A., sociedad
comercial constituída conforme a las leyes dominicanas,
con su domicilio y asiento social en la casa N9 5 de la calle
Doctor Tejada Florentino, de la ciudad de Santo Domingo.
contra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en fecha 9 de marzo de 1964, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, en

representación del Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula
1050, serie 56, abogado de la recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el Dr. Vispérides Hugo Ramón y García, cédula
52253, serie 1 1', en representación del Dr. Lupo Hernán-
dez Rueda, cédula 52000, serie 1 a, abogado del recurrido
Eugenio Romajaro Zapardiel, cédula 45817, serie 1 1, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 1° de junio de 1964, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que luego se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
del recurrido y notificado al abogado de la recurrente, el
día 3 de julio de 1964;

Visto el memorial de ampliación suscrito por el abo-
gado de la recurrente y notificado al abogado del recurri-
do, el día 31 de agosto de 1964;

Visto el memorial de ampliación suscrito por el abo-
gado del recurrido y notificado al abogado del recurrente
el día 7 de septiembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado y vistos los artículos 2, 17, 18, 43 y 71 de la Ley de‘-
Organización Judicial; 106, 656, 658, 659, 660 y 661 del Có-
digo de Trabajo; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;	 -

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con moti-
vo de una demanda laboral intentada por Eugenio Romo-
jaro Zapardiel contra la Dulcera Dominicana de Bolonotto
Hnos., C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
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Nacional, dictó en fecha 18 de octubre de 1963, una sen-

n

con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Re-

tcehacziaa, la demanda intentada por el señor Eugenio Romo-
jaro Zapardiel en contra de la Dulcera Dominicana de Bo-
lonotto Hermanos, C. por A., por prescripción del término
legal para intentarla; Segundo: Condena, a la parte que
sucumbe al pago de los costos"; b) que sobre el recurso de
apelación interpuesto por Eugenio Romojaro Zapardiel, in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se

copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular y
válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por el señor Eugenio Romojaro Za-
pardiel contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, de fecha 18 de octubre de 1963, dictada
en favor de la Dulcera Dominicana de Bolonotto Herma-
nos, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; y en consecuencia revo-
ca en todas sus partes dicha sentencia impugnada; Segun-
do: Condena a la Dulcera Dominicana de Bolonotto Her-
manos, C. por A., a pagar al trabajador intimante Eugenio
Romojaro Zapardiel, los siguientes valores: a) veinticuatro
(24) días por concepto de preaviso; b) trescientos (300) días
por concepto de vacaciones no disfrutadas, tomando como
base el salario de RD$1,470.99 mensuales para el cálculo
de todas las prestaciones acordadas; Tercero: Condena a la
Dulcera Dominicana de Bolonotto Hermanos, C. por A., a
pagar en favor de Eugenio Romojaro Zapardiel, los valo-
res iguales a los salarios que habría recibido dicho traba-
jador desde el día de la demanda hasta que intervenga sen-
tencia definitiva dictada en última instancia sin que exce-
dan de los salarios correspondientes a tres (3) meses; Cuar-
to: Condena a la Dulcera Dominicana de Bolonotto Herma-
nos, C. por A., a pagar en favor de Eugenio Romojaro Za-
pardiel la suma de RDS586.31 por concepto del 10(,.' de los
beneficios de la empresa durante el período comprendido
entre el 18 de julio y el 29 de agosto de 1962; Quinto: Or-
dena que de las condenaciones anteriores sea deducida la
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, en

representación del Dr. Rafael de Moya Grullón, cédula
1050, serie 56, abogado de la recurrente, en la lectura d.
sus conclusiones;

Oído el Dr. Vispérides Hugo Ramón y García, cédula
52253, serie 1 1, en representación del Dr. Lupo Hernán..
dez Rueda, cédula 52000, serie 1 1 , abogado del recurrido
Eugenio Romajaro Zapardiel, cédula 45817, serie 1 1 , en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 1 9 de junio de 1964, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que luego se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
del recurrido y notificado al abogado de la recurrente, el
día 3 de julio de 1964;

Visto el memorial de ampliación suscrito por el abo-
gado de la recurrente y notificado al abogado del recurri-
do, el día 31 de agosto de 1964;

Visto el memorial de ampliación suscrito por el abo-
gado del recurrido y notificado al abogado del recurrente
el día 7 de septiembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-'
berado y vistos los artículos 2, 17, 18, 43 y 71 de la Ley de
Organización Judicial; 106, 656, 658, 659, 660 y 661 del Có-
digo de Trabajo; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con moti-
vo de una demanda laboral intentada por Eugenio Romo-
jaro Zapardiel contra la Dulcera Dominicana de Bolonotto
Hnos., C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
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Nacional, dictó en fecha 18 de octubre de 1963, una sen-
tencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Re-
chaza, la demanda intentada por el señor Eugenio Romo-
jaro Zapardiel en contra de la Dulcera Dominicana de Bo-
lonotto Hermanos, C. por A., por prescripción del término
legal para intentarla; Segundo: Condena, a la parte que
sucumbe al pago de los costos"; b) que sobre el recurso de
apelación interpuesto por Eugenio Romoj aro Zapardiel, in-
tervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se
copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular y
válido tanto en la forma como en el fondo el recurso de
apelación interpuesto por el señor Eugenio Romoj aro Za-
pardiel contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, de fecha 18 de octubre de 1963, dictada
en favor de la Dulcera Dominicana de Bolonotto Herma-
nos, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior de esta misma sentencia; y en consecuencia revo-
ca en todas sus partes dicha sentencia impugnada; Segun-
do: Condena a la Dulcera Dominicana de Bolonotto Her-
manos, C. por A., a pagar al trabajador intimante Eugenio
Romojaro Zapardiel, los siguientes valores: a) veinticuatro
(24) días por concepto de preaviso; b) trescientos (300) días
por concepto de vacaciones no disfrutadas, tomando como
base el salario de RDS1,470.99 mensuales para el cálculo
de todas las prestaciones acordadas; Tercero: Condena a la
Dulcera Dominicana de Bolonotto Hermanos, C. por A., a
pagar en favor de Eugenio Romojaro Zapardiel, los valo-
res iguales a los salarios que habría recibido dicho traba-
jador desde el día de la demanda hasta que intervenga sen-
tencia definitiva dictada en última instancia sin que exce-
dan de los salarios correspondientes a tres (3) meses; Cuar-
to: Condena a la Dulcera Dominicana de Bolonotto Herma-
nos, C. por A., a pagar en favor de Eugenio Romojaro Za-
pardiel la suma de RDS586.31 por concepto del 10;1 de los
beneficios de la empresa durante el período comprendido
entre el 18 de julio y el 29 de agosto de 1962; Quinto: Or-
dena que de las condenaciones anteriores sea deducida la
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(

suma de RD$5,000.00 por haberla el trabajador intimarterecibido de manos de la Dulcera Dominicana de BolonottoHermanos, C. por A.; Sexto: Condena a la Dulcera Doini..
nicana de Bolonotto Hermanos C. por A., parte sucumbien-te al pago de las costas del procedimiento tan solo en un
cincuenta por ciento de acuerdo con los artículos 691 de)
Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley NO 637 sobre Con-tratos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción en
favor del Dr. Lupo Hernández Rueda, quien afirma haber-las avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación: 

"Pri-mer Medio: Violación del artículo 24, inciso 1ro. de la Cons-
titución de la República, de la ley y de las normas proce-d imentales, (artículos 24 inciso 1ro., de la República; 2, 17,
18, 43 y 47 de la Ley de Organización Judicial y 1 40, - 141 I_y s iguientes del Código de Procedimiento Civil; Segundo -Medio: Violación de la ley, propiamente dicha, es decir,
de los artículos 659, 660 y 661 del Código de Trabajo, y
2271, 2272 y 2273 del Código Civil";

Considerando que en el desarrollo del primer medio
de casación, la recurrente alega, en resumen, que de la
economía de los artículos 24, inciso 1ro. de la Constitución
de la República; 2, 17, 18, 43 y 71 de la Ley de Organiza-
ción Judicial y 140 y 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, se infiere que para poder ser y actuar como Juez de los
Tribunales de la República, es indispensable haber sidodesignado previamente como tal por el Organismo Estatal
a quien atribuye la Constitución de la República esa fa-
cultad, y que una vez sustituido o .declarado cesante un
Magistrado está en la incapacidad absoluta de realizar cual-quier actividad inherente a esa función; que los documen-
tos sometidos en apoyo del presente recurso, demuestran,
que la persona que figura firmando la sentencia impugna-
da como Juez de la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, no ostentaba esa calidad en la fecha en que realmente

firmó la sentencia, por lo cual se vió en la obligación de
antidatar la misma, de manera que la fecha quedara in-
cluida en el período en que él actuaba legalmente como
Juez de dicho Tribunal; que, además, como una prueba
más de que en el caso existe usurpación de funciones y
falsedad en escritura pública, puede advertirse que la sen-
tencia impugnada no fue leída en audiencia pública ni se
redactó el acto correspondiente a dicha audiencia, todo lo
cual hace nula e inexistente dicha sentencia; pero,

Considerando que cuando hay contradicción entre una
sentencia y una certificación expedida por el Secretario
del Tribunal aue la dictó, se le da preferencia a la senten-
cia, porque ésta debe bastarse a sí misma y da plena fe de
sus enunciaciones, las que solo pueden ser impugnadas me-
diante inscripción en falsedad;

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto, que esta decisión fue dictada en
audiencia pública, el día 9 de marzo de 1964, por la Cáma-
ra de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, presidida por el Magistrado Dr. Rafael E.
Vásquez Mustafá, asistido por la Secretaria Elida Hiciano,
lo cual está en discrepancia con la información suministra-
da por dicha Secretaria al Dr. Rafael de Moya Grullón,
por oficio de fecha 16 de marzo de 1964, que consta en el
expediente, en el sentido de que el día 9 de marzo de 1964.
no había sido dictada la referida sentencia;

Considerando que mediante certificación expedida por
el Oficial Mayor de la Secretaría de Estado de Justicia, en
fecha 17 de junio de 1964 se establece, que el Dr. Rafael
E. Vásquez Mustafá desempeñó "el cargo de Juez de la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Naciónal, desde el día 15 de enero de 1963, hasta
el día 9 de marzo de 1964, es decir, que la sentencia im-
pugnada fue dictada por dicha Juez dentro del ejercicio
legal de sus funciones; que, por otra parte, los documen-.
tos aportados por el recurrente no revelan, que este haya

•
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suma de RD$5,000.00 por haberla el trabajador intimante,
recibido de manos de la Dulcera Dominicana de Bolonotto
Hermanos, C. por A.; Sexto: Condena a la Dulcera Dorni.
nicana de Bolonotto Hermanos C. por A., parte sucumbien-
te al pago de las costas del procedimiento tan solo en un
cincuenta por ciento de acuerdo con los artículos 691 de]
Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley NQ 637 sobre Con-
tratos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción 

en
favor del Dr. Lupo Hernández Rueda, quien afirma haber-
las avanzado er, su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación: "Pri-
mer Medio: Violación del artículo 24, inciso 1ro. de la Cons-
titución de la República, de la ley y de las normas proce-
dimentales, (artículos 24 inciso 1ro., de la República; 2, 17,
18, 43 y 47 de la Ley de Organización Judicial y 140: 141
y siguientes del Código de Procedimiento Civil; Segundo
Medio: Violación de la ley, propiamente dicha, es decir,
de los artículos 659, 660 y 661 del Código de Trabajo, y
2271, 2272 y 2273 del Código Civil";

Considerando que en el desarrollo del primer medio
de casación, la recurrente alega, en resumen, que de la
economía de los artículos 24, inciso lro. de la Constitución
de la República; 2, 17, 18, 43 y 71 de la Ley de Organiza-
ción Judicial y 140 y 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, se infiere que para poder ser y actuar como Juez de los
Tribunales de la República, es indispensable haber sido
designado previamente como tal por el Organismo Estatal
a quien atribuye la Constitución de la República esa fa-
cultad, y que una vez sustituído o .declarado cesante un
Magistrado está en la incapacidad absoluta de realizar cual-
quier actividad inherente a esa función; que los documen-
tos sometidos en apoyo del presente recurso, demuestran,
que la persona que figura firmando la sentencia impugna-
da como Juez de la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, no ostentaba esa calidad en la fecha en que realmente
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•
firmó la sentencia, por lo cual se vió en la obligación de
antidatar la misma, de manera que la fecha quedara
cluida en el período en que él actuaba legalmente como
Juez de dicho Tribunal; que, además, como una prueba

más de que en el caso existe usurpación de funciones y
falsedad en escritura pública, puede advertirse que la sen-
tencia impugnada no fue leída en audiencia pública ni se
redactó el acto correspondiente a dicha audiencia, todo lo
cual hace nula e inexistente dicha sentencia; pero,

Considerando que cuando hay contradicción entre una

sentencia y una certificación expedida por el Secretario
del Tribunal aue la dictó, se le da preferencia a la senten-
cia, porque ésta debe bastarse a sí misma y da plena fe de
sus enunciaciones, las que solo pueden ser impugnadas me-
diante inscripción en falsedad;

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto, que esta decisión fue dictada en
audiencia pública, el día 9 de marzo de 1964, por la Cámc.-
ra de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, presidida por el Magistrado Dr. Rafael E.
Vásquez Mustafá, asistido por la Secretaria Elida Hiciano,
lo cual está en discrepancia con la información suministra-
da por dicha Secretaria al Dr. Rafael de Moya Grullón,
por oficio de fecha 16 de marzo de 1964, que consta en el
expediente, en el sentido de que el día 9 de marzo de 1964.
no había sido dictada la referida sentencia;

Considerando que mediante certificación expedida por
el Oficial Mayor de la Secretaría de Estado de Justicia, en
fecha 17 de junio de 1964 se establece, que el Dr. Rafael
E. Vásquez Mustafá desempeñó "el cargo de Juez de la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Naciónal, desde el día 15 de enero de 1963, hasta
el día 9 de marzo de 1964, es decir, que la sentencia im-
pugnada fue dictada por dicha Juez dentro del ejercicio
legal

aportados por	
que, por otra parte, los documen-o	

por el recurrente no revelan, que este haya

4
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iniciado formalmente un procedimiento de inscripción en
falsedad contra la sentencia impugnada; que, por consi-guiente, el medio que se examina carece de fundamento ydebe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo de los medios se-
gundo y tercero, reunidos, la recurrente alega, en resumen:
a) que la sentencia impugnada no respetó las disposiciones
de los artículos 2271 a 2273 del Código Civil, ya que la in-
terrupción aniquila retroactivamente el plazo transcurrido
y el nuevo plazo que comienza a correr después de la inte-
rrupción, es igual que aquel que ha sido interrumpido, con
las excepciones previstas en los artículos 2271 a 2273 del
Código Civil, exclusivamente; que son las llamadas cortas
prescripciones, fundadas en una presunción de pago, en cu-
yo caso vuelve a iniciarse una prescripción de derecho co-
mún; la) que en la sentencia impugnada se han violado los
artículos 653 al 657, inclusive, y 454 al 468, inclusive, del
Código de Trabajo, al atribuirle al Laudo Arbitral carác-
ter suspensivo de la prescripción; que la vigencia de un
Laudo Arbitral, de un Pacto Colectivo de Condiciones de
Trabajo o de un Contrato de Trabajo son extraños a la
institución de la prescripción o a su interrupción o sus-
pensión, ya que la prescripción es de orden público, mien-
tras que el Laudo Arbitral ,el Pacto Colectivo y el Con-
trato de Trabajo están limitados a reglamentar las condi-
ciones de trabajo, el monto de los salarios, la duración de
la jornada, los descansos y vacaciones y las demás condi-
ciones de trabajo; pero,

considerando que las prescripciones establecidas en
los artículos 658, 659 y 660 del Código de Trabajo deben
ser asimiladas a las cortas prescripciones del Código Civil,
y, por tanto, se les aplican la regla común característica de
las prescripciones fundadas en una presunción de pago;
que cuando la interrupción del curso de estas prescripcio-
nes resulta del reconocimiento de su deuda por el deudor
en las condiciones del artículo 2274 del Código Civil, la

interrupción además del efecto normal que produce sobre
el plazo transcurrido realiza una interversión para el fu-
turo, del plazo de la corta prescripción por la prescripción
general de veinte años; que, en materia laboral, el escrito
que reconoce el crédito del trabajador no tiene que fijar-
la cifra exacta de éste si en dicho escrito se establecen las
causas que lo originan;

Considerando que en la especie, la Cámara a-qua re-
chazó la prescripción invocada por la Dulcera Dominicana,
C . por A., de Bolonotto Hermanos, dando por establecidos
los siguientes hechos: 1) que el 18 de julio de 1962 se ini-
ció una huelga en la Dulcera de Bolonotto Hermanos, C.
por A.; 2) que el 29 de agosto de 1962 la empresa terminé
el contrato de trabajo que tenía con el trabajador recurri-
do; 31 que en fecha 6 de septiembre de 1962 el trabajador
Romojaro Zapardiel se querelló contra la empresa ante el
Departamento de Trabajo; 4) que en fecha 15 de octubre
de 1962 fue dictado el laudo que puso fin a la huelga que
había en la Dulcera de Bolonotto Hermanos, C. por A.,
cuyo dispositivo consagró entre otras, la siguiente solu-
ción, aceptada por las partes: "asimismo, no podrá reinte-
grarse a sus labores cualquier trabajador que individual-
mente después de la huelga hubiese presentado querella
contra la empresa, pero a su vez, la empresa se obliga a
pagarle las prestaciones acordadas por el Código de Tra-
bajo"; que esos hechos justifican por sí sólos, en el aspec-
to que se examina, la decisión del Juez a-quo, por lo que
los demás motivos contenidos en el fallo impugnado resul-
tan superabundantes;

Considerando que por otra parte, las cortas prescrip-
ciones se interrumpen, entre otros casos, cuando el deudor
reconoce la deuda en un acto auténtico o bajo firma pri-
vada; que en la especie, el Laudo lo que hizo fue consa-
grar convenios acordados por las partes, según resulta del
examen del expediente; que como dicho Laudo constituye
un escrito emanado del deudor en que reconoce su obliga-
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iniciado formalmente un procedimiento de inscripción en
falsedad contra la sentencia impugnada; que, por consi-guiente, el medio que se examina carece de fundamento ydebe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo de los medios se-
gundo y tercero, reunidos, la recurrente alega, en resumen:
a) que la sentencia impugnada no respetó las disposiciones
de los artículos 2271 a 2273 del Código Civil, ya que la in-
terrupción aniquila retroactivamente el plazo transcurrido
y el nuevo plazo que comienza a correr después de la inte-
rrupción, es igual que aquel que ha sido interrumpido, con
las excepciones previstas en los artículos 2271 a 2273 del
Código Civil, exclusivamente; que son las llamadas cortas
prescripciones, fundadas en una presunción de pago, en cu-
yo caso vuelve a iniciarse una prescripción de derecho co-
mún; b) que en la sentencia impugnada se han violado los
artículos 653 al 657, inclusive, y 454 al 468, inclusive, del
Código de Trabajo, al atribuirle al Laudo Arbitral carác-
ter suspensivo de la prescripción; que la vigencia de un
Laudo Arbitral, de un Pacto Colectivo de Condiciones de
Trabajo o de un Contrato de Trabajo son extraños a la
institución de la prescripción o a su interrupción o sus-
pensión, ya que la prescripción es de orden público, mien-
tras que el Laudo Arbitral ,el Pacto Colectivo y el Con-
trato de Trabajo están limitados a reglamentar las condi-
ciones de trabajo, e] monto de los salarios, la duración de
la jornada, los descansos y vacaciones y las demás condi-
ciones de trabajo; pero,

considerando que las prescripciones establecidas en
los artículos 658, 659 y 660 del Código de Trabajo deben
ser asimiladas a las cortas prescripciones del Código Civil,
y, por tanto, se les aplican la regla común característica de
las prescripciones fundadas en una presunción de pago;
que cuando la interrupción del curso de estas prescripcio-
nes resulta del reconocimiento de su deuda por el deudor
en las condiciones del artículo 2274 del Código Civil, la

interrupción además del efecto normal que produce sobre.

el plazo transcurrido realiza una interversión para el fu-
turo, del plazo de la corta prescripción por la prescripción
general de veinte ailque, en materia laboral, el escritG
que reconoce el crédito del trabajador no tiene que fijar
la cifra exacta de éste si en dicho escrito se establecen las
causas que lo originan;

Considerando que en la especie, la Cámara a-qua re-
chazó la prescripción invocada por la Dulcera Dominicana,
C , por A., de Bolonotto Hermanos, dando por establecidos
los siguientes hechos: 1) que el 18 de julio de 1962 se ini-
ció una huelga en la Dulcera de Bolonotto Hermanos, C.
por A.; 2) que el 29 de agosto de 1962 la empresa termine
el contrato de trabajo que tenía con el trabajador recurri-
do; 31 que en fecha 6 de septiembre de 1962 el trabajador
Romojaro Zapardiel se querelló contra la empresa ante el
Departamento de Trabajo; 4) que en fecha 15 de octubre
de 1962 fue dictado el laudo que puso fin a la huelga que
había en la Dulcera de Bolonotto Hermanos, C. por A.,
cuyo dispositivo consagró entre otras, la siguiente solu-
ción, aceptada por las partes: "asimismo, no podrá reinte-
grarse a sus labores cualquier trabajador que individual-
mente después de la huelga hubiese presentado querella
contra la empresa, pero a su vez, la empresa se obliga a
pagarle las prestaciones acordadas por el Código de Tra-
bajo"; que esos hechos justifican por sí sólos, en el aspec-
to que se examina, la decisión del Juez a-quo, por lo que
los demás motivos contenidos en el fallo impugnado resul-
tan superabundantes;

Considerando que por otra parte, las cortas prescrip-
ciones se interrumpen, entre otros casos, cuando el deudor
reconoce la deuda en un acto auténtico o bajo firma pri-
vada; que en la especie, el Laudo lo que hizo fue consa-
grar convenios acordados por las partes, según resulta del
examen del expediente; que como dicho Laudo constituye
un escrito emanado del deudor en que reconoce su obliga-
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ción de pagar las prestaciones al trabajador despedido, eseescrito reúne las condiciones exigidas para interrumpir la
prescripción laboral invocada; que, por tanto, los 

mediosque se examinan carecen de fundamentos y deben ser des.estimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Dulcera Dominicana de BolonottuHermanos, C. por A., contra sentencia dictada en fecha 

9de marzo de 1964, por la Cámara de Trabajo del Juzgadode Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositi-vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Condena a la recurrente al pago de las costas, dis-
trayéndolas en favor del Dr. Lupo Hernández Rueda, quien 

diha afirmado haberlas avanzado en su totalidad.
( Firmados): Julio A. Cuello.-- Manuel D. Bergés Chu-

pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez.— Erneáto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
lue certifico. (Fdo.: Erneesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís de fecha 12 de junio de 1964.

:viaria Correccional (Violación a la Ley 5771).

Recurrentes: Compañía de Seguros San Rafael C. por A: y la No-

va Hermanos y Cía. C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Julio
A. Cuello, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpi-
dio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo, D.N., a los 26 días del mes de fe-
brero del año 1965, años 121' de la Independencia y 102'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., domiciliada
en Santo Domingo, y la Nova Hermanos y Cía, C. por A.,
del domicilio de Hato Mayor, y del inculpado Julio Alcides
Duvergé, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado
en Hato Mayor, cédula No. 20058. Serie 2da., contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha
12 de junio del 1964, y cuyo dispdsitivo se copia más ade-
lante;
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ción de pagar las prestaciones al trabajador despedido, esoescrito reúne las condiciones exigidas para interrumpir la
prescripción laboral invocada; que, por tanto, los 

medio,que se examinan carecen de fundamentos y deben ser des.estimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
ca-sación interpuesto por Dulcera Dominicana de Bolonott,.;Hermanos, C. por A., contra sentencia dictada en fecha

de marzo de 1964, por la Cámara de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo di spositi-vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: 

Condena a la recurrente al pago de las costas, dis-trayéndolas en favor del Dr. Lupo Hernández Rueda, quien
ha afirmado haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-pani.— F . E . Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
fue certifico. (Fdo.: Erneesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco
rís de fecha 12 de junio de 1964.

)1atlaria Correccional (Violación a la Ley 5771).

Recurrentes: Compañía de Seguros San Rafael C. por A. y la No-
va Hermanos y Cía. C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Julio
A. Cuello, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpi-
dio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo, D.N., a los 26 días del mes de fe-
brero del año 1965, años 121' de la Independencia y 102'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de cafsación interpuestos por la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., domiciliada
en Santo Domingo, y la Nova Hermanos y Cía, C. por A.,
del domicilio de Hato Mayor, y del inculpado Julio Alcides
Duvergé, dominicano, mayor de edad, chófer, domiciliado
en Hato Mayor, cédula No. 20058, Serie 2da., contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha
12 de junio del 1964, y cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el cticcamen del 1Vlagistrado Procuraaor Generade la República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría dela Corte a-qua, en fecha 9 de julio de 1964, a 

requerimientode los recurrentes, y en la cual no se invoca ningún 
mediodeterminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado, y vistos lo►s artículos 1 y 6 de la Ley 5771 del 
1961;1382 y 1884 del Código Civil, 463 del Código Penal y 1, 37

y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y enlos do
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que por re-querimiento del Procurador Fiscal, el Juzgado de PrimeraInstancia del Distrito Judicial del Seibo, dictó una senten-

cia, en fecha 7 de febrero del 1964, cuyo dispositivo diceasí: "FALLA: PRIMERO . Que debe Declarar y Declaraculpable al nombrado Julio Alcides Duvergé, del 
delitode violación a la Ley 5771, (homicidio involuntario en per-juicio de Tomás Peguero); SEGUNDO: Que debe Condenar

y Condena al nombrado Julio Alcides Duvergé a pagar una
multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) compensables conprisión en caso de insolvencia a razón de un día por cada
peso dejado de pagar, por el delito de violación a la Ley .5771; TERCERO: 

Que debe Declarar Declara regulares encuanto a la forma las constituciones en parte civil formu-ladas perso
nalmente por el señor Tomás Peguero y por la

señora Monona Ruiz, en contra del inculpado y de la NovaHermanos y Cía. C. por A., en su condición de persona ci-vilmente responsable; CUARTO: En cuanto al fondo sec
ondena al señor Julio Alcides Duvergé y a la Nova Her-

manos y Cía., C. por A., solidariamente a pagar "na indem-nización a favor de Tomás Peguero de Ochocientos pesosOro (R D$800.001 v en cuanto a Monona Rniz de Tres MilPesos Oro (RD$3,000.00) por los daños moralds y perjuicios
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,r.

materiales sufridos personal; QUINTO: Que debe Conde-
nar y condena al señor Julio Alcides Duvergé al pago de
las costas penales; SEXTO: Que debe Condenar y Condena
al señor Julio Alcides Duvergé y la Nova Hermanos Cía,
C , por A., al pago de las costas civiles solidariamente con
distracción de éstas en provecho de los Doctores Manuel
Antonio Nolasco G., y Mario Carbuccia Ramírez, por afir-
mar haberlas avanzado, en su totalidad; SEPTIMO: Que
debe Declarar y declara que la presente sentencia sea
oponible en todas sus partes y consecuencias legales a la
Compañía San Rafael C. por A., como compañía asegura-
dora"; b) que sobre el recurso de apelación de la San Ra-
fael, C. por A., intervino .la sentencia ahora impugnada en
casación y cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite, como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Doctor J. O. Viñas
Bonnelly, abogado, a nombre y representación de la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia
dictada, en atribucione's correccionales y en fecha 7 de fe-
brero de 1964, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de El Seibo, que declaró culpable al in-
culpado Julio Alcides Duvergé, del delito de violación a la
Ley Núm. 5771. (homicidio involuntario en la persona de
Rubén Ruízl y de golpes involuntarios en perjuicio de To-
más Peguero: que condenó al inculpado Julio Alcides Du-
vergé, a pagar una multa de cien pesos oro (RD$100.00,
comnensables con prisión en caso de insolvencia a razón de
un día por cada peso dejado de pagar, por el delito de viola-
ción a la Ley Núm. 5771; que declaró regulares en cuanto
a la forma, las constituciones en parte civil formuladas
personalmente por señor Tomás Peguero y por la señora
Monona Ruíz, en contra del inculpado y de la Nova Her-
manos y Cía. C. por A., en su condición de persona civil-
mente responsable: que condenó en cuanto al fondo al in-
eulpado Julio Alcides Duvergé y a la Nova Hermanos y
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador 

Generalde la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
dela Corte a-qua, en fecha 9 de julio de 1964, a 

requerimientode los recurrentes, y en la cual no se invoca ningún 
mediodeterminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia , después de haber deli-berado, y vistos lo►s artículos 1 y 6 de la Ley 5771 del 
1961;1382 y 1884 del Código Civil, 463 del Código Penal y 1, 37

y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y enlos d
ocumentos a que ella se refiere, consta: a) que por re-querimiento del Procurador Fiscal, el Juzgado de PrimeraInstancia del Distrito Judicial del Seibo, dictó una senten-

cia, en fecha 7 de febrero del 1964, cuyo dSspositivo diceasí: `FALLA: PRIMERO: Que debe Declarar y Declaraculpable al nombrado Julio Alcides Duvergé, del delitode violación a la Ley 5771, (homicidio involuntario en per-juicio de Tomás Peguero); SEGUNDO: Que debe Condenary Condena al nombrado Julio Alcides Duvergé a pagar una
multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) compensables conprisión en caso de insolvencia a razón de un día por cada
peso dejado de pagar, por el delito de violación a la Ley5771; TERCERO: 

Que debe Declarar Declara regulares encuanto a la forma las constituciones en parte civil formu-ladas perso
nalmente por el señor Tomás Peguero y por la

señora Monona Ruiz, en contra del inculpado y de la NovaHermanos y Cía. C. por A., en su condición de persona ci-
vilmente responsable; CUARTO: En cuanto al fondo secI
)ndena al señor Julio Alcides Duvergé y a la Nova Her-

manos y Cía., C. por A., solidariamente a pagar p na indem-nización a favor de Tomás Peguero de Ochocientos pesosOro (RDS800.001 y en cuanto a Monona Ruiz de Tres Mil
Pesos Oro (RD$3,000.00) por los daños moralds y perjuicios
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materiales sufridos personal; QUINTO: Que debe Conde-
nar y condena al señor Julio Alcides Duvergé al pago de
las costas penales; SEXTO: Que debe Condenar y Condena
al señor Julio Alcides Duvergé y la Nova Hermanos Cía,
C , por A., al pago de las costas civiles solidariamente c+on
distracción de éstas en provecho de los Doctores Manuel
Antonio Nolasco G., y Mario Carbuccia Ramírez, por afir-
mar haberlas avanzado, en su totalidad; SEPTIMO: Que
debe Declarar y declara que la presente sentencia sea
oponible en todas 'sus partes y consecuencias legales a la

* Compañía San Rafael C. por A., como compañía asegura-
dora"; b) que sobre el recurso de apelación de la San Ra-
fael, C. por A., intervino la sentencia ahora impugnada en
casación y cuyo dis?ositiv0 dice así: "FALLA: PRIMERO:
Admite, como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Doctor J. O. Viñas
Bonnelly, abogado, a nombre y representación de la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales y en fecha 7 de fe-
brero de 1964, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de El Seibo, que declaró culpable al in-
culpado Julio Alcides Duvergé, del delito de violación a la
Ley Núm. 5771. (homicidio involuntario en la persona de
Rubén Ruízl y de golpes involuntarios en perjuicio de To-
más Peguero; que condenó al inculpado Julio Alcides Du-
vergé, a pagar una multa de cien pesos oro (RD$100.00),
comnensables con prisión en caso de insolvencia a razón de
un día por cada peso dejado de pagar, por el delito de viola-
ción a la Lev Núm. 5771; que declaró regulares en cuanto
a la forma, las constituciones en parte civil formuladas
personalmente por señor Tomás Peguero y por la señora
Monona Ruíz, en contra del inculpado y de la Nova Her-
manos y Cía. C. por A., en su condición de persona civil-
mente responsable; áue condenó en cuanto al fondo al in-
culpado Julio Alcides Duvergé y a la Nova Hermanos y
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Cía. C. por A., solidariamente a pagar una indemnización
en favor de Tomás Peguero de ochocientos pesos oro (RD$
&0.00) y en cuanto a Monona Ruiz de tres mil pesos oro
(RD$3,000.00), por los daños morales y perjuicios materia-
les sufridos personal; que condenó al inculpado Julio Al-
cides Duvergé, al pago de las costas penales; que condenó
al referido inculpado y a la Nova Hermanos, y Cía, C. por
A., al pago de las costas civiles solidariamente con distrac-
ción de éstas en provecho de los Doctores Manuel Antonio
Nolasco G. y Mario Carbucia Ramírez, por afirmar haber-
las avanzado en su totalidad, y declaró además, que la pre-
sente sentencia sea oponible en todas sus partes y conse-
cuencias legales a la Compañía San Rafael, C. por A., co-
mo compañía aseguradora. SEGUNDO: Rechaza, por im-
pocedentes las conclusiones del Doctor J. O. Viñas Bonne-
Ily, en cuanto solicita la declaratoria de la regularidad de
los recursos de apelación, referente al inculpado Julio Al-
cides Duvergé y a la Nova Hnos. y Cía, C. por t,., parte
civilmente responsable. TERCERO: Rechaza, en cuanto al
fondo, el recurso de apelación interpuesto por la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., por improcedente v en
consecuencia confirma la sentencia en el as pecto apelado,
para que surta su pleno y entero efecto. CUARTO: Con-
dena a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Doctor Manuel Antonio Nolasco G., y del
Doctor Mario Carbucia Ramírez, abogados constituídos por
los señores Tomás Peguero y Monona Ruíz, respectivamen-
te, quienes afirmaron haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por el
prevenido, que la Corte a-qua, mediante la ponderación de
los elementos de prueba que fueron regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, dió por establecido, que
en fecha 5 de agosto del 1962, mientras el prevenido, Julio
Alcides Duvergé conducía el carro placa No. 1271, propie-
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dad de la Nova Hermanos Cía, C. por A., por el kilómetro
i½ de la carretera del Seibo a Hato Mayor, ocasionó con di-
cho vehículo, fractura y traumatismos que le produjeron
la muerte a Rubén Ruiz, y golpes y traumatismos que cu-
raron después de 20 días a Tomás Peguero; que el accidente
se debió al hecho de que el prevenido trató de rebasar, en
forma imprudente, por el lado derecho, al ciclista Ramón
Nova Padilla, atropellando a los peatones Rubén Ruiz y
Tomás Peguero, antes mencionados, quienes transitaban
en la misma dirección; que, además la carretera, que es
de asfalto, estaba húmeda, por haber llovido, lo que debió
tener en cuenta el conductor, persona de experiencia en la
materia, para reducir la velocidad que llevaba en ese mo-
mento, lo que, de haber hecho, hubiera evitado el acci-

dente;
Considerando que los hechos así comprobados por la

Corte a-qua constituyen a cargo del prevenido, Julio Alci-
des Duvergé, el delito de golpes y heridas producidos por
imprudencia con el manejo de un vehículo de motor, que
ocasionaron la muerte a una persona, y heridas a otra que
curaron después de veinte días, delito previsto por el ar-
tículo lro., acápite e), párrafo 1 y 11 de la Ley N° 5771
del 31 de diciembre de 1961, hechos castigados por el men-
cionado texto legal en su más alta expresión con prisión de
dos a cinco años y multa de quinientos a dos mil pesos;
que, en consecuencia, al condenar al prevenido, después de
haberlo declarado culpable del referido delito, a cien pe-
sos de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que los jueces del fondo establecieron: que, como con-
secuencia de las infracciones cometidas por el prevenido,
las personas constituídas en parte civil, Monona Ruiz y To-
más Peguero, sufrieron daños y perjuicios morales y mate-
riales, cuyo monto apreciaron en la suma de RD$3,000.00,
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Cía. C. por A., solidariamente a pagar una indemnización
en favor de Tomás Peguero de ochocientos pesos oro (RD
8(i0.00) y en cuanto a Monona Ruíz de tres mil pesos oro
(RD$3,000.00), por los daños morales y perjuicios materia_
les sufridos personal; que condenó al inculpado Julio Al-
cides Duvergé, al pago de las costas penales; que condenó
al referido inculpado y a la Nova Hermanos, y Cía, C. porA., al pago de las costas civiles solidariamente con distrac-ción de éstas en provecho de los Doctores Manuel Antonio
Nolasco G. y Mario Carbucia Ramírez, por afirmar haber-
las avanzado en su totalidad, y declaró además, que la pre-
sente sentencia sea oponible en todas sus partes y conse
cuencias legales a la Compañía San Rafael, C. por A., co-
mo compañía aseguradora. SEGUNDO: Rechaza, por im-pocedentes las conclusiones del Doctor J. O. Viñas Bonne-
liy, en cuanto solicita la declaratoria de la regularidad de
los recursos de apelación, referente al inculpado Julio A1-cides Duvergé y a la Nova Hnos. y Cía, C. por A., partecivilmente responsable. TE RCERO: Rechaza, en cuánto alfondo, el recurso de apelación in terpuesto por la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., por improcedente y enconsecuencia confirma la sentencia en el asnecto apelado,
para que surta su pleno y entero efecto. CUARTO: Con-dena a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., al
pago de las costas civiles con d istracción de las mismas en
provecho del Doctor Manuel Antonio Nolasco G., y del
Doctor Mario Carbucia Ramírez, abogados constituidos porlos señores Tomás Peguero y Monona Ruíz, respectivamen-te, quienes afi rmaron haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto al recurso interpuesto por el
prevenido, que la Corte a-qua, mediante la ponderación delos elementos de prueba que fueron regularmente adminis-trados en la instrucción de la causa, dió por establecido, que
en fecha 5 de agosto del 1962, mientras el prevenido, Julio
Alcides Duvergé conducía el carro placa No. 1271, propie-
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dad de la Nova Hermanos Cía, C. por A., por el kilómetro
1½ de la carretera del Seibo a Hato Mayor, ocasionó con di-
cho vehículo, fractura y traumatismos que le produjeron
Ja muerte a Rubén Ruiz, y golpes y traumatismos que cu-
raron después de 20 días a Tomás Peguero; que el accidente
se debió al hecho de que el prevenido trató de rebasar, en
forma imprudente, por el lado derecho, al ciclista Ramón
Nova Padilla, atropellando a los peatones Rubén Ruiz y
Tomás Peguero, antes mencionados, quienes transitaban
en la misma dirección; que, además la carretera, que es
de asfalto, estaba húmeda, por haber llovido, lo que debió
tener en cuenta el conductor, persona de experiencia en la
materia, para reducir la velocidad que levaba en ese mo-
mento, lo que, de haber hecho, hubiera evitado el acci-
dente;

Considerando que los hechos así comprobados por la
Corte a-qua constituyen a cargo del prevenido, Julio Alci-
des Duvergé, el delito de golpes y heridas producidos por
imprudencia con el manéjo de un vehículo de motor, que
ocasionaron la muerte a una persona, y heridas a otra que
curaron después de veinte días, delito previsto por el ar-
tículo lro., acápite e), párrafo 1 y 11 de la Ley N° 5771
del 31 de diciembre de 1961, hechos cástigados por el men-
cionado texto legal en su más alta expresión con prisión de
dos a cinco años y multa de quinientos a dos mil pesos;
que, en consecuencia, al condenar al prevenido, después de
haberlo declarado culpable del referido delito, a cien pe-
sos de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación de la Ley;

•	 Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que los jueces del fondo establecieron: que, como con-
secuencia de las infracciones cometidas por el prevenido,
las personas constituídas en parte civil, Monona Ruiz y To-
más Peguero, sufrieron daños y perjuicios morales y mate-
riales, cuyo monto apreciaron en la suma de RD$3,000.00,
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para la primera y RD$800.00 para el segundo; que por tan_
to, al condenar a dicho prevenido al pago de esas sumas, a
título de indemnización, en provecho de las indicadas per-
sonas, en la sentencia impugnada se hizo en ese aspecto,
una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Ci-
vil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne
al prevenido, vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, en cuanto a los recursos de la parte ci-
vilmente responsable y de la compañía aseguradora pues-
ta en causa; que de acuerdo con el artículo 37 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado en la declaración correspondiente; que esa
misma disposición se aplica a la compañía aseguradora que
haya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la
Ley No. 4117, del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículo de Motor;

Considerando que en la especie, la Nova Hermanos &
Cía, C. por A., parte civilmente responsable, y la San Ra-
fael, C. por A., compañía aseguradora de ésta última, pues-
ta en causa, no invocaron, cuando declararon su recurso,
ningún medio determinado de casación, ni han presenta-
do, tampoco, con posterioridad a la declaración del recur-
so. el memorial con la exposición de los medios aue !es sir-
ven de fundamento, por lo cual sus recursos deben ser de-
clarado' nulos;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio Alcides Duvergé contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,
pronunciada en sus atribuciones correccionales, en fech a '

12 de junio del 1964, y cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Seguido: Declara nulos los re-

cursos oraAs	
por la San Rafael, C. por A., CompañíaCía, C. 

p, y p

Nacional de Seguros, contra la sentencia antes indicada;

Tercero : Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani. F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. A!bur
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T..-- Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por ]los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo.
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para la primera y RD$800.00 para el segundo; que por tan_
to, al condenar a dicho prevenido al pago de esas sumas, a
título de indemnización, en provecho de las indicadas per-
sonas, en la sentencia impugnada se hizo en ese aspecto,
una correcta aplicación del artículo 1382 del Código Ci-
vil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne
al prevenido, vicio alguno que justifique su casación;

Considerando, en cuanto a los recursos de la parte ci-
vilmente responsable y de la compañía aseguradora pues-
ta en causa; que de acuerdo con el artículo 37 de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado en la declaración correspondiente; que esa
misma disposición se aplica a la compañía aseguradora que
haya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la
Ley No. 4117, del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículo de Motor;

Considerando que en la especie, la Nova Hermanos &
Cía. C. por A., parte civilmente responsable, y la San Ra-
fael, C. por A., compañía aseguradora de ésta última, pues-
ta en causa, no invocaron, cuando declararon su recurso,
ningún medio determinado de casación, ni han presenta-
do, tampoco, con posterioridad a la declaración del recur-
so, el memorial con la exposición de los medios aue !es sir-
ven de fundamento, por lo cual sus recursos deben ser de-
clarado' nulos;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio Alcides Duvergé contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Pedro de Macoris,
pronunciada en sus atribuciones correccionales, en fecha

12 de junio del 1964, y cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segunda: Declara nulos los re-
cursos de casación interpuestos por la Nova Hermanos &
Cía, C. por A., y por la San Rafael, C. por A., Compañía
Nacional de Seguros, contra la sentencia antes indicada;

Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani — F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.-- Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

^- La presente sentencia ha sido dada y firmada por lbs
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma.
corís, de fecha 9 de junio de 1964.

• —

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario).

Recurrente: Alejandro Araujo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A.
Cuello, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpi-
dio Abreu, Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad  de Santo Domingo, D. N., a los 26 días del mes de fe-
brero del año 1965, años 121 9 de la Independencia 102° de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el acusa-
do Alejandro Araujo, dominicano, mayor de edad, soltero,
jornalero, domiciliado y residente en la casa No. 90 de la
calle Ulises Espaillat, de la ciudad de San Pedro de Maco-
rís, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en sus atribuciones criminales, en
fecha 9 de junio de 1964, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

F Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua en fecha 11 de junio de 1964, a requeri-
miento del recurrente, y en la cual no se invoca ningún
medio determinaao de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 18, 295, 3u4 parrafo II, del
Código Penal, 277 del Código de Procedimiento Criminal
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentas a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que en fecha 28 de mayo de 1963, el Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apoderó al Juez
de Instrucción del indicado Distrito Judicial, para que ins-
truyera la sumaria correspondiente, a cargo de Alejandro
Araujo, inculpándolo del crimen de homicidio voluntario
en la persona de José María Benzo, hecho ocurrido en la
ciudad de San Pedro de Macorís, el día 20 de mayo de 1963;
b) que en fecha 12 de septiembre de 1963, el Juez de Ins-
trucción apoderado del caso, dictó sobre el hecho la si-

- guiente Providencia Calificativa: "Mandamqs y Ordena-
mos: Primero: Que el nombrado Alejandro Araujo, sea en-.

viado al Tribunal Criminal, para que responda de los he-
chos puestos a su cargo y allí se le juzgue de acuerdo con

la Ley; Segundo: Que el infrascrito Secretario, proceda a
la notificación de la presente Providencia Calificativa, con.;
forme a las disposiciones legales de la materia; y Tercero:
Que la's actuaciones de la instrucción y un estado de los
documentos y objetos que han de obrar como fundamento
de convicción, sean transmitidos al Magistrado Procurador
Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines de lugar, una
vez expirado el plazo legal de la apelación de acuerdo con
la Ley"; c) que así apoderado del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma- .
coríls, dictó en fecha 5 de noviembre de 1963, en sus atri-
buciones criminales, la sentencia cuyo dispositivo es el
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma.
corís, de fecha 9 de junio de 1964.

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario).

Recurrente: Alejandro Araujo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A.
Cuello, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpi-
dio Abreu, Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, D. N., a los 26 días del mes de fe-
brero del año 1965, años 121° de la Independencia 102 9 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el acusa-
do Alejandro Araujo, dominicano, mayor de edad, ',soltero,
jornalero, domiciliado y residente en la casa No. 90 de la
calle Ulises Espaillat, de la ciudad de San Pedro de Maco-
rís, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en sus atribuciones criminales, en
fecha 9 de junio de 1964, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua en fecha 11 de junio de 1964, a requeri-
miento del recurrente, y en la cual no se invoca ningún
medio determinaao de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

' liberado y vistos los artículos 18, 295, 8U4 parrafo II, del
Código Penal, 277 del Código de Procedimiento Criminal
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentas a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 28 de mayo de 1963, el Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apoderó al Juez
de Instrucción del indicado Distrito Judicial, para que ins-
truyera la sumaria correspondiente, a cargo de Alejandro
Araujo, inculpándolo del crimen de homicidio voluntario
en la persona de José María Benzo, hecho ocurrido en la
ciudad de San Pedro de Macorís, el día 20 de mayo de 1963;
b) que en fecha 12 de septiembre de 1963, el Juez de Ins-
trucción apoderado del caso, dictó sobre el hecho la si-
guiente Providencia Calificativa: "Mandamos y Ordena-
mos: Primero: Que el nombrado Alejandro Araujo, sea en-
viado al Tribunal Criminal, para que responda de los he-
chos puestos a su cargo y allí se le juzgue de acuerdo con
la Ley; Segunda: Que el infrascrito Secretario, proceda a
la notificación de la presente Providencia Calificativa, con-
forme a las disposiciones legales de la materia; y Tercero:
Que laS actuaciones de la instrucción y un estado de los
documentos y objetos que han de obrar como fundamento
de convicción, sean transmitidos al Magistrado Procurador
Fiscal de este Distrito Judicial, para los fines de lugar, una
vez expirado el plazo legal de la apelación de acuerdo con
la Ley"; c) que así apoderado del caso, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-
corí's, dictó en fecha 5 de noviembre de 1963, en sus atri-
buciones criminales, la sentencia cuyo dispositivo es el
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siguiente: "Falla: Primero: Que debe condenar y condena,
al nombrado Alejandro Araujo, a sufrir la pena de cinco
(5) anos de trabajos Pubiicos, inculpado del Crimen de Ho-
micidio Voluntario, cometido en perjuicio de José María
Benzo; Segundo: Que debe condenar y condena al inculpa-
do al pago de las costas."; d) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por el acusado, la Corte a-qua dictó el
fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma,' el recurso de apelación interpuesto por
el Doctor Ramón Díaz Ordoñez, abogado, a nombre y re-
presentación del acusado Alejandro Araujo, contra senten-
cia dictada, en atribuciones criminalds y en fecha 5 de no-
viembre del año 1963, por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que con-
denó al referido acusado a sufrir la pena de cinco (5) años
de trabajos públicos, por el crimen de homicidio volunta-
rio en la persona de José María Benzo y al pago de las cos-
tas; Segundo: Rechaza, en cuanto al fondo, por improce-
dente, el recurso de apelación y por propia autoridad de-
clara al nombrado Alejandro Araújo, culpable del crimen
de homicidio voluntario en la peiAsona de José María Ben-
zo, y en consecuencia, confirma la pena de cinco (5) años
de trabajos públicos impuéstale por la sentencia recurrida,
para que surta su pleno y entero efecto; Tercero: Condena
al apelante Alejandro Araujo al pago de las costas".

Considerando que la corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportadds en la instrucción de la cau-
sa, que el acusado, el 20 de mayo de 1963, en .un tramo de
la calle José Rojas de la ciudad de San Pedro de Macorís,
con un cuchillo le infirió voluntariamente a la víctima Jo-
sé María Benzo una herida que le perforó el intestino del-
gado por nueve partes, causandole la muerte cinco días
después;

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tRios por la Corte a-qua constituyen el crimen de homici-
dio voluntario, previsto por el artículo 295 del Código Pe-
nal, y sancionado por el artículo 304, párrafo II del mismo
Código con la pena de trabajos públicos, que es de tres a
veinte años; que por consiguiente, los hechos de la acusa-
ción así comprobados han sido correctamente calificados;
que, por otra parte, al declarar al acusado culpable del
referido crimen y al condenarlo consecuentemente a cinco
años de trabajos públicos, así como al pago de las costas,
la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia no contiene en cuanto concierne al interés
del recurrente, ningún vicio que justifique nsu casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el acusado Alejandro Araujo, con-
tra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís en fecha 9 de junio de 1964, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas._

(Fdos.) Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionez A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresadas, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.—
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 23
de octubre de 1963.

Materia: Tierras (Solicitud de transferencia de terrenos registra.
dos).

Recurrente: Remigio Espinosa.
Abogado: Dr. E. Enclides García Aquino.

Recurridos :Suc. Matos.
Abogado: Dr. J. M. Coceo Abreu.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R. Al-
burquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asVs-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 26 días del mes de febrero del 1965, años 121'
de la Independencia y 102' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rrinigio
Espinosa, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor,
cédula N° 2739, serie 18, domiciliado en Barahona, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras,
en fecha 23 de octubre del 1963, en relación con as Par-
celas Nos. 257 y 259 del Distrito Catastral No. 14, tercera

parte, Municipio de Barahona, y cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. E. Euclides García Aquino, cédula 3893,

serie 11, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-

clusiones;
Oído el Dr. J. M. Coceo Abreu, cédula 25490, serie 47,

abogado de los recurridos, Petión Matos, cédula 1348, serie
18, Napoleón Matos, cédula 1165, serie 18, Guzmán Matos,
cédula 4268, serie 18, María D. Matos, cédula 7554, serie 18,
y María R. Vda. Cuello, cédula 3989, serie 18, dominicanos,
mayores de edad, propietarios, domiciliados en la ciudad
de Barahona; Leonel, Guzmarra, Apolonia, Noruega, Zo-
raida Matos Ramírez, cédulas 3989 serie 18, 20597, serie
18, 20669, serie 18; 11403, serie 18, respectivamente, pro-
pietarios, domiciliados en la ciudad de Barahona; José
Ignacio Mota Matos, cédula 14334, serie 18, empleado pú-
blico, domiciliado en Barahona; Carlos Manuel Mota Ma-
tos, cédula 18394, serie 18, empleado particular, domicilia-
do en esta ciudad; Yolanda Mota de Andrés, de quehace-
res domésticos, domiciliada en Venezuela; Luis Antonio,
Manuel Emilio, Julio César, Andrés Bolívar, y Argelia Ma-
ría Matos Ramírez, propietarios, domiciliado's en Baraho-
na; Américo, Manuel, Altagracia, Mireya Matos Szldafía.
propietarios, domiciliados en Las Matas de Farfán; Irayda
y Manuel Figueroa Matos, propietarios, dominicanos, do-
miciliados en la sección de Pescadería, del Municipio de:
Barahona, en la lectura de sus conclusione's;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de
diciembre del 1963, suscrito por el abogado del recurren-

te;
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1
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Visto el memorial de defensa de fecha 19 de mayo del
1964, notificado al abdgado del recurrente en esa misma
fecha;

Visto el memorial de ampliación suscrito por el abo-
gado del recurrente en fecha 3 de agosto del 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1322, 1324 del Código Civil,
84 de la Ley de Registro de Tierras y 1, 20 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de; Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que las Parcelas 257 y 259 del Distrito Catastral No. 14,
tercera parte, Municipio de Barahona, fueron registrados en
favor de José Dolores, Celestina, María de Regla, José A.
Matos, Aurelia Matos, Petión Matos, Manuel Matos, Na-
poleón Matos, Esquiciano Matos, Guzmán Matos y María
Dolores Matos, conforme a los certificados de títulos Nos.
75 y 76, expedidos en fecha 25 de marzo del 1946; b) que
en fecha 20 de abril del 1960, Remigio Espinosa solicitó del
Tribunal Superior de Tierras, la transferencia de esas dos
parcelas; c) que el juez de jurisdicción original designado
para conocer del pedimento de transferencia dictó en fecha
20 de julio del 1960 una decisión por lo cual acogió dicho
pedimento y ordenó la cancelación de los mencionados cer-
tificados de títulos y la expedición de los nuevos; d) que
sobre el recurso de apelación de Napoleón Matos y com-
partes el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 26 de
enero del 1961, una decisión por la cual confirmó la sen-
tencia de jurisdicción original antes indicada, en cuanto se
refiere a la parcela N9 257 y la revocó en cuanto a la par-
cela N9 259 respecto de la cual ordenó un nuevo juicio; e)
que sobre el recurso de casación de Noruega Matos y com

-partes, la Suprema Corte de Justicia dictó una sentencia
por la cual casó la sentencia del Tribunal Superior de Tie-.,
rras mencionada, en cuanto a la Parcela No. 257, y enVlo
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el asunto por ante este último Tribunal; f) que el juez apo-
derado del nuevo juicio ordenado sobre la Parcela No. 259
falló el caso por decisión de fecha 30 de octubre del 1961,

y por ella se rechazó el pedimento de transferencia pre-
sentado por Napoleón Matos y compartes, y en cambio or-
denó dicha transferencia en favor de Remigio Espinosa; g)
que sobre el recurso de apelación de los Sucesores Matos,
intervino la' sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
dice así: FALLA: PRIMERO: Se Declaran buenos y válidos
los recursos de apelación interpuestos en fecha 25 de julio
de 1960 y 9 de noviembre de 1961, por el Dr. José Manuel
Coceo Abreu, a nombre y representación de los señores Na-
poleón Matos y compartes, contra las Decisiones Nos. 1 de
fecha 20 de julio de 1960, y 30 de octubre de 1961, dictadas
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en re-
lación con las Parcelas Nos. 257 y 259, del Distrito Catas-
tral No. 14/3 del Municipio de Barahona, respectivamen-
te; SEGUNDO: Se Rechaza, por improcedente e infundado
el pedimento de transferencia solicitado por el Sr. Remi-
gio Espinosa, por Instancia de fecha 20 de Abril de 1960,
suscrita por el Dr. Porfirio Dantes Castillo, relativa a las
Parcelas Nos. 257 y 259 del D. C. No. 14/3 del Municipio
de Barahona; TERCERO: Se revocan las Decisiones Nos.
1 de fecha 20 de julio de 1969, y 30 de octubre de 1961,
dictadas por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal en relación con las Parcelas Nos. 257 y 259 del D. C.
No. 14/3 del Municipio de Barahona, respectivamente;
CUARTO: Se Declara que los únicos herederos y por tanto
las únicas personas llamadas a recibir los bienes relictos
por la finada Juana Mates, viuda de Manuel Matos, son
sus hijos legítimos Petión Matos, Napoleón Matos, Guz-
mán Matos, María D. Matos y María de R. Matos de Cue-
llo; sus nietos Leonel, Gusmare, Apolina, Noruega, Zorai-
da , todos de apellidos Matos Ramírez; Jo'sé Ignacio, Yolan-
da y Carlos Manuel Mota Matos; Luis Antonio, Manuel
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Emilio, Julio César, Andrés Bolívar y Argelia María Ma-
tos Ramírez; Américo, Manuel, Altagracia y Mireya Ma-
tos Saldaña; y sus bisnietos Iraida y Manuel Figuereo Ma-
tos; QUiNTO: Se Declara que los únicOs herederos y por
tanto las únicas personas con derechos para recoger los
bienes relictos por el finado José Dolores Matos son sus hi-
jos legítimos Leonel, Gusmare, Apolinia, Noruega, Zorai-
da, todos de apellidos Matos Ramírez; y sus nietos Iraida y
Manuel Figuereo Matos; SEXTO: Se Ordena la transferen-
cia de la Parcela No. 257 del D. C. No. 14/3 del Municipio
de Barahona en favor de los herederos del señor José Do-
lores Matos, determinados en el ordinal precedente; SEP-
TIMO: Se Ordena la transferencia de los derechos regis-
trados en favor de la señora Juana Matos, Vda. de Manuel
Matos, dentro de la Parcela No. 259 del D. C. No. 14/3 del
Municipio de Barahona en favor de sus herederos determi-
nados en el ordinal 4 'del presente dispositivo; OCTAVO:
Se Ordena al Registrador de Títulos del Departamento de
San Cristóbal la cancelación de los Certificado de Títu-
los Nos. 75 y 76 expedidos en relación con las Parcelas
Nos. 257 y 259 del D. C. No. 14/3 del Municipio de Bara-
hona, respectivamente, para que en su lugar expida los
nuevos Certificados de Títulos que amparan el derecho de
propiedad de los mismos en la siguiente forma y propor-
ción: PARCELA NUMERO 257.— La totalidad de esta
Parcela y sus mejoras en favor de los señores Leonel, Guz-
mare, Apolinia, Napoleón y Zoraida Matos Ramírez e Ira-
dia y Manuel Figuereo Matos en la proporción de 1/69 par-
te para cada uno de los 5 primeros y 1/6 parte para los 2
últimos; PARCELA NUMERO 259.— La totalidad de ésta
Parcela y sus mejoras. en favor de los señores Petión, Na-
poleón, Guzmán, María D. Matos y María de R. Matos de
Cuello; los herederos de José Dolores Matos, señores Leó-
nel, Gdsmare, Apolinia. Noruega y Zoraida Matos Ramí-
rez e Iraida y Manuel Figuereo Matos; los herederos de

Celestina Matos, señores José Ignacio ,Yolanda y Carlos
,Manuel Mota Matos, los herederos de Manuel Matos, seño-
res Luís Antonio, Manuel Emilio, Julio César, Andrés Bo-
lívar y Argelia María Matos Ramírez; los herederos de Es-
quiciano Matos, señores Araérico, Manuel, Altagracia y Mi-
reya Matos Saldaña; para que se dividan de acuerdo con
sus derechos respectivos; COMUNIQUESr —arItn;strador
de Títulos del Departamento de San Cristóbal;

Considerando que el recurrente invoca en apoye de su
recurso los siguientes medios: Primer Medio: Violación de

los artículos 1322, 1324 y 1315 del Código Civil.— Viola-
ción de los artículos 11, 71, 72-b y 76 de la Ley de Regis-
tro de Tierras.— Violación de los artículos 141, 200 y 211
del Código de Procedimiento Civil.— Violación del Dere-
cho de defensa.— Falta de base legal; Segundo Medio:
Motivos falsos, contradictorios, erróneos e insuficientes.—
Falta de base legal.— Violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil.— Desnaturalización de los he-
chos, documentos y circunstancias de la causa.— Violación
de los artículos 1315, 1353 y1583 del Código Civil, y 189
de la Ley de Registro de Tierras;

1110 Considerando que el recurrente alega en síntesis, en el
desarrollo de los dos medios de casación, reunidos, que en
sus escritos sometidos a la consideración del Tribunal Su-

' perior de Tierras en la litis surgida en relación con las
Parcelas Nos. 257 y 259 solicitó de dicho Tribunal que pro-
cediera a la verificación de las firmas de José A. Matos que
figuran en los actos de venta otorgados en su favor, en vis-
ta de haber sido negadas por sus herederos, y aún señaló
el hecho de que dichos actos traslativos de propiedad "fue-
ron firmados por los vendedores del señor Luís Elías La-
danis y del señor Remigio Espinosa", y "uno de esos ven-
dedores no solamente firmó el documento, sino que tam-
bién escribió de su puño y letra el acto mismo"; que
"comparando esa firma con la de uno de los formulario's de



BOLETÍN JUDICIAL	 227226	 BOLETÍN JUDICIAL

Emilio, Julio César, Andrés Bolívar y Argelia María Ma-
tos Ramírez; Américo, Manuel, Altagracia y Mireya Ma-
tos Saldaña; y sus bisnietos Iraida y Manuel Figuereo Ma-
tos; QUINTO: Se Declara que los úniccos herederos y por
tanto las únicas personas con derechos para recoger los
bienes relictos por el finado José Dolores Matos son sus hi-
jos legítimos Leonel, Gusmare, Apolinia, Noruega, Zorai-
da, todos de apellidos Matos Ramírez; y sus nietos Iraida y
Manuel Figuereo Matos; SEXTO: Se Ordena la transferen-
cia de la Parcela No. 257 del D. C. No. 14/3 del Municipio
de Barahona en favor de los herederos del señor José Do-
lores Matos, determinados en el ordinal precedente; SEP-
TIMO: Se Ordena la transferencia de lo es derechos regis-
trados en favor de la señora Juana Matos, Vda. de Manuel
Matos, dentro de la Parcela No. 259 del D. C. No. 14/3 del
Municipio de Barahona en favor de sus herederos determi-
nados en el ordinal 4 del presente dispositivo; OCTAVO:
Se Ordena al Registrador de Títulos del Departamento de
San Cristóbal la canceloción de los Certificados de Títu-
los Nos. 75 y 76 expedidos en relación con las Parcelas
Nos. 257 y 259 del D. C. No. 14/3 del Municipio de Bara-
hona, respectivamente, para que en su lugar expida los
nuevos Certificados de Títulos que amparan el derecho de
propiedad de los mismos en la siguiente forma y propor-
ción: PARCELA NUMERO 257.— La totalidad de esta
Parcela y sus mejoras en favor de los señores Leonel, Guz-
mare, Apolinia, Napoleón y Zoraida Matos Ramírez e Ira-
dia y Manuel Figuereo Matos en la proporción de 1/69 par-
te para cada uno de los 5 primeros y 1/6 parte para los 2
últimos; PARCELA NUMERO 259.— La totalidad de esta
Parcela y sus mejoras, en favor de los señores Petión, Na-
poleón, Guzmán, María D. Matos y María de R. Matos de
Cuello; los herederos de José Dolores Matos, señores Leó-
nel, Gu'smare, Apolinia. Noruega y Zoraida Matos Ramí-
rez e Iraida y Manuel Figuereo Matos; los herederos de

Celest ina Matos, señores José Ignacio ,Yolanda y Carlos
Manuel Mota Matos, los herederos de Manuel Matos, seño-
res Luís Antonio, Manuel Emilio, Julio César, Andrés Bo-
lívar y Argelia María Matos Ramírez; los herederos de Es-
quiciano Matos, señores Antérico, Manuel, Altagracia y Mi-
reya Matos Saldaña; para que se dividan de acuerdo con
sus derechos respectivos; COMUNIQUESK:—anrég:strador
de Títulos del Departamento de San Cristóbal;

Considerando que el recurrente invoca en apoye de su
recurso los siguientes medios: Primer Medio: Violación de
los artículos 1322, 1324 y 1315 del Código Civil.— Viola-
ción de los artículos 11, 71, 72-b y 76 de la Ley de Regis-
tro de Tierras.— Violación de los artículos 141, 200 y 211
del Código de Procedimiento Civil.— Violación del Dere-
cho de defensa.— Falta de base legal; Segundo Medio:

otivos falsos, contradictorios, erróneos e insuficientes.—
alta de base legal.— Violación del artículo 141 del Códi-
o de Procedimiento Civil.— Desnaturalización de los he-

chos, documentos y circunstancias de la causa.— Violación
de los artículos 1315, 1353 y1583 del Código Civil, y 189
de la Ley de Registro de Tierras;

Considerando que el recurrente alega en síntesis, en el
desarrollo de los dos medios de casación, reunidos, que en
sus escritos sometidos a la consideración del Tribunal Su-
perior de Tierras en la litis surgida en relación con las
Parcelas Nos. 257 y 259 solicitó de dicho Tribunal que pro-
cediera a la verificación de las firmas de José A. Matos que
figuran en los actos de venta otorgados en su favor, en vis-
ta de haber sido negadas por sus herederos, y aún señaló
el hecho de que dichos actos traslativos de propiedad "fue-
ron firmados por los vendedores del señor Luís Elías La-
danis y del señor Remigio Espinosa", y "uno de esos ven-
dedores no solamente firmó el documento, sino que tam-
bién escribió de su puño y letra el acto mismo"; que
"comparando esa firma con la de uno de los formularios de



reclamación que obran en el expediente, se pone de mani-
fiesto que es la misma firma"; que los originales de los ac-
tos trasiativos del derecho de propiedad, sobre los cuales
Remigio Espinosa fundamenta su reclamación, habían sido
depositados en el Tribunal desde el comienzo de la litis;
que, además, en escrito del l Q de diciembre del 1962, se so-
licitó de dicho Tribunal que "Independientemente de cua-
lesquiera otras medidas de instrucción que ese Tribunal
tenga a bien ordenar, procede la celebración de un infor-
mativo, la comparecencia personal de las partés, la verifi-
cación de escrituras, además de la prueba por testigos de
la sinceridad de los actos argüidos"; que, sin embargo el
Tribunal a-quo no se pronunció en la sentencia impugna-
da sobre las medidas solicitadas; violando así su derecho de
defensa;

Considerando, que el examen del expediente muestra
que, en efecto el recurrente solicitó las medidas de instruc-
ción señaladas precedentemente; que en el acta de 19 au-
diencia celebrada por el Tribunal a-quo en fecha 21 de ju-
nio de 1963, consta que el actual recurrente pidió el reeAvio
de la audiencia para que se procediera a la celebración de
esas medidas de instrucción, y, además ofreció al Tribunal
dar los nombres de las personas que debían ser oídas para
que fueran citadas a comparecer directamente por dicho
Tribunal;

Considerando que el Tribunal a-quo denegó el pedi-
mento de reenvío del recurrente mediante la siguiente mo-
tivación; que después de varios reenvíosel Tribunal otorgó
por último un plazo de 15 días a partir de la fecha de la
última audiencia para que depositara los documentos que
quiera hacer valer con el fin de que se efectuara la verifi-
cación de las firmas denegadas; 'que a pesar de todas esas
oportunidades que se han brindado al intimado Remigio
Espinosa, para la presentación de la documentación pro-.
metida, la misma no ha sido depositada, por lo que este Tri-

'banal se encuentra en la imposibilidad de realizar la me7
dida señalada y de comprobar si el acto cuya firma ha sido
denegada emana ciertamente de su otorgante, el Sr. José

-Dolores Matos; que la falta de presentación de esas prue-
bas, es señal reveladora e inequívoca de su inexistencia y

, hace presumible la insinceridad y falta de regularidad de
1 la documentación que sirve de base al presente pedimento';

Considerando que los jueces están en el deber de res-

.,	 ponder a todos los pedimentos de las partes para admitirlos
o rechazarlos; que esta regla se aplica tanto a las conclusio-
nes principales y a las subsidiarias como a las conclusiones
que contengan una defensa, una excepción o un medio de
inadmisión;

01 Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada muestra que en ella no se han dado motivos para con-
testar el pedimento del recurrente tendiente a que dicho
Tribunal verificara las firmas de sus vendedores mediante
los documentos que ya se encontraban depositados en el
expediente por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada 'sin que sea necesario ponderar los demás alegatos
del recurrente;

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la
ley sobre Procedimiento de casación, cuando la sentencia
es casada por falta de motivos las costas deben ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 23 de octubre
del 1963, en relación con las Parcelas Nos. 257 y 259 del
Distrito Catastral No. 14, tercera parte, Municipio de Ba-
rahona, y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; y envía el asunto por ante el mismo Tribu-
nal; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Raye-

l-. de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Leon-

th.
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reclamación que obran en el expediente, se pone de mani-
fiesto que es la misma firma"; que los originales de los ac-
tos trasiativos del derecho de propiedad, sobre los cuales
Remigio Espinosa fundamenta su reclamación, habían sido
depositados en el Tribunal desde el comienzo de la litis;
que, además, en escrito del 1° de diciembre del 1962, se so-
licitó de dicho Tribunal que "Independientemente de cua-
lesquiera otras medidas de instrucción que ese Tribunal
tenga a bien ordenar, procede la celebración de un infor-
mativo, la comparecencia personal de las partes, la verifi-
cación de escrituras, además de la prueba por testigos de
la sinceridad de los actos argüidos"; que, sin embargo el
Tribunal a-quo no se pronunció en la sentencia impugna..
da sobre las medidas solicitadas; violando así su derecho de
defensa;

Considerando, que el examen del expediente muestra
que, en efecto el recurrente solicitó las medidas de instruc-
ción señaladas precedentemente; que en el acta de 1a au-
diencia celebrada por el Tribunal a-quo en fecha 21 de ju-
nio de 1963, consta que el actual recurrente pidió el reeavio
de la audiencia para que se procediera a la celebración de
esas medidas de instrucción, y, además ofreció al Tribunal
dar los nombres de las personas que debían ser oídas para
que fueran citadas a comparecer directamente por dicho
Tribunal;

Considerando que el Tribunal a-quo denegó el pedi-
mento de reenvío del recurrente mediante la siguiente mo-
tivación; que después de varios reenvío's el Tribunal otorgó
por último un plazo de 15 días a partir de la fecha de la
última audiencia para que depositara los documentos que
quiera hacer valer con el fin de que se efectuara la verifi-
cación de las firmas denegadas; 'que a pesar de todas esas
oportunidades que se han brindado al intimado Remigio
Espinosa, para la presentación de la documentación pro-

metida, la misma no ha sido depositada, por lo que este Tri-

bunal se encuentra en la imposibilidad de realizar la me7
dida señalada y de comprobar si el acto cuya firma ha sido
denegada emana ciertamente de su otorgante, el Sr. José
Dolores Matos; que la falta de presentación de esas prue-
bas, es señal reveladora e inequívoca de su inexistencia y
hace presumible la insinceridad y falta de regularidad de
la documentación que sirve de base al presente pedimento';

Considerando que los jueces están en el deber de res-
ponder a todos los pedimentos de las partes para admitirlos
o rechazarlos; que esta regla se aplica tanto a las conclusio-
nes principales y a las subsidiarias como a las conclusiones
que contengan una defensa, una excepción o un medio de
inadmisión;

Considerandoci ue el examen de la sentencia imI) ug -IIInada muestra que en ella no se han dado motivos para con-
testar el pedimento del recurrente tendiente a que dicho
Tribunal verificara las firmas de sus vendedores mediante

rr, . / los documentos que ya se encontraban depositados en el
expediente por lo que la sentencia impugnada debe ser
casada 'sin que sea necesario ponderar los demás alegatos
del. recurrente;

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la
ley sobre Procedimiento de casación, cuando la sentencia
es casada por falta de motivos las costas deben ser com-
pensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 23 de octubre
del 1963, en relación con las Parcelas Nos. 257 y 259 del
Distrito Catastral No. 14, tercera parte, Municipio de Ba-
rahona, y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; y envía el asunto por ante el mismo Tribu-
nal; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra ye-
l= de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Leon-
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te R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.-- Rogelio Sán..
chez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresaaos , ytué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gen zral,/ue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
'cia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cuc-
o, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-

%	 luto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu, Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 26 días del mes
de febrero del año 1965, años 121 9 de la Independencia y
102 Q de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cirilo
Donato, mayor de edad, dominicano, casado, mecánico, do-
miciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Maco-
rís, en- la casa N9 25 de la calle "Ulises Espaillat", cédula
N9 27650, serie 23, contra la sentencia dictada por la Cor-

de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha cinco
del mes de agosto del año 1963, en sus atribuciones co-

eccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 del mes de agos-

SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

sentenvia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de . Maco-

rís, de fecha 5 de agosto de 1963.

Materia: Correccional (Abuso de Confianza).

Recurrente : Cirilo Donato.
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te R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sáb..
chez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día. mes y año en él expresados , y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
/ue certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 26 DE FEBRERO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 5 de agosto de 1963.

materia: Correccional (Abuso de Confianza 1.

Recurrente: Cirilo Donato.

Dios, Patria y Libertad.
t'	 República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sus-
tituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu, Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral. en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 26 días del mes

• de febrero del año 1965, años 121° de la Independencia y
102 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cirilo
Donato, mayor de edad, dominicano, casado, mecánico, do-
miciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Maco-
rís, en- la casa N9 25 de la calle "Ulises Espaillat", cédula
N9 27650, serie 23, contra la sentencia dictada por la Cor-

de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha cinco
) del mes de agosto del año 1963, en sus atribuciones co-
eccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 del mes de agos-
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to del ario 1963, a requerimiento del recurrente, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación; 	 .210-La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188, 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 406 y 463 apartado 6to., del Código
Penal; y 19, apartados a) y b) y 12 de la Ley N O 1608, del'
27 de diciembre de 1947, 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-miento de Casación;

Considerand& que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 27 de julio de 1962, Bartolo J. Kury, presen-
tó querella contra Cirilo Donato, por el hecho de haber
dispuesto de una cama semicolonial, que había adquirido
en Venta Condicional, antes de pagar la totalidad de su
precio; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera
Instancia de San Pedro de Macorís, el 29 de agosto de 1962
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero:
Que debe Pronunciar y Pronuncia defecto contra el nom-
brado Cirilo Donato, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante haber sido citado legalmente; Segundo:
Que debe Condenar y Condena al nombrado Cirilo Dona-
to, a sufrir la pena de cuatro meses de prisión correccio-
nal, por el delito de abuso de confianza en perjuicio de
Bartolo Kury; Tercero: Que debe Condenar y Condena a
dicho inculpado al pago de las costas"; c) que sobre oposi-
ción del prevenido, dicho Juzgado dictó en fecha 22 de oc-
tubre de 1962, sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa-lla: Primero: Que debe Declarar como en efecto Declaranulo y sin ningún efecto el recurso de oposición interpues-
to por el prevenido Cirilo Donato, contra sentencia No 671
de fecha 29 de agosto de 1962, dictada por este Tribunal
que lo condenó en defecto a sufrir (4) meses de prisión co-
rreccional. y al pago de las costas; Segundo: Que debe Con-
denar como en efecto Condena al prevenido al pago de las
costas"; d) que sobre apelación interpuesta por el preve-
nido Cirilo Donato, la Corte de Apelación de San Pedro

---
4111W

de Macorís dictó en fecha 26 de abril de 1963 una senten-
cia en defecto que tiene el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpuesto por el inculpado Cirilo
Donato, contra sentencia dictada, en atribuciones correc-
cionales y en fecha 22 de octubre de 1962, por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro
de Macorís, que declaró nulo y sin ningún efecto el re-
curso de oposición interpuesto por el prevenido Cirilo Do-
nato contra sentencia de fecha 29 de agosto de 1962, dic-
tada por ese Tribunal que lo condenó en defecto a sufrir
la pena de cuatro (4) meses de prisión correccional, por
el delito de abuso de confianza en perjuicio de Bartolo
Kury, condenándolo además, al pago de las costas; Segun-

do: Pronuncia el defecto contra el referido inculpado Ci-
rilo Donato, por no haber comparecido a la audiencia, no
obstante haber sido legalmente citado; Tercero: Confirma
la sentencia recurrida; Cuarto: Condena a dicho inculpado
al pago de las costas"; e) que sobre recurso de oposición
interpuesto por el prevenido, intervino la sentencia im-
pugnada que tiene este dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara nulo, sin ningún valor ni efecto, por falta de com-
parecencia del prevenido, el recurso de oposición inter-
puesto por el inculpado Cirilo Donato, contra sentencia
dictada en fecha 26 de abril de 1963, por esta Corte de
Apelación, cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso

• de apelación interpuesto por el inculpado Cirilo Donato,
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y
en fecha 22 de octubre de 1962, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís,
que declaró nulo y sin ningún efecto el recurso de oposi-
ción interpuesto por el prevenido Cirilo Donato contra sen-
tencia de fecha 29 de agosto de 1962, dictada por ese Tri-
bunal que lo condenó en defecto a sufrir la pena de cua-
tro (4) meses de prisión correccional, por el delito de abu-
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to del año 1963, a requerimiento del recurrente, en la 
cual

no se invoca ningún medio determinado de casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 188, 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 406 y 463 apartado 6to., del Código
Penal; y 19, apartados a) y b) y 12 de la Ley N° 1608, del
27 de diciembre de 1947, 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 27 de julio de 1962, Bartolo J. Kury, presen-
tó querella contra Cirilo Donato, por el hecho de haber
dispuesto de una cama semicolonial, que había adquirido
en Venta Condicional, antes de pagar la totalidad de su
precio; b) que apoderado del caso el Juzgado de Primera
Instancia de San Pedro de Macorís, el 29 de agosto de 1962
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero:
Que debe Pronunciar y Pronuncia defecto contra el nom-
brado Cirilo Donato, por no haber comparecido a la audien-
cia, no obstante haber sido citado legalmente; Segundo:
Que debe Condenar y Condena al nombrado Cirilo Dona-
to, a sufrir la pena de cuatro meses de prisión correccio-
nal, por el delito de abuso de confianza en perjuicio de
Bartolo Kury; Tercero: Que debe Condenar y Condena a
dicho inculpado al pago de las costas"; e) que sobre oposi-
ción del prevenido, dicho Juzgado dictó en fecha 22 de oc-
tubre de 1962, sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Que debe Declarar como en efecto Declara
nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición interpues-
to por el prevenido Cirilo Donato, contra sentencia N9 671
de fecha 29 de agosto de 1962, dictada por este Tribunal
que lo condenó en defecto a sufrir (4) meses de prisión co-
rreccional y al pago de las costas; Segundo: Que debe Con-
denar como en efecto Condena al prevenido al pago de las
costas"; d) que sobre apelación interpuesta por el preve-
nido Cirilo Donato, la Corte de Apelación de San Pedro
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de Macorís dictó en fecha 26 de abril de 1963 una senten-
cia en defecto que tiene el siguiente dispositivo: "Falla:

Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma,

el recurso de apelación interpuesto por el inculpado Cirilo

Donato, contra sentencia dictada, en atribuciones correc-

cionales y en fecha 22 de octubre de 1962, por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro
de Macorís, que declaró nulo y sin ningún efecto el re-

curso de oposición interpuesto por el prevenido Cirilo Do-
nato contra sentencia de fecha 29 de agosto de 1962, dic-
tada por ese Tribunal que lo condenó en defecto a sufrir
la pena de cuatro (41 meses de prisión correccional, por
el delito de abusó de confianza en perjuicio de Bartolo
Kury, condenándolo además, al pago de las costas; Segun-
do: Pronuncia el defecto contra el referido inculpado Ci-
rilo Donato, por no haber comparecido a la audiencia, no
obstante haber sido legalmente citado; Tercero: Confirma
la sentencia recurrida; Cuarto: Condena a dicho inculpado
al pago de las costas"; c) que sobre recurso de oposición
interpuesto por el prevenido, intervino la sentencia im-
pugnada que tiene este dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara nulo, sin ningún valor ni efecto, por falta de com-
parecencia del prevenido, el recurso de oposición inter-
puesto por el inculpado Cirilo Donato, contra sentencia
dictada en fecha 26 de abril de 1963, por esta Corte de
Apelación, cuya parte dispositiva dice así: "Falla: Primero:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto por el inculpado Cirilo Donato,
contra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y
en fecha 22 de octubre de 1962, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís,
que declaró nulo y sin ningún efecto el recurso de oposi-
ción interpuesto por el prevenido Cirilo Donato contra sen-
tencia de fecha 29 de agosto de 1962, dictada por ese Tri-
bunal que lo condenó en defecto a sufrir la pena de cua-
tro (4) meses de prisión correccional, por el delito de abu-
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so de confianza en perjuicio de Bartolo Kury, condenán-dolo además, al pago de las costas; Segundo: Pronuncia el
defecto contra el referido inculpado Cirilo Donato, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Tercero: Confirma la sentencia recurri-
da; Cuarto: Condena a dicho inculpado al pago de las cos-
tas"; SEGUNDO: Condena al referido inculpado al paga,
de las costas";

Considerando que como el recurso de casación inter-
puesto contra una sentencia correccional que declara nula
la oposición por no haber comparecido el oponente, se ex-
tiende a la primera sentencia por defecto, que estatuyó so-
bre el fondo de la prevención, procede el examen de am-
bas decisiones;

Considerando en cuanto a la sentencia de fecha 5 de a,
agosto que declaró nulo el recurso de oposición, que de
conformidad con los artículos 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, la oposición a una sentencia en de-
fecto pronunciada en materia correccional es nula si el
oponente no compareciere a sostener la oposición; que en
el fallo impugnado por el presente recurso de casación es
constante que el oponente no concurrió a la audiencia fi-
jada para conocer de su recurso, no obstante haber sido
legalmente citado, y que el ministerio público pidió en sus
conclusiones la nulidad de la oposición; que, en consecuen-
cia, los mencionados textos legales fueron correctamente
aplicados por la Corte a-qua, al declarar nulo y consecuen-
temente, sin ningún valor ni efecto el recurso de oposición
interpuesto por Cirilo Donato, contra la sentencia en de-
fecto del 26 de abril de 1963, que falló el fondo de la pre-
vención;

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la
cual se extiende, como se ha dicho ya, el presente recurso
de casación, que de acuerdo con el párrafo e) de la Ley
1608, de 1947, constituye un abuso de confianza, sujeto a
las penas establecidas en el artículo 406 del Código Penal,

el hecho de parte del comprador de no entregar la casa
cuando le sea requerida en la forma prevista en el artícu-
lo 12, salvo por causa de fuerza mayor; que la Corte a-qua

dio por establecido, mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en la
instrucción de la causa, lo siguiente: a) que entre Bartolo
J. Kury y Cirilo Donato, intervino el 26 de mayo de 1962
un contrato de venta condicional de mueble, mediante el
cual el segundo compró al primero una cama semicolonial
tipo bambú, con su bastidor Royal de dos plazas, por e.1
precio de RD$70.00, del que pagó como cuota inicial RD$-
20.00. comprometiéndose a cancelar el balance restante en
la siguiente forma: RD$20.00 el día 10 de junio de 1962 y
los RD$30.00 últimos el día 25 del mismo mes y año; 13)
que a falta de pago de los RD$50.00 restantes, Bartolo J.
Kury después de haberle hecho un formal mandamiento de
pago el día 25 de junio de 1962, sin que el deudor obtern-
perara a ello, obtuvo del Juzgado de Paz del Municipio de
San Pedro de Macorís, un auto de incautación de la cama
vendida; c) que ese auto fue notificado por acto del algua-
cil Basilio Bron, del Juzgado de Paz de San Pedro de Ma-
corís, en fecha 24 de julio de 1962, y al serle requerida
la entrega del mueble vendido, Cirilo Donato no procedió
a dicha entrega por no tenerlo en su poder sin haber causa
de fuerza mayor;

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza pues-
to a cargo del prevenido Donato, previsto por el párrafo
e) de la referida Ley 1608, de 1947, y castigado con las pe-
nas de prisión correccional de uno a dos años y multa que
no bajaría de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de la
tercera parte de las indemnizaciones y restituciones que se
deban al agraviado, de conformidad con el artículo 406 del
Código Penal; que, en consecuencia, al condenar a dicho
prevenido, después de declararlo culpable del indicado de-
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so de confianza en perjuicio de Bartolo Kury, condenan-dolo además, al pago de las costas; Segundo: Pronuncia eldefecto contra el referido inculpado Cirilo Donato, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Tercero: Confirma la sentencia recurri-da; Cuarto: Condena a dicho inculpado al pago de las cos- 1,
tas"; SEGUNDO: Condena al referido inculpado al pago
de las costas";

Considerando que como el recurso de casación inter-
puesto contra una sentencia correccional que declara nula
la oposición por no haber comparecido el oponente, se ex-
tiende a la primera sentencia por defecto, que estatuyó so-
bre el fondo de la prevención, procede el examen de am-
bas decisiones;	 --

Considerando en cuanto a la sentencia de fecha 5 de
agosto que declaró nulo el recurso de oposición, que de
conformidad con los artículos 188 y 208 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, la oposición a una sentencia en de-
fecto pronunciada en materia correccional es nula si el
oponente no compareciere a sostener la oposición; que en
el fallo impugnado por el presente recurso de casación es
constante que el oponente no concurrió a la audiencia fi-
jada para conocer de su recurso, no obstante haber sido
legalmente citado, y que el ministerio público pidió en sus
conclusiones la nulidad de la oposición; que, en consecuen-
cia, los mencionados textos legales fueron correctamente
aplicados por la Corte a-qua, al declarar nulo y consecuen-
temente, sin ningún valor ni efecto el recurso de oposición
interpuesto por Cirilo Donato, contra la sentencia en de-
fecto del 26 de abril de 1963, que falló el fondo de la pre-
vención;

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la
cual se extiende, como se ha dicho ya, el presente recurso
de casación, que de acuerdo con el párrafo e) de la Ley
1608, de 1947, constituye un abuso de confianza, sujeto a
las penas establecidas en el artículo 406 del Código Penal,

el 
hecho de parte del comprador de no entregar la casa

cuando le sea requerida en la forma prevista en el artícu-
lo 12, salvo por causa de fuerza mayor; que la Corte a-qua

dió por establecido, mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente aportados en la
instrucción de la causa, lo siguiente: al que entre Bartolo

Kury y Cirilo Donato, intervino el 26 de mayo de 1962

un contrato de venta condicional de mueble, mediante el
cual el segundo compró al primero una cama semicolonial
tipo bambú, con su bastidor Royal de dos plazas, por el
precio de RD$70.00, del que pagó como cuota inicial RD$-

20.00. comprometiéndose a cancelar el balance restante en
la siguiente forma: RD$20.00 el día 10 de junio de 1962 y
los RD$30.00 últimos el día 25 del mismo mes y año; b)
que a falta de pago de los RDS50.00 restantes, Bartolo J.
Kury después de haberle hecho un formal mandamiento de
pago el día 25 de junio de 1962, sin que el deudor obtern-

perara a ello, obtuvo del Juzgado de Paz del Municipio de
San Pedro de Macorís, un auto de incautación de la cama
vendida; ci que ese auto fue notificado por acto del algua-
cil Basilio Bron, del Juzgado de Paz de San Pedro de Ma-
corís, en fecha 24 de julio de 1962, y al serle requerida
la entrega del mueble vendido, Cirilo Donato no procedió
a dicha entrega por no tenerlo en su poder sin haber causa
de fuerza mayor;

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, se encuentran reunidos los ele- -
mentos constitutivos del delito de abuso de confianza pues-
to a cargo del prevenido Donato, previsto por el párrafo
e) de la referida Ley 1608, de 1947, v castigado con las pe-
nas de prisión correccional de uno a dos años y multa que
no bajaría de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de la
tercera parte de las indemnizaciones y restituciones que se
deban al agraviado, de conformidad con el artículo 406 del
Código Penal; que, en consecuencia, al condenar a dicho
prevenido, después de declararlo culpable del indicado de-
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A

lito, a la pena de cuatro meses de prisión correccional, aco-
giendo circunstancias atenuantes, dicha Corte le impuso
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cirilo Donato, contra la sentencia de
fecha cinco (5) del mes de agosto del año mil novecientos
sesenta y tres (1963), dictada por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen-
te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.-- Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que, certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
íicia, regularmente contituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, hoy día 3 de
Febrero de 1965, años 121' de la Independencia y 102' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de revisión interpuesto por Manuel
Holguín, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
portador de la cédula personal de identidad No. 23261, se-
rie lra., domiciliado y residente en el kilómetro 10 de la
carretera Duarte, contra sentencia dictada por la Suprema
Corte de Justicia, de fecha 30 de septiembre de 1964, cuyo
dispositivo dice así: "Por tales motivos, Primero: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Manuel Holguín,
contra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por ln Corte de Anelación de Santo Domin go, en fecha 4 de
septiembre de 1963. cuyo dispositivo 9e ha coniado en par-
te anterior del presente fallo: y . Segunda: Condena al re-
currente al pa go de las costas":

Vista la instancia de fecha 21 de octubre de 1964, que
copiada textualmente expresa: "Al Magistrado Presidente
y demás Jueces que integran la Honorable Suprema Corte
de Justicia,— Vía: Procurador General de la República.—
Honorables Magistrados:— Manuel Holguín, dominicano,
mayor de edad, casado, negociante, portador de la cédula
Personal de identidad No.23261, serie lra., domiciliado y
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lito, a la pena de cuatro meses de prisión correccional, aco-
giendo circunstancias atenuantes, dicha Corte le impuso
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne
al interés del recurrente, ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cirilo Donato, contra la sentencia de
fecha cinco (5) del mes de agosto del año mil novecientos
sesenta y tres (1963), dictada por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen-
te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado 1: Ernesto Curiel hijo.
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

sentencia:
Sobre el recurso de revisión interpuesto por Manuel

Holguín, dominicano, mayor de edad, casado, negociante,
portador de la cédula personal de identidad No. 23261, se-
rie ira., domiciliado y residente en el kilómetro 10 de la
carretera Duarte, contra sentencia dictada por la Suprema
Corte de Justicia, de fecha 30 de septiembre de 1964, cuyo
dispositivo dice así: "Por tales motivos, Primero: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Manuel Holguín,
contra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por h Corte de Anelación de Santo Domin go, en fecha 4 de
septiembre de 1 q63. cuyo dispositivo se ha coniado en par-
te anterior del presente fallo: y. Segunde.: Condena al re-

currente al pa go de las costas":

Vista la instancia de fecha 21 de octubre de 1964, que
copiada textualmente expresa: "Al Magistrado Presidente
y demás Jueces que integran la Honorable Suprema Corte
de Justicia,— Vía: Procurador General de la República.—
Hono) ables Magistrados:— Manuel Holguín, dominicano,
mayor de edad, casado, negociante, portador de la cédula
personal de identidad No.23261, serie ira., domiciliado y

A

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
Licia, regularmente contituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio

tAbre. u y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Ge-
" neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, hoy día 3 de

Febrero de 1965, años 121' de la Independencia y 102' de
:la Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente
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residente en el kilómetro 10 de la carretera Duarte, tiene
a bien exponeros lo siguiente:— Que mediante sentencia
de fecha 11 de diciembre de 1962, de la Primera Cámara
Penal del Distrito Nacional, el señor Manuel Holguín fué
condenado al pago de una multa de Cien Pesos Oro (RDS-
100.00) y a sufrir tres meses de prisión correccional, por
violación a la Ley 675, sobre Construcciones;-- Que me-
diante recurso de apelación que interpusiera el menciona-
do señor Holguílil la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 4 de sgptiembre de 1963, confirmó la sentencia
apelada;— Que en fecha 30 de septiembre de 1964, la Su-
prema Corte de Justicia rechazó el recurso de casacién que
interpusiera Manuel Holguin;— Que en tal virtud, la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do Bingo,
en fecha 4 de septiembre de 1963, y la dictada por la Pi ime-
ra Cámara Penal del Distrito Nacional, en fecha 11 de di-
ciembre de 1962, han adquirido, carácter de la cosa irrevo-
cablemente juzgada;— Que así las cosas, y posteriormente
al pronunciamiento de la sentencia de la Suprema Corte
de Justicia, han surgido nuevos documentos, que no fueron
tomados en cuenta por los Tribunales antes mencionados,
y que de haberse presentado para su debate, otra solución
jurídica hubiera sido la del presente caso; documentos que
el señor Manuel Holguín tiene interés de que la julsticia
conozca de dichos documentos en razón de que los mismos
dejarán demostrado la inocencia del prevenido;— Que en
tal virtud resulta una sombra en su conducta esa condena-
ción y que al amparo de las leyes vigentes se impone una
reconsideración de su caso;— En mérito a tales pondera-
ciones y contando con el espíritu de justicia y equidad pre-
sente en todas las decisiones del más alto Tribunal de Jus-
ticia de la República Dominicana, os solicita muy respe-
tuosamente, ordeneis la revisión de su caso para el correc-
to esclarecimiento de la verdad.— Los documentos que ha-
rá valer el suscrito en apoyo del presente recurso de revi-
sión, serán depositados en la Suprema Corte de Justicia,

con un escrito ampliativo;— Santo Domingo, Distrito Na-
cional, 21 ue ociuore de 1964.— Fdos.) Manuel Holguín.-
Dr. Cesar Lara Mieses, Abogado".—

Visto el oficio de fecha 23 de octubre de 1964, del Ma-
gistrado Procurador General de la República, apoderando
a la Suprema Corte de Justicia del presente recurso de re-
visión;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República, el cual concluye así: "Opinamos:— Que
se rechace, por improcedente e infundada, la solicitud de

I
revisión penal incoada por Manuel Holguín, respecto del

 expediente que se le siguió por la violación a la Ley No.
675, sobre Construcciones, y que culminó, en grado de ca-.

sación, con la sentencia dictada por esa Suprema Corte de
Justicia, en fecha 30' de septiembre de 1964, con todas sus
consecuencias legales, salvo el mas ilustrado criterio de
los Magistrados que componen dicha Suprema Corte de
Justicia";
.1 ' La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 305 ordinal 4, 306 y 308 del
Código de Procedimiento Criminal y 130 del Cód.gl, de
Procedimiento Civil;

Sobre la admisibilidad del recurso en cuanto a la forma.

Considerando que en el presente caso la Suprema Cor-
te de Justicia ha sido regularmente apoderada por el Ma-
gistrado Procurador General de la República; que el recu-
rrente invoca el caso de revisión previsto por el ordinal 4
del artículo 305, reformado, del Código dé Procedimiento
Criminal. y q ue la sentencia decondenación cuya revisión-
se pide ha adquirido la autoridad de la cosa juzgada; que
Por tanto, el presente recurso de revisión es admisible en
cuanto a la forma, y procede examinar si está bien funda-
do , y si, en consecuencia, es admisible en cuanto al fondo;
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residente en el kilómetro 10 de la carretera Duarte, tiene
a bien exponeros lo siguiente:— Que mediante sentencia
de fecha 11 de diciembre de 1962, de la Primera Cámara
Penal del Distrito Nacional, el señor Manuel Holguín fué
condenado al pago de una multa de Cien Pesos Oro (Ras._
100.0W y a sufrir tres meses de prisión correccional, por
violación a la Ley 675, sobre Construcciones;— Que me-
diante recurso de apelación que interpusiera el menciona-
do señor Holgunk la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 4 de slptiembre de 1963, confirmó la sentencia
apelada;— Que en fecha 30 de septiembre de 1964, la Su-
prema Corte de Justicia rechazó el recurso de casación que
interpusiera Manuel Holguín;— Que en tal virtud, la sen-
tencia  dictada por la Corte de Apelación de Santo Do lingo, .41"
en fecha 4 de septiembre de 1963, y la dictada por la '1) 'me-.
ra Cámara Penal del Distrito Nacional, en fecha 11 de di-
ciembre  de 1962, han adquirido, carácter de la cosa irrevo-
cablemente	

.11
 juzgada;— Que así las cosas, y posteriormente 	 11

al pronunciamiento de la sentencia de la Suprema Corte
de Justicia, han surgido nuevos documentos, que no fueron
tomados en cuenta por los Tribunales antes mencionados,
y que de haberse presentado para su debate, otra solución
jurídica hubiera sido la del presente caso; documentos que
el señor Manuel Holguín tiene interés de que la julsticia
conozca de dichos documentos en razón de que los mismos
dejarán demostrado la inocencia del prevenido;— Que en
tal virtud resulta una sombra en su conducta esa condena-
ción y que al amparo de las leyes vigentes se impone una
reconsideración de su caso;— En mérito a tales pondera-
ciones y contando con el espíritu de justicia y equidad pre-
sente en todas las decisiones del más alto Tribunal de Jus-
ticia de la República Dominicana, os solicita muy respe-
tuosamente, ordeneis la revisión de su caso para el correc-
to esclarecimiento de la verdad.— Los documentos que ha-
rá valer el suscrito en apoyo del presente recurso de revi-
sión, serán depositados en la Suprema Corte de Justicia,
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con un escrito ampliativo;— Santo Domingo, Distrito Na-

cional,	 ue ()mi gre de 1964.— (Fdos.) Manuel Holguín.--
Dr. Cesar Laxa Mieses, Abogado".—

Visto el oficio de fecha 23 de octubre de 1964, del Ma-
gistrado t'iocurador General de la República, apoderando
a la Suprema Corte de Justicia del presente recurso de re-
visión;

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República, el cual concluye así: "Opinamos:— Que
se rechace, por improcedente e infundada, la solicitud de

t revisión penal incoada por Manuel Holguín, respecto del
expediente que se le siguió por la violación a la Ley No.
675, sobre Construcciones, y que culminó, en grado de ca-:
sación, con la sentencia dictada por esa Suprema Corte de
Justicia, en fecha 39 de septiembre de 1964, con todas sus
consecuencias legales, salvo el mas ilustrado criterio de
los Magistrados que componen dicha Suprema Corte de
Justicia";

4111101• 	 La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 305 ordinal 4, 306 y 308 del
Código de Procedimiento Criminal y 130 del Códs‹, de
Procedimiento Chril;

Sobre la admisibilidad del recurso en cuanto a la forma.

Considerando que en el presente caso la Suprema Cor-
te de Justicia ha sido regularmente apoderada por el Ma-
gistrado Procurador General de la República; que el recu-
rrente invoca el caso de revisión previsto por el ordinal 4
del artículo 305, reformado, deT Código de Procedimiento.
Criminal. y que la sentencia decondenación cuya revisión
se pide ha adquirido la autoridad de la cosa juzgada; que
Por tanto, el presente recurso de revisión es admisible en
Cuanto a la forma, y procede examinar si está bien funda-
d°. y si, en consecuencia, es admisible en cuanto al fondo;



Sobre la admisibilidad del recurso en cuanto al, fondo.

Considerando que el tenor del artículo 301, ordinal 4,
del Código de Procedimiento Criminal', la revisión puede
pedirse en materia criminal o correeduhal, cuando después
de una condenación sobrevenga o se revele algún hecho,
o se presenten documentos de los cuales no se conoció en
los debates, siempre que por su naturaleza demuestren hl
inocencia delsondenado;

ConsideraWdo que el recurrente se ha limitado a afir-
mar que "posteriormente al pronunciamiento de la senten-
cia de la Suprema Corte de Justicia, han surgido nuevos
documentos, que no fueron tomados en cuenta por los Tri-
bunales antes mencionados, y que de haberse presentado
para su debate, otra solución jurídica hubiera sido la del
presente caso"; que los referidos documentos" serán de-
positados en la Suprema Corte de Justicia con un escrito
ampliativo"; pero,

Considerando que cuando se trata de la revisión penal
prevista por el ordinal 4 del artículo 305 del Código de
Procedimiento Criminal, el recurrente debe someter con-
juntamente con la demanda de revisión, todos los docu-
mentos que la Justifiquen; que, por consiguiente, mientras
el recurrente no tenga en su poder los documentos en que
apoya sus pretensiones, la revisión no debe ser pedida; que
en el presente caso el recurrente no ha denositadn con su
instancia de fecha 21 de octubre de 1964, ni nosteriorrnen-
té, `ningún documento, que justifique la revisión solicitada,
ni tunnoco ha Dre rq ado, como lo exi ge el citado artículo
305 ordinal 4 del Códi go de Procedimiento	 nin-
gún hecho decisivo cine demuestre o que haga seriamente
presumir la inocencia del condenado;

Por "tales Motivos, Primero: Declara admisible, en
Cuanto a la forma, el recurso de revisión interrniesto por
Manuel tiolguín, contra sentencia dictada en atribuciones

correccionales, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 4 de septiembre de 1963, cuyo dispositivo
se copia en otra parte del presente fallo; Segundo: Declara
inadm isible , en cuanto al fondo, dicho recurso; y Tercero:

Condena al recurrente al pago de las costas.

(Fdos.) Julio A. Cuello.— Manuel' D. Bergés Chupa-
ni.— F. E. Ravelo de la Fuente.— 'Guarionex A. García de
Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-

- que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
t. señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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Sobre la admisibilidad del recurso en cuanto al, fondo.

Considerando que el tenor del articulo 301, ordinal 4
del Código de Procedimiento Criminal', la revisión puede
pedirse en materia criminal o correccional, cuando después
de una condenación sobrevenga o se revele algún hecho,
o se presenten documentos de los cuales no se conoció en
los debates, siempre que por su naturaleza demuestren la
inocencia delsondenado;

Considerando que el recurrente se ha limitado a afir-
mar que "posteriormente al pronunciamiento de la senten-
cia de la Suprema Corte de Justicia, han surgido nuevos
documentos, que no fueron tomados en cuenta por los Tri-
bunales antes mencionados, y que de haberse presentado
para su debate, otra solución jurídica hubiera sido la del
presente caso"; que los referidos documentos" serán de-
positados en la Suprema Corte de Justicia con un escrito
ampli ativó" ; pero,

Considerando que cuando se trata de la revisión penal
prevista por el ordinal 4 del articulo 305 del Código de
Procedimiento Criminal, el recurrente debe someter con-
juntamente con la demanda de revisión, todos los docu-
mentos que la Justifiquen; que, por consiguiente, mientras
el recurrente no tenga en su poder los documentos en que
apnya Sus pretensiones, la revisión no debe ser DPrlida; que
en el presente caso el recurrente no ha denositado con su
instancia de fecha 21 dé octubre de 1964, hi nosteriormen-
té, `ningún documento, que justifique la revisión solicitada,
ni tamnoco ha oreniado. corrió lo eVice el citarlo artículo
305 'ordinal 4 del Códieo de Procedimiento Criminal, nin-
gún hecho decisivo une demuestre o que haga seriamente
presumir la inocencia del condenado;

Por tales Motivos, PritnerO: Declara admisible, en
Cuanto a la forma, el recurso de revisión ifiternuesto por

Manuel lioleufn, contra sentencia dictada en atribuciones

correccionale s, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en fecha 4 de septiembre de 1963, cuyo dispositivo
se copia en otra parte del presente fallo; Segundo: Declara
inadmisible, en cuanto al fondo, dicho recurso; y Tercero:
Condena al recurrente al pago de las costas.

(Fdos.) Julio A. Cuello.— Manuel' D. Bergés Chupa-
F. E. Ravelo de la Fuente.—*Guarionex A. García de

-Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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